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En la actualidad se ha alcanzado un alto grado de regulación jurídica  en materia de violencia  de 
género. Para ello, se han necesitado largos años de lucha social, para mostrar el alcance y la 
dimensión pública de esta lacra, que  hasta hace poco tiempo era consentida y justificada. A medida 
que la sociedad ha sido consciente la magnitud del problema y su complejidad se ha ido poniendo de 
manifiesto la necesidad de realizar cambios legislativos que aborden de forma integral y transversal 
esta realidad criminológica.  

A esta apuesta responde la Junta de Andalucía, que en su Estatuto de Autonomía recoge el derecho 
de las mujeres a una protección integral contra la violencia de género, contemplando medidas 
preventivas, asistenciales y de recuperación,  aprobando leyes especificas, así como normativa de 
desarrollo que  dan cobertura legal a los Planes contra la violencia de género con los que ya 
trabajábamos desde años atrás.  

Con objeto de unificar en un solo documento la normativa básica en el ámbito nacional y autonómico 
se presenta este manual que está dirigido a la formación y especialización de los profesionales y las 
profesionales que desarrollan su labor en este ámbito, facilitando el trabajo de búsqueda de 
legislación y permitiendo una mayor profundización en las cuestiones relacionadas con la violencia de 
género desde una perspectiva integral. 

Con él, esperamos facilitar la labor profesional de mujeres y hombres en la consecución de un mundo 
libre de violencia y en la construcción de una sociedad más justa, igualitaria y democrática. 

 

Micaela Navarro Garzón 

Consejera de Igualdad y Bienestar Social 
Junta de Andalucía 
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Legislación Estatal 
 
 

 LEY ORGÁNICA 1/2004, de 28 de diciembre,  
de Medidas de Protección Integral  

contra la Violencia de Género 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS  

I 

La violencia de género no es un problema que afecte al ámbito privado. Al contrario, se manifiesta 
como el símbolo más brutal de la desigualdad existente en nuestra sociedad. Se trata de una violencia 
que se dirige sobre las mujeres por el hecho mismo de serlo, por ser consideradas, por sus 
agresores, carentes de los derechos mínimos de libertad, respeto y capacidad de decisión.  

Nuestra Constitución incorpora en su artículo 15 el derecho de todos a la vida y a la integridad física y 
moral, sin que en ningún caso puedan ser sometidos a torturas ni a penas o tratos inhumanos o 
degradantes. Además, continúa nuestra Carta Magna, estos derechos vinculan a todos los poderes 
públicos y sólo por ley puede regularse su ejercicio.  

La Organización de Naciones Unidas en la IV Conferencia Mundial de 1995 reconoció ya que la 
violencia contra las mujeres es un obstáculo para lograr los objetivos de igualdad, desarrollo y paz y 
viola y menoscaba el disfrute de los derechos humanos y las libertades fundamentales. Además la 
define ampliamente como una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales 
entre mujeres y hombres. Existe ya incluso una definición técnica del síndrome de la mujer maltratada 
que consiste en «las agresiones sufridas por la mujer como consecuencia de los condicionantes 
socioculturales que actúan sobre el género masculino y femenino, situándola en una posición de 
subordinación al hombre y manifestadas en los tres ámbitos básicos de relación de la persona: 
maltrato en el seno de las relaciones de pareja, agresión sexual en la vida social y acoso en el medio 
laboral ».  

En la realidad española, las agresiones sobre las mujeres tienen una especial incidencia, existiendo 
hoy una mayor conciencia que en épocas anteriores sobre ésta, gracias, en buena medida, al 
esfuerzo realizado por las organizaciones de mujeres en su lucha contra todas las formas de violencia 
de género. Ya no es un «delito invisible», sino que produce un rechazo colectivo y una evidente alarma 
social.  

II 

Los poderes públicos no pueden ser ajenos a la violencia de género, que constituye uno de los 
ataques más flagrantes a derechos fundamentales como la libertad, la igualdad, la vida, la seguridad y 
la no discriminación proclamados en nuestra Constitución. Esos mismos poderes públicos tienen, 
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conforme a lo dispuesto en el artículo 9.2 de la Constitución, la obligación de adoptar medidas de 
acción positiva para hacer reales y efectivos dichos derechos, removiendo los obstáculos que impiden 
o dificultan su plenitud.  

En los últimos años se han producido en el derecho español avances legislativos en materia de lucha 
contra la violencia de género, tales como la Ley Orgánica 11/2003, de 29 de septiembre, de Medidas 
Concretas en Materia de Seguridad Ciudadana, Violencia Doméstica e Integración Social de los 
Extranjeros; la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre, por la que se modifica la Ley Orgánica 
10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, o la Ley 27/2003, de 31 de julio, reguladora de la 
Orden de Protección de las Víctimas de la Violencia Doméstica; además de las leyes aprobadas por 
diversas Comunidades Autónomas, dentro de su ámbito competencial. Todas ellas han incidido en 
distintos ámbitos civiles, penales, sociales o educativos a través de sus respectivas normativas.  

La Ley pretende atender a las recomendaciones de los organismos internacionales en el sentido de 
proporcionar una respuesta global a la violencia que se ejerce sobre las mujeres. Al respecto se puede 
citar la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación sobre la mujer de 
1979; la Declaración de Naciones Unidas sobre la eliminación de la violencia sobre la Mujer, 
proclamada en diciembre de 1993 por la Asamblea General; las Resoluciones de la última Cumbre 
Internacional sobre la Mujer celebrada en Pekín en septiembre de 1995; la Resolución WHA49.25 de 
la Asamblea Mundial de la Salud declarando la violencia como problema prioritario de salud pública 
proclamada en 1996 por la OMS; el informe del Parlamento Europeo de julio de 1997; la Resolución 
de la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas de 1997; y la Declaración de 1999 como 
Año Europeo de Lucha Contra la Violencia de Género, entre otros. Muy recientemente, la Decisión n.º 
803/2004/CE del Parlamento Europeo, por la que se aprueba un programa de acción comunitario 
(2004-2008) para prevenir y combatir la violencia ejercida sobre la infancia, los jóvenes y las mujeres 
y proteger a las víctimas y grupos de riesgo (programa Daphne II), ha fijado la posición y estrategia de 
los representantes de la ciudadanía de la Unión al respecto.  

El ámbito de la Ley abarca tanto los aspectos preventivos, educativos, sociales, asistenciales y de 
atención posterior a las víctimas, como la normativa civil que incide en el ámbito familiar o de 
convivencia donde principalmente se producen las agresiones, así como el principio de subsidiariedad 
en las Administraciones Públicas. Igualmente se aborda con decisión la respuesta punitiva que deben 
recibir todas las manifestaciones de violencia que esta Ley regula.  

La violencia de género se enfoca por la Ley de un modo integral y multidisciplinar, empezando por el 
proceso de socialización y educación.  

La conquista de la igualdad y el respeto a la dignidad humana y la libertad de las personas tienen que 
ser un objetivo prioritario en todos los niveles de socialización.  

La Ley establece medidas de sensibilización e intervención en al ámbito educativo. Se refuerza, con 
referencia concreta al ámbito de la publicidad, una imagen que respete la igualdad y la dignidad de 
las mujeres. Se apoya a las víctimas a través del reconocimiento de derechos como el de la 
información, la asistencia jurídica gratuita y otros de protección social y apoyo económico. 
Proporciona por tanto una respuesta legal integral que abarca tanto las normas procesales, creando 
nuevas instancias, como normas sustantivas penales y civiles, incluyendo la debida formación de los 
operadores sanitarios, policiales y jurídicos responsables de la obtención de pruebas y de la aplicación 
de la ley.  
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Se establecen igualmente medidas de sensibilización e intervención en el ámbito sanitario para 
optimizar la detección precoz y la atención física y psicológica de las víctimas, en coordinación con 
otras medidas de apoyo.   

Las situaciones de violencia sobre la mujer afectan también a los menores que se encuentran dentro 
de su entorno familiar, víctimas directas o indirectas de esta violencia. La Ley contempla también su 
protección no sólo para la tutela de los derechos de los menores, sino para garantizar de forma 
efectiva las medidas de protección adoptadas respecto de la mujer.  

III  

La Ley se estructura en un título preliminar, cinco títulos, veinte disposiciones adicionales, dos 
disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y siete disposiciones finales.  

En el título preliminar se recogen las disposiciones generales de la Ley que se refieren a su objeto y 
principios rectores.  

En el título I se determinan las medidas de sensibilización, prevención y detección e intervención en 
diferentes ámbitos. En el educativo se especifican las obligaciones del sistema para la transmisión de 
valores de respeto a la dignidad de las mujeres y a la igualdad entre hombres y mujeres. El objetivo 
fundamental de la educación es el de proporcionar una formación integral que les permita conformar 
su propia identidad, así como construir una concepción de la realidad que integre a la vez el 
conocimiento y valoración ética de la misma.  

En la Educación Secundaria se incorpora la educación sobre la igualdad entre hombres y mujeres y 
contra la violencia de género como contenido curricular, incorporando en todos los Consejos 
Escolares un nuevo miembro que impulse medidas educativas a favor de la igualdad y contra la 
violencia sobre la mujer.  

En el campo de la publicidad, ésta habrá de respetar la dignidad de las mujeres y su derecho a una 
imagen no estereotipada, ni discriminatoria, tanto si se exhibe en los medios de comunicación 
públicos como en los privados. De otro lado, se modifica la acción de cesación o rectificación de la 
publicidad legitimando a las instituciones y asociaciones que trabajan a favor de la igualdad entre 
hombres y mujeres para su ejercicio.  

En el ámbito sanitario se contemplan actuaciones de detección precoz y apoyo asistencial a las 
víctimas, así como la aplicación de protocolos sanitarios ante las agresiones derivadas de la violencia 
objeto de esta Ley, que se remitirán a los Tribunales correspondientes con objeto de agilizar el 
procedimiento judicial. Asimismo, se crea, en el seno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional 
de Salud, una Comisión encargada de apoyar técnicamente, coordinar y evaluar las medidas 
sanitarias establecidas en la Ley.  

En el título II, relativo a los derechos de las mujeres víctimas de violencia, en su capítulo I, se 
garantiza el derecho de acceso a la información y a la asistencia social integrada, a través de servicios 
de atención permanente, urgente y con especialización de prestaciones y multidisciplinariedad 
profesional. Con el fin de coadyuvar a la puesta en marcha de estos servicios, se dotará un Fondo al 
que podrán acceder las Comunidades Autónomas, de acuerdo con los criterios objetivos que se 
determinen en la respectiva Conferencia Sectorial.  
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Asimismo, se reconoce el derecho a la asistencia jurídica gratuita, con el fin de garantizar a aquellas 
víctimas con recursos insuficientes para litigar una asistencia letrada en todos los procesos y 
procedimientos, relacionados con la violencia de género, en que sean parte, asumiendo una misma 
dirección letrada su asistencia en todos los procesos. Se extiende la medida a los perjudicados en 
caso de fallecimiento de la víctima.  

Se establecen, asimismo, medidas de protección en el ámbito social, modificando el Real Decreto 
Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto 
de los Trabajadores, para justificar las ausencias del puesto de trabajo de las víctimas de la violencia 
de género, posibilitar su movilidad geográfica, la suspensión con reserva del puesto de trabajo y la 
extinción del contrato.  

En idéntico sentido se prevén medidas de apoyo a las funcionarias públicas que sufran formas de 
violencia de las que combate esta Ley, modificando los preceptos correspondientes de la Ley 
30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública.  

Se regulan, igualmente, medidas de apoyo económico, modificando el Real Decreto Legislativo 
1/1994, de 20 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, para que las víctimas de la violencia de género generen derecho a la situación legal de 
desempleo cuando resuelvan o suspendan voluntariamente su contrato de trabajo.  

Para garantizar a las víctimas de violencia de género que carezcan de recursos económicos unas 
ayudas sociales en aquellos supuestos en que se estime que la víctima debido a su edad, falta de 
preparación general especializada y circunstancias sociales no va a mejorar de forma sustancial su 
empleabilidad, se prevé su incorporación al programa de acción específico creado al efecto para su 
inserción profesional. Estas ayudas, que se modularán en relación a la edad y responsabilidades 
familiares de la víctima, tienen como objetivo fundamental facilitarle unos recursos mínimos de 
subsistencia que le permitan independizarse del agresor; dichas ayudas serán compatibles con las 
previstas en la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de Ayudas y Asistencia a las Víctimas de Delitos 
Violentos y Contra la Libertad Sexual.  

En el título III, concerniente a la Tutela Institucional, se procede a la creación de dos órganos 
administrativos. En primer lugar, la Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la 
Mujer, en el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, a la que corresponderá, entre otras funciones, 
proponer la política del Gobierno en relación con la violencia sobre la mujer y coordinar e impulsar 
todas las actuaciones que se realicen en dicha materia, que necesariamente habrán de comprender 
todas aquellas actuaciones que hagan efectiva la garantía de los derechos de las mujeres. También se 
crea el Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer, como un órgano colegiado en el Ministerio de 
Trabajo y Asuntos Sociales, y que tendrá como principales funciones servir como centro de análisis de 
la situación y evolución de la violencia sobre la mujer, así como asesorar y colaborar con el Delegado 
en la elaboración de propuestas y medidas para erradicar este tipo de violencia.  

En su título IV la Ley introduce normas de naturaleza penal, mediante las que se pretende incluir, 
dentro de los tipos agravados de lesiones, uno específico que incremente la sanción penal cuando la 
lesión se produzca contra quien sea o haya sido la esposa del autor, o mujer que esté o haya estado 
ligada a él por una análoga relación de afectividad, aun sin convivencia. También se castigarán como 
delito las coacciones leves y las amenazas leves de cualquier clase cometidas contra las mujeres 
mencionadas con anterioridad.  
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Para la ciudadanía, para los colectivos de mujeres y específicamente para aquellas que sufren este 
tipo de agresiones, la Ley quiere dar una respuesta firme y contundente y mostrar firmeza 
plasmándolas en tipos penales específicos.  

En el título V se establece la llamada Tutela Judicial para garantizar un tratamiento adecuado y eficaz 
de la situación jurídica, familiar y social de las víctimas de violencia de género en las relaciones 
intrafamiliares.  

Desde el punto de vista judicial nos encontramos ante un fenómeno complejo en el que es necesario 
intervenir desde distintas perspectivas jurídicas, que tienen que abarcar desde las normas procesales 
y sustantivas hasta las disposiciones relativas a la atención a las víctimas, intervención que sólo es 
posible a través de una legislación específica.  

Una Ley para la prevención y erradicación de la violencia sobre la mujer ha de ser una Ley que recoja 
medidas procesales que permitan procedimientos ágiles y sumarios, como el establecido en la Ley 
27/2003, de 31 de julio, pero, además, que compagine, en los ámbitos civil y penal, medidas de 
protección a las mujeres y a sus hijos e hijas, y medidas cautelares para ser ejecutadas con carácter 
de urgencia.  

La normativa actual, civil, penal, publicitaria, social y administrativa presenta muchas deficiencias, 
debidas fundamentalmente a que hasta el momento no se ha dado a esta cuestión una respuesta 
global y multidisciplinar. Desde el punto de vista penal la respuesta nunca puede ser un nuevo agravio 
para la mujer.   

En cuanto a las medidas jurídicas asumidas para garantizar un tratamiento adecuado y eficaz de la 
situación jurídica, familiar y social de las víctimas de violencia sobre la mujer en las relaciones 
intrafamiliares, se han adoptado las siguientes: conforme a la tradición jurídica española, se ha 
optado por una fórmula de especialización dentro del orden penal, de los Jueces de Instrucción, 
creando los Juzgados de Violencia sobre la Mujer y excluyendo la posibilidad de creación de un orden 
jurisdiccional nuevo o la asunción de competencias penales por parte de los Jueces Civiles. Estos 
Juzgados conocerán de la instrucción, y, en su caso, del fallo de las causas penales en materia de 
violencia sobre la mujer, así como de aquellas causas civiles relacionadas, de forma que unas y otras 
en la primera instancia sean objeto de tratamiento procesal ante la misma sede. Con ello se asegura 
la mediación garantista del debido proceso penal en la intervención de los derechos fundamentales 
del presunto agresor, sin que con ello se reduzcan lo más mínimo las posibilidades legales que esta 
Ley dispone para la mayor, más inmediata y eficaz protección de la víctima, así como los recursos 
para evitar reiteraciones en la agresión o la escalada en la violencia.  

Respecto de la regulación expresa de las medidas de protección que podrá adoptar el Juez de 
violencia de género, se ha optado por su inclusión expresa, ya que no están recogidas como medidas 
cautelares en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que sólo regula la prohibición de residencia y la de 
acudir a determinado lugar para los delitos recogidos en el artículo 57 del Código Penal (artículo 544 
bis LECrim, introducido por la LO 14/1999). Además se opta por la delimitación temporal de estas 
medidas (cuando son medidas cautelares) hasta la finalización del proceso. Sin embargo, se añade la 
posibilidad de que cualquiera de estas medidas de protección pueda ser utilizada como medida de 
seguridad, desde el principio o durante la ejecución de la sentencia, incrementando con ello la lista 
del artículo 105 del Código Penal (introducido por la LO 11/1999), y posibilitando al Juez la garantía 
de protección de las víctimas más allá de la finalización del proceso.   
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Se contemplan normas que afectan a las funciones del Ministerio Fiscal, mediante la creación del 
Fiscal contra la Violencia sobre la Mujer, encargado de la supervisión y coordinación del Ministerio 
Fiscal en este aspecto, así como mediante la creación de una Sección equivalente en cada Fiscalía de 
los Tribunales Superiores de Justicia y de las Audiencias Provinciales a las que se adscribirán Fiscales 
con especialización en la materia. Los Fiscales intervendrán en los procedimientos penales por los 
hechos constitutivos de delitos o faltas cuya competencia esté atribuida a los Juzgados de Violencia de 
Género, además de intervenir en los procesos civiles de nulidad, separación o divorcio, o que versen 
sobre guarda y custodia de los hijos menores en los que se aleguen malos tratos al cónyuge o a los 
hijos.  

En sus disposiciones adicionales la Ley lleva a cabo una profunda reforma del ordenamiento jurídico 
para adaptar las normas vigentes al marco introducido por el presente texto. Con objeto de armonizar 
las normas anteriores y ofrecer un contexto coordinado entre los textos legales, parte de la reforma 
integral se ha llevado a cabo mediante la modificación de normas existentes. En este sentido, las 
disposiciones adicionales desarrollan las medidas previstas en el articulado, pero integrándolas 
directamente en la legislación educativa, publicitaria, laboral, de Seguridad Social y de Función 
Pública; asimismo, dichas disposiciones afectan, en especial, al reconocimiento de pensiones y a la 
dotación del Fondo previsto en esta Ley para favorecer la asistencia social integral a las víctimas de 
violencia de género.  

En materia de régimen transitorio se extiende la aplicación de la presente Ley a los procedimientos en 
tramitación en el momento de su entrada en vigor, aunque respetando la competencia judicial de los 
órganos respectivos.  

Por último, la presente Ley incluye en sus disposiciones finales las habilitaciones necesarias para el 
desarrollo normativo de sus preceptos.  

 

TÍTULO PRELIMINAR  

Artículo 1. Objeto de la Ley 

1. La presente Ley tiene por objeto actuar contra la violencia que, como manifestación de la 
discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las 
mujeres, se ejerce sobre éstas por parte de quienes sean o hayan sido sus cónyuges o de quienes 
estén o hayan estado ligados a ellas por relaciones similares de afectividad, aun sin convivencia.  

2. Por esta Ley se establecen medidas de protección integral cuya finalidad es prevenir, sancionar y 
erradicar esta violencia y prestar asistencia a sus víctimas.  

3. La violencia de género a que se refiere la presente Ley comprende todo acto de violencia física y 
psicológica, incluidas las agresiones a la libertad sexual, las amenazas, las coacciones o la privación 
arbitraria de libertad.   
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Artículo 2. Principios rectores 

A través de esta Ley se articula un conjunto integral de medidas encaminadas a alcanzar los 
siguientes fines:   

a) Fortalecer las medidas de sensibilización ciudadana de prevención, dotando a los poderes públicos 
de instrumentos eficaces en el ámbito educativo, servicios sociales, sanitario, publicitario y mediático.  

b) Consagrar derechos de las mujeres víctimas de violencia de género, exigibles ante las 
Administraciones Públicas, y así asegurar un acceso rápido, transparente y eficaz a los servicios 
establecidos al efecto.  

c) Reforzar hasta la consecución de los mínimos exigidos por los objetivos de la ley los servicios 
sociales de información, de atención, de emergencia, de apoyo y de recuperación integral, así como 
establecer un sistema para la más eficaz coordinación de los servicios ya existentes a nivel municipal 
y autonómico.  

d) Garantizar derechos en el ámbito laboral y funcionarial que concilien los requerimientos de la 
relación laboral y de empleo público con las circunstancias de aquellas trabajadoras o funcionarias 
que sufran violencia de género.  

e) Garantizar derechos económicos para las mujeres víctimas de violencia de género, con el fin de 
facilitar su integración social.  

f) Establecer un sistema integral de tutela institucional en el que la Administración General del Estado, 
a través de la Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer, en colaboración 
con el Observatorio Estatal de la Violencia sobre la Mujer, impulse la creación de políticas públicas 
dirigidas a ofrecer tutela a las víctimas de la violencia contemplada en la presente Ley.  

g) Fortalecer el marco penal y procesal vigente para asegurar una protección integral, desde las 
instancias jurisdiccionales, a las víctimas de violencia de género.  

h) Coordinar los recursos e instrumentos de todo tipo de los distintos poderes públicos para asegurar 
la prevención de los hechos de violencia de género y, en su caso, la sanción adecuada a los culpables 
de los mismos.  

i) Promover la colaboración y participación de las entidades, asociaciones y organizaciones que desde 
la sociedad civil actúan contra la violencia de género.  

j) Fomentar la especialización de los colectivos profesionales que intervienen en el proceso de 
información, atención y protección a las víctimas.  

k) Garantizar el principio de transversalidad de las medidas, de manera que en su aplicación se 
tengan en cuenta las necesidades y demandas específicas de todas las mujeres víctimas de violencia 
de género.  
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TÍTULO I  Medidas de sensibilización, prevención y detección 

Artículo 3. Planes de sensibilización 

1. Desde la responsabilidad del Gobierno del Estado y de manera inmediata a la entrada en vigor de 
esta Ley, con la consiguiente dotación presupuestaria, se pondrá en marcha un Plan Nacional de 
Sensibilización y Prevención de la Violencia de Género que como mínimo recoja los siguientes 
elementos:  

Que introduzca en el escenario social las nuevas escalas de valores basadas en el respeto de los 
derechos y libertades fundamentales y de la igualdad entre hombres y mujeres, así como en el 
ejercicio de la tolerancia y de la libertad dentro de los principios democráticos de convivencia, todo 
ello desde la perspectiva de las relaciones de género.  

Dirigido tanto a hombres como a mujeres, desde un trabajo comunitario e intercultural.  

Que contemple un amplio programa de formación complementaria y de reciclaje de los profesionales 
que intervienen en estas situaciones.  

Controlado por una Comisión de amplia participación, que se creará en un plazo máximo de un mes, 
en la que se ha de asegurar la presencia de los afectados, las instituciones, los profesionales y de 
personas de reconocido prestigio social relacionado con el tratamiento de estos temas.  

2. Los poderes públicos, en el marco de sus competencias, impulsarán además campañas de 
información y sensibilización específicas con el fin de prevenir la violencia de género.  

3. Las campañas de información y sensibilización contra esta forma de violencia se realizarán de 
manera que se garantice el acceso a las mismas de las personas con discapacidad.  
 

CAPÍTULO I  En el ámbito educativo  

Artículo 4. Principios y valores del sistema educativo 

1. El sistema educativo español incluirá entre sus fines la formación en el respeto de los derechos y 
libertades fundamentales y de la igualdad entre hombres y mujeres, así como en el ejercicio de la 
tolerancia y de la libertad dentro de los principios democráticos de convivencia.  

Igualmente, el sistema educativo español incluirá, dentro de sus principios de calidad, la eliminación 
de los obstáculos que dificultan la plena igualdad entre hombres y mujeres y la formación para la 
prevención de conflictos y para la resolución pacífica de los mismos.  

2. La Educación Infantil contribuirá a desarrollar en la infancia el aprendizaje en la resolución pacífica 
de conflictos.  

3. La Educación Primaria contribuirá a desarrollar en el alumnado su capacidad para adquirir 
habilidades en la resolución pacífica de conflictos y para comprender y respetar la igualdad entre 
sexos.  
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4. La Educación Secundaria Obligatoria contribuirá a desarrollar en el alumnado la capacidad para 
relacionarse con los demás de forma pacífica y para conocer, valorar y respetar la igualdad de 
oportunidades de hombres y mujeres.  

5. El Bachillerato y la Formación Profesional contribuirán a desarrollar en el alumnado la capacidad 
para consolidar su madurez personal, social y moral, que les permita actuar de forma responsable y 
autónoma y para analizar y valorar críticamente las desigualdades de sexo y fomentar la igualdad real 
y efectiva entre hombres y mujeres.  

6. La Enseñanza para las personas adultas incluirá entre sus objetivos desarrollar actividades en la 
resolución pacífica de conflictos y fomentar el respeto a la dignidad de las personas y a la igualdad 
entre hombres y mujeres.  

7. Las Universidades incluirán y fomentarán en todos los ámbitos académicos la formación, docencia 
e investigación en igualdad de género y no discriminación de forma transversal.  
 

Artículo 5. Escolarización inmediata en caso de violencia de género 

Las Administraciones competentes deberán prever la escolarización inmediata de los hijos que se 
vean afectados por un cambio de residencia derivada de actos de violencia de género.  
 

Artículo 6. Fomento de la igualdad 

 Con el fin de garantizar la efectiva igualdad entre hombres y mujeres, las Administraciones 
educativas velarán para que en todos los materiales educativos se eliminen los estereotipos sexistas o 
discriminatorios y para que fomenten el igual valor de hombres y mujeres.  
 

Artículo 7. Formación inicial y permanente del profesorado 

Las Administraciones educativas adoptarán las medidas necesarias para que en los planes de 
formación inicial y permanente del profesorado se incluya una formación específica en materia de 
igualdad, con el fin de asegurar que adquieren los conocimientos y las técnicas necesarias que les 
habiliten para:  

a) La educación en el respeto de los derechos y libertades fundamentales y de la igualdad entre 
hombres y mujeres y en el ejercicio de la tolerancia y de la libertad dentro de los principios 
democráticos de convivencia.  

b) La educación en la prevención de conflictos y en la resolución pacífica de los mismos, en todos los 
ámbitos de la vida personal, familiar y social.  

c) La detección precoz de la violencia en el ámbito familiar, especialmente sobre la mujer y los hijos e 
hijas.  

d) El fomento de actitudes encaminadas al ejercicio de iguales derechos y obligaciones por parte de 
mujeres y hombres, tanto en el ámbito público como privado, y la corresponsabilidad entre los 
mismos en el ámbito doméstico.  
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Artículo 8. Participación en los Consejos Escolares  

Se adoptarán las medidas precisas para asegurar que los Consejos Escolares impulsen la adopción 
de medidas educativas que fomenten la igualdad real y efectiva entre hombres y mujeres. Con el 
mismo fin, en el Consejo Escolar del Estado se asegurará la representación del Instituto de la Mujer y 
de las organizaciones que defiendan los intereses de las mujeres, con implantación en todo el 
territorio nacional.  

Artículo 9. Actuación de la inspección educativa 

Los servicios de inspección educativa velarán por el cumplimiento y aplicación de los principios y 
valores recogidos en este capítulo en el sistema educativo destinados a fomentar la igualdad real 
entre mujeres y hombres.  

 

CAPÍTULO II  En el ámbito de la publicidad y  
de los medios de comunicación  

Artículo 10. Publicidad ilícita 

De acuerdo con lo establecido en la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad, se 
considerará ilícita la publicidad que utilice la imagen de la mujer con carácter vejatorio o 
discriminatorio.  
 

Artículo 11.  

El Ente público al que corresponda velar para que los medios audiovisuales cumplan sus obligaciones 
adoptará las medidas que procedan para asegurar un tratamiento de la mujer conforme con los 
principios y valores constitucionales, sin perjuicio de las posibles actuaciones por parte de otras 
entidades.  
 

Artículo 12. Titulares de la acción de cesación y rectificación 

 La Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer , el Instituto de la Mujer u 
órgano equivalente de cada Comunidad Autónoma, el Ministerio Fiscal y las Asociaciones que tengan 
como objetivo único la defensa de los intereses de la mujer estarán legitimados para ejercitar ante los 
Tribunales la acción de cesación de publicidad ilícita por utilizar en forma vejatoria la imagen de la 
mujer, en los términos de la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad.  
 

Artículo 13. Medios de comunicación 

1. Las Administraciones Públicas velarán por el cumplimiento estricto de la legislación en lo relativo a 
la protección y salvaguarda de los derechos fundamentales, con especial atención a la erradicación de 
conductas favorecedoras de situaciones de desigualdad de las mujeres en todos los medios de 
comunicación social, de acuerdo con la legislación vigente.  
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2. La Administración pública promoverá acuerdos de autorregulación que, contando con mecanismos 
de control preventivo y de resolución extrajudicial de controversias eficaces, contribuyan al 
cumplimiento de la legislación publicitaria.  
 

Artículo 14.  

Los medios de comunicación fomentarán la protección y salvaguarda de la igualdad entre hombre y 
mujer, evitando toda discriminación entre ellos.  

La difusión de informaciones relativas a la violencia sobre la mujer garantizará, con la correspondiente 
objetividad informativa, la defensa de los derechos humanos, la libertad y dignidad de las mujeres 
víctimas de violencia y de sus hijos. En particular, se tendrá especial cuidado en el tratamiento gráfico 
de las informaciones.  

 

CAPÍTULO III  En el ámbito sanitario  

Artículo 15. Sensibilización y formación  

1. Las Administraciones sanitarias, en el seno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de 
Salud, promoverán e impulsarán actuaciones de los profesionales sanitarios para la detección precoz 
de la violencia de género y propondrán las medidas que estimen necesarias a fin de optimizar la 
contribución del sector sanitario en la lucha contra este tipo de violencia.  

2. En particular, se desarrollarán programas de sensibilización y formación continuada del personal 
sanitario con el fin de mejorar e impulsar el diagnóstico precoz, la asistencia y la rehabilitación de la 
mujer en las situaciones de violencia de género a que se refiere esta Ley.  

3. Las Administraciones educativas competentes asegurarán que en los ámbitos curriculares de las 
licenciaturas y diplomaturas, y en los programas de especialización de las profesiones sociosanitarias, 
se incorporen contenidos dirigidos a la capacitación para la prevención, la detección precoz, 
intervención y apoyo a las víctimas de esta forma de violencia.  

4. En los Planes Nacionales de Salud que procedan se contemplará un apartado de prevención e 
intervención integral en violencia de género. 
 

Artículo 16. Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud 

En el seno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud se constituirá, en el plazo de un 
año desde la entrada en vigor de la presente Ley, una Comisión contra la violencia de género que 
apoye técnicamente y oriente la planificación de las medidas sanitarias contempladas en este 
capítulo, evalúe y proponga las necesarias para la aplicación del protocolo sanitario y cualesquiera 
otras medidas que se estimen precisas para que el sector sanitario contribuya a la erradicación de 
esta forma de violencia.  
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La Comisión contra la Violencia de Género del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud 
estará compuesta por representantes de todas las Comunidades Autónomas con competencia en la 
materia.  

La Comisión emitirá un informe anual que será remitido al Observatorio Estatal de la Violencia sobre 
la Mujer y al Pleno del Consejo Interterritorial.  

 

TÍTULO II  
Derechos de las mujeres víctimas de violencia de género  

CAPÍTULO I  Derecho a la información, a la asistencia social 
integral y a la asistencia jurídica gratuita  

Artículo 17. Garantía de los derechos de las víctimas 

1. Todas las mujeres víctimas de violencia de género, con independencia de su origen, religión o 
cualquier otra condición o circunstancia personal o social, tienen garantizados los derechos 
reconocidos en esta Ley.  

2. La información, la asistencia social integral y la asistencia jurídica a las víctimas de la violencia de 
género, en los términos regulados en este capítulo, contribuyen a hacer reales y efectivos sus 
derechos constitucionales a la integridad física y moral, a la libertad y seguridad y a la igualdad y no 
discriminación por razón de sexo.  
 

Artículo 18. Derecho a la información 

1. Las mujeres víctimas de violencia de género tienen derecho a recibir plena información y 
asesoramiento adecuado a su situación personal, a través de los servicios, organismos u oficinas que 
puedan disponer las Administraciones Públicas.  

Dicha información comprenderá las medidas contempladas en esta Ley relativas a su protección y 
seguridad, y los derechos y ayudas previstos en la misma, así como la referente al lugar de prestación 
de los servicios de atención, emergencia, apoyo y recuperación integral.  

2. Se garantizará, a través de los medios necesarios, que las mujeres con discapacidad víctimas de 
violencia de género tengan acceso integral a la información sobre sus derechos y sobre los recursos 
existentes. Esta información deberá ofrecerse en formato accesible y comprensible a las personas con 
discapacidad, tales como lengua de signos u otras modalidades u opciones de comunicación, 
incluidos los sistemas alternativos y aumentativos.  

3. Asimismo, se articularán los medios necesarios para que las mujeres víctimas de violencia de 
género que por sus circunstancias personales y sociales puedan tener una mayor dificultad para el 
acceso integral a la información, tengan garantizado el ejercicio efectivo de este derecho.  
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Artículo 19. Derecho a la asistencia social integral  

1. Las mujeres víctimas de violencia de género tienen derecho a servicios sociales de atención, de 
emergencia, de apoyo y acogida y de recuperación integral. La organización de estos servicios por 
parte de las Comunidades Autónomas y las Corporaciones Locales, responderá a los principios de 
atención permanente, actuación urgente, especialización de prestaciones y multidisciplinariedad 
profesional. 

2. La atención multidisciplinar implicará especialmente:  

a) Información a las víctimas.  

b) Atención psicológica.  

c) Apoyo social.  

d) Seguimiento de las reclamaciones de los derechos de la mujer.  

e) Apoyo educativo a la unidad familiar.  

f) Formación preventiva en los valores de igualdad dirigida a su desarrollo personal y a la adquisición 
de habilidades en la resolución no violenta de conflictos.  

g) Apoyo a la formación e inserción laboral.  

3. Los servicios adoptarán fórmulas organizativas que, por la especialización de su personal, por sus 
características de convergencia e integración de acciones, garanticen la efectividad de los indicados 
principios.  

4. Estos servicios actuarán coordinadamente y en colaboración con los Cuerpos de Seguridad, los 
Jueces de Violencia sobre la Mujer, los servicios sanitarios y las instituciones encargadas de prestar 
asistencia jurídica a las víctimas, del ámbito geográfico correspondiente. Estos servicios podrán 
solicitar al Juez las medidas urgentes que consideren necesarias.  

5. También tendrán derecho a la asistencia social integral a través de estos servicios sociales los 
menores que se encuentren bajo la patria potestad o guarda y custodia de la persona agredida. A 
estos efectos, los servicios sociales deberán contar con personal específicamente formado para 
atender a los menores, con el fin de prevenir y evitar de forma eficaz las situaciones que puedan 
comportar daños psíquicos y físicos a los menores que viven en entornos familiares donde existe 
violencia de género.  

6. En los instrumentos y procedimientos de cooperación entre la Administración General del Estado y 
la Administración de las Comunidades Autónomas en las materias reguladas en este artículo, se 
incluirán compromisos de aportación, por parte de la Administración General del Estado, de recursos 
financieros referidos específicamente a la prestación de los servicios.  

7. Los organismos de igualdad orientarán y valorarán los programas y acciones que se lleven a cabo y 
emitirán recomendaciones para su mejora.  
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Artículo 20. Asistencia jurídica  

1. Las mujeres víctimas de violencia de género que acrediten insuficiencia de recursos para litigar, en 
los términos establecidos en la Ley 1/1996, de 10 enero, de Asistencia Jurídica Gratuita, tienen 
derecho a la defensa y representación gratuitas por Abogado y Procurador en todos los procesos y 
procedimientos administrativos que tengan causa directa o indirecta en la violencia padecida. En 
estos supuestos una misma dirección letrada asumirá la defensa de la víctima. Este derecho asistirá 
también a los causahabientes en caso de fallecimiento de la víctima. En todo caso, se garantizará la 
defensa jurídica, gratuita y especializada de forma inmediata a todas las víctimas de violencia de 
género que lo soliciten, sin perjuicio de que si no se les reconoce con posterioridad el derecho a la 
asistencia jurídica gratuita, éstas deberán abonar al abogado los honorarios devengados por su 
intervención.  

2. En todo caso, cuando se trate de garantizar la defensa y asistencia jurídica a las víctimas de 
violencia de género, se procederá de conformidad con lo dispuesto en la Ley 1/1996, de 10 enero, 
de Asistencia Jurídica Gratuita.  

3. Los Colegios de Abogados, cuando exijan para el ejercicio del turno de oficio cursos de 
especialización, asegurarán una formación específica que coadyuve al ejercicio profesional de una 
defensa eficaz en materia de violencia de género.  

4. Igualmente, los Colegios de Abogados adoptarán las medidas necesarias para la designación 
urgente de letrado de oficio en los procedimientos que se sigan por violencia de género.  

 

CAPÍTULO II  Derechos laborales y prestaciones  
de la Seguridad Social  

Artículo 21. Derechos laborales y de Seguridad Social  

1. La trabajadora víctima de violencia de género tendrá derecho, en los términos previstos en el 
Estatuto de los Trabajadores, a la reducción o a la reordenación de su tiempo de trabajo, a la 
movilidad geográfica, al cambio de centro de trabajo, a la suspensión de la relación laboral con 
reserva de puesto de trabajo y a la extinción del contrato de trabajo.  

2. En los términos previstos en la Ley General de la Seguridad Social, la suspensión y la extinción del 
contrato de trabajo previstas en el apartado anterior darán lugar a situación legal de desempleo. El 
tiempo de suspensión se considerará como período de cotización efectiva a efectos de las 
prestaciones de Seguridad Social y de desempleo.  

3. Las empresas que formalicen contratos de interinidad para sustituir a trabajadoras víctimas de 
violencia de género que hayan suspendido su contrato de trabajo o ejercitado su derecho a la 
movilidad geográfica o al cambio de centro de trabajo, tendrán derecho a una bonificación del 100 
por 100 de las cuotas empresariales a la Seguridad Social por contingencias comunes, durante todo 
el período de suspensión de la trabajadora sustituida o durante seis meses en los supuestos de 
movilidad geográfica o cambio de centro de trabajo. Cuando se produzca la reincorporación, ésta se 
realizará en las mismas condiciones existentes en el momento de la suspensión del contrato de 
trabajo.  
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4. Las ausencias o faltas de puntualidad al trabajo motivadas por la situación física o psicológica 
derivada de la violencia de género se considerarán justificadas, cuando así lo determinen los servicios 
sociales de atención o servicios de salud, según proceda, sin perjuicio de que dichas ausencias sean 
comunicadas por la trabajadora a la empresa a la mayor brevedad.  

5. A las trabajadoras por cuenta propia víctimas de violencia de género que cesen en su actividad 
para hacer efectiva su protección o su derecho a la asistencia social integral, se les suspenderá la 
obligación de cotización durante un período de seis meses, que les serán considerados como de 
cotización efectiva a efectos de las prestaciones de Seguridad Social. Asimismo, su situación será 
considerada como asimilada al alta.  

A los efectos de lo previsto en el párrafo anterior, se tomará una base de cotización equivalente al 
promedio de las bases cotizadas durante los seis meses previos a la suspensión de la obligación de 
cotizar.  
 

Artículo 22. Programa específico de empleo 

En el marco del Plan de Empleo del Reino de España, se incluirá un programa de acción específico 
para las víctimas de violencia de género inscritas como demandantes de empleo.  

Este programa incluirá medidas para favorecer el inicio de una nueva actividad por cuenta propia.  
 

Artículo 23. Acreditación de las situaciones de violencia de género ejercida 
sobre las trabajadoras 

 Las situaciones de violencia que dan lugar al reconocimiento de los derechos regulados en este 
capítulo se acreditarán con la orden de protección a favor de la víctima. Excepcionalmente, será título 
de acreditación de esta situación, el informe del Ministerio Fiscal que indique la existencia de indicios 
de que la demandante es víctima de violencia de género hasta tanto se dicte la orden de protección.  
 

CAPÍTULO III  Derechos de las funcionarias públicas  

Artículo 24. Ámbito de los derechos  

La funcionaria víctima de violencia de género tendrá derecho a la reducción o a la reordenación de su 
tiempo de trabajo, a la movilidad geográfica de centro de trabajo y a la excedencia en los términos 
que se determinen en su legislación específica.  
 

Artículo 25. Justificación de las faltas de asistencia 

Las ausencias totales o parciales al trabajo motivadas por la situación física o psicológica derivada de 
la violencia de género sufrida por una mujer funcionaria se considerarán justificadas en los términos 
que se determine en su legislación específica.  
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Artículo 26. Acreditación de las situaciones de violencia de género ejercida 
sobre las funcionarias  

La acreditación de las circunstancias que dan lugar al reconocimiento de los derechos de movilidad 
geográfica de centro de trabajo, excedencia, y reducción o reordenación del tiempo de trabajo, se 
realizará en los términos establecidos en el artículo 23.  
 

CAPÍTULO IV  Derechos económicos  

Artículo 27. Ayudas sociales  

1. Cuando las víctimas de violencia de género careciesen de rentas superiores, en cómputo mensual, 
al 75 por 100 del salario mínimo interprofesional, excluida la parte proporcional de dos pagas 
extraordinarias, recibirán una ayuda de pago único, siempre que se presuma que debido a su edad, 
falta de preparación general o especializada y circunstancias sociales, la víctima tendrá especiales 
dificultades para obtener un empleo y por dicha circunstancia no participará en los programas de 
empleo establecidos para su inserción profesional.  

2. El importe de esta ayuda será equivalente al de seis meses de subsidio por desempleo. Cuando la 
víctima de la violencia ejercida contra la mujer tuviera reconocida oficialmente una minusvalía en 
grado igual o superior al 33 por 100, el importe sería equivalente a 12 meses de subsidio por 
desempleo.  

3. Estas ayudas, financiadas con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, serán concedidas 
por las Administraciones competentes en materia de servicios sociales. En la tramitación del 
procedimiento de concesión, deberá incorporarse informe del Servicio Público de Empleo referido a la 
previsibilidad de que por las circunstancias a las que se refiere el apartado 1 de este artículo, la 
aplicación del programa de empleo no incida de forma sustancial en la mejora de la empleabilidad de 
la víctima.  

La concurrencia de las circunstancias de violencia se acreditará de conformidad con lo establecido en 
el artículo 23 de esta Ley.  

4. En el caso de que la víctima tenga responsabilidades familiares, su importe podrá alcanzar el de 
un período equivalente al de 18 meses de subsidio, o de 24 meses si la víctima o alguno de los 
familiares que conviven con ella tiene reconocida oficialmente una minusvalía en grado igual o 
superior al 33 por 100, en los términos que establezcan las disposiciones de desarrollo de la presente 
Ley.  

5. Estas ayudas serán compatibles con cualquiera de las previstas en la Ley 35/1995, de 11 de 
diciembre, de Ayudas y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual.  
 

Artículo 28. Acceso a la vivienda y residencias públicas para mayores 

Las mujeres víctimas de violencia de género serán consideradas colectivos prioritarios en el acceso a 
viviendas protegidas y residencias públicas para mayores, en los términos que determine la 
legislación aplicable.  
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TÍTULO III  Tutela Institucional  

Artículo 29. La Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre 
la Mujer  

1. La Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer, adscrito al Ministerio de 
Trabajo y Asuntos Sociales, formulará las políticas públicas en relación con la violencia de género a 
desarrollar por el Gobierno, y coordinará e impulsará cuantas acciones se realicen en dicha materia, 
trabajando en colaboración y coordinación con las Administraciones con competencia en la materia.  

2. El titular de la Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer estará legitimado 
ante los órganos jurisdiccionales para intervenir en defensa de los derechos y de los intereses 
tutelados en esta Ley en colaboración y coordinación con las Administraciones con competencias en 
la materia.  

3. Reglamentariamente se determinará el rango y las funciones concretas del titular de la Delegación 
Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer.  
 

Artículo 30. Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer 

1. Se constituirá el Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer, como órgano colegiado adscrito 
al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, al que corresponderá el asesoramiento, evaluación, 
colaboración institucional, elaboración de informes y estudios, y propuestas de actuación en materia 
de violencia de género. Estos informes, estudios y propuestas considerarán de forma especial la 
situación de las mujeres con mayor riesgo de sufrir violencia de género o con mayores dificultades 
para acceder a los servicios. En cualquier caso, los datos contenidos en dichos informes, estudios y 
propuestas se consignarán desagregados por sexo.  

2. El Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer remitirá al Gobierno y a las Comunidades 
Autónomas, con periodicidad anual, un informe sobre la evolución de la violencia ejercida sobre la 
mujer en los términos a que se refiere el artículo 1 de la presente Ley, con determinación de los tipos 
penales que se hayan aplicado, y de la efectividad de las medidas acordadas para la protección de las 
víctimas. El informe destacará asimismo las necesidades de reforma legal con objeto de garantizar 
que la aplicación de las medidas de protección adoptadas puedan asegurar el máximo nivel de tutela 
para las mujeres.  

3. Reglamentariamente se determinarán sus funciones, su régimen de funcionamiento y su 
composición, en la que se garantizará, en todo caso, la participación de las Comunidades Autónomas, 
las entidades locales, los agentes sociales, las asociaciones de consumidores y usuarios, y las 
organizaciones de mujeres con implantación en todo el territorio del Estado así como de las 
organizaciones empresariales y sindicales más representativas.  
 

Artículo 31. Fuerzas y Cuerpos de Seguridad  

1. El Gobierno establecerá, en las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, unidades 
especializadas en la prevención de la violencia de género y en el control de la ejecución de las 
medidas judiciales adoptadas.  
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2. El Gobierno, con el fin de hacer más efectiva la protección de las víctimas, promoverá las 
actuaciones necesarias para que las Policías Locales, en el marco de su colaboración con las Fuerzas 
y Cuerpos de Seguridad del Estado, cooperen en asegurar el cumplimiento de las medidas acordadas 
por los órganos judiciales cuando éstas sean algunas de las previstas en la presente Ley o en el 
artículo 544 bis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal o en el artículo 57 del Código Penal.  

3. La actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad habrá de tener en cuenta el Protocolo de 
Actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y de Coordinación con los Órganos Judiciales para 
la protección de la violencia doméstica y de género.  

4. Lo dispuesto en el presente artículo será de aplicación en las Comunidades Autónomas que 
cuenten con cuerpos de policía que desarrollen las funciones de protección de las personas y bienes y 
el mantenimiento del orden y la seguridad ciudadana dentro del territorio autónomo, en los términos 
previstos en sus Estatutos, en la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad, y en sus leyes de policía, y todo ello con la finalidad de hacer más efectiva la protección de 
las víctimas.  
 

Artículo 32. Planes de colaboración 

1. Los poderes públicos elaborarán planes de colaboración que garanticen la ordenación de sus 
actuaciones en la prevención, asistencia y persecución de los actos de violencia de género, que 
deberán implicar a las Administraciones sanitarias, la Administración de Justicia, las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad y los servicios sociales y organismos de igualdad.  

2. En desarrollo de dichos planes, se articularán protocolos de actuación que determinen los 
procedimientos que aseguren una actuación global e integral de las distintas administraciones y 
servicios implicados, y que garanticen la actividad probatoria en los procesos que se sigan.  

3. Las Administraciones con competencias sanitarias promoverán la aplicación, permanente 
actualización y difusión de protocolos que contengan pautas uniformes de actuación sanitaria, tanto 
en el ámbito público como privado, y en especial, del Protocolo aprobado por el Consejo Interterritorial 
del Sistema Nacional de Salud.  

Tales protocolos impulsarán las actividades de prevención, detección precoz e intervención 
continuada con la mujer sometida a violencia de género o en riesgo de padecerla.  

Los protocolos, además de referirse a los procedimientos a seguir, harán referencia expresa a las 
relaciones con la Administración de Justicia, en aquellos casos en que exista constatación o sospecha 
fundada de daños físicos o psíquicos ocasionados por estas agresiones o abusos.  

4. En las actuaciones previstas en este artículo se considerará de forma especial la situación de las 
mujeres que, por sus circunstancias personales y sociales puedan tener mayor riesgo de sufrir la 
violencia de género o mayores dificultades para acceder a los servicios previstos en esta Ley, tales 
como las pertenecientes a minorías, las inmigrantes, las que se encuentran en situación de exclusión 
social o las mujeres con discapacidad.  
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TÍTULO IV  Tutela Penal  

Artículo 33. Suspensión de penas  

El párrafo segundo del apartado 1, 6.ª, del artículo 83 del Código Penal, en la redacción dada por la 
Ley Orgánica 15/2003, queda redactado de la forma siguiente:  

«Si se tratase de delitos relacionados con la violencia de género, el Juez o Tribunal condicionará en 
todo caso la suspensión al cumplimiento de las obligaciones o deberes previstos en las reglas 1.ª, 2.ª 
y 5.ª de este apartado.»  
 

Artículo 34. Comisión de delitos durante el período de suspensión de la 
pena 

El apartado 3 del artículo 84 del Código Penal, en la redacción dada por la Ley Orgánica 15/2003, 
queda redactado de la forma siguiente:  

«3. En el supuesto de que la pena suspendida fuera de prisión por la comisión de delitos relacionados 
con la violencia de género, el incumplimiento por parte del reo de las obligaciones o deberes previstos 
en las reglas 1.ª, 2.ª y 5.ª del apartado 1 del artículo 83 determinará la revocación de la suspensión 
de la ejecución de la pena.»  
 

Artículo 35. Sustitución de penas  

El párrafo tercero del apartado 1 del artículo 88 del Código Penal, en la redacción dada por la Ley 
Orgánica 15/2003, queda redactado de la forma siguiente:  

«En el caso de que el reo hubiera sido condenado por un delito relacionado con la violencia de 
género, la pena de prisión sólo podrá ser sustituida por la de trabajos en beneficio de la comunidad. 
En estos supuestos, el Juez o Tribunal impondrá adicionalmente, además de la sujeción a programas 
específicos de reeducación y tratamiento psicológico, la observancia de las obligaciones o deberes 
previstos en las reglas 1.ª y 2.ª, del apartado 1 del artículo 83 de este Código.»  
 

Artículo 36. Protección contra las lesiones 

Se modifica el artículo 148 del Código Penal que queda redactado de la siguiente forma:  

«Las lesiones previstas en el apartado 1 del artículo anterior podrán ser castigadas con la pena de 
prisión de dos a cinco años, atendiendo al resultado causado o riesgo producido:  

1.º Si en la agresión se hubieren utilizado armas, instrumentos, objetos, medios, métodos o formas 
concretamente peligrosas para la vida o salud, física o psíquica, del lesionado.  
2.º Si hubiere mediado ensañamiento o alevosía.  
3.º Si la víctima fuere menor de doce años o incapaz.  
4.º Si la víctima fuere o hubiere sido esposa, o mujer que estuviere o hubiere estado ligada al autor 
por una análoga relación de afectividad, aun sin convivencia.  
5.º Si la víctima fuera una persona especialmente vulnerable que conviva con el autor.»  
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Artículo 37. Protección contra los malos tratos  

El artículo 153 del Código Penal, queda redactado como sigue:  

«1. El que por cualquier medio o procedimiento causare a otro menoscabo psíquico o una lesión no 
definidos como delito en este Código, o golpeare o maltratare de obra a otro sin causarle lesión, 
cuando la ofendida sea o haya sido esposa, o mujer que esté o haya estado ligada a él por una 
análoga relación de afectividad aun sin convivencia, o persona especialmente vulnerable que conviva 
con el autor, será castigado con la pena de prisión de seis meses a un año o de trabajos en beneficios 
de la comunidad de treinta y uno a ochenta días y, en todo caso, privación del derecho a la tenencia y 
porte de armas de un año y un día a tres años, así como, cuando el Juez o Tribunal lo estime 
adecuado al interés del menor o incapaz, inhabilitación para el ejercicio de patria potestad, tutela, 
curatela, guarda o acogimiento hasta cinco años.  

2. Si la víctima del delito previsto en el apartado anterior fuere alguna de las personas a que se refiere 
el artículo 173.2, exceptuadas las personas contempladas en el apartado anterior de este artículo, el 
autor será castigado con la pena de prisión de tres meses a un año o de trabajos en beneficio de la 
comunidad de treinta y uno a ochenta días y, en todo caso, privación del derecho a la tenencia y porte 
de armas de un año y un día a tres años, así como, cuando el Juez o Tribunal lo estime adecuado al 
interés del menor o incapaz, inhabilitación para el ejercicio de patria potestad, tutela, curatela, guarda 
o acogimiento de seis meses a tres años.  

3. Las penas previstas en los apartados 1 y 2 se impondrán en su mitad superior cuando el delito se 
perpetre en presencia de menores, o utilizando armas, o tenga lugar en el domicilio común o en el 
domicilio de la víctima, o se realicen quebrantando una pena de las contempladas en el artículo 48 de 
este Código o una medida cautelar o de seguridad de la misma naturaleza.  

4. No obstante lo previsto en los apartados anteriores, el Juez o Tribunal, razonándolo en sentencia, 
en atención a las circunstancias personales del autor y las concurrentes en la realización del hecho, 
podrá imponer la pena inferior en grado.»  
 

Artículo 38. Protección contra las amenazas 

Se añaden tres apartados, numerados como 4, 5 y 6, al artículo 171 del Código Penal, que tendrán la 
siguiente redacción:  

«4. El que de modo leve amenace a quien sea o haya sido su esposa, o mujer que esté o haya estado 
ligada a él por una análoga relación de afectividad aun sin convivencia, será castigado con la pena de 
prisión de seis meses a un año o de trabajos en beneficio de la comunidad de treinta y uno a ochenta 
días y, en todo caso, privación del derecho a la tenencia y porte de armas de un año y un día a tres 
años, así como, cuando el Juez o Tribunal lo estime adecuado al interés del menor o incapaz, 
inhabilitación especial para el ejercicio de la patria potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento 
hasta cinco años.  

Igual pena se impondrá al que de modo leve amenace a una persona especialmente vulnerable que 
conviva con el autor.  
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5. El que de modo leve amenace con armas u otros instrumentos peligrosos a alguna de las personas 
a las que se refiere el artículo 173.2, exceptuadas las contempladas en el apartado anterior de este 
artículo, será castigado con la pena de prisión de tres meses a un año o trabajos en beneficios de la 
comunidad de treinta y uno a ochenta días y, en todo caso, privación del derecho a la tenencia y porte 
de armas de uno a tres años, así como, cuando el Juez o Tribunal lo estime adecuado al interés del 
menor o incapaz, inhabilitación especial para el ejercicio de la patria potestad, tutela, curatela, guarda 
o acogimiento por tiempo de seis meses a tres años.  

Se impondrán las penas previstas en los apartados 4 y 5, en su mitad superior cuando el delito se 
perpetre en presencia de menores, o tenga lugar en el domicilio común o en el domicilio de la víctima, 
o se realice quebrantando una pena de las contempladas en el artículo 48 de este Código o una 
medida cautelar o de seguridad de la misma naturaleza.  

6. No obstante lo previsto en los apartados 4 y 5, el Juez o Tribunal, razonándolo en sentencia, en 
atención a las circunstancias personales del autor y a las concurrentes en la realización del hecho, 
podrá imponer la pena inferior en grado.»  
 

Artículo 39. Protección contra las coacciones  

El contenido actual del artículo 172 del Código Penal queda numerado como apartado 1 y se añade 
un apartado 2 a dicho artículo con la siguiente redacción:  

«2. El que de modo leve coaccione a quien sea o haya sido su esposa, o mujer que esté o haya 
estado ligada a él por una análoga relación de afectividad, aun sin convivencia, será castigado con la 
pena de prisión de seis meses a un año o de trabajos en beneficio de la comunidad de treinta y uno a 
ochenta días y, en todo caso, privación del derecho a la tenencia y porte de armas de un año y un día 
a tres años, así como, cuando el Juez o Tribunal lo estime adecuado al interés del menor o incapaz, 
inhabilitación especial para el ejercicio de la patria potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento 
hasta cinco años.  

Igual pena se impondrá al que de modo leve coaccione a una persona especialmente vulnerable que 
conviva con el autor.  

Se impondrá la pena en su mitad superior cuando el delito se perpetre en presencia de menores, o 
tenga lugar en el domicilio común o en el domicilio de la víctima, o se realicen quebrantando una 
pena de las contempladas en el artículo 48 de este Código o una medida cautelar o de seguridad de 
la misma naturaleza.  

No obstante lo previsto en los párrafos anteriores, el Juez o Tribunal, razonándolo en sentencia, en 
atención a las circunstancias personales del autor y a las concurrentes en la realización del hecho, 
podrá imponer la pena inferior en grado.»  
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Artículo 40. Quebrantamiento de condena  

Se modifica el artículo 468 del Código Penal que queda redactado de la siguiente forma:  

«1. Los que quebrantaren su condena, medida de seguridad, prisión, medida cautelar, conducción o 
custodia serán castigados con la pena de prisión de seis meses a un año si estuvieran privados de 
libertad, y con la pena de multa de doce a veinticuatro meses en los demás casos.  

2. Se impondrá en todo caso la pena de prisión de seis meses a un año a los que quebrantaren una 
pena de las contempladas en el artículo 48 de este Código o una medida cautelar o de seguridad de 
la misma naturaleza impuestas en procesos criminales en los que el ofendido sea alguna de las 
personas a las que se refiere el artículo 173.2.»  
 

Artículo 41. Protección contra las vejaciones leves 

El artículo 620 del Código Penal queda redactado como sigue:  

«Serán castigados con la pena de multa de diez a veinte días:  

1.º Los que de modo leve amenacen a otro con armas u otros instrumentos peligrosos, o los saquen 
en riña, como no sea en justa defensa, salvo que el hecho sea constitutivo de delito.  

2.º Los que causen a otro una amenaza, coacción, injuria o vejación injusta de carácter leve, salvo 
que el hecho sea constitutivo de delito.  

Los hechos descritos en los dos números anteriores sólo serán perseguibles mediante denuncia de la 
persona agraviada o de su representante legal.  

En los supuestos del número 2.º de este artículo, cuando el ofendido fuere alguna de las personas a 
las que se refiere el artículo 173.2, la pena será la de localización permanente de cuatro a ocho días, 
siempre en domicilio diferente y alejado del de la víctima, o trabajos en beneficio de la comunidad de 
cinco a diez días. En estos casos no será exigible la denuncia a que se refiere el párrafo anterior de 
este artículo, excepto para la persecución de las injurias.»  

Artículo 42. Administración penitenciaria 

1. La Administración penitenciaria realizará programas específicos para internos condenados por 
delitos relacionados con la violencia de género.  

2. Las Juntas de Tratamiento valorarán, en las progresiones de grado, concesión de permisos y 
concesión de la libertad condicional, el seguimiento y aprovechamiento de dichos programas 
específicos por parte de los internos a que se refiere el apartado anterior.  
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TÍTULO V  Tutela Judicial  

CAPÍTULO I  De los Juzgados de Violencia sobre la Mujer  

Artículo 43. Organización territorial  

Se adiciona un artículo 87 bis en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, con la 
siguiente redacción:  

«1. En cada partido habrá uno o más Juzgados de Violencia sobre la Mujer, con sede en la capital de 
aquél y jurisdicción en todo su ámbito territorial. Tomarán su designación del municipio de su sede.  

2. No obstante lo anterior, podrán establecerse, excepcionalmente, Juzgados de Violencia sobre la 
Mujer que extiendan su jurisdicción a dos o más partidos dentro de la misma provincia.  

3. El Consejo General del Poder Judicial podrá acordar, previo informe de las Salas de Gobierno, que, 
en aquellas circunscripciones donde sea conveniente en función de la carga de trabajo existente, el 
conocimiento de los asuntos referidos en el artículo 87 ter de la presente Ley Orgánica, corresponda a 
uno de los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, o de Instrucción en su caso, determinándose 
en esta situación que uno solo de estos Órganos conozca de todos estos asuntos dentro del partido 
judicial, ya sea de forma exclusiva o conociendo también de otras materias.  

4. En los partidos judiciales en que exista un solo Juzgado de Primera Instancia e Instrucción será 
éste el que asuma el conocimiento de los asuntos a que se refiere el artículo 87 ter de esta Ley.»  
 

Artículo 44. Competencia 

Se adiciona un artículo 87 ter en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, con la 
siguiente redacción:  

«1. Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer conocerán, en el orden penal, de conformidad en todo 
caso con los procedimientos y recursos previstos en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, de los 
siguientes supuestos:  

a) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por los delitos recogidos en los 
títulos del Código Penal relativos a homicidio, aborto, lesiones, lesiones al feto, delitos contra la 
libertad, delitos contra la integridad moral, contra la libertad e indemnidad sexuales o cualquier otro 
delito cometido con violencia o intimidación, siempre que se hubiesen cometido contra quien sea o 
haya sido su esposa, o mujer que esté o haya estado ligada al autor por análoga relación de 
afectividad, aun sin convivencia, así como de los cometidos sobre los descendientes, propios o de la 
esposa o conviviente, o sobre los menores o incapaces que con él convivan o que se hallen sujetos a 
la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho de la esposa o conviviente, cuando 
también se haya producido un acto de violencia de género.  

b) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por cualquier delito contra los 
derechos y deberes familiares, cuando la víctima sea alguna de las personas señaladas como tales en 
la letra anterior.  
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c) De la adopción de las correspondientes órdenes de protección a las víctimas, sin perjuicio de las 
competencias atribuidas al Juez de Guardia.  

d) Del conocimiento y fallo de las faltas contenidas en los títulos I y II del libro III del Código Penal, 
cuando la víctima sea alguna de las personas señaladas como tales en la letra a) de este apartado.  

2. Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer podrán conocer en el orden civil, en todo caso de 
conformidad con los procedimientos y recursos previstos en la Ley de Enjuiciamiento Civil, de los 
siguientes asuntos:  

a) Los de filiación, maternidad y paternidad.  

b) Los de nulidad del matrimonio, separación y divorcio.  

c) Los que versen sobre relaciones paterno filiales.  

d) Los que tengan por objeto la adopción o modificación de medidas de trascendencia familiar.  

e) Los que versen exclusivamente sobre guarda y custodia de hijos e hijas menores o sobre alimentos 
reclamados por un progenitor contra el otro en nombre de los hijos e hijas menores.  

f) Los que versen sobre la necesidad de asentimiento en la adopción.  

g) Los que tengan por objeto la oposición a las resoluciones administrativas en materia de protección 
de menores.  

3. Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer tendrán de forma exclusiva y excluyente competencia en 
el orden civil cuando concurran simultáneamente los siguientes requisitos:  

a) Que se trate de un proceso civil que tenga por objeto alguna de las materias indicadas en el 
número 2 del presente artículo.  

b) Que alguna de las partes del proceso civil sea víctima de los actos de violencia de género, en los 
términos a que hace referencia el apartado 1 a) del presente artículo.  

c) Que alguna de las partes del proceso civil sea imputado como autor, inductor o cooperador 
necesario en la realización de actos de violencia de género.  

d) Que se hayan iniciado ante el Juez de Violencia sobre la Mujer actuaciones penales por delito o 
falta a consecuencia de un acto de violencia sobre la mujer, o se haya adoptado una orden de 
protección a una víctima de violencia de género.  

4. Cuando el Juez apreciara que los actos puestos en su conocimiento, de forma notoria, no 
constituyen expresión de violencia de género, podrá inadmitir la pretensión, remitiéndola al órgano 
judicial competente.  

5. En todos estos casos está vedada la mediación. »  
 

Artículo 45. Recursos en materia penal 

Se adiciona un nuevo ordinal 4.º al artículo 82.1 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial, con la siguiente redacción:  
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«De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones en materia penal dictadas por los 
Juzgados de Violencia sobre la Mujer de la provincia. A fin de facilitar el conocimiento de estos 
recursos, y atendiendo al número de asuntos existentes, deberán especializarse una o varias de sus 
secciones de conformidad con lo previsto en el artículo 98 de la citada Ley Orgánica. Esta 
especialización se extenderá a aquellos supuestos en que corresponda a la Audiencia Provincial el 
enjuiciamiento en primera instancia de asuntos instruidos por los Juzgados de Violencia sobre la 
Mujer de la provincia.»  
 

Artículo 46. Recursos en materia civil 

Se adiciona un nuevo párrafo al artículo 82.4 en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial, con la siguiente redacción:  

«Las Audiencias Provinciales conocerán, asimismo, de los recursos que establezca la ley contra las 
resoluciones dictadas en materia civil por los Juzgados de Violencia sobre la Mujer de la provincia. A 
fin de facilitar el conocimiento de estos recursos, y atendiendo al número de asuntos existentes, 
podrán especializarse una o varias de sus secciones de conformidad con lo previsto en el artículo 98 
de la citada Ley Orgánica.»  
 

Artículo 47. Formación 

El Gobierno, el Consejo General del Poder Judicial y las Comunidades Autónomas, en el ámbito de 
sus respectivas competencias, asegurarán una formación específica relativa a la igualdad y no 
discriminación por razón de sexo y sobre violencia de género en los cursos de formación de Jueces y 
Magistrados, Fiscales, Secretarios Judiciales, Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Médicos Forenses. En 
todo caso, en los cursos de formación anteriores se introducirá el enfoque de la discapacidad de las 
víctimas.  
 

Artículo 48. Jurisdicción de los Juzgados  

Se modifica el apartado 1 del artículo 4 de la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y 
Planta Judicial, que queda redactado de la siguiente forma:  

«1. Los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción y los Juzgados de Violencia sobre la Mujer tienen 
jurisdicción en el ámbito territorial de su respectivo partido.  

No obstante lo anterior, y atendidas las circunstancias geográficas, de ubicación y población, podrán 
crearse Juzgados de Violencia sobre la Mujer que atiendan a más de un partido judicial.»  
 

Artículo 49. Sede de los Juzgados  

Se modifica el artículo 9 de la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y Planta Judicial, 
que queda redactado de la siguiente forma:  

«Los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción y los Juzgados de Violencia sobre la Mujer tienen su 
sede en la capital del partido.»  
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Artículo 50. Planta de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer 

Se adiciona un artículo 15 bis en la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y Planta 
Judicial, con la siguiente redacción:  

«1. La planta inicial de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer será la establecida en el anexo XIII de 
esta Ley.  

2. La concreción de la planta inicial y la que sea objeto de desarrollo posterior, será realizada 
mediante Real Decreto de conformidad con lo establecido en el artículo 20 de la presente Ley y se 
ajustará a los siguientes criterios:  

a) Podrán crearse Juzgados de Violencia sobre la Mujer en aquellos partidos judiciales en los que la 
carga de trabajo así lo aconseje.  

b) En aquellos partidos judiciales en los que, en atención al volumen de asuntos, no se considere 
necesario el desarrollo de la planta judicial, se podrán transformar algunos de los Juzgados de 
Instrucción y de Primera Instancia e Instrucción en funcionamiento en Juzgados de Violencia sobre la 
Mujer.  

c) Asimismo cuando se considere, en función de la carga de trabajo, que no es precisa la creación de 
un órgano judicial específico, se determinará, de existir varios, qué Juzgados de Instrucción o de 
Primera Instancia e Instrucción, asumirán el conocimiento de las materias de violencia sobre la mujer 
en los términos del artículo 1 de la Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia 
de Género con carácter exclusivo junto con el resto de las correspondientes a la jurisdicción penal o 
civil, según la naturaleza del órgano en cuestión.  

3. Serán servidos por Magistrados los Juzgados de Violencia sobre la Mujer que tengan su sede en la 
capital de la provincia y los demás Juzgados que así se establecen en el anexo XIII de esta Ley.»  
 

Artículo 51. Plazas servidas por Magistrados 

El apartado 2 del artículo 21 de la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y Planta 
Judicial tendrá la siguiente redacción:  

«2. El Ministro de Justicia podrá establecer que los Juzgados de Primera Instancia y de Instrucción o 
de Primera Instancia e Instrucción y los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, sean servidos por 
Magistrados, siempre que estén radicados en un partido judicial superior a 150.000 habitantes de 
derecho o experimenten aumentos de población de hecho que superen dicha cifra, y el volumen de 
cargas competenciales así lo exija.»  
 

Artículo 52. Constitución de los Juzgados  

Se incluye un nuevo artículo 46 ter en la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y Planta 
Judicial, con la siguiente redacción:  

«1. El Gobierno, dentro del marco de la Ley de Presupuestos Generales del Estado, oído el Consejo 
General del Poder Judicial y, en su caso, la Comunidad Autónoma afectada, procederá de forma 
escalonada y mediante Real Decreto a la constitución, compatibilización y transformación de Juzgados 
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de Instrucción y de Primera Instancia e Instrucción para la plena efectividad de la planta de los 
Juzgados de Violencia sobre la Mujer.  

2. En tanto las Comunidades Autónomas no fijen la sede de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, 
ésta se entenderá situada en aquellas poblaciones que se establezcan en el anexo XIII de la presente 
Ley.»  

Artículo 53. Notificación de las sentencias dictadas por Tribunales  

Se adiciona un nuevo párrafo en el artículo 160 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, con el 
contenido siguiente:  

«Cuando la instrucción de la causa hubiera correspondido a un Juzgado de Violencia sobre la Mujer la 
sentencia será remitida al mismo por testimonio de forma inmediata, con indicación de si la misma es 
o no firme.»  
 

Artículo 54. Especialidades en el supuesto de juicios rápidos 

Se adiciona un nuevo artículo 779 bis en la Ley de Enjuiciamiento Criminal con el contenido siguiente:  

«1. En el supuesto de que la competencia corresponda al Juzgado de Violencia sobre la Mujer, las 
diligencias y resoluciones señaladas en los artículos anteriores deberán ser practicadas y adoptadas 
durante las horas de audiencia.  

2. La Policía Judicial habrá de realizar las citaciones a que se refiere el artículo 796, ante el Juzgado 
de Violencia sobre la Mujer, en el día hábil más próximo, entre aquéllos que se fijen 
reglamentariamente.  

No obstante el detenido, si lo hubiere, habrá de ser puesto a disposición del Juzgado de Instrucción 
de Guardia, a los solos efectos de regularizar su situación personal, cuando no sea posible la 
presentación ante el Juzgado de Violencia sobre la Mujer que resulte competente.  

3. Para la realización de las citaciones antes referidas, la Policía Judicial fijará el día y la hora de la 
comparecencia coordinadamente con el Juzgado de Violencia sobre la Mujer. A estos efectos el 
Consejo General del Poder Judicial, de acuerdo con lo establecido en el artículo 110 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, dictará los Reglamentos oportunos para asegurar esta coordinación.»  
 

Artículo 55. Notificación de las sentencias dictadas por Juzgado de lo 
Penal  

Se adiciona un apartado 5 en el artículo 789 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, con el contenido 
siguiente:  

«5. Cuando la instrucción de la causa hubiera correspondido a un Juzgado de Violencia sobre la Mujer 
la sentencia será remitida al mismo por testimonio de forma inmediata. Igualmente se le remitirá la 
declaración de firmeza y la sentencia de segunda instancia cuando la misma fuera revocatoria, en 
todo o en parte, de la sentencia previamente dictada.»  
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Artículo 56. Especialidades en el supuesto de juicios rápidos en materia de 
faltas  

Se adiciona un nuevo apartado 5 al artículo 962 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, con el 
contenido siguiente:  

«5. En el supuesto de que la competencia para conocer corresponda al Juzgado de Violencia sobre la 
Mujer, la Policía Judicial habrá de realizar las citaciones a que se refiere este artículo ante dicho 
Juzgado en el día hábil más próximo. Para la realización de las citaciones antes referidas, la Policía 
Judicial fijará el día y la hora de la comparecencia coordinadamente con el Juzgado de Violencia sobre 
la Mujer.  

A estos efectos el Consejo General del Poder Judicial, de acuerdo con lo establecido en el artículo 110 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial, dictará los Reglamentos oportunos para asegurar esta 
coordinación. »  

 

CAPÍTULO II  Normas procesales civiles  

Artículo 57. Pérdida de la competencia objetiva cuando se produzcan actos 
de violencia sobre la mujer  

Se adiciona un nuevo artículo 49 bis en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, cuya 
redacción es la siguiente:  

«Artículo 49 bis. Pérdida de la competencia cuando se produzcan actos de violencia sobre la mujer.  

1. Cuando un Juez, que esté conociendo en primera instancia de un procedimiento civil, tuviese 
noticia de la comisión de un acto de violencia de los definidos en el artículo 1 de la Ley Orgánica de 
Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, que haya dado lugar a la iniciación de 
un proceso penal o a una orden de protección, tras verificar la concurrencia de los requisitos previstos 
en el párrafo tercero del artículo 87 ter de la Ley Orgánica del Poder Judicial, deberá inhibirse, 
remitiendo los autos en el estado en que se hallen al Juez de Violencia sobre la Mujer que resulte 
competente, salvo que se haya iniciado la fase del juicio oral.  

2. Cuando un Juez que esté conociendo de un procedimiento civil, tuviese noticia de la posible 
comisión de un acto de violencia de género, que no haya dado lugar a la iniciación de un proceso 
penal, ni a dictar una orden de protección, tras verificar que concurren los requisitos del párrafo 
tercero del artículo 87 ter de la Ley Orgánica del Poder Judicial, deberá inmediatamente citar a las 
partes a una comparecencia con el Ministerio Fiscal que se celebrará en las siguientes 24 horas a fin 
de que éste tome conocimiento de cuantos datos sean relevantes sobre los hechos acaecidos. Tras 
ella, el Fiscal, de manera inmediata, habrá de decidir si procede, en las 24 horas siguientes, a 
denunciar los actos de violencia de género o a solicitar orden de protección ante el Juzgado de 
Violencia sobre la Mujer que resulte competente. En el supuesto de que se interponga denuncia o se 
solicite la orden de protección, el Fiscal habrá de entregar copia de la denuncia o solicitud en el 
Tribunal, el cual continuará conociendo del asunto hasta que sea, en su caso, requerido de inhibición 
por el Juez de Violencia sobre la Mujer competente.  
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3. Cuando un Juez de Violencia sobre la Mujer que esté conociendo de una causa penal por violencia 
de género tenga conocimiento de la existencia de un proceso civil, y verifique la concurrencia de los 
requisitos del párrafo tercero del artículo 87 ter de la Ley Orgánica del Poder Judicial, requerirá de 
inhibición al Tribunal Civil, el cual deberá acordar de inmediato su inhibición y la remisión de los autos 
al órgano requirente.  

A los efectos del párrafo anterior, el requerimiento de inhibición se acompañará de testimonio de la 
incoación de diligencias previas o de juicio de faltas, del auto de admisión de la querella, o de la orden 
de protección adoptada.  

4. En los casos previstos en los apartados 1 y 2 de este artículo, el Tribunal Civil remitirá los autos al 
Juzgado de Violencia sobre la Mujer sin que sea de aplicación lo previsto en el artículo 48.3 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil, debiendo las partes desde ese momento comparecer ante dicho órgano.  

En estos supuestos no serán de aplicación las restantes normas de esta sección, ni se admitirá 
declinatoria, debiendo las partes que quieran hacer valer la competencia del Juzgado de Violencia 
sobre la Mujer presentar testimonio de alguna de las resoluciones dictadas por dicho Juzgado a las 
que se refiere el párrafo final del número anterior.  

5. Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer ejercerán sus competencias en materia civil de forma 
exclusiva y excluyente, y en todo caso de conformidad con los procedimientos y recursos previstos en 
la Ley de Enjuiciamiento Civil.»  

 

CAPÍTULO III  Normas procesales penales  

Artículo 58. Competencias en el orden penal  

Se modifica el artículo 14 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que queda redactado de la siguiente 
forma:  

«Fuera de los casos que expresa y limitadamente atribuyen la Constitución y las leyes a Jueces y 
Tribunales determinados, serán competentes:  

1. Para el conocimiento y fallo de los juicios de faltas, el Juez de Instrucción, salvo que la 
competencia corresponda al Juez de Violencia sobre la Mujer de conformidad con el número quinto 
de este artículo. Sin embargo, conocerá de los juicios por faltas tipificadas en los artículos 626, 630, 
632 y 633 del Código Penal, el Juez de Paz del lugar en que se hubieran cometido. También 
conocerán los Jueces de Paz de los juicios por faltas tipificadas en el artículo 620.1.º y 2.º, del Código 
Penal, excepto cuando el ofendido fuere alguna de las personas a que se refiere el artículo 173.2 del 
mismo Código.  

2. Para la instrucción de las causas, el Juez de Instrucción del partido en que el delito se hubiere 
cometido, o el Juez de Violencia sobre la Mujer, o el Juez Central de Instrucción respecto de los 
delitos que la Ley determine.  

3. Para el conocimiento y fallo de las causas por delitos a los que la Ley señale pena privativa de 
libertad de duración no superior a cinco años o pena de multa cualquiera que sea su cuantía, o 
cualesquiera otras de distinta naturaleza, bien sean únicas, conjuntas o alternativas, siempre que la 
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duración de éstas no exceda de diez años, así como por faltas, sean o no incidentales, imputables a 
los autores de estos delitos o a otras personas, cuando la comisión de la falta o su prueba estuviesen 
relacionadas con aquéllos, el Juez de lo Penal de la circunscripción donde el delito fue cometido, o el 
Juez de lo Penal correspondiente a la circunscripción del Juzgado de Violencia sobre la Mujer en su 
caso, o el Juez Central de lo Penal en el ámbito que le es propio, sin perjuicio de la competencia del 
Juez de Instrucción de Guardia del lugar de comisión del delito para dictar sentencia de conformidad, 
o del Juez de Violencia sobre la Mujer competente en su caso, en los términos establecidos en el 
artículo 801.  

No obstante, en los supuestos de competencia del Juez de lo Penal, si el delito fuere de los atribuidos 
al Tribunal del Jurado, el conocimiento y fallo corresponderá a éste.  

4. Para el conocimiento y fallo de las causas en los demás casos la Audiencia Provincial de la 
circunscripción donde el delito se haya cometido, o la Audiencia Provincial correspondiente a la 
circunscripción del Juzgado de Violencia sobre la Mujer en su caso, o la Sala de lo Penal de la 
Audiencia Nacional.  

No obstante, en los supuestos de competencia de la Audiencia Provincial, si el delito fuere de los 
atribuidos al Tribunal de Jurado, el conocimiento y fallo corresponderá a éste.  

5. Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer serán competentes en las siguientes materias, en todo 
caso de conformidad con los procedimientos y recursos previstos en esta Ley:  

a) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por los delitos recogidos en los 
títulos del Código Penal relativos a homicidio, aborto, lesiones, lesiones al feto, delitos contra la 
libertad, delitos contra la integridad moral, contra la libertad e indemnidad sexuales o cualquier otro 
delito cometido con violencia o intimidación, siempre que se hubiesen cometido contra quien sea o 
haya sido su esposa, o mujer que esté o haya estado ligada al autor por análoga relación de 
afectividad, aun sin convivencia, así como de los cometidos sobre los descendientes, propios o de la 
esposa o conviviente, o sobre los menores o incapaces que con él convivan o que se hallen sujetos a 
la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho de la esposa o conviviente, cuando 
también se haya producido un acto de violencia de género.  

b) De la instrucción de los procesos para exigir responsabilidad penal por cualquier delito contra los 
derechos y deberes familiares, cuando la víctima sea alguna de las personas señaladas como tales en 
la letra anterior.  

c) De la adopción de las correspondientes órdenes de protección a las víctimas, sin perjuicio de las 
competencias atribuidas al Juez de Guardia.  

d) Del conocimiento y fallo de las faltas contenidas en los títulos I y II del libro III del Código Penal, 
cuando la víctima sea alguna de las personas señaladas como tales en la letra a) de este apartado.»  
 

Artículo 59. Competencia territorial  

Se adiciona un nuevo artículo 15 bis en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, cuya redacción es la 
siguiente:  



Normativa básica 
 

35 

«En el caso de que se trate de algunos de los delitos o faltas cuya instrucción o conocimiento 
corresponda al Juez de Violencia sobre la Mujer, la competencia territorial vendrá determinada por el 
lugar del domicilio de la víctima, sin perjuicio de la adopción de la orden de protección, o de medidas 
urgentes del artículo 13 de la presente Ley que pudiera adoptar el Juez del lugar de comisión de los 
hechos.»  
 

Artículo 60. Competencia por conexión  

Se adiciona un nuevo artículo 17 bis en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, cuya redacción es la 
siguiente:  

«La competencia de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer se extenderá a la instrucción y 
conocimiento de los delitos y faltas conexas siempre que la conexión tenga su origen en alguno de los 
supuestos previstos en los números 3.º y 4.º del artículo 17 de la presente Ley.»  

 

CAPÍTULO IV  Medidas judiciales de protección y  
de seguridad de las víctimas  

Artículo 61. Disposiciones generales  

1. Las medidas de protección y seguridad previstas en el presente capítulo serán compatibles con 
cualesquiera de las medidas cautelares y de aseguramiento que se pueden adoptar en los procesos 
civiles y penales.  

2. En todos los procedimientos relacionados con la violencia de género, el Juez competente, de oficio 
o a instancia de las víctimas, de los hijos, de las personas que convivan con ellas o se hallen sujetas a 
su guarda o custodia, del Ministerio Fiscal o de la Administración de la que dependan los servicios de 
atención a las víctimas o su acogida, deberá pronunciarse en todo caso sobre la pertinencia de la 
adopción de las medidas cautelares y de aseguramiento contempladas en este capítulo, determinando 
su plazo, si procediera su adopción.  
 

Artículo 62. De la orden de protección  

Recibida la solicitud de adopción de una orden de protección, el Juez de Violencia sobre la Mujer y, en 
su caso, el Juez de Guardia, actuarán de conformidad con lo dispuesto en el artículo 544 ter de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal.  
 

Artículo 63. De la protección de datos y las limitaciones a la publicidad  

1. En las actuaciones y procedimientos relacionados con la violencia de género se protegerá la 
intimidad de las víctimas; en especial, sus datos personales, los de sus descendientes y los de 
cualquier otra persona que esté bajo su guarda o custodia.  
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2. Los Jueces competentes podrán acordar, de oficio o a instancia de parte, que las vistas se 
desarrollen a puerta cerrada y que las actuaciones sean reservadas.  
 

Artículo 64. De las medidas de salida del domicilio, alejamiento o 
suspensión de las comunicaciones  

1. El Juez podrá ordenar la salida obligatoria del inculpado por violencia de género del domicilio en el 
que hubiera estado conviviendo o tenga su residencia la unidad familiar, así como la prohibición de 
volver al mismo.  

2. El Juez, con carácter excepcional, podrá autorizar a que la persona protegida concierte, con una 
agencia o sociedad pública allí donde la hubiere y que incluya entre sus actividades la del 
arrendamiento de viviendas, la permuta del uso atribuido de la vivienda familiar de la que sean 
copropietarios, por el uso de otra vivienda, durante el tiempo y en las condiciones que se determinen.  

3. El Juez podrá prohibir al inculpado que se aproxime a la persona protegida, lo que le impide 
acercarse a la misma en cualquier lugar donde se encuentre, así como acercarse a su domicilio, a su 
lugar de trabajo o a cualquier otro que sea frecuentado por ella.  

Podrá acordarse la utilización de instrumentos con la tecnología adecuada para verificar de inmediato 
su incumplimiento.  

El Juez fijará una distancia mínima entre el inculpado y la persona protegida que no se podrá rebasar, 
bajo apercibimiento de incurrir en responsabilidad penal.  

4. La medida de alejamiento podrá acordarse con independencia de que la persona afectada, o 
aquéllas a quienes se pretenda proteger, hubieran abandonado previamente el lugar.  

5. El Juez podrá prohibir al inculpado toda clase de comunicación con la persona o personas que se 
indique, bajo apercibimiento de incurrir en responsabilidad penal.  

6. Las medidas a que se refieren los apartados anteriores podrán acordarse acumulada o 
separadamente.  
 

Artículo 65. De las medidas de suspensión de la patria potestad o la 
custodia de menores  

El Juez podrá suspender para el inculpado por violencia de género el ejercicio de la patria potestad o 
de la guarda y custodia, respecto de los menores a que se refiera.  
 

Artículo 66. De la medida de suspensión del régimen de visitas  

El Juez podrá ordenar la suspensión de visitas del inculpado por violencia de género a sus 
descendientes.  
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Artículo 67. De la medida de suspensión del derecho a la tenencia, porte y 
uso de armas  

El Juez podrá acordar, respecto de los inculpados en delitos relacionados con la violencia a que se 
refiere esta Ley, la suspensión del derecho a la tenencia, porte y uso de armas, con la obligación de 
depositarlas en los términos establecidos por la normativa vigente.  
 

Artículo 68. Garantías para la adopción de las medidas 

Las medidas restrictivas de derechos contenidas en este capítulo deberán adoptarse mediante auto 
motivado en el que se aprecie su proporcionalidad y necesidad, y, en todo caso, con intervención del 
Ministerio Fiscal y respeto de los principios de contradicción, audiencia y defensa.  
 

Artículo 69. Mantenimiento de las medidas de protección y seguridad 

Las medidas de este capítulo podrán mantenerse tras la sentencia definitiva y durante la tramitación 
de los eventuales recursos que correspondiesen. En este caso, deberá hacerse constar en la 
sentencia el mantenimiento de tales medidas.  

 

CAPÍTULO V  Del Fiscal contra la Violencia sobre la Mujer  

Artículo 70. Funciones del Fiscal contra la Violencia sobre la Mujer  

Se añade un artículo 18 quáter en la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, reguladora del Estatuto 
Orgánico del Ministerio Fiscal, con la siguiente redacción:  

«1. El Fiscal General del Estado nombrará, oído el Consejo Fiscal, como delegado, un Fiscal contra la 
Violencia sobre la Mujer, con categoría de Fiscal de Sala, que ejercerá las siguientes funciones:  

a) Practicar las diligencias a que se refiere el artículo 5 del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, e 
intervenir directamente en aquellos procesos penales de especial trascendencia apreciada por el 
Fiscal General del Estado, referentes a los delitos por actos de violencia de género comprendidos en 
el artículo 87 ter.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.  

b) Intervenir, por delegación del Fiscal General del Estado, en los procesos civiles comprendidos en el 
artículo 87 ter.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.  

c) Supervisar y coordinar la actuación de las Secciones contra la Violencia sobre la Mujer, y recabar 
informes de las mismas, dando conocimiento al Fiscal Jefe de las Fiscalías en que se integren.  

d) Coordinar los criterios de actuación de las diversas Fiscalías en materias de violencia de género, 
para lo cual podrá proponer al Fiscal General del Estado la emisión de las correspondientes 
instrucciones.  

e) Elaborar semestralmente, y presentar al Fiscal General del Estado, para su remisión a la Junta de 
Fiscales de Sala del Tribunal Supremo, y al Consejo Fiscal, un informe sobre los procedimientos 
seguidos y actuaciones practicadas por el Ministerio Fiscal en materia de violencia de género.  
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2. Para su adecuada actuación se le adscribirán los profesionales y expertos que sean necesarios 
para auxiliarlo de manera permanente u ocasional. »  
 

Artículo 71. Secciones contra la violencia sobre la mujer  

Se sustituyen los párrafos segundo y tercero del apartado 1 del artículo 18 de la Ley 50/1981, de 30 
de diciembre, reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, por el siguiente texto:  

«En la Fiscalía de la Audiencia Nacional y en cada Fiscalía de los Tribunales Superiores de Justicia y 
de las Audiencias Provinciales, existirá una Sección de Menores a la que se encomendarán las 
funciones y facultades que al Ministerio Fiscal atribuye la Ley Orgánica Reguladora de la 
Responsabilidad Penal de los Menores y otra Sección Contra la Violencia sobre la Mujer en cada 
Fiscalía de los Tribunales Superiores de Justicia y de las Audiencias Provinciales. A estas Secciones 
serán adscritos Fiscales que pertenezcan a sus respectivas plantillas, teniendo preferencia aquellos 
que por razón de las anteriores funciones desempeñadas, cursos impartidos o superados o por 
cualquier otra circunstancia análoga, se hayan especializado en la materia. No obstante, cuando las 
necesidades del servicio así lo aconsejen podrán actuar también en otros ámbitos o materias.  

En las Fiscalías de los Tribunales Superiores de Justicia y en las Audiencias Provinciales podrán existir 
las adscripciones permanentes que se determinen reglamentariamente.  

A la Sección Contra la Violencia sobre la Mujer se atribuyen las siguientes funciones:  

a) Intervenir en los procedimientos penales por los hechos constitutivos de delitos o faltas cuya 
competencia esté atribuida a los Juzgados de Violencia sobre la Mujer.  

b) Intervenir directamente en los procesos civiles cuya competencia esté atribuida a los Juzgados de 
Violencia sobre la Mujer.  

En la Sección Contra la Violencia sobre la Mujer deberá llevarse un registro de los procedimientos que 
se sigan relacionados con estos hechos que permitirá la consulta de los Fiscales cuando conozcan de 
un procedimiento de los que tienen atribuida la competencia, al efecto en cada caso procedente.»  
 

Artículo 72. Delegados de la Jefatura de la Fiscalía  

Se adiciona un apartado 6 al artículo 22 de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, reguladora del 
Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, que queda redactado de la siguiente forma:  

«6. En aquellas Fiscalías en las que el número de asuntos de que conociera así lo aconsejara y 
siempre que resultara conveniente para la organización del servicio, previo informe del Consejo Fiscal, 
podrán designarse delegados de la Jefatura con el fin de asumir las funciones de dirección y 
coordinación que le fueran específicamente encomendadas. La plantilla orgánica determinará el 
número máximo de delegados de la Jefatura que se puedan designar en cada Fiscalía. En todo caso, 
en cada Fiscalía habrá un delegado de Jefatura que asumirá las funciones de dirección y 
coordinación, en los términos previstos en este apartado, en materia de infracciones relacionadas con 
la violencia de género, delitos contra el medio ambiente, y vigilancia penitenciaria, con carácter 
exclusivo o compartido con otras materias.  
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Tales delegados serán nombrados y, en su caso, relevados mediante resolución dictada por el Fiscal 
General del Estado, a propuesta motivada del Fiscal Jefe respectivo, oída la Junta de Fiscalía. Cuando 
la resolución del Fiscal General del Estado sea discrepante con la propuesta del Fiscal Jefe respectivo, 
deberá ser motivada.  

Para la cobertura de estas plazas será preciso, con carácter previo a la propuesta del Fiscal Jefe 
correspondiente, realizar una convocatoria entre los Fiscales de la plantilla. A la propuesta se 
acompañará relación del resto de los Fiscales que hayan solicitado el puesto con aportación de los 
méritos alegados.»  
 

Disposición adicional primera. Pensiones y ayudas  

1. Quien fuera condenado, por sentencia firme, por la comisión de un delito doloso de homicidio en 
cualquiera de sus formas o de lesiones, cuando la ofendida por el delito fuera su cónyuge o 
excónyuge, perderá la condición de beneficiario de la pensión de viudedad que le corresponda dentro 
del Sistema Público de Pensiones causada por la víctima, salvo que, en su caso, medie reconciliación 
entre ellos.  

2. A quien fuera condenado, por sentencia firme, por la comisión de un delito doloso de homicidio en 
cualquiera de sus formas o de lesiones cuando la ofendida por el delito fuera su cónyuge o 
excónyuge, o estuviera o hubiera estado ligada a él por una análoga relación de afectividad, aun sin 
convivencia, no le será abonable, en ningún caso, la pensión por orfandad de la que pudieran ser 
beneficiarios sus hijos dentro del Sistema Público de Pensiones, salvo que, en su caso, hubiera 
mediado reconciliación entre aquellos.  

3. No tendrá la consideración de beneficiario, a título de víctima indirecta, de las ayudas previstas en 
la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de Ayudas y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y 
contra la Libertad Sexual, quien fuera condenado por delito doloso de homicidio en cualquiera de sus 
formas, cuando la ofendida fuera su cónyuge o excónyuge o persona con la que estuviera o hubiera 
estado ligado de forma estable por análoga relación de afectividad, con independencia de su 
orientación sexual, durante, al menos, los dos años anteriores al momento del fallecimiento, salvo que 
hubieran tenido descendencia en común, en cuyo caso bastará la mera convivencia.  
 

Disposición adicional segunda. Protocolos de actuación.  

El Gobierno y las Comunidades Autónomas, que hayan asumido competencias en materia de justicia, 
organizarán en el ámbito que a cada una le es propio los servicios forenses de modo que cuenten con 
unidades de valoración forense integral encargadas de diseñar protocolos de actuación global e 
integral en casos de violencia de género.  
 

Disposición adicional tercera. Modificación de la Ley Orgánica reguladora 
del Derecho a la Educación.  

Uno. Las letras b) y g) del artículo 2 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del 
Derecho a la Educación, quedarán redactadas de la forma siguiente:  
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«b) La formación en el respeto de los derechos y libertades fundamentales, de la igualdad entre 
hombres y mujeres y en el ejercicio de la tolerancia y de la libertad dentro de los principios 
democráticos de convivencia.  

g) La formación para la paz, la cooperación y la solidaridad entre los pueblos y para la prevención de 
conflictos y para la resolución pacífica de los mismos y no violencia en todos los ámbitos de la vida 
personal, familiar y social.»  

Dos. Se incorporan tres nuevas letras en el apartado 1 del artículo 31 de la Ley Orgánica 8/1985, de 
3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación, que quedarán redactadas de la forma siguiente:  

«k) Las organizaciones de mujeres con implantación en todo el territorio del Estado.  

l) El Instituto de la Mujer.  

m) Personalidades de reconocido prestigio en la lucha para la erradicación de la violencia de género.»  

Tres. La letra e) del apartado 1 del artículo 32 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora 
del Derecho a la Educación, quedará redactada de la forma siguiente:  

«e) Las disposiciones que se refieran al desarrollo de la igualdad de derechos y oportunidades y al 
fomento de la igualdad real y efectiva entre hombres y mujeres en la enseñanza.»  

Cuatro. El apartado 1 del artículo 33 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del 
Derecho a la Educación, quedará redactado de la forma siguiente:  

«1. El Consejo Escolar del Estado elaborará y hará público anualmente un informe sobre el sistema 
educativo, donde deberán recogerse y valorarse los diversos aspectos del mismo, incluyendo la 
posible situación de violencia ejercida en la comunidad educativa. Asimismo se informará de las 
medidas que en relación con la prevención de violencia y fomento de la igualdad entre hombres y 
mujeres establezcan las Administraciones educativas.»  

Cinco. Se incluye un nuevo séptimo guión en el apartado 1 del artículo 56 de la Ley Orgánica 
8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación, con la siguiente redacción:  

«–Una persona, elegida por los miembros del Consejo Escolar del Centro, que impulse medidas 
educativas que fomenten la igualdad real y efectiva entre hombres y mujeres.»  

Seis. Se adiciona una nueva letra m) en el artículo 57 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, 
reguladora del Derecho a la Educación, con la siguiente redacción:  

«m) Proponer medidas e iniciativas que favorezcan la convivencia en el centro, la igualdad entre 
hombres y mujeres y la resolución pacífica de conflictos en todos los ámbitos de la vida personal, 
familiar y social.»  
 

Disposición adicional cuarta. Modificación de la Ley Orgánica de 
Ordenación General del Sistema Educativo  

Uno. Se modifica la letra b) del apartado 1 del artículo 1 de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, 
de Ordenación General del Sistema Educativo, que quedará redactado de la siguiente forma:  
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«b) La formación en el respeto de los derechos y libertades fundamentales, de la igualdad entre 
hombres y mujeres y en el ejercicio de la tolerancia y de la libertad dentro de los principios 
democráticos de convivencia.»  

Dos. Se modifica la letra e) y se añade la letra l) en el apartado 3 del artículo 2 de la Ley Orgánica 
1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo, que quedarán redactadas de 
la siguiente forma:  

«e) El fomento de los hábitos de comportamiento democrático y las habilidades y técnica en la 
prevención de conflictos y en la resolución pacífica de los mismos. l) La formación para la prevención 
de conflictos y para la resolución pacífica de los mismos en todos los ámbitos de la vida personal, 
familiar y social.»  

Tres. Se modifica el apartado 3 del artículo 34 de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de 
Ordenación General del Sistema Educativo, que quedará redactada de la siguiente forma:  

«3. La metodología didáctica de la formación profesional específica promoverá la integración de 
contenidos científicos, tecnológicos y organizativos. Asimismo, favorecerá en el alumno la capacidad 
para aprender por sí mismo y para trabajar en equipo, así como la formación en la prevención de 
conflictos y para la resolución pacífica de los mismos en todos los ámbitos de la vida personal, 
familiar y social.»  
 

Disposición adicional quinta. Modificación de la Ley Orgánica de Calidad 
de la Educación  

Uno. Se adiciona una nueva letra b), con el consiguiente desplazamiento de los actuales, y tres 
nuevas letras n), ñ) y o) en el artículo 1 de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad 
de la Educación, con el siguiente contenido:  

«b) La eliminación de los obstáculos que dificultan la plena igualdad entre hombres y mujeres. n) La 
formación en el respeto de los derechos y libertades fundamentales, de la igualdad entre hombres y 
mujeres y en el ejercicio de la tolerancia y de la libertad dentro de los principios democráticos de 
convivencia. ñ) La formación para la prevención de conflictos y para la resolución pacífica de los 
mismos y no violencia en todos los ámbitos de la vida personal familiar y social. o) El desarrollo de las 
capacidades afectivas.»  

Dos. Se adicionan dos nuevas letras e) y f), con el consiguiente desplazamiento de las actuales, en el 
apartado 2 del artículo 12 de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad de la 
Educación, con el siguiente contenido:  

«e) Ejercitarse en la prevención de los conflictos y en la resolución pacífica de los mismos. f) 
Desarrollar sus capacidades afectivas.»  

Tres. Se adicionan tres nuevas letras b), c) y d), con el consiguiente desplazamiento de las actuales, 
en el apartado 2 del artículo 15 de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad de la 
Educación, con el siguiente contenido:  

«b) Adquirir habilidades en la prevención de conflictos y en la resolución pacífica de los mismos que 
permitan desenvolverse con autonomía en el ámbito familiar y doméstico, así como en los grupos 
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sociales en los que se relacionan. c) Comprender y respetar la igualdad entre sexos. d) Desarrollar 
sus capacidades afectivas.»  

Cuatro. Se adicionan tres nuevas letras b), c) y d), con el consiguiente desplazamiento de las 
actuales, en el apartado 2 del artículo 22 de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de 
Calidad de la Educación, con el siguiente contenido:  

«b) Conocer, valorar y respetar la igualdad de oportunidades de hombres y mujeres. c) Relacionarse 
con los demás sin violencia, resolviendo pacíficamente los conflictos. d) Desarrollar sus capacidades 
afectivas.»  

Cinco. Se modifica la letra f) del apartado 1 y se añade un nuevo apartado 5 en el artículo 23 de la 
Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad de la Educación, que queda redactado de la 
forma siguiente:  

«1. f) Ética e igualdad entre hombres y mujeres.» «5. La asignatura de Ética incluirá contenidos 
específicos sobre la igualdad entre hombres y mujeres. »  

Seis. Se adicionan dos nuevas letras b) y c), con el consiguiente desplazamiento de las actuales, en 
el apartado 2 del artículo 34 de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad de la 
Educación, con el siguiente contenido:  

«b) Consolidar una madurez personal, social y moral, que les permita actuar de forma responsable, 
autónoma y prever y resolver pacíficamente los conflictos personales, familiares y sociales. c) 
Fomentar la igualdad real y efectiva entre hombres y mujeres y analizar y valorar críticamente las 
desigualdades entre ellos.»  

Siete. Se adiciona un nuevo apartado 3 en el artículo 40 de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de 
diciembre, de Calidad de la Educación, con el siguiente contenido:  

«3. Con el fin de promover la efectiva igualdad entre hombres y mujeres, las Administraciones 
educativas velarán para que todos los currículos y los materiales educativos reconozcan el igual valor 
de hombres y mujeres y se elaboren a partir de presupuestos no discriminatorios para las mujeres. 
Asimismo, deberán fomentar el respeto en la igualdad de derechos y obligaciones.»  

Ocho. Se adicionan dos nuevas letras e) y f) en el apartado 2 del artículo 52 de la Ley Orgánica 
10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad de la Educación, con el siguiente contenido:  

«e) Desarrollar habilidades en la resolución pacífica de los conflictos en las relaciones personales, 
familiares y sociales. f) Fomentar el respeto a la dignidad de las personas y a la igualdad entre 
hombres y mujeres.»  

Nueve. Se modifica la letra d) del artículo 56 de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de 
Calidad de la Educación, que queda redactada de la forma siguiente:  

«d) La tutoría del alumnado para dirigir su aprendizaje, transmitirles valores y ayudarlos, en 
colaboración con los padres, a superar sus dificultades y resolver pacíficamente sus conflictos.»  

Diez. Se adiciona una nueva letra g), con el consiguiente desplazamiento de la letra g) actual que 
pasará a ser una nueva letra h), en el apartado 2 del artículo 81 de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 
de diciembre, de Calidad de la Educación, con el contenido siguiente:  
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«g) Una persona que impulse medidas educativas que fomenten la igualdad real y efectiva entre 
hombres y mujeres, residente en la ciudad donde se halle emplazado el centro y elegida por el 
Consejo Escolar del centro.»  

Once. Se modifica la letra k) en el apartado 1 del artículo 82 de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 de 
diciembre, de Calidad de la Educación, que queda redactado de la forma siguiente:  

«k) Proponer medidas e iniciativas que favorezcan la convivencia en el centro, la igualdad entre 
hombres y mujeres y la resolución pacífica de conflictos en todos los ámbitos de la vida personal, 
familiar y social.»  

Doce. Se añade una nueva letra g) al apartado 1 del artículo 105 de la Ley Orgánica 10/2002, de 23 
de diciembre, de Calidad de la Educación, que queda redactada de la forma siguiente:  

«g) Velar por el cumplimiento y aplicación de las medidas e iniciativas educativas destinadas a 
fomentar la igualdad real entre mujeres y hombres. »  
 

Disposición adicional sexta. Modificación de la Ley General de Publicidad 

Uno. Se modifica el artículo 3, letra a), de la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de 
Publicidad, que quedará redactado de la siguiente forma:  

«Es ilícita:  

a) La publicidad que atente contra la dignidad de la persona o vulnere los valores y derechos 
reconocidos en la Constitución, especialmente a los que se refieren sus artículos 18 y 20, apartado 4. 
Se entenderán incluidos en la previsión anterior los anuncios que presenten a las mujeres de forma 
vejatoria, bien utilizando particular y directamente su cuerpo o partes del mismo como mero objeto 
desvinculado del producto que se pretende promocionar, bien su imagen asociada a comportamientos 
estereotipados que vulneren los fundamentos de nuestro ordenamiento coadyuvando a generar la 
violencia a que se refiere la Ley Orgánica de medidas de protección integral contra la violencia de 
género.»  

Dos. Se adiciona un nuevo apartado 1 bis en el artículo 25 de la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, 
General de Publicidad, con el contenido siguiente:  

«1 bis. Cuando una publicidad sea considerada ilícita por afectar a la utilización vejatoria o 
discriminatoria de la imagen de la mujer, podrán solicitar del anunciante su cesación y rectificación:  

a) La Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer.  

b) El Instituto de la Mujer o su equivalente en el ámbito autonómico.  

c) Las asociaciones legalmente constituidas que tengan como objetivo único la defensa de los 
intereses de la mujer y no incluyan como asociados a personas jurídicas con ánimo de lucro.  

d) Los titulares de un derecho o interés legítimo. »  

Tres. Se adiciona una disposición adicional a la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de 
Publicidad, con el contenido siguiente:  



 

44 

«La acción de cesación cuando una publicidad sea considerada ilícita por afectar a la utilización 
vejatoria o discriminatoria de la imagen de la mujer, se ejercitará en la forma y en los términos 
previstos en los artículos 26 y 29, excepto en materia de legitimación que la tendrán, además del 
Ministerio Fiscal, las personas y las Instituciones a que se refiere el artículo 25.1 bis de la presente 
Ley.»  
 

Disposición adicional séptima. Modificación de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores  

Uno. Se introduce un nuevo apartado 7 en el artículo 37 de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 
texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, con el siguiente 
contenido:  

«7. La trabajadora víctima de violencia de género tendrá derecho, para hacer efectiva su protección o 
su derecho a la asistencia social integral, a la reducción de la jornada de trabajo con disminución 
proporcional del salario o a la reordenación del tiempo de trabajo, a través de la adaptación del 
horario, de la aplicación del horario flexible o de otras formas de ordenación del tiempo de trabajo que 
se utilicen en la empresa.  

Estos derechos se podrán ejercitar en los términos que para estos supuestos concretos se 
establezcan en los convenios colectivos o en los acuerdos entre la empresa y los representantes de 
los trabajadores, o conforme al acuerdo entre la empresa y la trabajadora afectada. En su defecto, la 
concreción de estos derechos corresponderá a la trabajadora, siendo de aplicación las reglas 
establecidas en el apartado anterior, incluidas las relativas a la resolución de discrepancias.»  

Dos. Se introduce un nuevo apartado 3 bis) en el artículo 40 de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, con el 
siguiente contenido:  

«3 bis) La trabajadora víctima de violencia de género que se vea obligada a abandonar el puesto de 
trabajo en la localidad donde venía prestando sus servicios, para hacer efectiva su protección o su 
derecho a la asistencia social integral, tendrá derecho preferente a ocupar otro puesto de trabajo, del 
mismo grupo profesional o categoría equivalente, que la empresa tenga vacante en cualquier otro de 
sus centros de trabajo.  

En tales supuestos, la empresa estará obligada a comunicar a la trabajadora las vacantes existentes 
en dicho momento o las que se pudieran producir en el futuro.  

El traslado o el cambio de centro de trabajo tendrán un duración inicial de seis meses, durante los 
cuales la empresa tendrá la obligación de reservar el puesto de trabajo que anteriormente ocupaba la 
trabajadora.  

Terminado este período, la trabajadora podrá optar entre el regreso a su puesto de trabajo anterior o 
la continuidad en el nuevo. En este último caso, decaerá la mencionada obligación de reserva.»  

Tres. Se introduce una nueva letra n) en el artículo 45, apartado 1, de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, con el 
contenido siguiente:  
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«n) Por decisión de la trabajadora que se vea obligada a abandonar su puesto de trabajo como 
consecuencia de ser víctima de violencia de género.»  

Cuatro. Se introduce un nuevo apartado 6, en el artículo 48 de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, con el 
siguiente contenido:  

«6. En el supuesto previsto en la letra n) del apartado 1 del artículo 45, el período de suspensión 
tendrá una duración inicial que no podrá exceder de seis meses, salvo que de las actuaciones de 
tutela judicial resultase que la efectividad del derecho de protección de la víctima requiriese la 
continuidad de la suspensión, En este caso, el juez podrá prorrogar la suspensión por períodos de tres 
meses, con un máximo de dieciocho meses.»  

Cinco. Se introduce una nueva letra m) en el artículo 49, apartado 1, de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, con el 
contenido siguiente:  

«m) Por decisión de la trabajadora que se vea obligada a abandonar definitivamente su puesto de 
trabajo como consecuencia de ser víctima de violencia de género.»  

Seis. Se modifica el párrafo segundo de la letra d) del artículo 52 de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, con el 
siguiente contenido:  

«No se computarán como faltas de asistencia, a los efectos del párrafo anterior, las ausencias debidas 
a huelga legal por el tiempo de duración de la misma, el ejercicio de actividades de representación 
legal de los trabajadores, accidente de trabajo, maternidad, riesgo durante el embarazo, 
enfermedades causadas por embarazo, parto o lactancia, licencias y vacaciones, enfermedad o 
accidente no laboral, cuando la baja haya sido acordada por los servicios sanitarios oficiales y tenga 
una duración de más de veinte días consecutivos, ni las motivadas por la situación física o psicológica 
derivada de violencia de género, acreditada por los servicios sociales de atención o servicios de salud, 
según proceda. »  

Siete. Se modifica la letra b) del apartado 5 del artículo 55, de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, con el 
siguiente contenido:  

«b) El de las trabajadoras embarazadas, desde la fecha de inicio del embarazo hasta la del comienzo 
del período de suspensión a que se refiere la letra a); la de los trabajadores que hayan solicitado uno 
de los permisos a los que se refieren los apartados 4 y 5 del artículo 37 de esta Ley, o estén 
disfrutando de ellos, o hayan solicitado la excedencia prevista en el apartado 3 del artículo 46 de la 
misma; y la de las trabajadoras víctimas de violencia de género por el ejercicio de los derechos de 
reducción o reordenación de su tiempo de trabajo, de movilidad geográfica, de cambio de centro de 
trabajo o de suspensión de la relación laboral, en los términos y condiciones reconocidos en esta 
Ley.»  
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Disposición adicional octava. Modificación de la Ley General de la 
Seguridad Social  

Uno. Se añade un apartado 5 en el artículo 124 de la Ley General de la Seguridad Social, texto 
refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, con el siguiente contenido:  

«5. El período de suspensión con reserva del puesto de trabajo, contemplado en el artículo 48.6 del 
Estatuto de los Trabajadores, tendrá la consideración de período de cotización efectiva a efectos de 
las correspondientes prestaciones de la Seguridad Social por jubilación, incapacidad permanente, 
muerte o supervivencia, maternidad y desempleo.»  

Dos. Se modifica la letra e) del apartado 1.1, así como el apartado 1.2 del artículo 208 de la Ley 
General de la Seguridad Social, texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 
de junio, con el siguiente contenido:  

«1.1.e) Por resolución voluntaria por parte del trabajador, en los supuestos previstos en los artículos 
40, 41.3, 49.1.m) y 50 del Estatuto de los Trabajadores.  

1.2 Cuando se suspenda su relación laboral en virtud de expediente de regulación de empleo, o de 
resolución judicial adoptada en el seno de un procedimiento concursal, o en el supuesto contemplado 
en la letra n), del apartado 1 del artículo 45 del Estatuto de los Trabajadores.»  

Tres. Se modifica el apartado 2 del artículo 210 de la Ley General de la Seguridad Social, texto 
refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, con el siguiente contenido:  

«2. A efectos de determinación del período de ocupación cotizada a que se refiere el apartado anterior 
se tendrán en cuenta todas las cotizaciones que no hayan sido computadas para el reconocimiento de 
un derecho anterior, tanto de nivel contributivo como asistencial. No obstante, no se considerará 
como derecho anterior el que se reconozca en virtud de la suspensión de la relación laboral prevista 
en el artículo 45.1.n) del Estatuto de los Trabajadores.  

No se computarán las cotizaciones correspondientes al tiempo de abono de la prestación que efectué 
la entidad gestora o, en su caso, la empresa, excepto cuando la prestación se perciba en virtud de la 
suspensión de la relación laboral prevista en el artículo 45.1.n) del Estatuto de los Trabajadores, tal 
como establece el artículo 124.5 de esta Ley.»  

Cuatro. Se modifica el apartado 2 del artículo 231 de la Ley General de la Seguridad Social, texto 
refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, con el siguiente contenido:  

«2. A los efectos previstos en este título, se entenderá por compromiso de actividad el que adquiera el 
solicitante o beneficiario de las prestaciones de buscar activamente empleo, aceptar una colocación 
adecuada y participar en acciones específicas de motivación, información, orientación, formación, 
reconversión o inserción profesional para incrementar su ocupabilidad, así como de cumplir las 
restantes obligaciones previstas en este artículo.  

Para la aplicación de lo establecido en el párrafo anterior el Servicio Público de Empleo competente 
tendrá en cuenta la condición de víctima de violencia de género, a efectos de atemperar, en caso 
necesario, el cumplimiento de las obligaciones que se deriven del compromiso suscrito.»  
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Cinco. Se introduce una nueva disposición adicional en la Ley General de la Seguridad Social, texto 
refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, con el siguiente contenido:  

«Disposición adicional cuadragésima segunda. Acreditación de situaciones legales de desempleo.  

La situación legal de desempleo prevista en los artículos 208.1.1e) y 208.1.2 de la presente Ley, 
cuando se refieren, respectivamente, a los artículos 49.1 m) y 45.1 n) de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, se acreditará por comunicación escrita del empresario sobre la extinción o suspensión 
temporal de la relación laboral, junto con la orden de protección a favor de la víctima o, en su defecto, 
junto con el informe del Ministerio Fiscal que indique la existencia de indicios sobre la condición de 
víctima de violencia de género.»  
 

Disposición adicional novena. Modificación de la Ley de Medidas para la 
Reforma de la Función Pública  

Uno. El apartado 3 del artículo 1 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de 
la Función Pública, tendrá la siguiente redacción:  

«3. Se consideran bases del régimen estatutario de los funcionarios públicos, dictadas al amparo del 
artículo 149.1.18.ª de la Constitución, y en consecuencia aplicables al personal de todas las 
Administraciones Públicas, los siguientes preceptos: artículos: 3.2.e) y f); 6; 7; 8; 11; 12; 13.2, 3 y 4; 
14.4 y 5; 16; 17; 18.1 a 5; 19.1 y 3; 20.1.a), b), párrafo primero, c), e), g) en sus párrafos primero a 
cuarto, e i); 2 y 3; 21; 22.1, a excepción de los dos últimos párrafos; 23; 24; 25; 26; 29, a excepción 
del último párrafo de sus apartados 5, 6 y 7; 30.5; 31; 32; 33; disposiciones adicionales tercera, 2 y 
3, cuarta, duodécima y decimoquinta; disposiciones transitoria segunda, octava y novena.»  

Dos. Se añade un nuevo apartado 3 al artículo 17 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas 
para la Reforma de la Función Pública.  

«3. En el marco de los Acuerdos que las Administraciones Públicas suscriban con la finalidad de 
facilitar la movilidad entre los funcionarios de las mismas, se tendrá especial consideración los casos 
de movilidad geográfica de las funcionarias víctimas de violencia de género.»  

Tres. Se añade una letra i) al apartado 1 del artículo 20 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de 
Medidas para la Reforma de la Función Pública, con el siguiente contenido:  

«i) La funcionaria víctima de violencia sobre la mujer que se vea obligada a abandonar el puesto de 
trabajo en la localidad donde venía prestando sus servicios, para hacer efectiva su protección o su 
derecho a la asistencia social integral, tendrá derecho preferente a ocupar otro puesto de trabajo 
propio de su Cuerpo o Escala y de análogas características que se encuentre vacante y sea de 
necesaria provisión. En tales supuestos la Administración Pública competente en cada caso estará 
obligada a comunicarle las vacantes de necesaria provisión ubicadas en la misma localidad o en las 
localidades que la interesada expresamente solicite.»  

Cuatro. Se añade un nuevo apartado 8 en el artículo 29 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de 
Medidas para la Reforma de la Función Pública, con el siguiente contenido:  
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«8. Excedencia por razón de violencia sobre la mujer funcionaria.  

Las funcionarias públicas víctimas de violencia de género, para hacer efectiva su protección o su 
derecho a la asistencia social integral, tendrán derecho a solicitar la situación de excedencia sin 
necesidad de haber prestado un tiempo mínimo de servicios previos y sin que resulte de aplicación 
ningún plazo de permanencia en la misma. Durante los seis primeros meses tendrán derecho a la 
reserva del puesto de trabajo que desempeñaran, siendo computable dicho período a efectos de 
ascensos, trienios y derechos pasivos.  

Esto no obstante, cuando de las actuaciones de tutela judicial resultase que la efectividad del derecho 
de protección de la víctima lo exigiere, se podrá prorrogar por períodos de tres meses, con un máximo 
de dieciocho, el período en el que, de acuerdo con el párrafo anterior, se tendrá derecho a la reserva 
del puesto de trabajo, con idénticos efectos a los señalados en dicho párrafo.»  

Cinco. Se añade un nuevo apartado 5 al artículo 30 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas 
para la Reforma de la Función Pública con el siguiente contenido:  

«5. En los casos en los que las funcionarias víctimas de violencia de género tuvieran que ausentarse 
por ello de su puesto de trabajo, estas faltas de asistencia, totales o parciales, tendrán la 
consideración de justificadas por el tiempo y en las condiciones en que así lo determinen los servicios 
sociales de atención o salud, según proceda.  

Las funcionarias víctimas de violencia sobre la mujer, para hacer efectiva su protección o su derecho 
a la asistencia social integral, tendrán derecho a la reducción de la jornada con disminución 
proporcional de la retribución, o a la reordenación del tiempo de trabajo, a través de la adaptación del 
horario, de la aplicación del horario flexible o de otras formas de ordenación del tiempo de trabajo que 
sean aplicables, en los términos que para estos supuestos establezca la Administración Pública 
competente en cada caso.»  
 

Disposición adicional décima. Modificación de la Ley Orgánica  
del Poder Judicial  

Uno. Se modifica el apartado segundo del artículo 26 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del 
Poder Judicial, que queda redactado de la siguiente forma:  

«Artículo 26. Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, de lo Mercantil, de Violencia sobre la 
Mujer, de lo Penal, de lo Contencioso-Administrativo, de lo Social, de Menores y de Vigilancia 
Penitenciaria.»  

Dos. Se modifica la rúbrica del capítulo V del título IV del libro I de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de 
julio, del Poder Judicial, que queda redactada de la siguiente forma:  

«Capítulo V. De los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, de lo Mercantil, de lo Penal, de 
Violencia sobre la Mujer, de lo Contencioso-Administrativo, de lo Social, de Vigilancia Penitenciaria y 
de Menores.»  

Tres. Se modifica el apartado 1 del artículo 87 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial, que queda redactado de la siguiente forma:  
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«Artículo 87. 1. Los Juzgados de Instrucción conocerán, en el orden penal:  

a) De la instrucción de las causas por delito cuyo enjuiciamiento corresponda a las Audiencias 
Provinciales y a los Juzgados de lo Penal, excepto de aquellas causas que sean competencia de los 
Juzgados de Violencia sobre la Mujer.  

b) Les corresponde asimismo dictar sentencia de conformidad con la acusación en los casos 
establecidos por la Ley.  

c) Del conocimiento y fallo de los juicios de faltas, salvo los que sean competencia de los Jueces de 
Paz, o de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer.  

d) De los procedimientos de ‘‘habeas corpus’’.  

e) De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas por los Juzgados de Paz del 
partido y de las cuestiones de competencia entre éstos.  

f) De la adopción de la orden de protección a las víctimas de violencia sobre la mujer cuando esté 
desarrollando funciones de guardia, siempre que no pueda ser adoptada por el Juzgado de Violencia 
sobre la Mujer.»  

Tres bis. Se adiciona un nuevo párrafo en el apartado 2, del artículo 89 bis de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, con el contenido siguiente:  

«A fin de facilitar el conocimiento de los asuntos instruidos por los Juzgados de Violencia sobre la 
Mujer, y atendiendo al número de asuntos existentes, deberán especializarse uno o varios Juzgados 
en cada provincia, de conformidad con lo previsto en el artículo 98 de la presente Ley.»  

Cuatro. Se modifica el apartado 1 del artículo 210 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del 
Poder Judicial, que queda redactado de la siguiente forma:  

«1. Los Jueces de Primera Instancia y de Instrucción, de lo Mercantil, de lo Penal, de Violencia sobre 
la Mujer, de lo Contencioso-Administrativo, de Menores y de lo Social se sustituirán entre sí en las 
poblaciones donde existan varios del mismo orden jurisdiccional, en la forma que acuerde la Sala de 
Gobierno del Tribunal Superior de Justicia, a propuesta de la Junta de Jueces.»  

Cinco. Se adiciona un nuevo párrafo en el apartado 3 en el artículo 211 de la Ley Orgánica 6/1985, 
de 1 de julio, del Poder Judicial, que queda redactado de la siguiente forma:  

«Los Jueces de Violencia sobre la Mujer serán sustituidos por los Jueces de Instrucción o de Primera 
Instancia e Instrucción, según el orden que establezca la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de 
Justicia respectivo.» 
 

Disposición adicional undécima. Evaluación de la aplicación de la Ley  

El Gobierno, en colaboración con las Comunidades Autónomas, a los tres años de la entrada en vigor 
de esta Ley Orgánica elaborará y remitirá al Congreso de los Diputados un informe en el que se hará 
una evaluación de los efectos de su aplicación en la lucha contra la violencia de género.  
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Disposición adicional duodécima. Modificaciones de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal  

Se añade una disposición adicional cuarta a la Ley de Enjuiciamiento Criminal con el contenido 
siguiente:  

«1. Las referencias que se hacen al Juez de Instrucción y al Juez de Primera Instancia en los 
apartados 1 y 7 del artículo 544 ter de esta Ley, en la redacción dada por la Ley 27/2003, de 31 de 
julio, reguladora de la Orden de Protección de las Víctimas de la Violencia Doméstica se entenderán 
hechas, en su caso, al Juez de Violencia sobre la Mujer.  

2. Las referencias que se hacen al Juez de Guardia en el título III del libro IV, y en los artículos 962 a 
971 de esta Ley, se entenderán hechas, en su caso, al Juez de Violencia sobre la Mujer.»  
 

Disposición adicional decimotercera. Dotación del Fondo  

Con el fin de coadyuvar a la puesta en funcionamiento de los servicios establecidos en el artículo 19 
de esta Ley, y garantizar la equidad interterritorial en su implantación, durante los dos años siguientes 
a la entrada en vigor de esta Ley se dotará un Fondo al que podrán acceder las Comunidades 
Autónomas, de acuerdo con los criterios objetivos que se determinen en la respectiva Conferencia 
Sectorial. Ello, no obstante, la Comunidad Autónoma del País Vasco y la Comunidad Foral de Navarra 
se regirán, en estos aspectos financieros, por sus regímenes especiales de Concierto Económico y de 
Convenio.  

Las Comunidades Autónomas, en uso de sus competencias, durante el año siguiente a la aprobación 
de esta Ley, realizarán un diagnóstico conjuntamente con las Administraciones Locales, sobre el 
impacto de la violencia de género en su Comunidad, así como una valoración de necesidades, 
recursos y servicios necesarios, para implementar el artículo 19 de esta Ley.  

La dotación del Fondo se hará de conformidad con lo que dispongan las respectivas Leyes de 
Presupuestos Generales del Estado.  
 

Disposición adicional decimocuarta. Informe sobre financiación  

Sin perjuicio de la responsabilidad financiera de las Comunidades Autónomas, conforme a lo 
establecido en la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, y de acuerdo con el principio de lealtad 
institucional en los términos del artículo 2.1.e) de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de 
Financiación de las Comunidades Autónomas, los Ministerios competentes, a propuesta de los 
órganos interterritoriales correspondientes, elaborarán informes sobre las repercusiones económicas 
de la aplicación de esta Ley. Dichos informes serán presentados al Ministerio de Hacienda que los 
trasladará al Consejo de Política Fiscal y Financiera.  
 

Disposición adicional decimoquinta. Convenios en materia de vivienda  

Mediante convenios con las Administraciones competentes, el Gobierno podrá promover procesos 
específicos de adjudicación de viviendas protegidas a las víctimas de violencia de género.  
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Disposición adicional decimosexta. Coordinación de los Servicios Públicos 
de Empleo 

En el desarrollo de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, se tendrá en cuenta la necesaria 
coordinación de los Servicios Públicos de Empleo, para facilitar el acceso al mercado de trabajo de las 
víctimas de violencia de género cuando, debido al ejercicio del derecho de movilidad geográfica, se 
vean obligadas a trasladar su domicilio y el mismo implique cambio de Comunidad Autónoma.  
 

Disposición adicional decimoséptima. Escolarización  

Las Administraciones educativas adoptarán las medidas necesarias para garantizar la escolarización 
inmediata de los hijos en el supuesto de cambio de residencia motivados por violencia sobre la mujer.  
 

Disposición adicional decimoctava. Planta de los Juzgados de Violencia 
sobre la Mujer 

Se añade un anexo XIII a la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y Planta Judicial, 
cuyo texto se incluye como anexo a la presente Ley Orgánica.  
 

Disposición adicional decimonovena. Fondo de garantía de pensiones 

El Estado garantizará el pago de alimentos reconocidos e impagados a favor de los hijos e hijas 
menores de edad en convenio judicialmente aprobado o en resolución judicial, a través de una 
legislación específica que concretará el sistema de cobertura en dichos supuestos y que, en todo 
caso, tendrá en cuenta las circunstancias de las víctimas de violencia de género.  
 

Disposición adicional vigésima. Cambio de apellidos  

El artículo 58 de la Ley del Registro Civil, de 8 de junio de 1957, queda redactado de la siguiente 
forma:  

«2. Cuando se den circunstancias excepcionales, y a pesar de faltar los requisitos que señala dicho 
artículo, podrá accederse al cambio por Real Decreto a propuesta del Ministerio de Justicia, con 
audiencia del Consejo de Estado. En caso de que el solicitante de la autorización del cambio de sus 
apellidos sea objeto de violencia de género y en cualquier otro supuesto en que la urgencia de la 
situación así lo requiriera podrá accederse al cambio por Orden del Ministerio de Justicia, en los 
términos fijados por el Reglamento.»  
 

Disposición transitoria primera. Aplicación de medidas  

Los procesos civiles o penales relacionados con la violencia de género que se encuentren en 
tramitación a la entrada en vigor de la presente Ley continuarán siendo competencia de los órganos 
que vinieran conociendo de los mismos hasta su conclusión por sentencia firme.  
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Disposición transitoria segunda. Derecho transitorio  

En los procesos sobre hechos contemplados en la presente Ley que se encuentren en tramitación a 
su entrada en vigor, los Juzgados o Tribunales que los estén conociendo podrán adoptar las medidas 
previstas en el capítulo IV del título V. Disposición derogatoria única. Quedan derogadas cuantas 
normas, de igual o inferior rango, se opongan a lo establecido en la presente Ley.  
 

Disposición final primera. Referencias normativas 

Todas las referencias y menciones contenidas en las leyes procesales penales a los Jueces de 
Instrucción deben también entenderse referidas a los Jueces de Violencia sobre la Mujer en las 
materias propias de su competencia.  
 

Disposición final segunda. Habilitación competencial  

La presente Ley se dicta al amparo de lo previsto en el artículo 149.1, 1.ª, 5.ª, 6.ª, 7.ª, 8.ª, 17.ª, 18.ª 
y 30.ª de la Constitución Española.  
 

Disposición final tercera. Naturaleza de la presente Ley  

La presente Ley tiene el carácter de Ley Orgánica, a excepción de los siguientes preceptos: título I, 
título II, título III, artículos 42, 43, 44, 45, 46, 47, 70, 71, 72, así como las disposiciones adicionales 
primera, segunda, sexta, séptima, octava, novena, undécima, decimotercera, decimoquinta, 
decimosexta, decimoséptima, decimoctava, decimonovena y vigésima, la disposición transitoria 
segunda y las disposiciones finales cuarta, quinta y sexta.  
 

Disposición final cuarta. Habilitación normativa  

1. Se habilita al Gobierno para que dicte, en el plazo de seis meses a partir de la publicación de esta 
Ley en el «Boletín Oficial del Estado», las disposiciones que fueran necesarias para su aplicación. A 
través del Ministerio de Justicia se adoptarán en el referido plazo las medidas necesarias para la 
implantación de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, así como para la adecuación de la 
estructura del Ministerio Fiscal a las previsiones de la presente Ley.  

2. En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la presente Ley Orgánica el Consejo 
General del Poder Judicial dictará los reglamentos necesarios para la ordenación de los 
señalamientos, adecuación de los servicios de guardia a la existencia de los nuevos Juzgados de 
Violencia sobre la Mujer, y coordinación de la Policía Judicial con los referidos Juzgados.  
 

Disposición final quinta. Modificaciones reglamentarias  

El Gobierno, en el plazo de seis meses desde la aprobación de esta Ley, procederá a la modificación 
del artículo 116.4 del Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento 
Penitenciario, estableciendo la obligatoriedad para la Administración Penitenciaria de realizar los 
programas específicos de tratamiento para internos a que se refiere la presente Ley. En el mismo 
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plazo procederá a modificar el Real Decreto 738/1997, de 23 de mayo y el Real Decreto 996/2003, 
de 25 de julio. En el plazo mencionado en el apartado anterior, el Estado y las Comunidades 
Autónomas, en el ámbito de sus respectivas competencias, adaptarán su normativa a las previsiones 
contenidas en la presente Ley.  
 

Disposición final sexta. Modificación de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de 
Asistencia Jurídica Gratuita  

Se modifica el apartado 5 del artículo 3 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Gratuita, que 
quedará redactado como sigue:  

«5. Tampoco será necesario que las víctimas de violencia de género acrediten previamente carecer de 
recursos cuando soliciten defensa jurídica gratuita especializada, que se les prestará de inmediato, sin 
perjuicio de que si no se le reconoce con posterioridad el derecho a la misma, éstas deban abonar al 
abogado los honorarios devengados por su intervención.»  
 

Disposición final séptima. Entrada en vigor  

La presente Ley Orgánica entrará en vigor a los treinta días de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado», salvo lo dispuesto en los títulos IV y V, que lo hará a los seis meses.  

 

 

ANEXO 

 

 



 

54 

 



Normativa básica 
 

55 

 



 

56 



Normativa básica 
 

57 



 

58 



Normativa básica 
 

59 



 

60 



Normativa básica 
 

61 



 

62 

 

 

 



Normativa básica 
 

63 

 LEY 27/2003, de 31 de julio,  
reguladora de la orden de protección  

de las víctimas de la violencia doméstica 
 

EXPOSICION DE MOTIVOS 

I 

La violencia ejercida en el entorno familiar y, en particular, la violencia de género constituye un grave 
problema de nuestra sociedad que exige una respuesta global y coordinada por parte de todos los 
poderes públicos. La situación que originan estas formas de violencia trasciende el ámbito meramente 
doméstico para convertirse en una lacra que afecta e involucra a toda la ciudadanía. Resulta 
imprescindible por ello arbitrar nuevos y más eficaces instrumentos jurídicos, bien articulados 
técnicamente, que atajen desde el inicio cualquier conducta que en el futuro pueda degenerar en 
hechos aún más graves. Es necesaria, en suma, una acción integral y coordinada que aúne tanto las 
medidas-cautelares penales sobre el agresor, esto es, aquellas orientadas a impedir la realización de 
nuevos actos violentos, como las medidas protectoras de índole civil y social que eviten el desamparo 
de las víctimas de la violencia doméstica y den respuesta a su situación de especial vulnerabilidad. 

Con este propósito, el pasado 22 de octubre de 2002 el Pleno del Congreso de los Diputados acordó 
crear en el seno de la Comisión de Política Social y Empleo una subcomisión con el fin de «formular 
medidas legislativas que den una respuesta integral frente a la violencia de género». Entre las 
conclusiones más relevantes de esta subcomisión, destaca precisamente la propuesta, respaldada 
por el Ministerio de Justicia, de creación y regulación de un nuevo instrumento denominado orden de 
protección a las víctimas de la violencia doméstica. 

Esta iniciativa responde a una inquietud que se ha venido manifestando en diversos documentos e 
informes de expertos, tanto nacionales (Consejo General del Poder Judicial, Instituto de la Mujer, 
Fiscalía General del Estado, etc.), como de organismos supranacionales (ONU, Consejo de Europa, 
instituciones de la UE). Dicha inquietud fue formulada por las Cortes Generales como «la necesidad 
de una respuesta integral, la coordinación como prioridad absoluta» en el reciente informe de la 
ponencia constituida en el seno de la Comisión Mixta de Derechos de la Mujer, que han hecho suyo 
los Plenos del Congreso de los Diputados y del Senado. Con esta ley se viene a dar cumplimiento a 
este mandato unánime de las Cortes Generales. 

II 

La orden de protección a las víctimas de la violencia doméstica unifica los distintos instrumentos de 
amparo y tutela a las víctimas de estos delitos y faltas. Pretende que a través de un rápido y sencillo 
procedimiento judicial, sustanciado ante el juzgado de instrucción, pueda obtener la víctima un 
estatuto integral de protección que concentre de forma coordinada una acción cautelar de naturaleza 
civil y penal. Esto es, una misma resolución judicial que incorpore conjuntamente tanto las medidas 
restrictivas de la libertad de movimientos del agresor para impedir su nueva aproximación a la 
víctima, como las orientadas a proporcionar seguridad, estabilidad y protección jurídica a la persona 
agredida y a su familia, sin necesidad de esperar a la formalización del correspondiente proceso 
matrimonial civil. La orden judicial de protección supondrá, a su vez, que las distintas 
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Administraciones públicas, estatal, autonómica y local, activen inmediatamente los instrumentos de 
protección social establecidos en sus respectivos sistemas jurídicos. En ello consiste, precisamente, 
su elemento más innovador. 

Con el fin de hacer efectivas las medidas incorporadas a la orden de protección, se ha diseñado un 
procedimiento especialmente sencillo, accesible a todas las víctimas de la violencia doméstica, de 
modo que tanto éstas como sus representantes legales o las personas de su entorno familiar más 
inmediato puedan solicitarla sin formalismos técnicos o costes añadidos. Asimismo, la nueva orden 
de protección se ha de poder obtener de forma rápida, ya que no habrá una protección real a la 
víctima si aquélla no es activada con la máxima celeridad. Para ello, continuando en la línea 
inaugurada por la Ley 38/2002, de 24 de octubre, por la que se regula el procedimiento de 
enjuiciamiento rápido de determinados delitos y faltas, la presente regulación se decanta por atribuir 
la competencia para adoptar la orden de protección al Juez de Instrucción en funciones de guardia. 
La decisión judicial deberá sustanciarse de manera menos perturbadora en el seno del proceso penal 
en curso, sea cual fuere su naturaleza y características. 

A estos efectos se posibilita que la audiencia judicial del presunto agresor coincida con la 
comparecencia prevista en el artículo 504 bis 2 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, cuando ésta 
fuere procedente por la gravedad de los hechos o las circunstancias concurrentes, con audiencia 
prevista en el artículo 798 si se tratase causas tramitadas con arreglo al procedimiento de 
enjuiciamiento rápido, o con el acto del juicio de faltas, en su caso. 

Finalmente, la nueva ley da carta de naturaleza al Registro Central para la protección de las víctimas 
de violencia doméstica, al que tendrán acceso inmediato todas las órdenes de protección dictadas por 
cualquier juzgado o tribunal y en el que se anotarán, además, s hechos relevantes a efectos de 
protección a las víctimas de estos delitos y faltas. 
 

Artículo primero. Se modifica el artículo 13 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal que queda redactado en los siguientes términos: 

«Se consideran como primeras diligencias la de consignar las pruebas del delito que puedan 
desaparecer, la de recoger y poner en custodia cuanto conduzca a su comprobación y a la 
identificación del delincuente, la de detener, en su caso, a los presuntos responsables del delito, y la 
de proteger a los ofendidos o perjudicados por el mismo, a sus familiares o a otras personas, 
pudiendo acordarse a tal efecto las medidas cautelares a las que se refiere el artículo 544 bis o la 
orden de protección prevista en el artículo 544 ter de esta ley». 
 

Artículo segundo. Se añade un nuevo artículo 544 ter en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, redactado en los siguientes términos 

«1.El juez de instrucción dictará orden de protección para las víctimas de violencia doméstica en los 
casos en que, existiendo indicios fundados de la comisión de un delito o falta contra la vida, integridad 
física o moral, libertad sexual, libertad o seguridad de alguna de las personas mencionadas en el 
artículo 153 del Código Penal resulte una situación objetiva de riesgo para la víctima que requiera la 
adopción de alguna de las medidas de protección reguladas en este artículo. 
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2. La orden de protección será acordada por el juez de oficio o a instancia de la víctima o persona que 
tenga con ella alguna de las relaciones indicadas en el apartado anterior, o del Ministerio Fiscal. 

Sin perjuicio del deber general de denuncia previsto en el artículo 262 de esta ley, las entidades u 
organismos asistenciales, públicos o privados, que tuvieran conocimiento de alguno de los hechos 
mencionados en el apartado anterior deberán ponerlos inmediatamente en conocimiento del juez de 
guardia o del Ministerio Fiscal con el fin de que se pueda incoar o instar el procedimiento para la 
adopción de la orden de protección. 

3. La orden de protección podrá solicitarse directamente ante la autoridad judicial o el Ministerio 
Fiscal, o bien ante las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, las oficinas de atención a la víctima o los 
servicios sociales o instituciones asistenciales dependientes de las Administraciones públicas. Dicha 
solicitud habrá de ser remitida de forma inmediata al juez competente. En caso de suscitarse dudas 
acerca de la competencia territorial del juez, deberá iniciar y resolver el procedimiento para la 
adopción de la orden de protección el juez ante el que se haya solicitado ésta, sin perjuicio de remitir 
con posterioridad las actuaciones a aquel que resulte competente. 

Los servicios sociales y las instituciones referidas anteriormente facilitarán a las víctimas de la 
violencia doméstica a las que hubieran de prestar asistencia la solicitud de la orden de protección, 
poniendo a su disposición con esta finalidad información, formularios y, en su caso, canales de 
comunicación telemáticos con la Administración de Justicia y el Ministerio Fiscal. 

4.Recibida la solicitud de orden de protección, el juez de guardia, en los supuestos mencionados en el 
apartado 1 de este artículo, convocará a una audiencia urgente a la víctima o su representante legal, 
al solicitante y al agresor, asistido, en su caso, de abogado. Asimismo será convocado el Ministerio 
Fiscal. 

Esta audiencia se podrá sustanciar simultáneamente con la prevista en el artículo 504 bis 2 cuando 
su convocatoria fuera procedente, con la audiencia regulada en el artículo 798 en aquellas causas 
que se tramiten conforme al procedimiento previsto en el título III del libro IV de esta ley o, en su 
caso, con el acto del juicio de faltas. Cuando excepcionalmente no fuese posible celebrar la audiencia 
durante el servicio de guardia, el juez ante el que hubiera sido formulada la solicitud la convocará en 
el plazo más breve posible. En cualquier caso la audiencia habrá de celebrarse en un plazo máximo 
de 72 horas desde la presentación de la solicitud. 

Durante la audiencia, el juez de guardia adoptará las medidas oportunas para evitar la confrontación 
entre el agresor y la víctima, sus hijos y los restantes miembros de la familia. A estos efectos 
dispondrá que su declaración en esta audiencia se realice por separado. 

Celebrada la audiencia, el juez de guardia resolverá mediante auto lo que proceda sobre la solicitud 
de la orden de protección, así como sobre el contenido y vigencia de las medidas que incorpore. Sin 
perjuicio de ello, el juez de instrucción podrá adoptar en cualquier momento de la tramitación de la 
causa las medidas previstas en el artículo 544 bis. 

5. La orden de protección confiere a la víctima de los hechos mencionados en el apartado 1 un 
estatuto integral de protección que comprenderá las medidas cautelares de orden civil y penal 
contempladas en este artículo y aquellas otras medidas de asistencia y protección social establecidas 
en el ordenamiento jurídico. 
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La orden de protección podrá hacerse valer ante cualquier autoridad y Administración pública. 

6. Las medidas cautelares de carácter penal podrán consistir en cualesquiera de las previstas en la 
legislación procesal criminal. Sus requisitos, contenido y vigencia serán los establecidos con carácter 
general en esta ley. Se adoptarán por el juez de instrucción atendiendo a la necesidad de protección 
integral e inmediata de la víctima. 

7. Las medidas de naturaleza civil deberán ser solicitadas por la víctima o su representante legal, o 
bien por el Ministerio Fiscal, cuando existan hijos menores o incapaces, siempre que no hubieran sido 
previamente acordadas por un órgano del orden jurisdiccional civil, y sin perjuicio de las medidas 
previstas en el artículo 158 del Código Civil. Estas medidas podrán consistir en la atribución del uso y 
disfrute de la vivienda familiar, determinar el régimen de custodia, visitas, comunicación y estancia 
con los hijos, el régimen de prestación de alimentos, así como cualquier disposición que se considere 
oportuna a fin de apartar al menor de un peligro o de evitarle perjuicios. 

Las medidas de carácter civil contenidas en la orden de protección tendrán una vigencia temporal de 
30 días. Si dentro de este plazo fuese incoado a instancia de la víctima o de su representante legal un 
proceso de familia ante la jurisdicción civil las medidas adoptadas permanecerán en vigor durante los 
treinta días siguientes a la presentación de la demanda. En este término las medidas deberán ser 
ratificadas, modificadas o dejadas sin efecto por el juez de primera instancia que resulte competente. 

8. La orden de protección será notificada a las partes, y comunicada por el juez inmediatamente, 
mediante testimonio íntegro, a la víctima y alas Administraciones públicas competentes para la 
adopción de medidas de protección, sean éstas de seguridad o de asistencia social, jurídica, sanitaria, 
psicológica o de cualquier otra índole. A estos efectos se establecerá reglamentariamente un sistema 
integrado de coordinación administrativa que garantice la agilidad de estas comunicaciones. 

9. La orden de protección implicará el deber de informar permanentemente a la víctima sobre la 
situación procesal del imputado así como sobre el alcance y vigencia de las medidas cautelares 
adoptadas. En particular, la víctima será informada en todo momento de la situación penitenciaria del 
agresor. A estos efectos se dará cuenta de la orden de protección a la Administración penitenciaria. 

10. La orden de protección será inscrita en el Registro Central para la Protección de las Víctimas de la 
Violencia Doméstica. 

11. En aquellos casos en que durante la tramitación de un procedimiento penal en curso surja una 
situación de riesgo para alguna de las personas vinculadas con el imputado por alguna de las 
relaciones indicadas en el apartado 1 de este artículo, el Juez o Tribunal que conozca de la causa 
podrá acordar la orden de protección de la víctima con arreglo a lo establecido en los apartados 
anteriores». 
 

Disposición adicional primera 

El Gobierno, a propuesta del Ministerio de Justicia, oído el Consejo General del Poder Judicial y la 
Agencia de Protección de Datos, dictará las disposiciones reglamentarias oportunas relativas a la 
organización del Registro Central para la Protección de las Víctimas de la Violencia Doméstica, así 
como al régimen de inscripción y cancelación de sus asientos y el acceso a la información contenida 
en el mismo, asegurando en todo caso su confidencialidad. 
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Disposición adicional segunda 

El seguimiento de la implantación de esta ley se llevará a cabo por una comisión integrada por 
representantes del Consejo General del Poder Judicial, de la Fiscalía General del Estado, de las 
profesiones jurídicas y de los Ministerios de Justicia, Interior y Trabajo y Asuntos Sociales, así como 
por una representación de las comunidades autónomas y de las entidades locales. 

Corresponderá a esta comisión la elaboración de protocolos de alcance general para la implantación 
de la orden de protección regulada en esta ley, así como la adopción de instrumentos adecuados de 
coordinación que aseguren la efectividad de las medidas de protección y de seguridad adoptadas por 
los jueces y tribunales y las Administraciones públicas competentes. 
 

Disposición final única 

La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 

 

Corrección de errores de la Ley 27/2003, de 31 de julio, reguladora 
de la orden de protección de las víctimas de la violencia doméstica. 

Advertido error en la Ley 27/2003, de 31 de julio, reguladora de la Orden de protección de las 
víctimas de la violencia doméstica, publicada en el «Boletín Oficial del Estado» número 183, de 1 de 
agosto de 2003, se procede a efectuar la oportuna rectificación: 

En la página 29882, segunda columna, en el artículo segundo, apartado 7, primer párrafo, tercera 
línea, donde dice: «o bien por el Ministerio Fiscal, cuando existan hijos», debe decir: «o bien por el 
Ministerio Fiscal cuando existan hijos». 
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 REAL DECRETO 355/2004, de 5 de marzo, 
 por el que se regula el registro central para la 

protección de las víctimas de la violencia doméstica 
 

La Ley 27/2003, de 31 de julio, reguladora de la orden de protección de las víctimas de la violencia 
doméstica, incorpora a nuestro ordenamiento jurídico un nuevo instrumento de protección frente a las 
infracciones penales cometidas en el entorno familiar, que se caracteriza, como expresa su exposición 
de motivos, por unificar los distintos instrumentos de amparo y tutela, de manera que «a través de un 
rápido y sencillo procedimiento judicial, sustanciado ante el juzgado de instrucción, pueda obtener la 
víctima un estatuto integral de protección que concentre de forma coordinada una acción cautelar de 
naturaleza civil y penal», y permita a las distintas Administraciones públicas activar los distintos 
instrumentos de tutela. 

El nuevo artículo 544 ter introducido en la Ley de Enjuiciamiento Criminal por la Ley 27/2003, de 31 
de julio, contempla en su apartado 10 la inscripción de la orden de protección en el Registro central 
para la protección de las víctimas de la violencia doméstica, a cuyo fin la disposición adicional primera 
de la Ley 27/2003, de 31 de julio, establece que «el Gobierno, a propuesta del Ministerio de Justicia, 
oído el Consejo General del Poder Judicial y la Agencia de Protección de Datos, dictará las 
disposiciones reglamentarias oportunas relativas a la organización del Registro central para la 
protección de las víctimas de la violencia doméstica, así como el régimen de inscripción y cancelación 
de sus asientos y el acceso a la información contenida en aquél, asegurando en todo caso su 
confidencialidad». 

La efectividad de las medidas cautelares que se integran en la nueva orden de protección resulta 
facilitada a través de la existencia de un único registro central, en el que conste la referencia de todas 
aquellas penas y medidas de seguridad acordadas en sentencia, así como las medidas cautelares y 
órdenes de protección acordadas en procedimientos penales en tramitación frente a un mismo 
inculpado por este tipo de infracciones, ya hayan sido dictadas para la protección física de la víctima 
contra agresiones o para regular la situación jurídica familiar o paterno filial que relaciona a la víctima 
con el presunto agresor. 

Con esta finalidad, este real decreto regula la organización y contenido del Registro central para la 
protección de las víctimas de la violencia doméstica, así como los procedimientos de inscripción, 
cancelación y consulta. En este aspecto, debe tenerse en cuenta que el tratamiento de datos se 
sistematiza a través de una inicial diferenciación de las medidas de protección, según hayan sido 
éstas acordadas de forma cautelar en un procedimiento penal en tramitación o en sentencia firme, 
dado que su régimen jurídico es distinto en uno y otro caso. 

Respecto de las primeras, la anotación de una medida cautelar o de una orden de protección requiere 
el tratamiento de la información del correspondiente procedimiento penal de referencia, ya que de su 
pendencia deriva, en definitiva, la propia subsistencia de la medida acordada. 

Respecto de las segundas, la necesidad de asegurar una exacta correspondencia entre la nueva 
información que se inscriba en el Registro central de penados y rebeldes y los datos del Registro 
central para la protección de las víctimas de la violencia doméstica aboga por la solución de unificar el 
sistema de inscripción y cancelación a través de la remisión telemática de notas de condena desde el 
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Registro central para la protección de las víctimas de la violencia doméstica hacia el Registro central 
de penados y rebeldes. 

En ambos casos, se encomienda al secretario judicial, en su condición de fedatario público de las 
actuaciones judiciales, la esencial función de comunicar la información que haya de inscribirse en el 
Registro central para la protección de las víctimas de la violencia domestica, aportando de esta 
manera la máxima solvencia jurídica y confidencialidad al contenido del registro y garantizando los 
derechos de los ciudadanos y de las víctimas del delito 

Asimismo se regula en este real decreto, mediante una disposición adicional, el sistema de 
comunicación por los secretarios judiciales de los correspondientes órganos judiciales a las 
Administraciones públicas competentes en materia de protección social, que prevé el apartado 8 del 
citado artículo 544 ter de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, introducido por la Ley 27/2003, de 31 
de julio. 

En su virtud, a propuesta del Ministro de Justicia, con la aprobación previa de la Ministra de 
Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 5 de marzo de 2004, 
 

DISPONGO 

Artículo 1. Objeto 

Este real decreto tiene por objeto crear y regular la organización del Registro central para la protección 
de las víctimas de la violencia doméstica, previsto en la Ley 27/2003, de 31 de julio, reguladora de la 
orden de protección de las víctimas de la violencia doméstica, y el régimen de anotación, consulta y 
cancelación de los datos contenidos en aquél. 
 

Artículo 2. Naturaleza y organización del registro 

1. El Registro central para la protección de las víctimas de la violencia doméstica constituye un 
sistema de información relativo a penas y medidas de seguridad impuestas en sentencias por delito o 
falta y medidas cautelares y órdenes de protección acordadas en procedimientos penales en 
tramitación, contra alguna de las personas mencionadas en el artículo 173. 2 del Código Penal. 

2. La finalidad exclusiva del Registro central para la protección de las víctimas de la violencia 
doméstica es facilitar a los órganos judiciales del orden penal, al Ministerio Fiscal, a la Policía Judicial 
y a los órganos judiciales del orden civil que conozcan de los procedimientos de familia la información 
precisa para la tramitación de causas penales y civiles, así como para la adopción, modificación, 
ejecución y seguimiento de medidas de protección de dichas víctimas. 

3. El Registro central para la protección de las víctimas de la violencia doméstica abarca todo el 
territorio nacional y su gestión corresponde a la Secretaría de Estado de Justicia, a través de la 
Dirección General para la Modernización de la Administración de Justicia. 

4. Los derechos de acceso, rectificación y cancelación, así como las medidas de seguridad de los 
datos contenidos en el Registro central para la protección de las víctimas de la violencia doméstica se 
regirán por lo establecido en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos 
de Carácter Personal, y por sus disposiciones complementarias. 
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Artículo 3. Encargado del registro y de las medidas de seguridad 

1. El encargado del Registro central para la protección de las víctimas de la violencia doméstica, 
adscrito a la Dirección General para la Modernización de la Administración de Justicia, será 
responsable de su control, organización y gestión. 

Adoptará las medidas necesarias para asegurar la agilidad en la transmisión de la información 
regulada en el artículo siguiente, así como la integridad, confidencialidad y accesibilidad de los datos 
contenidos en el Registro central. 

2. El encargado del Registro central asumirá las funciones de anotación y verificación de la 
información telemática remitida, y garantizará, con plena eficacia jurídica, la autenticidad e integridad 
de los datos. 
 

Artículo 4. Información contenida en el Registro central para la protección 
de las víctimas de la violencia doméstica 

1. En el Registro central para la protección de las víctimas de la violencia doméstica se anotarán los 
datos relativos a penas y medidas de seguridad impuestas en sentencias por delito o falta y las 
medidas cautelares y órdenes de protección acordadas en procedimientos penales en tramitación, 
siempre que hubieran sido adoptadas por los jueces y tribunales de la jurisdicción penal en causas 
seguidas contra alguna de las personas mencionadas en el artículo 173. 2 del Código Penal. 

2. Las anotaciones en el Registro central relativas a penas y medidas de seguridad impuestas en 
sentencia declarada firme por alguna de las causas penales referidas en el apartado anterior 
expresarán los siguientes datos: 

a) Organo judicial que dictó la sentencia, fecha de ésta, tipo de procedimiento y número de 
identificación general del procedimiento (NIG). 

b) Organo judicial que declara la firmeza de la sentencia, fecha de ésta y número de la causa 
ejecutoria. 

c) Nombre y domicilios del condenado, filiación, fecha de nacimiento y número del documento 
nacional de identidad, número de identificación de extranjero, tarjeta de residencia o pasaporte. 

d) Nombre y domicilios de la víctima, filiación, fecha de nacimiento y número del documento nacional 
de identidad, número de identificación de extranjero, tarjeta de residencia o pasaporte, y relación con 
el condenado. 

e) Delito y/o falta cometidos. 

f) Pena principal o accesoria impuesta, su duración o cuantía, medidas acordadas y su duración. 

g) La sustitución de la pena que hubiera podido acordarse en sentencia o auto firmes, con expresión 
de la pena o medida sustitutiva impuesta. 

h) La suspensión de la ejecución de la pena que hubiera podido acordarse, con expresión del plazo, y 
de las obligaciones o deberes que en su caso se acuerden. 
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3. Las anotaciones en el Registro central relativas a procedimientos en tramitación y las medidas 
cautelares u órdenes de protección dictadas por alguna de las causas referidas en el apartado 1 
contendrán la siguiente información: 

a) Organo judicial ante el que se tramita, tipo de procedimiento, delito o falta objeto del 
procedimiento, fecha del auto de incoación o de la resolución de reapertura y número de 
identificación general del procedimiento (NIG). 

b) Nombre y domicilios del imputado, filiación, fecha de nacimiento y número del documento nacional 
de identidad, número de identificación de extranjero, tarjeta de residencia o pasaporte. 

c) Nombre y domicilios de la víctima, filiación, fecha de nacimiento y número del documento nacional 
de identidad, número de identificación de extranjero, tarjeta de residencia o pasaporte y relación con 
el imputado. 

d) Orden de protección o medida cautelar acordada, fecha de adopción, medidas civiles y penales que 
comprende la orden de protección, con expresión, en su caso, de su contenido, ámbito y duración. 

e) Fecha de sentencia dictada, cuando ésta no sea firme, con expresión en su caso de los delitos o 
faltas declarados, penas o medidas de seguridad impuestas y su duración o cuantía. 
 

Artículo 5. Comunicación al Registro central para la protección de las 
víctimas de la violencia doméstica de datos relativos a penas y medidas de 
seguridad impuestas en sentencia firme 

1. Los secretarios judiciales remitirán para su anotación al Registro central para la protección de las 
víctimas de la violencia doméstica, dentro del plazo de 24 horas posteriores a la declaración de 
firmeza de la correspondiente sentencia, el modelo telemático de nota de condena expresado en el 
anexo I. a). 

Asimismo, para facilitar la inmediata comunicación a la Policía Judicial de las penas y medidas de 
seguridad impuestas a los efectos de su ejecución y seguimiento, los secretarios judiciales remitirán 
simultáneamente a la Policía Judicial copia impresa del modelo telemático de nota de condena. 

2. El Encargado del Registro central para la protección de las víctimas de la violencia doméstica 
comunicará de oficio al Registro central de penados y rebeldes las sentencias penales firmes dictadas 
en alguna de las causas penales referidas en el apartado 1 del artículo anterior en la misma fecha en 
que proceda a su anotación, con expresión de los datos a que se refiere el apartado 2 del artículo 
anterior. 
 

Artículo 6. Comunicación al Registro central de datos relativos a 
procedimientos penales en tramitación, medidas cautelares y órdenes de 
protección. Funciones de los secretarios judiciales 

1. La comunicación de los datos objeto de anotación en el Registro central relativos a procedimientos 
penales en tramitación, medidas cautelares y órdenes de protección se realizará por el secretario 
judicial dentro de las 24 horas siguientes a aquella en que se hubiera dictado alguna de las 
resoluciones comprendidas en el artículo 4. 3. a), d) ye). 
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2. La transmisión de los datos al Registro central se llevará a cabo telemáticamente por el secretario 
judicial que corresponda. A tal efecto, la nota telemática establecida por el Ministerio de Justicia como 
anexo II. a) se cumplimentará bajo la exclusiva responsabilidad de los secretarios judiciales, quienes 
verificarán la exactitud de su contenido y la transmitirán electrónicamente al Registro central para la 
protección de las victimas de la violencia doméstica. 

Asimismo, para facilitar la inmediata comunicación a la Policía Judicial de las medidas cautelares y 
órdenes de protección dictadas a los efectos de su seguimiento, los secretarios judiciales remitirán 
simultáneamente a la Policía Judicial copia impresa de la nota telemática. 

3. En todo caso quedará constancia de la identidad del secretario judicial interviniente, así como de la 
integridad y confidencialidad de los datos transmitidos 
 

Artículo 7. Soporte de la información y régimen de las comunicaciones. 

1. Los datos estarán contenidos en soportes informáticos apropiados para almacenar y expresar, con 
garantía jurídica y de modo indubitado, toda la información que ha de constar en el registro, con 
facilidad de recuperación y garantía de su conservación y transmisión. 

2. La transmisión de datos al Registro central y el acceso a la información contenida en él se 
realizarán a través de los procedimientos telemáticos regulados en este real decreto y en las 
disposiciones administrativas que lo desarrollen. 

3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, cuando las circunstancias técnicas impidan la 
transmisión telemática, la transmisión de los datos al Registro central para la protección de las 
victimas de la violencia doméstica podrá realizarse mediante la remisión al encargado del registro de 
los modelos cumplimentados expresados en los anexos l. b) y II. b). En este caso, la comunicación a 
la Policía Judicial a que se refieren el artículo 5. 1, párrafo segundo, y el artículo 6. 2, párrafo 
segundo, se realizará mediante remisión de copia de estos modelos. 

4. Las redes de comunicaciones electrónicas gestionadas por las comunidades autónomas que den 
soporte a los órganos judiciales de la jurisdicción penal estarán conectadas con el Registro central, en 
un entorno integrado de red, que garantice la confidencialidad y autenticidad de dichas 
comunicaciones. 
 

Artículo 8. Acceso a la información contenida en el Registro central. 

1. Podrán acceder a la información contenida en el Registro central los órganos judiciales del orden 
penal, el Ministerio Fiscal y los órganos judiciales del orden civil que conozcan de procedimientos de 
familia, a los efectos de su utilización en los procesos o actuaciones en los que intervengan. 

Asimismo, la Policía Judicial podrá acceder a esta información para el desarrollo de las actuaciones 
que le estén encomendadas en relación con la persecución y seguimiento de las conductas que 
tienen acceso a este Registro central. 

2. El acceso a los datos del Registro central se llevará a cabo telemáticamente por el secretario 
judicial del correspondiente órgano judicial, por los fiscales integrantes de las distintas fiscalías y por 
aquellos miembros de la Policía Judicial que se determinen. 
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En todo caso, quedará constancia de la identidad de las personas que accedan al Registro central, de 
los datos consultados y del motivo de la consulta. 

3. La Administración General del Estado podrá elaborar estadísticas de los datos contenidos en el 
registro, eludiendo toda referencia personal en la información y teniendo en cuenta lo dispuesto en la 
Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, y sus 
disposiciones complementarias. 
 

Artículo 9. Cancelación de datos relativos a penas y medidas de seguridad 
impuestas en sentencia firme. 

El encargado del Registro central para la protección de las víctimas de violencia doméstica procederá 
a cancelar las anotaciones relativas a sentencias penales condenatorias firmes cuando tenga 
constancia de la cancelación de los correspondientes antecedentes penales por el Registro central de 
penados y rebeldes. 

A estos efectos, el Registro central de penados y rebeldes comunicará de oficio la cancelación de 
sentencias penales condenatorias firmes dictadas en alguno de los procedimientos a que se refiere el 
artículo 4. 1 en la misma fecha en que proceda a su cancelación. 
 

Artículo 10. Cancelación de datos relativos a procedimientos en 
tramitación, medidas cautelares y órdenes de protección. 

1. El encargado del Registro central para la protección de las víctimas de la violencia doméstica 
procederá a cancelar los datos anotados en relación con un mismo procedimiento penal en 
tramitación cuando los secretarios judiciales de los correspondientes órganos de la jurisdicción penal 
comuniquen el auto de archivo o sobreseimiento, o su finalización por sentencia absolutoria. 

2. Asimismo, la acumulación de un procedimiento que haya dado lugar a anotación a otro proceso en 
tramitación y la inhibición en favor de otro juzgado producirán la cancelación cuando el encargado del 
Registro central verifique la anotación del correspondiente procedimiento de destino. 

Del mismo modo, el encargado del Registro central procederá a cancelar los datos relativos a un 
procedimiento en tramitación cuando conste en el registro la anotación de la correspondiente 
sentencia condenatoria firme recaída en el procedimiento. 

3. El encargado del Registro central para la protección de las víctimas de violencia doméstica 
procederá a cancelar las anotaciones relativas medidas cautelares o de protección, dejando 
subsistente la inscripción del correspondiente procedimiento penal en tramitación, cuando los 
secretarios judiciales de los correspondientes órganos de la jurisdicción penal, dentro del plazo 
establecido en el apartado 1, comuniquen su finalización o pérdida de vigencia por cualquier causa. 

En todo caso, la información que se solicite de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 8 indicará la 
existencia de medidas cautelares o de protección canceladas, siempre que la anotación del 
procedimiento en el que se acordó no haya sido cancelada. 

4. Respecto de aquellos procedimientos que hayan dado lugar a anotaciones en los que no se haya 
comunicado modificación alguna durante el plazo establecido en el artículo 131 del Código Penal, el 
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encargado del Registro central se dirigirá al secretario judicial del correspondiente órgano judicial a los 
efectos de verificar su estado procesal, procediendo a cancelar la anotación cuando así resulte de la 
comunicación que este le remita. 

5. El secretario judicial deberá comunicar al encargado del Registro central de forma inmediata la 
correspondiente nota relativa a las resoluciones judiciales mencionadas en este artículo una vez sean 
declaradas firmes. 

6. El interesado podrá, en cualquier momento, solicitar al encargado del registro la cancelación o 
rectificación de los datos anotados en el Registro central para la protección de las víctimas de 
violencia doméstica. En este supuesto, el encargado del registro procederá con arreglo a lo 
establecido en los apartados anteriores. 
 

Disposición adicional única. Comunicación de las órdenes de protección a 
las Administraciones públicas competentes en materia de protección social. 

1. Los secretarios de los juzgados y tribunales comunicarán las órdenes de protección de las víctimas 
de violencia doméstica que se adopten y sus respectivas solicitudes, mediante testimonio íntegro, a 
aquel o aquellos puntos de coordinación designados por la comunidad autónoma correspondiente, 
que constituirán el canal único de notificación de estas resoluciones a centros, unidades, organismos 
e instituciones competentes en materia de protección social en relación con estas víctimas, de 
acuerdo con lo establecido en el apartado 8 del artículo 544 ter de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

La comunicación del secretario judicial se remitirá en un plazo nunca superior a 24 horas desde su 
adopción, por vía telemática o electrónica o, en su defecto, por medio de fax o correo urgente. 

2. El punto de coordinación designado hará referencia al centro, unidad, organismo o institución que 
centraliza la información, su dirección postal y electrónica, números de teléfono y fax, régimen horario 
y persona o personas responsables de aquél. En el caso de comunidades autónomas 
pluriprovinciales, podrá identificarse un punto de conexión específico para cada provincia. 

3. El Consejo General del Poder Judicial mantendrá una relación actualizada de los puntos de 
coordinación designados, remitirá tal identificación en su integridad y sus modificaciones o 
actualizaciones a los Ministerios de Justicia, de Trabajo y Asuntos Sociales y del Interior, así como a la 
Fiscalía General del Estado y al Tribunal Superior de Justicia, decanatos y juzgados de instrucción del 
ámbito autonómico correspondiente. 
 

Disposición transitoria primera. Implantación gradual de las 
comunicaciones telemáticas. 

1. La comunicación telemática de datos al Registro central constituirá el canal único y obligatorio de 
transmisión de dicha información al Registro central una vez entre en vigor el Protocolo general de 
seguridad informática de los registros de la Administración de Justicia, que se aprobará en el plazo de 
tres meses mediante orden ministerial, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 7. 3. 

2. Hasta el momento de la entrada en vigor del citado Protocolo general de seguridad informática, la 
transmisión de datos al Registro central para la protección de las víctimas de la violencia doméstica se 
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llevará a cabo mediante comunicación escrita del secretario judicial al encargado del registro, 
debiéndose cumplimentar a estos efectos los modelos que se adjuntan como anexos l. b) y II. b). La 
gestión de estas comunicaciones escritas de los secretarios judiciales y su anotación en el Registro 
central para la protección de las victimas de la violencia doméstica se realizará por el encargado del 
registro, con el soporte administrativo de la Dirección General para la Modernización de la 
Administración de Justicia. 

En este caso, la comunicación a la Policía Judicial a que se refieren el artículo 5. 1, párrafo segundo, 
y el artículo 6. 2, párrafo segundo, se realizará mediante remisión de copia de estos modelos. 
 

Disposición transitoria segunda. Incorporación de datos relativos a órdenes 
de protección anteriores a la entrada en vigor de este real decreto. 

Los datos relativos a las órdenes de protección dictadas al amparo de la Ley 27/2003, de 31 de julio, 
comunicados al Ministerio de Justicia con anterioridad a la entrada en vigor de este real decreto, de 
conformidad con lo dispuesto en el apartado 10 del artículo 544 ter de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, se anotarán en el Registro central. 
 

Disposición final única. Facultades de desarrollo. 

Se autoriza al Ministro de Justicia para adoptar las disposiciones administrativas y medidas necesarias 
para el desarrollo y ejecución de este real decreto, así como para aprobar actualizaciones a los 
modelos contenidos en los anexos. 
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 REAL DECRETO 95/2009, de 6 de febrero,  
por el que se regula el Sistema de 

registros administrativos de apoyo a  
la Administración de Justicia 

 

Por Real Decreto de 2 de octubre de 1878 se dispuso ya el establecimiento en el Ministerio de Gracia 
y Justicia de un Registro Central de Procesados y otro de Penados, consecuencia de la necesidad de 
satisfacer un fin jurídico elemental: hacer posible la demostración de la reincidencia para la aplicación 
más justificada de los correspondientes preceptos del Código Penal, así como para poder establecer 
las medidas cautelares necesarias que aseguraran la presencia del inculpado en el juicio. 

La promulgación de leyes generales de tanta trascendencia pública y privada como son la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección 
de Datos de Carácter Personal, y la Ley 11/2007, de 22 de junio, de Acceso Electrónico de los 
Ciudadanos a los Servicios Públicos, constituyen elementos determinantes en su evolución. Por otro 
lado, los acuerdos o convenios suscritos con Estados en ámbitos de cooperación bilateral o 
multilateral y las normas comunitarias obligan al Registro a una continua evaluación de sus 
procedimientos, innovándolos cuando sea necesario, pero con respeto a los principios a que responde 
su creación. 

Con posterioridad, y en virtud de los Reales Decretos 231/2002, de 1 de marzo, 232/2002, de 1 de 
marzo y 355/2004, de 5 de marzo, entraron en funcionamiento los Registros Centrales de Rebeldes 
Civiles, de Sentencias de Responsabilidad Penal de los Menores y para la Protección de las Victimas 
de Violencia Doméstica. 

El Plan de Transparencia Judicial, aprobado por Acuerdo del Consejo de Ministros de 25 de octubre 
de 2005, establece dentro de sus objetivos la mejora del sistema de Registros Judiciales, que 
constituye un referente ineludible para el ejercicio eficaz de las funciones que, en materia penal, y en 
el caso del Registro Central de Rebeldes Civiles, en materia civil, las leyes atribuyen a la 
Administración de Justicia. 

La consecución de este objetivo pasa por proporcionar a los jueces, fiscales, secretarios judiciales y 
policía judicial nuevas herramientas de trabajo que faciliten el manejo de la información y permita que 
determinados usuarios -previamente definidos, en función del tipo de información que van a manejar- 
tengan un conocimiento completo de la información que precisan para el ejercicio de las funciones 
que tienen encomendadas y para la correcta toma de decisiones. 

Ahora, como novedad más destacada, mediante este real decreto, se lleva a cabo la creación y puesta 
en funcionamiento del Registro de Medidas Cautelares, Requisitorias y Sentencias no Firmes, previsto 
en la disposición adicional segunda de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que, en el orden 
jurisdiccional penal, constituirá un instrumento de gran utilidad que permitirá al órgano judicial 
disponer de otros elementos de juicio, además de los ya existentes, a fin de ponderar sus 
resoluciones en las distintas fases del proceso penal. Igualmente es importante ofrecer información 
sobre la existencia de órdenes en vigor de busca y captura o de detención y puesta a disposición, que 
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permiten al Juez valorar la existencia de riesgo de fuga, en la resolución en la que decida sobre la 
prisión o libertad provisional del imputado, tal como se establece en el artículo 503.1.3º a), párrafo 
3.º de la Ley de Enjuiciamiento Criminal de 14 de septiembre de 1882. 

La peligrosidad del sujeto es un dato fundamental a la hora de individualizar la pena en la sentencia, 
ya que el Juez debe tener en cuenta al imponer aquélla no sólo la gravedad del hecho, sino también 
las circunstancias personales del culpable, conforme a lo dispuesto en el artículo 66.1.6.º de la Ley 
Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, y para la concesión del beneficio de 
suspensión de la condena no sólo es necesario que se cumplan los requisitos que se determinan en 
el artículo 81 del Código Penal, sino que es preciso que el Tribunal también tenga en cuenta la 
peligrosidad del sujeto, así como la existencia de otros procedimientos penales contra éste, de 
conformidad con el artículo 80.1 del mismo texto legal, para lo que puede ser un dato fundamental si 
se encuentra en prisión provisional o sufriendo otra medida cautelar en causa penal distinta. También 
para el instituto de la sustitución de las penas de prisión por las de localización permanente o de 
multa, es preciso tener en cuenta las circunstancias personales del reo, y su conducta, tal como prevé 
el artículo 88.1 del Código Penal, para cuya valoración es igualmente preciso conocer si se encuentra 
incurso en otras causas criminales por delito, y si en esas causas se han acordado medidas 
cautelares contra él. 

Además, aunque este Registro no está concebido como registro específico de agresores sexuales, sin 
duda alguna su puesta en funcionamiento contribuirá a prevenir la especial reincidencia que se 
produce en estos tipos delictivos. Por otro lado, uno de los objetivos perseguidos es la protección 
específica de las víctimas de delitos contra la libertad e indemnidad sexual que sean menores de 
edad. Así, uno de los aspectos novedosos que reflejará la información contenida en el Registro será 
precisamente la condición de menor de edad de las víctimas de esta clase de delitos, proporcionando 
tanto a los Juzgados y Tribunales como a la Policía Judicial nuevos elementos de conocimiento que 
permitan una protección más eficaz de los menores. 

Estas, y otras muchas razones, avalan la necesidad de organizar este nuevo Registro, no en forma 
aislada sino en un conjunto organizado que constituya un sistema de información integrado en el que 
los distintos usuarios puedan obtener, en función del acceso que les ha sido concedido, una 
información adecuada a sus necesidades, rápida y veraz. 

Todo lo expuesto justifica la conveniencia de publicar una norma en la que, en un sistema único, se 
recojan y sistematicen todas las disposiciones, con frecuencia obsoletas, que regulan las 
competencias, organización y ámbito de actuación de diferentes Registros. La finalidad pretendida es 
que desde un único punto los Juzgados y Tribunales gestionen, tanto la incorporación de datos a los 
distintos Registros como las consultas que realicen. En un periodo razonable, se logrará que la 
información acceda a los Registros mediante el volcado de datos desde el sistema de gestión 
procesal, de ese modo el tiempo invertido en la gestión ordinaria de los expedientes servirá para la 
inscripción en el Registro. Al mismo tiempo, se establece para todos los Registros que la trasmisión y 
el acceso a la información contenida en los mismos se realice a través de procedimientos telemáticos. 

En definitiva, este Sistema de registros administrativos de apoyo a la Administración de Justicia, tiene 
como objeto principal servir de apoyo a la actividad de los órganos judiciales e impulsar su 
modernización. Al mismo tiempo, se persigue contribuir a la conexión del Sistema de registros con los 
Registros de otros países de la Unión Europea conforme a lo previsto en la Decisión 2005/876/JAI 
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del Consejo, de 21 de noviembre de 2005 y la propuesta de Decisión Marco del Consejo relativa a la 
organización y al contenido del intercambio de información de los registros de antecedentes penales 
entre los Estados miembros. 

El real decreto dedica el capítulo I a establecer una serie de disposiciones generales sobre el objeto y 
naturaleza del Sistema de registros, destacando su carácter no público y su dependencia del 
Ministerio de Justicia. El artículo tercero se refiere a la inscripción de la información procedente de 
órganos judiciales extranjeros y el artículo cuarto a la organización del Sistema integrado. 

El capítulo II establece quienes pueden acceder a los diferentes niveles de información en función del 
perfil adjudicado. 

El capítulo III detalla la información que debe contenerse en cada uno de los Registros y los plazos 
para el envío de la misma. Como novedad destacada, se ha optado por incluir los autos de rebeldía 
dentro de la información que debe inscribirse en el Registro de Medidas Cautelares, Requisitorias y 
Sentencias No Firmes al entender que la declaración de rebeldía puede adoptarse en distintas fases 
del procedimiento.  

Las medidas de seguridad del Sistema y de los datos contenidos en el mismo, de conformidad con lo 
previsto en la legislación sobre protección de datos, son objeto de regulación en el capítulo IV. 

El capítulo V se ocupa de la emisión del certificado de las inscripciones contenidas en el Sistema de 
registros administrativos de apoyo a la Administración de Justicia. Se regula su emisión a instancia del 
titular, extremando las cautelas con el fin de evitar que los datos registrales sean obtenidos por 
persona diferente del afectado. Se establece el procedimiento de la certificación de datos penales 
obtenidos directamente por los órganos judiciales, respecto a las causas que se tramiten en los 
juzgados; eliminando trámites burocráticos sin ninguna merma de la seguridad jurídica y regulando el 
marco de colaboración entre administraciones públicas, en línea con lo que se establece en la Ley 
30/1992 de 26 de noviembre. 

El capítulo VI desarrolla cuestiones relativas a la cancelación de inscripciones. De este modo, se ha 
podido regular de forma unitaria algunos aspectos importantes del sistema registral, con las 
particularidades propias de cada tipo de asiento y respetando, por lo que a los antecedentes penales 
se refiere, la regulación contenida en el artículo 136 del Código Penal. Concluye el real decreto con 
una referencia a la elaboración de la información estadística que de los datos contenidos en el 
sistema de Registros puede derivarse, información de calidad y de enorme significado que debe 
configurarse como un importante aspecto del Plan de Transparencia Judicial. 

El presente real decreto ha sido informado por el Consejo General del Poder Judicial, la Fiscalía 
General del Estado, la Agencia Española de Protección de Datos, y el Consejo del Secretariado. 

En su virtud, a propuesta del Ministro de Justicia, con la aprobación previa de la Ministra de 
Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 6 de febrero de 2009, 
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DISPONGO 

CAPÍTULO I Disposiciones generales 

Artículo 1. Objeto 

1. El presente real decreto tiene por objeto crear el sistema de registros administrativos de apoyo a la 
Administración de Justicia, y regular su organización y funcionamiento. 

2. Dicho Sistema de registros estará integrado por el Registro Central de Penados, el Registro Central 
para la Protección de las Víctimas de la Violencia Doméstica, el Registro Central de Medidas 
Cautelares, Requisitorias y Sentencias no Firmes, el Registro Central de Rebeldes Civiles y el Registro 
de Sentencias de Responsabilidad Penal de los Menores. 
 

Artículo 2. Naturaleza del sistema de registros de apoyo a la 
Administración de Justicia 

1. El sistema de registros constituye un sistema de información de carácter no público cuyo objetivo 
fundamental es servir de apoyo a la actividad de los órganos judiciales y del Ministerio Fiscal, de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y Cuerpos de Policía de las comunidades autónomas con 
competencias plenas en materia de seguridad pública, y de otros órganos administrativos, en el 
ámbito de las competencias delimitadas en el presente real decreto. 

2. Su ámbito de actividad se extiende a todo el territorio nacional, sin perjuicio de lo dispuesto por los 
tratados internacionales suscritos en esta materia por España. 

3. Este sistema, integrado por las bases de datos de los Registros que a continuación se relacionan, 
tiene por objeto, en cada caso:  

a) Registro Central de Penados: la inscripción de las resoluciones firmes por la comisión de un delito o 
falta que impongan penas o medidas de seguridad, dictadas por los Juzgados o Tribunales del orden 
jurisdiccional penal. 

b) Registro Central de Medidas Cautelares, Requisitorias y Sentencias No Firmes: la inscripción de 
penas y medidas de seguridad impuestas en sentencia no firme por delito o falta y medidas 
cautelares notificadas al imputado que no sean objeto de inscripción en el Registro Central para la 
Protección de las Víctimas de la Violencia Doméstica, autos de declaración de rebeldía y requisitorias 
adoptadas en el curso de un procedimiento penal por los Juzgados o Tribunales del orden 
jurisdiccional penal. 

c) Registro Central para la Protección de las Víctimas de Violencia Doméstica: la inscripción de penas 
y medidas de seguridad impuestas en sentencia por delito o falta, medidas cautelares y órdenes de 
protección acordadas en procedimientos penales en tramitación, contra alguna de las personas a las 
que se refiere el artículo 173.2 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. 
Asimismo, la inscripción de los quebrantamientos de cualquier pena, medida u orden de protección 
acordada en dichos procedimientos penales. 
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d) Registro Central de Rebeldes Civiles: la inscripción de demandados en cualquier procedimiento civil 
cuyo domicilio se desconozca y siempre que no hayan tenido resultado positivo las averiguaciones de 
domicilio a que se refiere el artículo 156 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. 

e) Registro Central de Sentencias de Responsabilidad Penal de los Menores: la inscripción de 
sentencias condenatorias firmes dictadas por los Juzgados y Tribunales en aplicación de la Ley 
Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores. 
 

Artículo 3. Información procedente de órganos jurisdiccionales extranjeros 

Además de las sentencias y autos a que se refiere el apartado 3.a) del artículo anterior, se inscribirán 
en el Registro Central de Penados las siguientes sentencias firmes dictadas por los órganos 
jurisdiccionales extranjeros: 

a) Las dictadas por los Juzgados y Tribunales de cualquier Estado extranjero, cuando así se determine 
por los tratados internacionales sobre esta materia suscritos por España. 

b) Las dictadas por Juzgados y Tribunales europeos, de acuerdo con lo previsto en los tratados 
internacionales de asistencia judicial en materia penal suscritos por España y las disposiciones 
dictadas por la Unión Europea. 

c) Las dictadas por Juzgados y Tribunales extranjeros cuando la ejecución de las mismas se realice en 
España. La inscripción se practicará a instancia del órgano judicial español que conozca de la 
ejecución. 
 

Artículo 4. Organización 

1. La gestión de las bases de datos que integran el Sistema de registros administrativos de apoyo a la 
Administración de Justicia corresponde al Ministerio de Justicia, a través de la Secretaría de Estado de 
Justicia. 

2. En cada Registro existirá un encargado, que será responsable de su organización y gestión, 
adoptará las medidas necesarias para asegurar su correcto funcionamiento, velará por la veracidad, 
confidencialidad e integridad de las inscripciones e impulsará el cumplimiento de lo previsto en 
materia de cancelaciones de las mismas. 

 
CAPÍTULO II Acceso a la información 

Artículo 5. Acceso general a la información contenida en el Sistema de 
Registros 

1. El Ministerio de Justicia autorizará, estableciendo las medidas de seguridad oportunas, el acceso 
directo a la información contenida en los Registros Centrales integrados en el Sistema, a:  

a) Los órganos judiciales, a través del personal de cada oficina judicial autorizado por el Secretario 
Judicial, a los efectos de su utilización en los procedimientos y actuaciones de los que están 
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conociendo en el ámbito de sus respectivas competencias, conforme a las disposiciones legales 
vigentes. 

b) El Ministerio Fiscal, a través del personal de cada Fiscalía autorizado por el Fiscal Jefe, cuando ello 
resulte necesario para el cumplimiento de las funciones atribuidas al mismo por la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal aprobada por real decreto de 14 de septiembre de 1882, la Ley Orgánica 
5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad Penal de los menores y la Ley 50/1981, 
de 30 de diciembre, reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal. 

2. En cualquier caso, los interesados, acreditando su identidad, tendrán derecho a solicitar el acceso, 
mediante exhibición, únicamente a los datos relativos a su persona contenidos en cualquiera de los 
Registros a los que se refiere este real decreto. 
 

Articulo 6. Acceso a la información contenida en el Registro Central de 
Penados y en el Registro Central de Medidas Cautelares, Requisitorias y 
Sentencias no Firmes 

Además de los indicados en el artículo anterior, el Ministerio de Justicia autorizará, estableciendo las 
medidas de seguridad oportunas, el acceso directo a la información contenida en el Registro Central 
de Penados y en el Registro Central de Medidas Cautelares, Requisitorias y Sentencia no Firmes, 
siempre que en uno y otro caso se refiera a inscripciones no canceladas, a: 

a) La policía judicial, a través de los funcionarios autorizados que desempeñen estas funciones, en 
tanto sea necesario para el ejercicio de las competencias previstas en el artículo 549.1 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial. 

b) Las unidades de Intervención de Armas y Explosivos de la Guardia Civil responsables de la 
concesión de los permisos de armas, a través de los funcionarios autorizados en relación con los fines 
que tienen encomendados. 

c) Las unidades del Cuerpo Nacional de Policía responsables de la expedición del pasaporte, a través 
de los funcionarios autorizados en relación con los fines que tienen encomendados. 

d) Las unidades del Cuerpo Nacional de Policía responsables del control de entrada y salida del 
territorio nacional, a través de los funcionarios autorizados en relación con los fines que tienen 
encomendados. 
 

Articulo 7. Acceso a la información contenida en el Registro Central de 
Protección a las Victimas de Violencia Doméstica 

1. Además de los indicados en el artículo 5, el Ministerio de Justicia autorizará, estableciendo las 
medidas de seguridad oportunas, el acceso directo a la información contenida en el Registro Central 
de Protección a las Víctimas de Violencia Doméstica, a: 

a) La policía judicial, a través de los funcionarios autorizados que desempeñen estas funciones, en 
tanto sea necesario para el ejercicio de las competencias previstas en el artículo 549.1 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial. 
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b) Las unidades de Intervención de Armas y Explosivos de la Guardia Civil responsables de la 
concesión de los permisos de armas, a través de los funcionarios autorizados en relación con los fines 
que tienen encomendados. 

c) Las unidades del Cuerpo Nacional de Policía responsables de la expedición del pasaporte, a través 
de los funcionarios autorizados en relación con los fines que tienen encomendados. 

d) Las unidades del Cuerpo Nacional de Policía responsables del control de entrada y salida del 
territorio nacional, a través de los funcionarios autorizados en relación con los fines que tienen 
encomendados.  

e) Las unidades de policía especialmente encargadas del control y seguimiento de la violencia 
doméstica, exclusivamente en el ámbito de sus competencias de protección de víctimas de violencia 
doméstica o de género, a través de los funcionarios autorizados. 

f) Las comunidades autónomas, exclusivamente en el ámbito de sus competencias de protección de 
las víctimas de violencia doméstica o de género, a través del responsable del punto de coordinación o, 
en su caso, a través de las personas designadas por dicho responsable. Este acceso directo se 
entenderá sin perjuicio de las comunicaciones previstas por la disposición adicional primera de este 
real decreto. 

g) Las delegaciones y subdelegaciones del Gobierno, exclusivamente en el ámbito de sus 
competencias de protección de víctimas de violencia doméstica o de género. En el caso de las 
delegaciones del Gobierno, a través del responsable de la unidad de coordinación contra la violencia 
sobre la mujer o las personas que éste designe; en el caso de las subdelegaciones del Gobierno, a 
través del responsable de la unidad contra la violencia sobre la mujer o las personas que éste 
designe. 

h) La Administración Penitenciaria, exclusivamente en el ámbito de sus competencias de protección 
de las víctimas de la violencia doméstica o de género, a través de los funcionarios autorizados. 

2. El encargado del Registro Central de Protección de Víctimas de Violencia Doméstica comunicará al 
menos semanalmente al Instituto Nacional de la Seguridad Social, al Instituto Social de la Marina y a 
la Dirección General de Costes de Personal y Pensiones Públicas del Ministerio de Economía y 
Hacienda la información relativa a los procedimientos terminados por sentencia firme condenatoria 
que se inscriban en dicho Registro por la comisión de un delito doloso de homicidio en cualquiera de 
sus formas o de lesiones cuando la ofendida por el delito fuera cónyuge o ex cónyuge del condenado 
o estuviera o hubiera estado ligada a él por una análoga relación de afectividad a efectos de dar 
cumplimiento a lo previsto en la disposición adicional primera de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de 
diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Genero. 

 

CAPÍTULO III Información contenida en el sistema 

Artículo 8. Información de carácter general contenida en los Registros 
integrados en el Sistema 

La información contenida en los Registros Centrales integrados en el Sistema deberá comprender, 
con carácter general, los siguientes datos: 
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a) Nombre y apellidos del condenado, rebelde, sometido a medidas de seguridad o medida cautelar, 
alias en su caso, sexo, fecha de nacimiento, nombre de los padres, localidad, provincia, país de 
nacimiento, domicilio conocido, nacionalidad y documento nacional de identidad o NIE, pasaporte o 
tarjeta de identidad en el caso de los extranjeros. 

b) Órgano judicial que acuerda la resolución, fecha de la misma, clase y número de procedimiento, y 
número de identificación general. 

c) Los datos personales identificativos de la víctima, domicilio o domicilios conocidos de la víctima, y 
relación de parentesco entre la víctima y el condenado o denunciado siempre que sea necesario y, en 
todo caso, en los procedimientos de violencia doméstica o de género. 

d) La condición de menor de edad de la víctima cuando se trate de delitos contra la libertad e 
indemnidad sexuales. 
 

Artículo 9. Información contenida en la inscripción de sentencias firmes 
que impongan penas o medidas de seguridad a mayores de edad 

Cuando se trate de sentencias firmes que impongan penas o medidas de seguridad a mayores de 
edad se inscribirán, además, los siguientes datos:  

a) Fecha de la sentencia que imponga la pena o medida de seguridad. 

b) Fecha de firmeza de la sentencia. 

c) Órgano judicial sentenciador. 

d) Condición de reincidente y/o reo habitual del condenado en su caso. 

e) Órgano judicial de ejecución de la sentencia, en su caso. 

f) Número y año de la ejecutoria. 

g) Delito o delitos y precepto penal aplicado. 

h) Pena o penas principales y accesorias, medida de seguridad y su duración y cuantía de la multa 
con referencia a su duración y cuota diaria o multa proporcional. 

i) Fecha de comisión del delito. 

j) Participación como autor o cómplice y grado. 

k) Sustitución de las penas o medidas de seguridad, en su caso. 

l) Suspensión de la ejecución de las penas o medidas de seguridad, en su caso, fecha de notificación, 
así como plazo por el que se concede la suspensión. 

m) Prórroga del auto de suspensión de las penas. 

n) Fecha de la revocación del auto de suspensión de las penas o medidas de seguridad. 

ñ) Fecha de la remisión definitiva de la pena, cumplimiento efectivo de la misma o prescripción. 
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o) Fecha del cese de la medida de seguridad. 

p) Expulsión y fecha de la misma, cuando se acuerde como sustitución de la pena o medida de 
seguridad. 

q) Cumplimiento. 

r) Acumulación de penas. 

s) Responsabilidad civil derivada de la infracción penal. 
 

Artículo 10. Información contenida en la inscripción de medidas cautelares, 
requisitorias, autos de rebeldía o Sentencias no Firmes impuestas a 
mayores de edad 

Cuando se trate de medidas cautelares, requisitorias, autos de rebeldía o Sentencias no Firmes 
impuestas a mayores de edad se inscribirán, además, los siguientes datos: 

a) Medidas cautelares, personales o reales y órdenes de protección en los procedimientos de violencia 
doméstica o de género, indicando fecha de adopción, de notificación al sometido a la medida u orden 
de protección y de cancelación y, en su caso tipo, contenido, ámbito y duración, así como sus 
modificaciones o sustituciones, y delito o falta objeto del procedimiento. En relación con las órdenes 
de protección se indicará la situación y origen de la solicitud. 

b) Sentencias no Firmes indicando órgano enjuiciador, procedimiento, fecha de la misma y, en su 
caso, delitos o faltas declarados, penas o medidas de seguridad impuestas, su duración o cuantía. 

c) Órdenes de busca, indicando el órgano judicial que la acuerda, fecha de la misma, tipo de 
procedimiento, delito objeto del procedimiento, pena y duración de la misma. 

d) Órdenes europeas de detención y entrega emitidas por las autoridades judiciales españolas. 

e) Auto de rebeldía indicando fecha del auto y de su anulación. 
 

Artículo 11. Información contenida en las inscripciones en el Registro 
Central de Sentencias Firmes de Menores 

Cuando se trate de inscripciones en el Registro Central de Sentencias Firmes de Menores, se 
inscribirán, además, los siguientes datos: 

a) Fecha en que adquiere firmeza la sentencia, así como la suspensión, reducción o sustitución de la 
medida que acuerde el Juez mediante auto motivado, cuando éste sea firme, y demás datos de la 
ejecutoria. 

b) Las medidas impuestas al menor, su duración y, en su caso, el lugar de cumplimiento.  

c) La fecha de prescripción, de cumplimiento o finalización por cualquier causa de la medida o 
medidas impuestas. 
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Artículo 12. Información contenida en las inscripciones en el Registro 
Central de Rebeldes Civiles 

Cuando se trate de inscripciones en el Registro Central de Rebeldes Civiles, se inscribirán, además, 
los siguientes datos: 

a) Órganos judiciales que hubieran promovido la inscripción o solicitado información sobre la 
localización de la persona inscrita, así como referencia a los procesos en que aparezca como 
demandado. 

b) Fecha de la resolución en que se acuerde la comunicación mediante edictos al demandado, cuyo 
domicilio se desconoce y no hayan tenido resultado positivo las averiguaciones practicadas. 
 

Artículo 13. Inclusión de datos en el sistema 

1. La trasmisión de datos a los Registros Centrales se realizará a través de procedimientos 
electrónicos por el secretario judicial que corresponda. A tal efecto, el secretario judicial verificará la 
exactitud del contenido de la información que, previamente cumplimentada por el personal de la 
oficina judicial bajo su dirección, se trasmita a los Registros Centrales. Esta información deberá 
remitirse en los siguientes plazos: 

a) De forma inmediata y, en cualquier caso, en el plazo máximo de cinco días desde la firmeza de la 
sentencia o auto de rebeldía, desde que se adopte la medida cautelar o sentencia no firme o desde 
que se acuerde la comunicación edictal cuando se trate de inscripciones en los Registros Centrales de 
Penados, Medidas Cautelares, Requisitorias y Sentencias No Firmes, Rebeldes Civiles y Sentencias de 
Responsabilidad Penal de los Menores. 

b) De forma inmediata y, en cualquier caso, en el plazo máximo de veinticuatro horas desde la 
firmeza de la sentencia o desde que se adopte la medida cautelar o sentencia no firme cuando se 
trate de inscripciones en el Registro Central para la Protección de las Víctimas de Violencia Doméstica. 
Cuando las circunstancias técnicas impidan la trasmisión telemática a este Registro Central, la 
trasmisión de datos podrá realizarse mediante la remisión al encargado del registro de los modelos 
aprobados por Orden del Ministro de Justicia. Los secretarios judiciales ordenarán que se remita en 
dicho plazo copia impresa de los mismos a la policía judicial a efectos de su ejecución y seguimiento. 

2. En cuanto las condiciones técnicas lo permitan, la transmisión de la información se realizará 
directamente desde las aplicaciones de gestión procesal y las firmas plasmadas en los documentos 
serán sustituidas por las correspondientes firmas electrónicas reconocidas. 

 

CAPÍTULO IV Medidas de seguridad 

Artículo 14. Seguridad del sistema 

1. Se implantarán en el Sistema de registros administrativos de apoyo a la Administración de Justicia 
las medidas de seguridad que correspondan, de conformidad con el Real Decreto 1720/2007, de 21 
de diciembre por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la ley Orgánica 15/1999, de 13 
de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal. 
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De cada intento de acceso se guardará como mínimo la identificación del usuario, la fecha y hora en 
que se realizó, el fichero accedido, el tipo de acceso y si ha sido autorizado o denegado. En el caso de 
que el acceso haya sido autorizado, será preciso guardar la información que permita identificar el 
registro accedido. 

2. Las redes de comunicación electrónica gestionadas por las comunidades autónomas que den 
soporte a los órganos judiciales estarán conectadas con el Sistema de Registros Centrales, en un 
entorno integrado en red, que garantice la confidencialidad y autenticidad de dichas comunicaciones. 
 

Artículo 15. Seguridad de los datos 

Se aplicarán a los datos de carácter personal contenidos en el Sistema de registros administrativos de 
apoyo a la Administración de Justicia las medidas de seguridad que correspondan, de conformidad 
con el Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre por el que se aprueba el Reglamento de 
desarrollo de la ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter 
Personal. 

 

CAPÍTULO V Certificación de los datos 

Artículo 16. Certificación de los datos inscritos en el Sistema de registros 
administrativos de apoyo a la Administración de Justicia 

Se emitirán certificaciones de los datos inscritos en el Sistema de registros administrativos de apoyo a 
la Administración de Justicia en los siguientes casos: 

a) Los órganos judiciales, en relación con las causas que tramiten y para su unión al procedimiento, 
podrán, a través del personal de la oficina judicial autorizado por el Secretario Judicial, obtener 
directamente los datos incluidos en de las Bases de Datos del Sistema de registros administrativos de 
apoyo a la Administración de Justicia. Los datos así obtenidos se aportarán al procedimiento judicial 
mediante diligencia de constancia del Secretario Judicial con plena validez jurídica, sin necesidad de 
solicitar certificación al Responsable de Registro. 

Sin perjuicio de lo anterior, los órganos judiciales podrán recabar del Registro, por vía telemática y de 
acuerdo con un modelo normalizado, la certificación. 

b) Por el encargado de los Registros integrados en el Sistema de Registros Administrativos de Apoyo a 
la Administración de Justicia se informará a las autoridades de Estados extranjeros, en la forma que 
determinen las normas comunitarias y los tratados internacionales de asistencia judicial en materia 
penal suscritos por España, acerca de las sentencia condenatorias firmes impuestas a mayores de 
edad relativas a extranjeros o españoles de las que exista constancia. 

c) Por el encargado de los Registros integrados en el Sistema de Registros Administrativos de Apoyo a 
la Administración de Justicia, siempre que no se trate de información reservada a Jueces y 
Tribunales, se informará igualmente de los datos contenidos en las inscripciones de los Registros 
Centrales de Penados, de Medidas Cautelares, Requisitorias y Sentencias No Firmes, de Protección 
de las Víctimas de Violencia Doméstica y de Rebeldes Civiles, a instancia de cualquier órgano de las 
Administraciones Públicas ante el que se tramite un procedimiento en el que sea preceptivo este 
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certificado para acceder a un derecho o adquirir una condición determinada con consentimiento del 
interesado, salvo que una norma con rango de Ley lo exceptúe. Dicha información se limitará 
únicamente a los datos relativos a la persona del interesado. 
 

Artículo 17. Certificación a petición del titular interesado 

1. A petición del titular interesado, podrán certificarse directamente los datos relativos a su persona 
contenidos en las inscripciones de los Registros Centrales de Penados, de Medidas Cautelares 
Requisitorias y Sentencias No Firmes, de Protección de las Víctimas de Violencia Doméstica, de 
Sentencias de Responsabilidad Penal de los Menores y de Rebeldes Civiles y suscribir certificaciones 
negativas respecto a personas que no figuren inscritas en los mismos. 

2. Las certificaciones podrán solicitarse respecto de uno o varios registros integrados en el sistema o 
respecto de todos ellos. Tratándose de menores de edad la solicitud deberá efectuarse, en todo caso, 
por su representante legal. La certificación positiva contendrá la transcripción de los datos inscritos, 
tal y como obren en el Registro en el momento de su expedición, excluyendo las inscripciones que, 
conforme a una norma con rango de Ley, se hallen a disposición únicamente de los órganos 
jurisdiccionales. 

3. Las certificaciones serán entregadas directamente al titular de la información penal o a su 
representante debidamente acreditado por cualquier medio válido en derecho que deje constancia 
fidedigna. 

4. Los particulares podrán solicitar y recibir por correo el certificado correspondiente a sus datos 
personales. Mediante Orden del Ministro de Justicia se determinarán los requisitos y condiciones para 
que dichas solicitudes puedan tramitarse por vía telemática. 

5. Los españoles que se encuentran en el extranjero podrán solicitar el certificado en la oficina 
consular de España, previa acreditación de su personalidad. Podrán solicitar la remisión del 
certificado a dicho consulado, por correo al lugar señalado al efecto, o nombrar un representante para 
recoger la certificación en el Registro Central o en una Gerencia Territorial del Ministerio de Justicia. 

6. Las certificaciones a que se refiere este artículo y el apartado c) del artículo anterior no incluirán 
datos relativos a las inscripciones derivadas de la comisión de faltas. 

 

CAPÍTULO VI Cancelación o rectificación de inscripciones 

Artículo 18. Normas generales de cancelación o rectificación de 
inscripciones 

1. La cancelación de las inscripciones se practicará de oficio, a instancia del interesado, o por 
comunicación del órgano judicial. 

Corresponde al Ministerio de Justicia resolver el procedimiento para la cancelación de las 
inscripciones, cualquiera que sea la forma de iniciación del procedimiento. 
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2. Los interesados podrán solicitar la cancelación o rectificación de sus datos contenidos en el 
Sistema de registros administrativos del Ministerio de Justicia de apoyo a la Administración de 
Justicia. A estos efectos, dirigirán una solicitud en la que se hará constar, nombre y apellidos, 
filiación, localidad, provincia, fecha de nacimiento y documento nacional de identidad, NIE o tarjeta de 
identidad o pasaporte en el caso de extranjeros, acompañando al modelo de solicitud, original de los 
documentos anteriores o copia compulsada de los mismos. En dicha solicitud deberá hacerse constar 
de manera obligatoria un domicilio a efectos de notificaciones. Mediante Orden del Ministro de 
Justicia, se determinarán los requisitos y condiciones para que dichas solicitudes puedan tramitarse 
por vía telemática. 

3. También deberá hacerse constar la causa o causas de la cancelación o rectificación que se 
solicita, pudiendo aportar cuantos documentos puedan ser determinantes para el fin solicitado. 

4. Al expediente iniciado a instancia del interesado se llevarán las inscripciones afectadas y si del 
análisis de las mismas, o de lo aportado por el solicitante, se dedujera que no se dan los requisitos 
necesarios para proceder a la cancelación o rectificación, el Ministerio de Justicia denegará 
motivadamente la petición. 

5. El encargado del Registro, de oficio, cuando tenga conocimiento a través de los datos obrantes en 
el Registro de que se dan los requisitos legalmente establecidos para la cancelación de una 
inscripción, procederá a elevar propuesta de cancelación. 

Cuando se trate de procedimientos penales que hayan dado lugar a inscripciones en los que no se 
haya comunicado modificación alguna durante los plazos de prescripción establecidos en los artículos 
131 y 133 del Código Penal, el encargado del Registro Central se dirigirá al secretario judicial del 
correspondiente órgano judicial a los efectos de verificar su estado procesal, procediendo a cancelar 
la inscripción cuando así resulte de la comunicación que este le remita. 
 

Artículo 19. Cancelación de inscripciones de antecedentes penales 

1. Las inscripciones de antecedentes penales se cancelarán, de oficio o a instancia del titular de los 
datos, o por comunicación del órgano judicial, cuando habiéndose extinguido la responsabilidad 
penal, hubiesen trascurrido, sin delinquir de nuevo los plazos previstos y se hubiesen cumplido los 
restantes requisitos señalados en el artículo 136 del Código Penal. 

2. Cuando el procedimiento se inicie de oficio o a instancia del interesado y no constara el informe 
del Juzgado o Tribunal en relación con el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 
136 del Código Penal, el Registro de Penados remitirá el expediente en el plazo de quince días a fin 
de que informe preceptivamente en el plazo máximo de dos meses sobre la cancelación solicitada. El 
plazo máximo para resolver y notificar el procedimiento será de tres meses. 

3. La información relativa a las inscripciones canceladas se conservará en una sección especial y 
separada a disposición únicamente de los Juzgados y Tribunales españoles. 
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Artículo 20. Cómputo del plazo de cancelación de inscripciones de penas 
suspendidas 

Cuando la cancelación de las inscripciones de antecedentes penales se refiera a penas privativas de 
libertad suspendidas por habérseles aplicado la remisión condicional, el plazo de cancelación, una vez 
obtenida la remisión definitiva, se computará en la forma establecida en el artículo 136.3 del Código 
Penal. 
 

Artículo 21. Pluralidad de antecedentes penales 

Cuando se inicie un expediente de cancelación de antecedentes penales de oficio o a instancia de 
parte, y deba cursarse a varios Juzgados o Tribunales, se remitirá el original al que hubiera dictado la 
última sentencia y copias autenticadas a cada uno de los restantes, debiendo constar en el oficio de 
remisión el listado de Juzgados o Tribunales a los que se solicita información. 
 

Artículo 22. Cancelación de inscripciones de medidas cautelares,  
ordenes de protección, ordenes de busca, Sentencias No Firmes y  
autos de rebeldía penal 

1. La cancelación se producirá con carácter automático cuando se produzca la comunicación judicial 
en la que se exprese el cese de su vigencia. 

2. También se cancelarán las inscripciones de medidas cautelares, órdenes de protección y 
Sentencias No Firmes relativas a un procedimiento en tramitación cuando se proceda a la inscripción 
de una sentencia firme recaída en el mismo procedimiento. 

3. Asimismo, la acumulación de un procedimiento o la inhibición en favor de otro juzgado, producirán 
la cancelación de las correspondientes anotaciones cuando el encargado del Registro verifique la 
inscripción de la medida cautelar, orden de protección, orden de busca o auto de rebeldía penal en el 
procedimiento resultante de la acumulación o la inhibición. 
 

Artículo 23. Cancelación de las inscripciones de rebeldes civiles 

1. Procederá la cancelación de la inscripción del rebelde civil a instancia del interesado. También 
podrá el interesado dirigirse al órgano judicial remitente de la comunicación originaria para que sea el 
órgano judicial el que se dirija al Registro solicitando la cancelación de la inscripción en cuestión. En 
la solicitud deberá indicar el domicilio al que se puedan dirigir las comunicaciones judiciales.  

2. Cuando se acuerde la cancelación, el Registro deberá comunicar el nuevo domicilio a los órganos 
judiciales que aparecieran anotados junto a la inscripción. 

3. En el caso de que se deniegue la cancelación instada por el interesado por existir dudas racionales 
sobre la exactitud del domicilio facilitado, el Registro deberá indicarle los defectos que haya apreciado 
y recordarle la posibilidad de instar nuevamente esa cancelación en cuanto hayan quedado 
subsanados. 
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Artículo 24. Cancelación de las inscripciones del Registro Central de 
Sentencias sobre Responsabilidad Penal de los Menores 

Trascurridos diez años, a contar desde que el menor hubiera alcanzado la mayoría de edad y siempre 
que las medidas judicialmente impuestas hayan sido ejecutadas en su plenitud o hayan prescrito, el 
Ministerio de Justicia procederá de oficio a la cancelación de cuantas inscripciones de sentencias 
referentes al mismo consten en el Registro. 
 

Artículo 25. Efectos de la cancelación 

La cancelación registral prevista en este real decreto dará lugar a la eliminación de los datos de 
carácter personal, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 19.3 del presente real Decreto y a 
excepción de aquellos que resulten necesarios para que sea posible elaborar las estadísticas previstas 
en su artículo 27. 
 

Artículo 26. Tutela de derechos 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 18.2 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, los interesados podrán recabar la tutela de 
la Agencia Española de Protección de Datos en relación con el ejercicio de sus derechos de acceso, 
rectificación o cancelación. 
 

Artículo 27. Información estadística 

La Administración General del Estado y las comunidades autónomas con competencias en materia de 
justicia, en el marco del Plan de Transparencia Judicial, podrán elaborar estadísticas de los datos 
contenidos en los Registros Centrales, eludiendo toda referencia personal en la información y teniendo 
en cuenta lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre de Protección de Datos y sus 
disposiciones complementarias. En particular, el Registro para la Protección de las Victimas de 
Violencia Doméstica proporcionará a la Delegación de Gobierno para la Violencia de Género la 
información necesaria para permitir el adecuado conocimiento, análisis y evaluación de la violencia de 
género, con excepción de los datos de carácter personal de los intervinientes en los procedimientos 
judiciales. Los datos estadísticos deberán seguir los criterios que establezca la Comisión Nacional de 
Estadística Judicial. 
 

Disposición adicional primera. Comunicación de las órdenes de protección a 
las Administraciones públicas competentes en materia de protección social 

1. Los secretarios de los juzgados y tribunales comunicarán las órdenes de protección de las víctimas 
de violencia doméstica que se adopten y sus respectivas solicitudes, mediante testimonio íntegro, a 
aquel o aquellos puntos de coordinación designados por la comunidad autónoma correspondiente, 
que constituirán el canal único de notificación de estas resoluciones a centros, unidades, organismos 
e instituciones competentes en materia de protección social en relación con estas víctimas, de 
acuerdo con lo establecido en el apartado 8 del articulo 544 ter de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 
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La comunicación del secretario judicial se remitirá en un plazo nunca superior a 24 horas desde su 
adopción, por vía telemática o electrónica o, en su defecto, por medio de fax o correo urgente. 

2. El punto de coordinación designado hará referencia al centro, unidad, organismo o institución que 
centraliza la información, su dirección postal y electrónica, números de teléfono y fax, régimen horario 
y persona o personas responsables de aquél. En el caso de comunidades autónomas 
pluriprovinciales, podrá identificarse un punto de conexión específico para cada provincia. 

3. El Consejo General del Poder Judicial mantendrá una relación actualizada de los puntos de 
coordinación designados, remitirá tal identificación en su integridad y sus modificaciones o 
actualizaciones a los Ministerios de Justicia, de Igualdad y del Interior, así como a la Fiscalía General 
del Estado y al Tribunal Superior de Justicia, decanatos y juzgados de instrucción del ámbito 
autonómico correspondiente. 
 

Disposición adicional segunda. Prestación de consentimiento 

A efectos de lo dispuesto en los artículos 6.b) y c) y 7.1.b) y c) del presente real decreto, el acceso de 
las Unidades de Intervención de Armas y Explosivos de la Guardia Civil y de las Unidades del Cuerpo 
Nacional de Policía responsables de la expedición del pasaporte, a la información contenida en las 
Bases de Datos del Sistema de registros administrativos de apoyo a la Administración de Justicia, 
requerirá el previo consentimiento del interesado, quien podrá manifestarlo en la propia solicitud. 
 

Disposición adicional tercera. Jurisdicción militar 

Los órganos de la Jurisdicción Militar estarán sujetos a lo dispuesto en la presente norma salvo en lo 
que no les sea de aplicación. 
 

Disposición transitoria primera. Comunicaciones anteriores a la entrada en 
vigor del real decreto 

Las comunicaciones que los órganos judiciales hayan dirigido al Ministerio de Justicia antes de la 
entrada en vigor del presente real decreto, se regirán por la normativa anterior, si la hubiese. 
 

Disposición transitoria segunda. Inscripción de medidas cautelares 
personales, requisitorias y Sentencias No Firmes acordadas con 
anterioridad a la entrada en vigor del presente real decreto 

Las medidas cautelares de carácter personal y las requisitorias y las Sentencias No Firmes acordadas 
o dictadas con anterioridad a la entrada en vigor del presente real decreto y que se encuentren en 
vigor, deberán inscribirse en el Registro Central de Medidas Cautelares, Requisitorias y Sentencias no 
Firmes. 

Estas inscripciones deberán efectuarse en el plazo de tres meses desde la entrada en vigor del 
presente real decreto. 
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Disposición transitoria tercera. Inscripción de penas derivadas de la 
comisión de una falta en los Registros de Penados y Rebeldes y Medidas 
Cautelares, Requisitorias y Sentencias no Firmes 

La inscripción de resoluciones firmes en los Registros de Penados y Rebeldes y Medidas Cautelares, 
Requisitorias y Sentencias No Firmes por la comisión de una falta, se producirá a partir del momento 
en que se encuentre en funcionamiento el sistema de envío automático de datos previsto en el 
artículo 13.2 del presente real decreto. 
 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa 

Quedan expresamente derogados el Real Decreto de 2 de Octubre de 1878, la Real Orden de 1 de 
Abril de 1896, el Real Decreto 2012/1983, de 28 de Julio, sobre cancelación de antecedentes 
penales, Real Decreto 231/2002, de 1 de marzo, por el que se regula el Registro Central de Rebeldes 
Civiles, el Real Decreto 232/2002, de 1 de marzo, por el que se regula el Registro de Sentencias 
Firmes sobre Responsabilidad Penal de los Menores, el Real Decreto 355/2004, de 5 de marzo, por 
el que se regula el Registro Central para la protección de las víctimas de la violencia doméstica y 
cuantas disposiciones contenidas en normas de igual o inferior rango al presente real decreto se 
opongan a lo previsto en él. 
 

Disposición final primera. Título competencial 

El presente real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.5 de la Constitución, 
que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de Administración de Justicia. 
 

Disposición final segunda. Facultades de desarrollo 

Se autoriza al Ministro de Justicia a dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo de 
la presente norma. 

 

Disposición final tercera. Alimentación automática de la información 
contenida en el Sistema 

El Ministerio de Justicia y las comunidades autónomas con traspasos recibidos en materia de Justicia 
deberán realizar las modificaciones oportunas en los respectivos sistemas de gestión procesal para 
que la transmisión de la información prevista en el artículo 13.2 del presente real decreto tenga lugar 
en el plazo máximo de dieciocho meses, a partir de la entrada en vigor del presente real decreto. 
 

Disposición final cuarta. Entrada en vigor 

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado». 
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Legislación Autonómica 
 

 

 

 

 

 

 LEY 13/2007 de Medidas de Prevención  
y Protección Integral contra la Violencia de Género 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I 

El derecho a vivir dignamente, en libertad y sin vulneración de la integridad personal, tanto física 
como psicológica, forma parte inalienable de los derechos humanos universales, y, por ello, es objeto 
de protección y promoción desde todos los ámbitos jurídicos y, muy especialmente, desde el 
internacional. 

La violencia de género supone una manifestación extrema de la desigualdad y del sometimiento en el 
que viven las mujeres en todo el mundo, y representa una clara conculcación de los derechos 
humanos. Sin embargo, este reconocimiento no ha llevado aparejada la eliminación ni la suficiente 
modificación de los factores culturales que subyacen en su origen, ni de la consecuente tolerancia. 

La regulación legal de una situación que durante siglos se ha mantenido recluida en la privacidad ha 
desafiado los modos de atender la violencia de género, y esto a su vez ha facilitado la constatación de 
que la prevención y la erradicación no pueden venir de acciones aisladas, sino de una intervención 
integral y coordinada, que implique la responsabilidad de los poderes públicos a través de políticas 
adecuadas y del compromiso de la sociedad civil para avanzar hacia la eliminación de toda forma de 
abuso contra las mujeres. 

Son múltiples los esfuerzos realizados para erradicar esta violencia hacia las mujeres dirigida contra 
las mismas por el mero hecho de serlo. Así, de forma específica, en el seno de la Asamblea General 
de la Organización de Naciones Unidas se adoptó en 1979 la Convención sobre la eliminación de 
todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW), tratado multilateral del que surgen 
obligaciones para los Estados partes y en el que se crea un órgano de vigilancia, que establece 
recomendaciones generales y particulares a los Estados para garantizar la aplicación de lo dispuesto 
en la citada Convención. 
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En la misma línea se acordó la Declaración para la Eliminación de la Violencia contra la Mujer en 
1993, cuyo artículo 1 es el referente mundial para definir la violencia de género. La Organización de 
Naciones Unidas contempla la erradicación de la violencia de género como uno de sus principales 
cometidos estratégicos desde 1995, fecha en la que tuvo lugar la IV Conferencia Mundial sobre la 
Mujer de Pekín, de la que nació la Declaración y la Plataforma de Acción de la IV Conferencia Mundial 
sobre la Mujer de 1995, cuyos contenidos han sido revisados en el año 2000 y en el 2005. Además, 
la Declaración del Milenio 2000 manifiesta que la violencia de género constituye la mayor vulneración 
de los derechos humanos en el mundo, y establece la colaboración de los Estados para lograr la 
erradicación de las desigualdades de género como uno de los objetivos estratégicos de la actuación 
de la comunidad internacional. 

También en el ámbito internacional han tenido lugar otros eventos importantes con una incidencia 
fundamental en la consagración de los derechos de las mujeres. En la Declaración de Viena de 1993 
se reafirmó que los derechos y las libertades fundamentales de las mujeres y las niñas son parte 
inalienable de los derechos humanos universales, sin sujeción a tradiciones históricas o culturales; en 
el Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo de El Cairo, en 
1994, y en la Declaración de Copenhague, adoptada por la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social 
de 1995, se ha reconocido la estrecha interdependencia de los ámbitos de la actividad pública y 
privada, así como la existencia de vulneraciones de derechos fundamentales en ambas esferas. Por 
otra parte, la Organización Mundial de la Salud decretó en 1998 la erradicación de la violencia contra 
las mujeres como una prioridad internacional para los servicios de salud, iniciativa a la que se sumó 
el Fondo para la Población de Naciones Unidas al año siguiente. 

II 

En el ámbito regional de la Unión Europea también se han realizado importantes actuaciones para 
lograr la eliminación de la violencia contra las mujeres. El Tratado Constitutivo de la Comunidad 
Europea reconoce el derecho a la igualdad entre mujeres y hombres, e insta a los Estados partes a 
que desarrollen políticas específicas para la prevención y punición de la violencia de género. La Carta 
de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea se expresa en el mismo sentido, conteniendo, 
además, varias disposiciones que inciden en la protección y promoción de la integridad física y 
psicológica de todas las personas, y en la paridad entre mujeres y hombres.  

En la esfera práctica esta estrategia de ámbito europeo se refleja en la Decisión Marco del Consejo de 
la Unión Europea de 15 de marzo de 2001, por la que se propugna un mayor énfasis en la creación y 
articulación de redes de asistencia a las víctimas, lo que supone una directriz clara de cuál debe ser la 
orientación de las medidas de atención por parte de los Estados de la Unión Europea, así como en la 
reciente Decisión número 803/2004/CE del Parlamento Europeo, por la que se aprueba un 
programa de acción comunitario (2004-2008) para prevenir y combatir la violencia ejercida sobre la 
infancia, los jóvenes y las mujeres y proteger a las víctimas y grupos de riesgo (programa DAPHNE II). 

III 

La Constitución Española reconoce la igualdad como valor superior del ordenamiento jurídico en su 
artículo 1.1, y en el artículo 9.2 establece la obligación de los poderes públicos de promover aquellas 
condiciones, que hagan reales y efectivas la libertad e igualdad de todas las personas. Además la 
jurisprudencia ha identificado los preceptos constitucionales que se vulneran con la violencia de 
género, tales como el derecho a la dignidad de la persona y al libre desarrollo de su personalidad, 
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recogido en el artículo 10.1, el derecho a la vida y a la integridad física y moral, con interdicción de 
los tratos inhumanos o degradantes, reconocido en el artículo 15, así como el derecho a la seguridad, 
establecido en el artículo 17, quedando también afectados los principios rectores de la política social y 
económica, que se refieren a la protección de la familia y de la infancia. 

En cuanto a la regulación legal, se ha producido una evolución normativa en el marco estatal con la 
aprobación de la Ley Orgánica 11/2003, de 29 de septiembre, de medidas concretas en materia de 
seguridad ciudadana, violencia doméstica e integración social de los extranjeros, y la Ley 27/2003, 
de 31 de julio, reguladora de la Orden de Protección para las Víctimas de la Violencia Doméstica. 
Aunque, sin duda, el instrumento que cumple decididamente con las recomendaciones y directrices 
internacionales y de ámbito regional europeo es la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de 
Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, una Ley cuyo objetivo fundamental es 
actuar contra una violencia que constituye una manifestación clara de la discriminación a través de un 
enfoque multicausal desde la disposición de medidas en ámbitos muy diversos. 

IV 

La Comunidad Autónoma de Andalucía asume en su Estatuto de Autonomía un fuerte compromiso en 
la erradicación de la violencia de género y en la protección integral a las mujeres, al establecer, en su 
artículo 16, que las mujeres tienen derecho a una protección integral contra la violencia de género, 
que incluirá medidas preventivas, medidas asistenciales y ayudas públicas. En este sentido, el artículo 
73.2 dispone que corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia compartida en materia de 
lucha contra la violencia de género, la planificación de actuaciones y la capacidad de evaluación y 
propuesta ante la Administración central. La Comunidad Autónoma podrá establecer medidas e 
instrumentos para la sensibilización sobre la violencia de género y para su detección y prevención, así 
como regular servicios y destinar recursos propios para conseguir una protección integral de las 
mujeres que han sufrido o sufren este tipo de violencia. Además, el artículo 10 dispone, en su 
apartado 1, que la Comunidad Autónoma de Andalucía promoverá las condiciones para que la libertad 
y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; removerá los 
obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y fomentará la calidad de la democracia facilitando la 
participación de todos los andaluces en la vida política, económica, cultural y social. A tales efectos, 
adoptará todas las medidas de acción positiva que resulten necesarias. 

El Gobierno de Andalucía, consciente de que la violencia de género constituye un obstáculo para el 
pleno desarrollo de las mujeres y de la sociedad, ha destinado importantes recursos para la 
promoción de la igualdad entre mujeres y hombres, y para la erradicación de la violencia contra las 
mujeres. 

La Ley 10/1988, de 29 de diciembre, de Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía, en 
su artículo 30, crea el Instituto Andaluz de la Mujer, como organismo responsable de “promover las 
condiciones para que sea real y efectiva la igualdad del hombre y la mujer andaluces, haciendo 
posible la participación y presencia de la mujer en la vida política, económica, cultural y social, y 
superando cualquier discriminación laboral, cultural, económica o política de la mujer”. Desde la 
creación del Instituto Andaluz de la Mujer, el Gobierno andaluz ha implementado dos planes de 
igualdad, el I Plan de Igualdad de Oportunidades (1990-1992) y el II Plan Andaluz para la Igualdad de 
Mujeres (1995-1997), en los que se ha destacado como un objetivo clave el fomento de las medidas 
dirigidas a prevenir la violencia contra las mujeres y el desarrollo de programas de atención para las 
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víctimas. Para intensificar las medidas contra la violencia de género, el Gobierno de Andalucía ha 
desarrollado dos Planes de acción, I Plan del Gobierno Andaluz para avanzar en la erradicación de la 
violencia contra las mujeres (1998-2000) y el II Plan de Acción del Gobierno andaluz contra la 
violencia hacia las mujeres (2001-2004) de acuerdo con las directrices de los organismos 
internacionales, que contemplan la eliminación de la violencia de género desde el enfoque 
multidisciplinar y coordinado de los distintos ámbitos de actuación. 

La Ley de Medidas de Prevención y Protección Integral contra la Violencia de Género responde al 
desarrollo específico de las estrategias contra la violencia de género, y constituye el reconocimiento de 
los derechos de las mujeres en orden a su protección y atención. 

Para su elaboración, en el Pleno celebrado el día 30 de junio de 2004, el Parlamento de Andalucía 
aprobó la creación de un Grupo de Trabajo relativo a la violencia de género y propuestas de actuación 
para su erradicación, que finalmente quedó constituido en el seno de la Comisión de Igualdad y 
Bienestar Social, y que ha contado con las aportaciones de un número importante de personas 
expertas, provenientes de muy diversos ámbitos profesionales, así como de las asociaciones de 
mujeres que han destacado por su importante contribución en la condena y repulsa de la violencia de 
género y en el apoyo a las mujeres. 

Las propuestas y conclusiones del grupo de trabajo han servido como punto de partida para abordar 
el presente texto normativo, cuya elaboración también responde a las directrices de ámbito 
internacional, regional y nacional sobre violencia de género, así como a la experiencia de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía en el desarrollo de planes de acción para avanzar en su 
erradicación. 

V 

La presente Ley se estructura en un Título Preliminar, cuatro Títulos, tres Disposiciones adicionales 
una Disposición Transitoria y dos Disposiciones finales. 

El Título Preliminar recoge las disposiciones generales que se refieren al objeto de la Ley, a su ámbito 
de aplicación, al concepto de violencia de género y a los principios que habrán de regir la actuación 
de los poderes públicos. 

Por tanto, con objeto de favorecer la igualdad y prevenir y erradicar la violencia de género, la 
actuación de los poderes públicos vendrá informada por el principio de accesibilidad a la 
comunicación, velando de manera especial por la protección y garantía de los derechos de las 
mujeres con discapacidad o mujeres en situación de especial vulnerabilidad. 

El Título I establece las acciones de sensibilización y prevención. En el Capítulo I se fomentan las 
acciones para seguir avanzando en el conocimiento y la investigación de las causas, características y 
consecuencias de la violencia de género. En el Capítulo II se pretende, con la elaboración periódica de 
un plan integral, la acción planificada dirigida a la sensibilización, prevención, detección y protección 
integral. En el Capítulo III se determinan las medidas encaminadas a que la educación sea un 
elemento fundamental de prevención de la violencia y de promoción de la igualdad de mujeres y 
hombres, atendiendo además a los contenidos curriculares para la resolución pacífica de conflictos.  
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En el Capítulo IV se recogen las medidas para promover una imagen de las mujeres no 
discriminatoria, respetando el principio de igualdad de mujeres y hombres, vigilancia de la publicidad 
sexista y especial atención al tratamiento de la violencia de género. Y en el Capítulo V se garantiza la 
adopción de medidas para la formación y especialización de las personas profesionales que atienden 
a las mujeres. 

El Título II desarrolla las acciones de protección y atención a las mujeres, desde los distintos ámbitos 
de actuación. En el Capítulo I se establecen los derechos de las mujeres afectadas por la violencia de 
género. En el Capítulo II se promueven acciones destinadas a la formación en el ámbito de la 
seguridad y fomento de unidades policiales especializadas para la atención a las mujeres. En el 
Capítulo III se determinan las medidas para la detección precoz, atención y seguimiento de las 
intervenciones realizadas en el ámbito de la salud, así como la necesidad de reforzar la atención 
psicológica a las mujeres para facilitarles su equilibrio emocional. En el Capítulo IV se adoptan las 
medidas necesarias para garantizar una atención jurídica especializada, integral e inmediata. En el 
Capítulo V se recogen las medidas de atención social para garantizar a las mujeres el derecho a la 
información. En el Capítulo VI se determinan las medidas para la atención integral y acogida, 
consistentes en el desarrollo de un modelo de atención integral dirigido a garantizar la protección, la 
atención integral multidisciplinar, y la búsqueda de autonomía de las mujeres víctimas de violencia de 
género. 

El Título III establece una serie de acciones para la recuperación integral de las mujeres. En el 
Capítulo I se recogen las ayudas socioeconómicas. En el Capítulo II se adoptan una serie de medidas 
tendentes a facilitar el acceso de las mujeres a las viviendas protegidas, y en el Capítulo III se 
fomentan medidas encaminadas a la formación y promoción del empleo y trabajo autónomo de las 
mujeres, y a la concienciación en el ámbito laboral. 

El Título IV promueve las acciones para la coordinación y cooperación institucional, como principio 
básico de una política pública de carácter integral, orientada a sumar los esfuerzos de las 
instituciones, asociaciones y colectivos que trabajan en la erradicación de la violencia de género. 

 

TÍTULO PRELIMINAR  Disposiciones Generales 

Artículo 1. Objeto de la Ley 

La presente Ley tiene por objeto actuar contra la violencia que, como manifestación de la 
discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las 
mujeres, se ejerce sobre éstas por el solo hecho de serlo. 

Asimismo será objeto de esta Ley la adopción de medidas para la erradicación de la violencia de 
género mediante actuaciones de prevención y de protección integral a las mujeres que se encuentren 
en esa situación, incluidas las acciones de detección, atención y recuperación. 

 

Artículo 2. Ámbito de aplicación 

1. La presente Ley será de aplicación en todo el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía. 



 

106 

2. En particular, en los términos establecidos en la propia Ley, será de aplicación: 

a) A las actuaciones de los poderes públicos sujetos a las leyes de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía. 

b) A las entidades que integran la Administración local, sus organismos autónomos, consorcios, 
fundaciones y demás entidades con personalidad jurídica propia en los que sea mayoritaria la 
representación directa de dichas entidades. 

c) A la Administración de la Junta de Andalucía y sus organismos autónomos, a las empresas de la 
Junta de Andalucía, a los consorcios, fundaciones y demás entidades con personalidad jurídica propia 
en los que sea mayoritaria la representación directa de la Junta de Andalucía. 

3. Tienen garantizados los derechos que esta Ley reconoce todas las mujeres que se encuentren en 
el territorio andaluz. 

4. Igualmente, será de aplicación a las personas físicas y jurídicas públicas o privadas, en los 
términos establecidos en la presente Ley. 
 

Artículo 3. Concepto de violencia de género 

1. A los efectos de la presente Ley se entiende por violencia de género aquella que, como 
manifestación de la discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder de los 
hombres sobre las mujeres, se ejerce sobre estas por el hecho de serlo. 

2. La violencia a que se refiere la presente Ley comprende cualquier acto de violencia basada en 
género que tenga como consecuencia, o que tenga posibilidades de tener como consecuencia, 
perjuicio o sufrimiento en la salud física, sexual o psicológica de la mujer, incluyendo amenazas de 
dichos actos, coerción o privaciones arbitrarias de su libertad, tanto si se producen en la vida pública 
como privada. 

3. A los efectos de la presente Ley, se considera violencia de género: 

a) Violencia física, que incluye cualquier acto de fuerza contra el cuerpo de la mujer, con resultado o 
riesgo de producir lesión física o daño, ejercida por quien sea o haya sido su cónyuge o por quien esté 
o haya estado ligado a ella por análoga relación de afectividad, aun sin convivencia. Asimismo, 
tendrán la consideración de actos de violencia física contra la mujer los ejercidos por hombres en su 
entorno familiar o en su entorno social y/o laboral. 

b) Violencia psicológica, que incluye toda conducta, verbal o no verbal, que produzca en la mujer 
desvalorización o sufrimiento, a través de amenazas, humillaciones o vejaciones, exigencia de 
obediencia o sumisión, coerción, insultos, aislamiento, culpabilización o limitaciones de su ámbito de 
libertad, ejercida por quien sea o haya sido su cónyuge o por quien esté o haya estado ligado a ella 
por análoga relación de afectividad, aun sin convivencia. Asimismo, tendrán la consideración de actos 
de violencia psicológica contra la mujer los ejercidos por hombres en su entorno familiar o en su 
entorno social y/o laboral. 
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c) Violencia económica, que incluye la privación intencionada, y no justificada legalmente, de recursos 
para el bienestar físico o psicológico de la mujer y de sus hijas e hijos o la discriminación en la 
disposición de los recursos compartidos en el ámbito de la convivencia de pareja. 

d) Violencia sexual y abusos sexuales, que incluyen cualquier acto de naturaleza sexual forzada por el 
agresor o no consentida por la mujer, abarcando la imposición, mediante la fuerza o con intimidación, 
de relaciones sexuales no consentidas, y el abuso sexual, con independencia de que el agresor guarde 
o no relación conyugal, de pareja, afectiva o de parentesco con la víctima. 
 

Artículo 4. Principios rectores 

La actuación de los poderes públicos de Andalucía tendente a la erradicación de la violencia de 
género deberá inspirarse en los siguientes fines y principios: 

a) Desarrollar y aplicar políticas y acciones con un enfoque multidisciplinar, a través de acciones 
institucionales coordinadas y transversales, de forma que cada poder público implicado defina 
acciones específicas desde su ámbito de intervención de acuerdo con modelos de intervención 
globales. 

b) Integrar el objetivo de la erradicación de la violencia de género y las necesidades y demandas de 
las mujeres afectadas por la misma, en la planificación, implementación y evaluación de los 
resultados de las políticas públicas. 

c) Adoptar medidas que garanticen los derechos de las mujeres víctimas de violencia de género, de 
acuerdo con los principios de universalidad, accesibilidad, proximidad, confidencialidad de las 
actuaciones, protección de los datos personales, tutela y acompañamiento en los trámites 
procedimentales y respeto a su capacidad de decisión. 

d) Fortalecer acciones de sensibilización, formación e información con el fin de prevenir, atender y 
erradicar la violencia de género, mediante la dotación de instrumentos eficaces en cada ámbito de 
intervención. 

e) Promover la cooperación y la participación de las entidades, instituciones, asociaciones de mujeres, 
agentes sociales y organizaciones sindicales que actuen a favor de la igualdad y contra la violencia de 
género, en las propuestas, seguimiento y evaluación de las políticas públicas destinadas a la 
erradicación de la violencia contra la mujeres. 

f) Reforzar hasta la consecución de los mínimos exigidos por los objetivos de la ley los servicios 
sociales de información, de atención, de emergencia, de apoyo y de recuperación integral, así como 
establecer un sistema para la más eficaz coordinación de los servicios ya existentes a nivel municipal 
y autonómico. 

g) Garantizar el acceso a las ayudas económicas que se prevean para las mujeres víctimas de 
violencia de género y personas de ellas dependientes. 

h) Establecer un sistema integral de tutela institucional en el que la Administración Andaluza, en 
colaboración con la Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer, impulse la 
creación de políticas públicas dirigidas a ofrecer tutela a las víctimas de la violencia contemplada en la 
presente Ley. 
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TÍTULO I Investigación, Sensibilización y Prevención 

CAPÍTULO I Investigación 

Artículo 5. Fomento de las investigaciones 

La Administración de la Junta de Andalucía, con la finalidad de conocer la situación real sobre la 
violencia de género: 

a) Fomentará la realización de estudios e investigaciones. 

b) Impulsará la creación de un sistema de indicadores que ofrezca datos desagregados por sexo que 
contribuyan a cuantificar y conocer sus dimensiones. 

c) Evaluará el impacto de las políticas que se desarrollen para la erradicación de la violencia de 
género, y de las acciones que se implementen para garantizar la atención integral a las mujeres que 
la hayan padecido. 
 

Artículo 6. Líneas de investigación 

1. La Administración de la Junta de Andalucía realizará aquellas actividades de investigación o estudio 
del fenómeno social de la violencia de género en sus diferentes aspectos, y, en particular, las que se 
refieran a: 

a) El análisis de las causas, características en hombres y mujeres, y consecuencias; factores de riesgo 
y su prevalencia en la sociedad. 

b) El análisis y seguimiento de los instrumentos para su erradicación y de las medidas para la 
protección y atención integral, así como de las investigaciones relacionadas con la victimización. 

c) Las repercusiones de la violencia de género en el ámbito de la salud de las mujeres, de sus 
familias y menores a su cargo. 

d) Las consecuencias en el empleo, en las condiciones de trabajo y en la vida social. 

e) La incidencia y consecuencias en los colectivos de mujeres con especiales dificultades y, en 
particular, las mujeres de las zonas rurales de Andalucía y las mujeres inmigrantes. 

f) El análisis y mejora del tratamiento de la violencia de género en los medios de comunicación y en la 
publicidad. 

g) Aquellas otras investigaciones que se puedan establecer en los planes integrales a que se refiere el 
artículo 8 de la presente Ley, como consecuencia de los cambios sociales o culturales que hayan 
podido afectar a este fenómeno. 

2. Asimismo, garantizará la difusión de las investigaciones con el objetivo de informar y sensibilizar a 
la sociedad en general, teniendo en cuenta la especial situación de las mujeres con discapacidad, las 
mujeres inmigrantes y las mujeres en riesgo de exclusión social. 

3. Los datos referidos al punto 1 del presente artículo deberán consignarse desagregados por sexo. 
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Artículo 7. Análisis de la violencia de género 

La Consejería competente en materia de igualdad desarrollará los instrumentos específicos necesarios 
para observar y evaluar la efectividad de las medidas destinadas a la prevención y erradicación de la 
violencia de género. 

 

CAPÍTULO II Sensibilización 

Artículo 8. Plan integral de sensibilización y prevención contra la violencia 
de género 

1. El Consejo de Gobierno aprobará cada cinco años un Plan integral de sensibilización y prevención 
contra la violencia de género en Andalucía, coordinado por la Consejería competente en materia de 
igualdad y con la participación de las Consejerías que resulten implicadas. 

2. El Plan integral desarrollará, como mínimo, las siguientes estrategias de actuación: 

a) Educación, con el objetivo fundamental de incidir, desde la etapa infantil hasta los niveles 
superiores, en la igualdad entre mujeres y hombres y en el respeto de los derechos y libertades 
fundamentales, dotando de los instrumentos que permitan la detección precoz de la violencia de 
género. 

b) Comunicación, cuya finalidad esencial es sensibilizar a mujeres y hombres, modificar los modelos y 
actitudes, mitos y prejuicios sexistas, y concienciar a la sociedad sobre la violencia de género como 
una problemática social que atenta contra nuestro sistema de valores. 

En las campañas que se desarrollen habrán de tenerse en cuenta las especiales circunstancias de 
dificultad en el acceso a la información que puedan encontrarse determinados colectivos como el de 
personas inmigrantes, personas que viven en el medio rural, y personas con discapacidad, 
procurando un formato accesible para estas últimas. 

c) Detección, atención y prevención de la violencia de género, prestando una especial consideración a 
los grupos de mujeres más vulnerables. 

d) Formación y especialización de profesionales, con el objetivo fundamental de garantizar una 
formación que les permita la prevención, la detección precoz, la atención, la recuperación de las 
víctimas y la rehabilitación del agresor. 

e) Coordinación y cooperación de los distintos operadores implicados en el objetivo de erradicación de 
la violencia de género, la no victimización de las mujeres y la eficacia en la prestación de los servicios. 

3. Los poderes públicos, en el marco de sus competencias, impulsarán además campañas de 
información y sensibilización específicas con el fin de prevenir la violencia de género. 

4. Las actuaciones de sensibilización tienen como objetivo modificar los mitos, modelos y prejuicios 
existentes, y deben recoger los elementos siguientes: 

a) Presentar la violencia en su naturaleza multidimensional y como fenómeno enmarcado en la 
desigual distribución de poder entre hombres y mujeres. 
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b) Determinar las diferentes causas de la violencia de género y sus consecuencias. 

c) Presentar una imagen de las mujeres que han sufrido violencia de género como sujetos plenos con 
posibilidad de superar las situaciones en las que se encuentran. 
 

Artículo 9. Apoyo al movimiento asociativo 

La Administración de la Junta de Andalucía apoyará las iniciativas de las asociaciones de mujeres, así 
como de otros colectivos y asociaciones dedicadas a la erradicación de la violencia de género, y que 
lleven a cabo programas que actúen sobre su prevención y sensibilización, así como las que 
constituyan grupos de autoayuda y fomenten la creación de redes de apoyo. 
 

Artículo 10. Actividades culturales y artísticas 

1. La Administración de la Junta de Andalucía impulsará las manifestaciones sociales, especialmente 
las culturales y artísticas, que promuevan la sensibilización social contra la violencia de género. 

2. Igualmente, el Gobierno andaluz y la Administración de la Junta de Andalucía, tendrán como 
objetivo principal evitar cualquier tolerancia social con respecto a la violencia de género, poniendo 
para ello todos los medios que sean necesarios para evitar cualquier práctica cultural y artística que 
constituya o incite a la violencia de género. 

 

CAPÍTULO III Medidas en el ámbito educativo 

Artículo 11. Prevención en el ámbito educativo 

1. La Administración educativa contribuirá a que la acción educativa sea un elemento fundamental de 
prevención de cualquier tipo de violencia, específicamente la ejercida contra las mujeres, y adoptará 
medidas para eliminar prejuicios y prácticas basadas en la desigualdad y en la atribución de 
estereotipos sexistas. 

2. Asimismo, impulsará la realización de actividades dirigidas a la comunidad escolar, en particular al 
alumnado, al profesorado y a las asociaciones de madres y padres, para la prevención de 
comportamientos y actitudes de violencia de género y la identificación de las distintas formas de 
abuso, busquen alternativas de resolución de los conflictos y profundicen en el aprendizaje de la 
convivencia basada en el respeto a todas las personas. 

3. A efectos de esta Ley, la coeducación es la acción educadora que valora indistintamente la 
experiencia, las aptitudes y la aportación social y cultural de las mujeres y los hombres, sin 
estereotipos sexistas y androcéntricos, ni actitudes discriminatorias, para conseguir el objetivo de 
construir una sociedad sin subordinaciones culturales y sociales entre mujeres y hombres. Los 
principios de la coeducación son un elemento fundamental en la prevención de la violencia de género 

4. Para lograr este objetivo, los valores de la coeducación y los principios de la escuela inclusiva 
deben tener un carácter permanente y transversal en la acción de gobierno del departamento 
competente en materia educativa. 
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5. Con el fin de garantizar la efectiva igualdad entre hombres y mujeres, las Administraciones 
educativas tendrán entre sus objetivos primordiales que en todos los materiales educa tivos y libros de 
texto, en cualquier ciclo educativo, se eliminen los estereotipos sexistas o discriminatorios. 

La Administración educativa deberá supervisar los libros de texto y otros materiales curriculares como 
parte del proceso ordinario de inspección que ejerce la Administración educativa sobre la totalidad de 
los elementos que integran el proceso de enseñanza y aprendizaje, para garantizar los derechos 
fundamentales. 

6. La Administración educativa andaluza contribuirá a desarrollar entre niñas, niños y adolescentes el 
aprendizaje en la resolución pacífica de conflictos. 
 

Artículo 12. Currículo educativo 

1. La Administración educativa incorporará en los diferentes elementos del currículo medidas 
destinadas a la prevención y erradicación de la violencia de género. 

2. La Administración educativa, en los planes de acción tutorial de los distintos niveles educativos, 
incluirá contenidos específicos sobre la construcción de roles de género, desde la igualdad, la 
educación en valores y la erradicación de la violencia de género, atendiendo a la especial situación de 
las mujeres sobre las que inciden varios factores de discriminación. 

3. La Administración educativa desarrollará y fomentará, entre otras, las actividades extraescolares y 
de ocio que procuren la participación conjunta de niños y niñas en los momentos de juego. 

4. La Administración educativa trasladará al profesorado, a los consejos escolares, a la inspección 
educativa y a las empresas editoriales las recomendaciones relativas a los criterios de selección de los 
materiales curriculares teniendo en cuenta lo expresado en este precepto. 
 

Artículo 13. Seguimiento en los Consejos Escolares 

En los consejos escolares de los centros públicos y privados concertados se designarán una persona, 
con formación en igualdad de género, que impulse y lleve a cabo el seguimiento de medidas 
educativas que fomenten la igualdad real y efectiva entre hombres y mujeres. Con el mismo fin, en el 
Consejo Escolar de Andalucía se asegurará la representación del Instituto Andaluz de la Mujer y de las 
organizaciones que defiendan los intereses de las mujeres con representación en todo el territorio 
andaluz. 
 

Artículo 14. Detección y atención a la violencia de género 

1. Las personas que ejerzan la dirección de los centros educativos y los consejos escolares adoptarán 
los protocolos de actuación y las medidas necesarias para la detección y atención a los actos de 
violencia de género dentro del ámbito escolar. 

2. Asimismo, adoptarán las medidas adecuadas, a través de los protocolos de actuación, cuando 
haya indicios de que cualquier alumno o alumna vive en un entorno familiar o relacional en el que se 
esté produciendo una situación de violencia de género. 
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3. El Consejo Escolar de Andalucía, en colaboración con la Consejería de la Junta de Andalucía 
competente en materia de igualdad y la Consejería de Educación, elaborará un informe anual sobre la 
situación de la coeducación y la prevención de la violencia de género en los centros educativos de 
Andalucía. 
 

Artículo 15. Inspección educativa 

1. Los servicios de la inspección educativa velarán por el cumplimiento y aplicación de los principios y 
valores recogidos en este capítulo destinados a prevenir la violencia de género contribuyendo a su 
erradicación y, en su caso, a la denuncia pertinente. 

2. Los servicios de inspección velarán porque el profesorado que ha de impartir estos principios y 
valores no se encuentre condenado o incurso en causas relativas a la violencia de género. 
 

Artículo 16. Enseñanza universitaria 

1. La Administración de la Junta de Andalucía y las Universidades andaluzas, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, fomentarán los estudios y conocimientos transversales orientados a 
promover el desarrollo emocional, la coeducación, la prevención de la violencia de género, y las 
relaciones de igualdad entre mujeres y hombres. 

2. En especial, se promoverán los contenidos sobre violencia de género en los ámbitos académicos 
relacionados o que tengan que intervenir en la atención a las mujeres, y en los que formen a 
profesionales de la enseñanza y de los medios de comunicación. 

3. La Administración educativa competente promoverá los contenidos sobre violencia de género en 
los estudios universitarios de grado y en los programas de postgrado relacionados con los ámbitos de 
esta ley. 

 

CAPÍTULO IV Medidas en el ámbito de la publicidad y  
de los medios de comunicación 

Artículo 17. Publicidad y medios de comunicación 

1. Los organismos competentes de la Junta de Andalucía velarán para que los medios de 
comunicación social cuya actividad esté sometida al ámbito competencial de la Comunidad 
Autónoma, no difundan contenidos, no emitan espacios o publicidad sexista, discriminatoria, vejatoria, 
estereotipada o que justifique, banalice o incite a la violencia de género. 

2. Los medios de comunicación de titularidad pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía 
colaborarán e impulsarán acciones de publicidad específicas para la prevención y erradicación de la 
violencia de género. 

3. Asimismo el Gobierno de Andalucía velará para que aquellas empresas y medios de comunicación 
cuya actividad esté sometida al ámbito competencial de la Comunidad Autónoma no reincidan en los 
actos prohibidos en el apartado primero de este artículo. 
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Artículo 18. Consejo Audiovisual de Andalucía 

El Consejo Audiovisual de Andalucía, de acuerdo con lo dispuesto en su Ley de creación, adoptará las 
medidas que procedan a fin de que los medios audiovisuales sobre los que ejerce sus funciones 
traten y reflejen la violencia de género en toda su complejidad. 

Asimismo, asegurará el cumplimiento de los principios rectores de esta Ley, sin perjuicio de las 
actuaciones de cesación que puedan ejercer otras entidades y personas. 
 

Artículo 19. Medios de comunicación públicos y privados de Andalucía 

Los medios de comunicación de Andalucía: 

a) Promoverán la elaboración de mecanismos de autorregulación que garanticen la adecuada difusión 
de las informaciones relativas a la violencia de género, de acuerdo con los principios de la ética 
periodística. 

b) Difundirán información sobre la protección a las mujeres, sobre los recursos que están a 
disposición de aquéllas, y de las campañas de sensibilización. 

c) Velarán para que los programas de sensibilización y formación en esta materia se emitan en un 
horario variado que pueda ser visto por toda la población. 

 

CAPÍTULO V Formación de profesionales 

Artículo 20. Formación de profesionales y del personal de la 
Administración de la Junta de Andalucía 

1. Los poderes públicos fomentarán programas formativos dirigidos a su personal en general, y, en 
especial, al personal responsable de la atención a las víctimas de violencia de género. 

2. La Administración de la Junta de Andalucía promoverá la formación especializada en los colegios 
profesionales y en las entidades de ámbito científico a través de convenios con entes públicos y/o 
privados, cuyos fines estén relacionados con el objeto de la presente Ley, en especial, de las áreas 
social, jurídica y sanitaria. Y asimismo velará para que la misma sea eficaz, impartida por personas y 
colectivos formados en la materia, que por su trayectoria y capacitación garanticen la transmisión de 
dichos valores. 
 

Artículo 21. Formación en el ámbito judicial 

1. La Administración de la Junta de Andalucía fomentará la colaboración con el Consejo General del 
Poder Judicial y la Fiscalía General del Estado. En el ámbito de sus respectivas competencias, 
asegurarán una formación específica relativa a la igualdad y no discriminación por razón de sexo y 
sobre violencia de género en los cursos de formación de jueces y magistrados, fiscales, secretarios 
judiciales, Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y médicos forenses. 
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2. Asimismo se promoverá la formación específica necesaria para las personas profesionales del 
ámbito jurídico, que tengan relación con el objeto de la presente Ley. 
 

Artículo 22. Formación en el ámbito educativo 

1. Las administraciones educativas adoptarán las medidas necesarias para que en los planes de 
formación inicial y permanente del profesorado se incluya una formación específica en materia de 
igualdad, con el fin de asegurar que adquieren los conocimientos y las técnicas necesarias que les 
habiliten para la educación en el respeto de los derechos y libertades fundamentales y de la igualdad 
entre hombres y en el ejercicio de la tolerancia y de la libertad, la educación en la prevención de 
conflictos y en la resolución pacífica de los mismos, en todos los ámbitos de la vida personal, familiar 
y social, la detección precoz de la violencia en el ámbito familiar, especialmente sobre la mujer y los 
hijos e hijas, el fomento de actitudes encaminadas al ejercicio de iguales derechos y obligaciones por 
parte de mujeres y hombres, tanto en el ámbito público como privado, y la corresponsabilidad entre 
los mismos en el ámbito doméstico. 

2. La administración educativa incluirá una formación específica para padres y madres en materia de 
coeducación y facilitará las herramientas metodológicas de actuación ante la violencia de género. 
 

Artículo 23. Formación en el ámbito de la seguridad 

1. En el marco de sus competencias, la Administración de la Junta de Andalucía y las entidades 
locales que cuenten con cuerpos de policía promoverán la organización de cursos de formación en 
materia de violencia de género. 

2. Asimismo, la Consejería competente en la formación de acceso y perfeccionamiento del personal 
de la seguridad en Andalucía adoptará las medidas necesarias para incluir en sus distintos niveles de 
formación conocimientos específicos sobre violencia de género. 

3. La Administración de la Junta de Andalucía promoverá, en el seno de las unidades policiales que 
en cada momento, según la legislación vigente, estén bajo su dependencia, la formación necesaria 
para desarrollar las funciones de prevención y protección que en materia de violencia de género les 
corresponda. 
 

Artículo 24. Formación a profesionales de la salud 

Los planes y programas de salud deberán incluir la formación del personal del Sistema Sanitario 
Público de Andalucía, para abordar de forma adecuada la detección precoz, la atención a la violencia 
de género en sus múltiples manifestaciones y sus efectos en la salud de las mujeres, la rehabilitación 
de éstas, y la atención a los grupos de mujeres con especiales dificultades. Dicha formación se 
dirigirá prioritariamente a los servicios de atención primaria y de atención especializada con mayor 
relevancia para la salud de las mujeres. 
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Artículo 25. Formación de los profesionales de los medios de comunicación 

La Administración de la Junta de Andalucía, mediante acuerdos con las empresas, impulsará la 
formación específica de profesionales de los medios de comunicación, sobre la prevención y 
tratamiento de la de la violencia de género. 

 

TÍTULO II Protección y atención a las mujeres 

CAPÍTULO I Derechos de las mujeres 

Artículo 26. Derecho a la información 

1. Las Administraciones públicas de Andalucía, en el ámbito de sus competencias, deberán garantizar 
a las mujeres víctimas de violencia de género el derecho a: 

a) Recibir información, asesoramiento y atención adecuada a su situación personal. 

b) Recibir información sobre los centros, recursos y servicios de atención existentes en la Comunidad 
Autónoma de Andalucía. 

c) Tener acceso a la información en materia de violencia de género a través de las nuevas 
tecnologías, particularmente en relación a recursos existentes y servicios de atención. 

2. Dicha información comprenderá las medidas contempladas en esta Ley relativas a su protección y 
seguridad, y los derechos y ayudas previstos en la misma, así como la referente al lugar de prestación 
de los servicios de atención, emergencia, apoyo y recuperación integral. 
 

Artículo 27. Derecho a la atención especializada 

Las Administraciones públicas de Andalucía, en el ámbito de sus competencias, deberán garantizar a 
las mujeres víctimas de violencia de género el derecho a: 

a) La atención social integral. 

b) La acogida en los centros especializados dependientes de la Junta de Andalucía. 

c) La asistencia sanitaria y psicológica especializada. 

d) La asistencia jurídica especializada. 
 

Artículo 28. Derecho a la intimidad y privacidad 

La Administración de la Junta de Andalucía, las organizaciones empresariales y las organizaciones 
sociales deberán proteger, en todo caso, la intimidad y privacidad de la información sobre las mujeres 
víctimas de violencia de género, conforme a la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
Protección de datos de carácter personal. Especialmente, garantizarán la confidencialidad de los 
datos personales de los que pudiera deducirse su identificación y paradero, así como los referentes a 
sus hijos e hijas y menores que estén bajo su guarda y custodia. 



 

116 

Artículo 29. Derecho a la escolarización inmediata en caso de violencia de 
género 

La Administración de la Junta de Andalucía garantizará la escolarización inmediata de hijos e hijas y 
de menores a su cargo, que se vean afectados por un cambio de residencia como consecuencia de la 
violencia de género, asegurando en todo momento la confidencialidad de su situación. 
 

Artículo 30. Acreditación de la violencia de género 

1. En los supuestos en que se exija la acreditación de la situación de violencia de género para el 
reconocimiento de los derechos regulados en la presente Ley y de aquellos que se deriven de su 
desarrollo reglamentario, esta acreditación se realizará, según lo establecido para cada caso, a través 
de los siguientes medios: 

a) Resoluciones judiciales por violencia de género: documento acreditativo de la orden de protección, 
medidas cautelares, o sentencia condenatoria por violencia de género, cuando las medidas que 
establezca se hallen vigentes. 

b) Excepcionalmente, y hasta tanto se dicte resolución judicial en el sentido indicado en el apartado 1, 
letra a), del presente artículo, podrá utilizarse como documento acreditativo alguno de los siguientes: 

- Informe del Ministerio Fiscal de cuyo contenido se desprenda que existen indicios de que la 
demandante es víctima de la violencia de género. 

- Certificado acreditativo de atención especializada, por un organismo público competente en materia 
de violencia de género. 

2. Con el mismo carácter de excepcionalidad, y en tanto se dicte resolución judicial en el sentido 
indicado en el apartado 1, letra a), del presente artículo, podrán ejercitarse, temporalmente, 
determinados derechos sin acreditación en los términos que reglamentariamente se establezca. 

 

CAPÍTULO II Ámbito de seguridad 

Artículo 31. Actuaciones de colaboración 

1. Los poderes públicos elaborarán planes de colaboración que garanticen la ordenación de sus 
actuaciones en la prevención, asistencia y persecución de los actos de violencia de género, que 
deberán implicar a las Administraciones sanitarias, la Administración de justicia, las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad y los servicios sociales y organismos de igualdad. 

2. En el marco de las competencias que la legislación atribuye a las distintas Administraciones en 
materia de seguridad pública, la Administración de la Junta de Andalucía y las entidades locales que 
cuenten con Cuerpos de Policía cooperarán a fin de implementar medidas eficaces para la 
erradicación de la violencia de género. 

3. Igualmente, en su caso, proveerán lo necesario para la aplicación, por los referidos cuerpos 
policiales, de las medidas judiciales que se adopten en cada caso concreto en materia de protección, 
y en los casos que se determine la especial peligrosidad objetiva del agresor. 
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4. En este ámbito, elaborarán protocolos de actuación y coordinación con los órganos judiciales para 
la protección de las mujeres víctimas de violencia de género. 

5. Asimismo, y en el marco de la legislación reguladora sobre la materia, se impulsará el 
perfeccionamiento y modernización de los medios necesarios para el mejor cumplimiento de sus fines 
y en particular los sistemas de localización permanente del agresor. 
 

Artículo 32. Plan de Seguridad Personal 

La Administración de la Junta de Andalucía promoverá un acuerdo con la Administración General del 
Estado para arbitrar un Plan de Seguridad Personal, que garantice la seguridad y protección de las 
víctimas. 

 

CAPÍTULO III Ámbito de la salud 

Artículo 33. Planes de salud 

1. El Plan Andaluz de Salud establecerá medidas específicas para la prevención, detección precoz, 
atención e intervención en los casos de violencia de género. Igualmente, incorporará las medidas 
necesarias para el seguimiento y evaluación del impacto en salud en las personas afectadas. 

2. La detección precoz de las situaciones de violencia de género será un objetivo en el ámbito de los 
servicios de salud, tanto públicos como privados. A tal fin, la Consejería competente en materia de 
salud establecerá los programas y actividades más adecuados para lograr la mayor eficacia en la 
detección de estas situaciones, y se considerará de forma especial la situación de las mujeres que 
puedan tener mayor riesgo de sufrir la violencia de género o mayores dificultades para acceder a los 
servicios previstos en esta Ley, tales como las pertenecientes a minorías, las inmigrantes, las que se 
encuentran en situación de exclusión social, explotación sexual o las mujeres con discapacidad. Estas 
disposiciones afectarán a todos los centros sanitarios autorizados en el ámbito de Andalucía. 

3. Las mujeres que sufren cualquier forma de violencia de género tienen derecho a una atención y 
asistencia sanitaria especializada. El Gobierno andaluz, a través de la red de utilización pública, 
garantizará la aplicación de un protocolo de atención y asistencia de todas las manifestaciones de la 
violencia de género, en los diferentes niveles y servicios. Este protocolo debe contener un tratamiento 
específico para las mujeres que han sufrido una agresión sexual. 

4. Los protocolos deben contener pautas uniformes de actuación sanitaria, tanto en el ámbito público 
como privado. 

Dichos protocolos, además de referirse a los procedimientos a seguir, harán referencia expresa a las 
relaciones con la Administración de Justicia, en aquellos casos en que exista constatación o sospecha 
fundada de daños físicos o psíquicos ocasionados por estas agresiones o abusos. 
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Artículo 34. Atención a las víctimas 

1. El Sistema Sanitario Público de Andalucía prestará la atención sanitaria necesaria, con especial 
atención a la salud mental, a las personas víctimas de violencia de género. 

2. Por la Consejería competente en materia de salud, se establecerán los mecanismos de 
seguimiento específicos que permitan la elaboración de estadísticas y la evaluación de los efectos 
producidos por las situaciones de violencia de género. 

 

CAPÍTULO IV Atención jurídica 

Artículo 35. Asistencia letrada 

La Administración de la Junta de Andalucía garantizará a las mujeres víctimas de violencia de género 
el derecho a la orientación jurídica, y a la defensa y asistencia legal, que se asumirán por una misma 
dirección letrada especializada y una misma representación procesal, desde el momento en que se 
requiera, y abarcará todos los procesos y procedimientos que tengan causa directa o indirecta en la 
violencia de género hasta su finalización, incluida la ejecución de la sentencia. 

Este mismo derecho asistirá también a los causahabientes en caso de fallecimiento de la mujer, de 
acuerdo con la legislación vigente y desarrollo reglamentario. 
 

Artículo 36. Juzgados de Violencia sobre la Mujer 

La Consejería competente en materia de Administración de Justicia, de acuerdo con las necesidades 
detectadas, promoverá la creación de juzgados específicos de Violencia sobre la Mujer y secciones de 
la Fiscalía que correspondan. 
 

Artículo 37. Unidades de valoración integral de la violencia de género 

La Consejería que ostente las competencias en materia de Administración de Justicia organizará, a 
través de sus Institutos de Medicina Legal, las unidades de valoración integral de violencia de género 
encargadas de realizar: 

a) La valoración integral de los efectos de la violencia física, psíquica y sexual en las mujeres víctimas 
de violencia de género. 

b) La valoración de los efectos de la exposición a la violencia y de las agresiones sufridas por los hijos 
y las hijas y menores a su cargo. 

c) La valoración de la incidencia, la peligrosidad objetiva, y el riesgo de reincidencia del agresor. 
 

Artículo 38. Personación de la Administración de la Junta de Andalucía 

La Administración de la Junta de Andalucía podrá personarse, de acuerdo con la legislación procesal 
vigente, en los procedimientos por actos de violencia de género cometidos en Andalucía, en los que 
se cause la muerte a mujeres. 
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CAPÍTULO V Atención social 

Artículo 39. Información y asesoramiento 

1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, 
las Administraciones públicas de Andalucía, y en particular la Consejería competente en materia de 
igualdad: 

a) Contarán con servicios de información accesibles para dar a conocer los derechos que asisten a las 
mujeres víctimas de violencia de género. Dicha información comprenderá, al menos: 

- Las medidas relativas a su protección y seguridad. 

- Los derechos y las ayudas. 

- Los servicios de emergencia, acogida y atención integral, así como la del lugar de prestación de 
estos servicios. 

- El momento procesal en que se encuentran las actuaciones jurídicas. 

b) Garantizarán, a través de los medios necesarios, que las mujeres con discapacidad y mujeres 
inmigrantes víctimas de violencia de género tengan acceso integral a la información sobre sus 
derechos y sobre los recursos existentes. 

c) Asimismo, desarrollarán los medios necesarios para garantizar la información a las mujeres 
víctimas de violencia de género que por sus circunstancias personales y sociales puedan tener una 
mayor dificultad para el ejercicio efectivo de este derecho. 

2. A efectos de dar cumplimiento a lo previsto en el apartado anterior, se fomentará la colaboración 
entre la Consejería competente en materia de igualdad y las Corporaciones locales así como con las 
organizaciones sociales y asociaciones de mujeres que presten servicios en materia de violencia de 
género. 
 

Artículo 40. Garantías de atención 

La Administración de la Junta de Andalucía velará para que las unidades policiales, los funcionarios y 
personal que ejerzan la asistencia y asesoramiento en los servicios relacionados con la atención a las 
víctimas de violencia de género no se encuentren condenados o incursos en causas relativas a la 
violencia de género. 
 

Artículo 41. Competencia de los municipios 

1. Además de todas las otras funciones establecidas en esta Ley que, en razón de sus competencias, 
les corresponda asumir en relación a las mujeres que sufren o han sufrido violencia de género, 
corresponden a los municipios: 

a) Colaborar con la Administración andaluza en la atención e información a las mujeres. 

b) Crear las unidades de información y atención a mujeres víctimas de cualquier tipo de violencia de 
género. 
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c) Derivar a los servicios especializados todos los casos de violencia de género de los que tenga 
conocimiento y no puedan ser atendidos por la entidad local. 

2. Los municipios establecerán reglamentariamente la distribución territorial y la dotación de estos 
servicios, que en ningún caso podrán atender a una población mayor de 50.000 habitantes. 

3. Los municipios con una población inferior a 20.000 habitantes podrán delegar sus competencias a 
una mancomunidad de municipios o a otros entes locales. 

 

CAPÍTULO VI Atención integral y acogida 

Artículo 42. Atención de emergencia 

1. La Administración de la Junta de Andalucía garantizará la atención y acogida inmediata a aquellas 
mujeres y a los menores a su cargo, que se encuentren en una situación de emergencia, como 
consecuencia de la violencia de género. 

Asimismo, facilitará la información, asesoramiento jurídico y apoyo psicológico necesario, así como 
aquellos recursos de atención que se precisen en cada caso particular. 

2. El acceso a los recursos y servicios de información y de acogida inmediata no requerirá la 
acreditación prevista en el apartado 1 del artículo 30. 

3. La Administración garantizará que la atención sea realizada por mujeres, siempre que la víctima lo 
solicite. 
 

Artículo 43. Atención integral especializada 

1. La Administración de la Junta de Andalucía garantizará a las mujeres víctimas de violencia de 
género la acogida, la atención integral especializada y multidisciplinar, y los medios de apoyo y 
recuperación. 

2. La atención integral especializada y multidisciplinar comprenderá una intervención con las mujeres 
y menores a su cargo, basada en un sistema coordinado de servicios, recursos, y de ayudas 
económicas y sociolaborales, de acuerdo con las siguientes características: 

a) Especializados. 

b) Multidisciplinares, que implicará: 
1.º Información, asesoramiento y seguimiento jurídico. 
2.º Apoyo social. 
3.º Atención psicológica. 
4.º Apoyo a la inserción laboral. 
5.º Atención a los hijos e hijas y menores que estén bajo su guarda y custodia. 
6.º Seguimiento de las reclamaciones de los derechos de la mujer. 

c) Accesibles, que supondrá la adaptación de las estructuras y los servicios que se proporcionen a las 
mujeres con discapacidad y a las mujeres inmigrantes. 
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3. La Consejería competente en materia de igualdad valorará las necesidades de recursos de 
atención integral y de acogida, así como de programas de apoyo dirigidos al personal que realiza 
atención directa a las mujeres víctimas de violencia de género. 

4. Los servicios adoptarán fórmulas organizativas que, por la especialización de su personal, por sus 
características de convergencia e integración de acciones, garanticen la efectividad de los indicados 
principios. 

5. Estos servicios actuarán coordinadamente y en colaboración con los Cuerpos de Seguridad, los 
jueces de violencia sobre la mujer, los servicios sanitarios y las instituciones encargadas de prestar 
asistencia jurídica a las víctimas, del ámbito geográfico correspondiente. 

Estos servicios podrán solicitar al juez las medidas urgentes que consideren necesarias. 
 

Artículo 44. Requisitos y tipología de los centros de atención integral  
y acogida 

1. La tipología de centros de atención integral y acogida se organizará de acuerdo con tres niveles de 
atención: 

a) Los centros de emergencia que prestan protección a las mujeres y a los menores que las 
acompañen, para garantizar su seguridad personal, garantizándoles una acogida inmediata y 
temporal, de corta duración, mientras se valora el recurso social más adecuado a sus circunstancias 
personales. 

Asimismo, deben facilitar recursos personales y sociales que permitan una resolución de la situación 
de crisis. 

b) Las casas de acogida que ofrecen una acogida temporal a las mujeres y menores que las 
acompañen, garantizándoles una atención integral multidisciplinar, para que las mujeres sean 
capaces de recuperarse de los efectos de la violencia padecida. 

c) Los pisos tutelados que son viviendas cedidas para uso familiar, con carácter temporal, a aquellas 
mujeres que puedan vivir de forma independiente. 

2. En estos centros se procurará la recuperación integral de las mujeres y menores que las 
acompañen, mediante una intervención multidisciplinar que contemple acciones en el ámbito 
socioeducativo, social, formativo, psicológico y jurídico. 

3. Las Administraciones públicas de Andalucía facilitarán la disponibilidad de los inmuebles para 
desarrollar este modelo de atención integral y acogida de acuerdo con las necesidades de 
adaptabilidad, independencia de la unidad familiar, en su caso, y ubicación en zonas que hagan 
posible la integración. 

4. La Consejería competente de la Junta de Andalucía determinará reglamentariamente los requisitos 
que deben reunir estos centros, y el régimen de autorizaciones administrativas al que se sometan. 

5. La Administración de la Junta de Andalucía ampliará la red pública de estos centros de atención 
integral y acogida, de acuerdo a la demanda existente, para garantizar una buena cobertura 
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Artículo 45. Atención a colectivos especialmente vulnerables 

1. La Administración de la Junta de Andalucía facilitará el ingreso preferente en la red pública de 
centros existentes a las mujeres que, además de sufrir violencia de género, tengan otras 
problemáticas o situaciones añadidas, en particular enfermedad mental, prostitución, mujeres 
inmigrantes, discapacidad, mayores sin recursos y mujeres con problemas de adicción. 

Estos centros contarán con la colaboración de los servicios especializados en la atención a la violencia 
de género. 

2. La Administración de la Junta de Andalucía establecerá medidas específicas para la atención a las 
personas especialmente vulnerables que convivan con el autor de la violencia de género o con la 
mujer que la haya sufrido. 

 

TÍTULO III Medidas para la recuperación integral 

CAPÍTULO I Ayudas socioeconómicas 

Artículo 46. Ayudas económicas 

1. La Administración de la Junta de Andalucía, en el ámbito de sus competencias, garantizará el 
acceso a las ayudas económicas que se prevean para las mujeres víctimas de violencia de género y 
las personas de ellas dependientes. 

Las dotaciones económicas que tengan este destino se preverán presupuestariamente y deberán 
recoger las previsiones suficientes para que todas las mujeres víctimas de violencia de género y sin 
recursos económicos puedan acceder a dichas ayudas. 

2. El Gobierno Andaluz debe consignar en sus presupuestos los créditos necesarios para la 
financiación de todas las prestaciones garantizadas, de las prestaciones de servicios, de los recursos, 
de los programas, de los proyectos y de otras actuaciones recogidas en la Ley, de acuerdo con las 
competencias atribuidas por ésta. 
 

Artículo 47. Ayudas en el ámbito escolar 

1. La Administración de la Junta de Andalucía incluirá la violencia de género en el entorno familiar 
como factor de valoración para el establecimiento y concesión de ayudas que se destinen a familias 
con escasos recursos económicos, dirigidas a compensar las carencias y desventajas que impidan o 
dificulten el acceso y la permanencia de los menores en el sistema educativo. 

2. Asimismo, dicho criterio se tendrá en cuenta para el acceso preferente de los hijos e hijas en la 
adjudicación de plazas ofertadas en los centros de atención socioeducativa para menores de tres 
años. 
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CAPÍTULO II Disposiciones en materia de vivienda 

Artículo 48. Viviendas protegidas 

1. Las Administraciones públicas de Andalucía podrán establecer un cupo de reserva de viviendas 
específico en aquellas promociones de vivienda protegida que se estimen necesarias, para su cesión 
o adjudicación en régimen de alquiler o en propiedad a las mujeres que acrediten la situación de 
violencia de género, cumpliendo los requisitos, y con necesidad de vivienda, en los términos 
establecidos en el artículo 30.1, letra a), de la presente Ley. 

Mediante convenios con las Administraciones competentes, el Gobierno podrá promover procesos 
específicos de adjudicación de viviendas protegidas a las víctimas de violencia de género. 

2. En las condiciones que reglamentariamente se determinen y considerando la situación 
socioeconómica de las mujeres, se establecerán ayudas para el acceso a vivienda protegida. 

3. Las situaciones de violencia que dan lugar al reconocimiento de este derecho se identifican por 
cualquiera de los medios previstos al artículo 30.1. 

4. Las mujeres mayores y las mujeres con discapacidad que sufren violencia de género, y que se 
encuentran en situación de precariedad económica, deben ser consideradas colectivo preferente a los 
efectos de tener acceso a las residencias públicas. 
 

Artículo 49. Posibilidad de permuta 

1. Con la finalidad de proteger la integridad física y psicológica de las mujeres víctimas de violencia 
de género, que así lo acrediten en los términos establecidos en el artículo 30.1, letra a), de la 
presente Ley, se reconoce la posibilidad de autorizar permutas de viviendas protegidas adjudicadas a 
estas mujeres. 

2. Las Administraciones públicas de Andalucía facilitarán la efectividad de las permutas de viviendas 
protegidas a las que se refiere el párrafo anterior. 

Artículo 50. Confidencialidad en los procedimientos de concesión y adjudicación. 

Las Administraciones públicas de Andalucía establecerán los mecanismos necesarios para procurar la 
confidencialidad durante el procedimiento de acceso a viviendas protegidas; asimismo garantizarán la 
confidencialidad de los datos del domicilio y situación de la mujer, en particular en los ficheros y 
programas informáticos correspondientes, para asegurar su protección. 

 

CAPÍTULO III Medidas en el ámbito laboral 

Artículo 51. Programas de inserción laboral y de formación para el empleo 

1. Las Administraciones públicas de Andalucía darán prioridad al colectivo de mujeres víctimas de 
violencia de género en los programas de formación e inserción laboral que desarrollen, especialmente 
en aquellas acciones formativas con compromiso de contratación. 



 

124 

2. La Administración de la Junta de Andalucía incluirá en los planes de formación para el empleo 
acciones destinadas a mujeres víctimas de violencia de género, que mejoren su empleabilidad. Estas 
acciones específicas, para las que se establecerán ayudas en las condiciones que reglamentariamente 
se determinen, vendrán definidas por itinerarios personalizados de inserción. 
 

Artículo 52. Fomento del empleo y del trabajo autónomo 

1. La Administración de la Junta de Andalucía programará para la orientación, formación y 
seguimiento en el acceso y mantenimiento del empleo por cuenta ajena, y establecerá acuerdos con 
empresas y organizaciones sindicales para facilitar la inserción laboral de las mujeres víctimas de la 
violencia de género. 

2. La Administración de la Junta de Andalucía establecerá incentivos a las empresas constituidas por 
mujeres víctimas de violencia de género o a ellas mismas cuando se constituyan en trabajadoras 
autónomas, en las condiciones que se determine reglamentariamente. A tal fin, en las convocatorias 
de ayudas a proyectos para el trabajo autónomo se priorizarán aquellos presentados por mujeres 
víctimas de violencia de género. 
 

Artículo 53. Derechos de las trabajadoras 

1. Las Administraciones públicas de Andalucía realizarán acciones de sensibilización que eviten que 
la violencia de género tenga consecuencias negativas para las trabajadoras, en sus condiciones de 
trabajo, acceso, promoción, retribución o formación. 

2. De conformidad con el artículo 21.4 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, las 
ausencias o faltas de puntualidad al trabajo motivadas por la situación física o psicológica derivada de 
la violencia de género tendrán la consideración de justificadas, sin perjuicio de que dichas ausencias 
sean comunicadas por la trabajadora a la empresa a la mayor brevedad, cuando así lo determinen los 
servicios sociales de atención o de salud, según proceda. 

3. La trabajadora víctima de violencia de género tendrá derecho a la reducción o a la reordenación de 
su tiempo de trabajo, a la movilidad geográfica de centro de trabajo y a la excedencia en los términos 
que se determinen en la legislación o convenio específico. 
 

Artículo 54. Negociación colectiva 

Las Administraciones públicas de Andalucía, en el marco de sus competencias, impulsarán y 
apoyarán la inclusión en la negociación colectiva de medidas a favor de las mujeres víctimas de 
violencia de género. 

 

Artículo 55. Concienciación en el ámbito laboral y medidas de 
responsabilidad social corporativa 

Las Administraciones públicas de Andalucía realizarán acciones específicas de concienciación en el 
ámbito laboral y medidas de responsabilidad social corporativa que impulsen el desarrollo de acciones 
de concienciación y sensibilización en el ámbito empresarial en materia de violencia de género. 
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Artículo 56. Derechos de las empleadas públicas de la Junta de Andalucía 

1. De conformidad con el artículo 24 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, la 
Administración de la Junta de Andalucía facilitará para todas sus empleadas públicas que se 
encuentren afectadas por la violencia de género los permisos que correspondan, el ejercicio del 
derecho a la reducción o la flexibilidad de su jornada laboral, así como a la movilidad geográfica y a la 
excedencia, de acuerdo con lo dispuesto en materia de función pública o convenio colectivo. 

2. Las faltas de asistencia totales o parciales de la jornada laboral, causadas por la violencia de 
género, tendrán la consideración de justificadas en el tiempo y en las condiciones en que así lo 
determinen los servicios sociales de atención o de salud, según proceda. 

 

TÍTULO IV Coordinación y cooperación institucional 

Artículo 57. Coordinación y cooperación 

La Consejería competente en materia de igualdad impulsará la formalización de acuerdos de 
coordinación y cooperación entre las Administraciones públicas e instituciones con competencias en 
la materia objeto de esta Ley. 
 

Artículo 58. Comisión institucional de Andalucía de coordinación y 
seguimiento de acciones para la erradicación de la violencia de género 

1. Se crea la Comisión institucional de Andalucía de coordinación y seguimiento de acciones para la 
erradicación de la violencia de género, con el objeto de coordinar, impulsar y evaluar las acciones y 
medidas que se desarrollen en Andalucía contra la violencia de género. 

2. Estará coordinada por el Instituto Andaluz de la Mujer y estará compuesta por miembros de todas 
las Consejerías que compongan el Consejo de Gobierno, representantes de las entidades locales y de 
las asociaciones de mujeres. 

3. Su funcionamiento se desarrollará reglamentariamente. 
 

Artículo 59. Redes de cooperación 

Las Administraciones públicas de Andalucía establecerán redes de intercambio y colaboración, con el 
objetivo de contribuir a la prevención y erradicación de la violencia contra las mujeres, y facilitar de 
este modo a quienes la padecen el acceso a las ayudas y recursos. 
 

Artículo 60. Protocolos de actuación 

1. La Administración de la Junta de Andalucía promoverá la elaboración de protocolos de actuación, 
en particular en los ámbitos judicial, médico legal, policial, de salud, social y de los centros y servicios 
de información y atención integral a las mujeres. 
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2. Los objetivos de los protocolos para una intervención coordinada hacia la violencia de género 
deben: 

a) Garantizar la atención coordinada de la Administración andaluza, entes locales, agentes sociales y 
de los servicios que se desprenden, y delimitar los ámbitos de actuación que pueden intervenir en las 
diferentes situaciones de violencia hacia las mujeres. 

b) Establecer los mecanismos de coordinación y cooperación que permitan una transmisión de 
información continuada y fluida entre organismos implicados. 

c) Diseñar circuitos de atención adecuados a las diferentes situaciones de violencia y las necesidades 
concretas derivadas de estas situaciones. 

d) Establecer un modelo único y consensuado de recogida de datos para garantizar el conocimiento 
de la realidad. 

3. Los protocolos deben prever la participación de los ámbitos directamente relacionados con el 
tratamiento de este tipo de violencia, como son las entidades y asociaciones de mujeres que trabajan 
en los diferentes territorios a partir de un modelo de intervención compatible con el que establece 
esta Ley. 

4. La elaboración de los protocolos será impulsada por el Instituto Andaluz de la Mujer estableciendo 
la concreción y el procedimiento de las actuaciones, así como las responsabilidades de los sectores 
implicados en el tratamiento de la violencia contra las mujeres, con el objeto de garantizar la 
prevención, la atención eficaz y personalizada, y la recuperación de las mujeres que se encuentran en 
situación de riesgo o que son víctimas de la violencia de género. 
 

Disposición adicional primera. Evaluación de las medidas 

La Consejería competente en materia de igualdad elaborará un informe anual, en los términos que 
reglamentariamente se determine, sobre el conjunto de actuaciones llevadas a cabo por las 
Consejerías implicadas en materia de violencia de género, que se presentará en el Parlamento 
Andaluz. 
 

Disposición adicional segunda. Constitución de la Comisión institucional de 
coordinación y seguimiento de acciones para la erradicación de la violencia 
de género 

En el plazo de un año desde la entrada en vigor de la presente Ley, se procederá a la constitución de 
la Comisión institucional de coordinación y seguimiento de acciones para la erradicación de la 
violencia de género. 
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Disposición adicional tercera. Modificación de la Ley 13/2005, de 11 de 
noviembre 

La presente Ley modifica el artículo 12.1 de la Ley de Medidas para la Vivienda Protegida y el Suelo, 
en tanto añade la posibilidad de permuta en casos de violencia de género, en cuya redacción se 
añadirá “in fine”: y salvo la posibilidad de permuta en casos de violencia de género, tal y como prevé 
la Ley de protección integral contra la violencia de género de Andalucía. 
 

Disposición transitoria única. Fondo de Garantías de Pensiones 

De acuerdo con la Disposición Adicional 19 de la Ley Orgánica de Medidas de protección integral 
contra la violencia de género, la Junta de Andalucía reglamentará el Fondo de Garantía de Pensiones 
en el marco de sus competencias. 
 

Disposición final primera. Habilitación normativa 

Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para la 
aplicación y desarrollo de la presente Ley. 
 

Disposición final segunda. Entrada en vigor 

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta 
de Andalucía.» 
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 DECRETO 67/2008, de 26 de febrero,  
por el que se aprueba el Reglamento  

de Asistencia Jurídica Gratuita en el ámbito  
de la Comunidad Autónoma de Andalucía 

 

La Constitución Española en su artículo 119 establece que la justicia será gratuita cuando así lo 
disponga la ley y, en todo caso, respecto de quienes acrediten insuficiencia de recursos para litigar, 
atribuyendo al Estado en su artículo 149.1.5.º la competencia exclusiva en materia de Administración 
de Justicia. 

Por otra parte el artículo 150.1 del Estatuto de Autonomía para Andalucía establece que corresponde 
a la Junta de Andalucía la competencia para ordenar los servicios de justicia gratuita y de orientación 
jurídica gratuita. Así mismo, el artículo 47.1.1.ª del citado texto legal reconoce a la Comunidad 
Autónoma la competencia exclusiva en materia de procedimiento administrativo derivado de las 
especialidades de la organización propia de la Comunidad Autónoma, la estructura y regulación de los 
órganos administrativos públicos de Andalucía y de sus organismos autónomos. 

El sistema de justicia gratuita articulado por la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica 
Gratuita, tiene por finalidad garantizar el acceso a la justicia en condiciones de igualdad a toda la 
ciudadanía, garantía que fue materializada mediante la desjudicialización del procedimiento para el 
reconocimiento del derecho a la asistencia gratuita y el traslado de la decisión de su reconocimiento o 
denegación a sede administrativa, esto es, a las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita, con la 
colaboración previa en la instrucción del procedimiento de los servicios de orientación jurídica gratuita 
de los Colegios de Abogados respectivos. 

La Ley 1/1996, de 10 de enero, y su reglamento de desarrollo aprobado por Real Decreto 996/2003, 
de 25 de julio, es en algunos de sus preceptos de general aplicación en todo el territorio nacional 
completándose, hasta ahora, en la Comunidad Autónoma de Andalucía el régimen jurídico aplicable al 
derecho a la asistencia jurídica gratuita mediante el Decreto 216/1999, de 26 de octubre, por el que 
se aprueba el Reglamento de Asistencia Jurídica Gratuita de Andalucía. 

Durante el período de vigencia del citado Decreto se han producido diferentes reformas normativas 
como la Ley 38/2002, de 24 de octubre, de reforma parcial de la Ley de enjuiciamiento criminal, la 
Ley orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección integral contra la Violencia de 
Género y la Ley 13/2007, de 26 de noviembre, de Medidas de prevención y protección integral contra 
la violencia de género, que aconsejan una revisión de los procedimientos para el reconocimiento y 
ejercicio del derecho a la asistencia jurídica gratuita, para adecuarse a la utilización de las nuevas 
tecnologías para la tramitación de los mismos de manera telemática, acorde con el desarrollo de la 
Administración electrónica. Así mismo se han analizado trámites y plazos con el fin de simplificar su 
regulación y facilitar en la mayor medida el ejercicio del derecho a la asistencia jurídica gratuita. Estas 
medidas redundan en la agilización del acceso y reconocimiento del derecho de asistencia jurídica 
gratuita, facilitando la comunicación de la ciudadanía así como de los abogados y abogadas y de los 
procuradores y procuradoras con la Administración de la Junta de Andalucía.  
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Se revisa la organización en la prestación del servicio de asistencia jurídica gratuita, modificando la 
composición y funciones de los órganos fundamentales en el sistema como son las Comisiones de 
Asistencia Jurídica Gratuita. 

En este sentido se crean las Comisiones Mixtas entre la Administración de la Junta de Andalucía y los 
Consejos Andaluces de Colegios Oficiales de Abogados y Procuradores de los Tribunales, como 
instrumento de permanente comunicación.  

En relación con los recursos personales y materiales necesarios para la organización y prestación del 
servicio, con la implantación del nuevo modelo de financiación se consigue una mejor previsión del 
presupuesto en aras de aumentar la eficiencia. 

Por otra parte, y en cuanto a la prestación de la asistencia jurídica gratuita, se introduce como 
novedad la posibilidad para las víctimas de violencia de género de elegir a un profesional determinado 
de entre los que se encuentren en la relación del turno especializado de violencia de género, así como 
obtener una segunda opinión profesional con los requisitos que se establezcan por Orden de la 
Consejería competente en materia de justicia, suponiendo esto un avance significativo en el 
perfeccionamiento de dicha prestación. 
 

En su virtud, a propuesta de la Consejera de Justicia y Administración Pública, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 27 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, de acuerdo con el Consejo Consultivo, y previa deliberación del Consejo de 
Gobierno en su reunión del día 26 de febrero de 2008, 

 

DISPONGO 

Artículo único. Aprobación del Reglamento de Asistencia Jurídica Gratuita 
de Andalucía 

Se aprueba el Reglamento de Asistencia Jurídica Gratuita de Andalucía, cuyo texto se inserta a 
continuación. 
 

Disposición transitoria primera. Procedimientos iniciados con anterioridad a 
la entrada en vigor del Decreto 

Los procedimientos de reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita iniciados con 
anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto se regirán por la normativa vigente en el 
momento de su inicio. 
 

Disposición transitoria segunda. Libramientos, formas de pago y 
justificación 

1. Los libramientos y forma de pago de las actuaciones profesionales de turno de guardia y turno de 
oficio así como los libramientos y forma de pago de los gastos de gestión y funcionamiento colegial 
que correspondan desde la entrada en vigor del presente Decreto y hasta el 31 de diciembre de 
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2008, se efectuarán trimestralmente al Consejo Andaluz del Colegios de Abogados y al Consejo 
Andaluz de Colegios de Procuradores, que distribuirán entre sus respectivos Colegios la cuantía que 
proceda en función del número de actuaciones profesionales realizadas y acreditadas por los Colegios 
ante los citados Consejos, durante el trimestre inmediatamente anterior al de cada libramiento y de 
las cuantías de los baremos establecidos de conformidad con lo previsto en los artículos 36.4, 46, 
49.2 y 53 del Reglamento que se aprueba mediante este Decreto. 

2. La justificación de los libramientos a que se refiere el apartado anterior se realizarán de 
conformidad con lo previsto en el presente Decreto. 
 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa 

Queda derogado el Decreto 216/1999, de 26 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de 
Asistencia Jurídica Gratuita de Andalucía, así como las restantes disposiciones de igual o inferior 
rango en lo que se opongan o contradigan lo establecido en el presente Decreto. 
 

Disposición final primera. Desarrollo normativo 

Se habilita a la Consejera de Justicia y Administración Pública para dictar cuantas disposiciones sean 
precisas para el desarrollo del presente Decreto. 
 

Disposición final segunda. Entrada en vigor 

El presente Decreto entrará en vigor el 1 de julio de 2008. 

 
REGLAMENTO DE ASISTENCIA JURÍDICA GRATUITA  

DE ANDALUCÍA 
 

CAPÍTULO I Disposiciones Generales 

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación 

1. El presente Reglamento tiene por objeto la regulación del procedimiento para el reconocimiento del 
derecho de asistencia jurídica gratuita consagrado en el artículo 119 de la Constitución española y 
regulado por la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita y el Reglamento de 
Asistencia Jurídica Gratuita, aprobado por Real Decreto 996/2003 de 25 de julio, el régimen de 
funcionamiento de los órganos que intervienen en el mismo, así como las distintas compensaciones 
económicas que se derivan de la prestación de los servicios de asistencia jurídica gratuita. 

2. Este Reglamento será de aplicación al reconocimiento por la Administración de la Junta de 
Andalucía del derecho a la asistencia jurídica gratuita en relación con todo tipo de procesos ante 
juzgados y tribunales con jurisdicción en el territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía y los 
procedimientos administrativos, cualquiera que sea la Administración competente, siempre que se 
encuentren legalmente comprendidos en el derecho a la asistencia jurídica gratuita. 
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Artículo 2. Titulares del derecho de asistencia jurídica gratuita 

1. Serán titulares del derecho de asistencia jurídica gratuita todas aquellas personas expresamente 
señaladas en el artículo 2 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, o en las disposiciones con rango de Ley 
que con carácter especial lo establezcan.  

2. El reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita conllevará para sus titulares las 
prestaciones contempladas en el artículo 6 de la Ley 1/1996, de 10 de enero. 

 

CAPÍTULO II Organización y Funcionamiento de las Comisiones de 
Asistencia Jurídica Gratuita 

Artículo 3. Dependencia orgánica, soporte administrativo y sede 

1. Las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita son los órganos competentes para efectuar el 
reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita y estarán adscritas a la Consejería 
competente en materia de justicia quien, a través de sus delegaciones provinciales, les facilitará los 
recursos para su correcto funcionamiento. 

2. Las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita tendrán su sede en cada una de las capitales de 
provincia de la Comunidad Autónoma de Andalucía en las dependencias que las Delegaciones 
Provinciales de la Consejería competente en materia de justicia pongan a su disposición, ejerciendo 
sus funciones y competencias en el ámbito territorial de su provincia. 
 

Artículo 4. Régimen jurídico de las Comisiones de Asistencia Jurídica 
Gratuita 

El régimen jurídico de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita se ajustará a lo establecido en el 
presente Reglamento, en la Ley 1/1996, de 10 de enero, y en lo no previsto en aquel, a lo dispuesto 
por el Capítulo II del Título IV de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de 
Andalucía. 
 

Artículo 5. Composición de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita 

1. La composición de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita se ajustará a lo dispuesto en el 
artículo 19.2 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre. Estarán integradas por: 

a) Dos miembros del Ministerio Fiscal de distinto sexo, designados por el o la Fiscal Jefe de la 
Audiencia Provincial correspondiente. 

b) El Decano o la Decana del Colegio de Abogados de la provincia correspondiente y el Abogado o 
Abogada que aquél designe, de forma que ambos sean de distinto sexo. En el caso de que haya más 
de un Colegio de Abogados en dicho ámbito, se designará un miembro de cada uno de ellos de forma 
que se garantice la representación equilibrada de hombres y mujeres entre ellos, que tendrá 
competencia exclusivamente para los asuntos del ámbito territorial respectivo. Para los asuntos que 
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afecten a más de un territorio colegial dispondrán ambos representantes de un único voto en la 
Comisión. 

c) El Decano o la Decana del Colegio de Procuradores de los Tribunales de la provincia 
correspondiente y el Procurador o Procuradora que aquél designe, de forma que ambos sean de 
distinto sexo. En el caso de que haya más de un Colegio de Procuradores de los Tribunales en dicho 
ámbito, dichos miembros serán designados por acuerdo de los Decanos o Decanas de los Colegios 
respectivos; en su defecto, la persona de mayor antigüedad en el cargo. 

d) Un Letrado o Letrada adscrito al Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía, designado por su 
titular. 

e) Un funcionario y una funcionaria del Grupo A, subgrupo A1, con licenciatura en Derecho, adscritos 
a la Delegación Provincial de la Consejería competente en materia de justicia por designación de ésta, 
uno de los cuales desempeñará las funciones de Secretaría de la Comisión con voz y voto. 

2. Las designaciones de las personas integrantes de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita 
serán por tiempo indefinido mientras no se designen otras por quien corresponda, salvo para las 
personas integrantes por razón del cargo específico que ostentan que lo serán por el tiempo de 
duración del mandato o designación. 

3. Comunicadas las designaciones a que se refieren los apartados anteriores a la Consejería 
competente en materia de justicia, por su titular se nombrará el Presidente o Presidenta de las 
Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita de entre las personas integrantes de las mismas. 

4. Las personas integrantes de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita que no formen parte de 
la Administración de la Junta de Andalucía tienen derecho a la percepción de las dietas, los gastos de 
desplazamiento y las asistencias que correspondan por la asistencia efectiva a las reuniones que 
celebre dicho órgano colegiado, por los importes establecidos en la normativa sobre indemnizaciones 
por razón del servicio de la Junta de Andalucía. 
 

Artículo 6. Funcionamiento y adopción de acuerdos de las Comisiones de 
Asistencia Jurídica Gratuita 

1. Para la válida constitución de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita a efecto de 
celebración de sesiones, deliberaciones y toma de acuerdos, se requerirá la presencia de al menos 
cinco miembros de la Comisión, incluyendo entre estos a la Presidencia y a la Secretaría, o sus 
suplentes. 

2. Las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita se reunirán al menos con una periodicidad de 
quince días, previa convocatoria que efectuará la Secretaría por orden de la Presidencia; no obstante 
lo anterior, las Comisiones podrán aprobar un calendario de sesiones, no siendo preciso en este caso 
efectuar su convocatoria, a las que se entenderán citadas todas las personas integrantes de la 
Comisión. 

3. Las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita adoptarán sus acuerdos por mayoría de votos. Su 
funcionamiento se ajustará a las disposiciones que establece el Capítulo II del Título IV de la Ley 
9/2007, de 22 de octubre, para los órganos colegiados. 



Normativa básica 
 

133 

Artículo 7. Funciones de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita 

1. Son funciones de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita, en los términos previstos por la 
Ley 1/1996, de 10 de enero, las siguientes: 

a) Reconocer o denegar el derecho a la asistencia jurídica gratuita, confirmando o modificando, en su 
caso, las decisiones previamente adoptadas por los Colegios Profesionales. 

b) Revocar el derecho a la asistencia jurídica gratuita concedido cuando concurran las circunstancias 
previstas en el artículo 19 de la Ley 1/1996, de 10 de enero. 

c) Efectuar las comprobaciones y recabar la información que a lo largo de la tramitación de las 
solicitudes de asistencia jurídica gratuita se estimen necesarias y, en especial, requerir a la 
Administración Tributaria correspondiente la confirmación de la exactitud de los datos tributarios 
alegados por las personas solicitantes. 

d) Adoptar las medidas que permitan conocer, con la periodicidad que se estime conveniente, el 
estado de tramitación de los procedimientos que se sustancien ante la Comisión, previa comunicación 
a los Colegios Profesionales. 

e) Recibir y trasladar al Juzgado o Tribunal correspondiente el escrito de impugnación de las 
resoluciones definitivas adoptadas por la Comisión. 

f) Tramitar las comunicaciones relativas a la insostenibilidad de la pretensión presentadas por los 
Abogados o Abogadas. 

g) Actuar como órganos de comunicación con los Colegios Profesionales y con la Consejería 
competente a efectos de dar traslado de las quejas o denuncias formuladas como consecuencia de su 
funcionamiento, en los supuestos en que tales quejas o reclamaciones no se hayan planteado 
directamente ante los Colegios o la citada Consejería. 

h) Cualesquiera otras funciones que le sean atribuidas por la normativa vigente. 

2. Las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita facilitarán a la Consejería competente en materia 
de justicia los datos estadísticos que les sean requeridos, y propondrán a ésta acciones de mejora 
que consideren necesarias para el correcto funcionamiento de la Comisión. 
 

Artículo 8. Información sobre los servicios de asistencia jurídica gratuita 

1. Las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita dispondrán de las relaciones en soporte informático 
de los colegiados ejercientes adscritos a los servicios de asistencia justicia gratuita, con indicación de 
su domicilio profesional y las especializaciones por órdenes jurisdiccionales o en las diversas ramas 
jurídicas, en su caso. 

2. Será obligación de los Colegios Profesionales el mantenimiento y actualización de las bases de 
datos de sus colegiados dados de alta en los servicios de asistencia jurídica gratuita, con respeto a lo 
dispuesto en la legislación sobre protección de datos de carácter personal. 
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CAPÍTULO III Comisiones Mixtas entre la Administración de la 
Junta de Andalucía y los Consejos Andaluces de 
Colegios de Abogados y de Procuradores de los 
Tribunales 

Artículo 9. Comisión Mixta entre la Administración de la Junta de 
Andalucía y el Consejo Andaluz de Colegios de Abogados 

Se crea la Comisión Mixta entre la Administración de la Junta de Andalucía y el Consejo Andaluz de 
Colegios de Abogados como órgano permanente de comunicación entre ambas entidades, adscrita a 
la Consejería competente en materia de justicia y con las siguientes funciones: 

a) Garantizar la comunicación entre la Administración de la Junta de Andalucía y el Consejo Andaluz 
de Colegios de Abogados. 

b) Formular propuestas de mejora para homogeneizar los criterios del reconocimiento del derecho a 
la asistencia jurídica gratuita y relativas a la elaboración y actualización de baremos y turnos 
especializados, así como para la determinación del número de letrados o letradas de guardia. 

c) Informar las disposiciones relativas en materia de asistencia jurídica gratuita, y en particular las 
relativas al acceso y formación de los turnos especializados. 

d) Analizar y evaluar la calidad en la prestación de la asistencia jurídica gratuita y formular propuestas 
de mejora. 
 

Artículo 10. Composición de la Comisión Mixta entre la Administración de 
la Junta de Andalucía y el Consejo Andaluz de Colegios de Abogados 

1. La composición de la Comisión Mixta entre la Administración de la Junta de Andalucía y el Consejo 
Andaluz de Colegio de Abogados se ajustará a lo dispuesto en el artículo 19.2 de la Ley 9/2007, de 
22 de octubre. Estará formada por los siguientes miembros: 

a) La persona titular de la Dirección General competente en materia asistencia jurídica gratuita, que la 
presidirá. 

b) Dos representantes de distinto sexo con rango de director o directora general, de la Consejería 
competente en materia de justicia, designados por su titular. 

c) Dos representantes de distinto sexo del Consejo Andaluz de Colegios de Abogados designados por 
el propio Consejo. 

2. Desempeñará la Secretaría un funcionario o funcionaria perteneciente al grupo A, subgrupo A1 o 
A2, de la Consejería competente en materia de justicia, que será designado por la Dirección General 
competente en materia de asistencia jurídica gratuita y que actuará con voz pero sin voto. 

3. Las designaciones de las personas integrantes de la Comisión Mixta entre la Administración de la 
Junta de Andalucía y el Consejo Andaluz de Colegios de Abogados serán por tiempo indefinido 
mientras no se designen otras por quien corresponda, salvo para las personas integrantes por razón 
del cargo específico que ostentan, que lo serán por el tiempo de duración del mandato o designación. 
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4. Las personas integrantes de la Comisión Mixta que no formen parte de la Administración de la 
Junta de Andalucía tienen derecho a la percepción de las dietas, los gastos de desplazamiento y las 
asistencias que correspondan por la asistencia efectiva a las reuniones que celebre dicho órgano 
colegiado, por los importes establecidos en la normativa sobre indemnizaciones por razón del servicio 
de la Junta de Andalucía. 
 

Artículo 11. Comisión Mixta entre la Administración de la Junta de 
Andalucía y el Consejo Andaluz de Colegios de Procuradores de los 
Tribunales 

Se crea la Comisión Mixta entre la Administración de la Junta de Andalucía y el Consejo Andaluz de 
Colegios de Procuradores de los Tribunales como órgano permanente de comunicación entre ambas 
entidades, adscrita a la Consejería competente en materia de justicia con las siguientes funciones: 

a) Garantizar la comunicación entre la Administración y el Consejo Andaluz de Colegios de 
Procuradores de los Tribunales. 

b) Formular propuestas para homogeneizar los criterios del reconocimiento a la asistencia jurídica 
gratuita y relativas a la elaboración y actualización de baremos. 

c) Informar las disposiciones relativas en materia de asistencia jurídica gratuita. 

d) Analizar y evaluar la calidad en la prestación de la asistencia jurídica gratuita y formular propuestas 
de mejora. 
 

Artículo 12. Composición 

1. La composición de la Comisión Mixta entre la Administración de la Junta de Andalucía y el Consejo 
Andaluz de Colegios de Procuradores de los Tribunales se ajustará a lo dispuesto en el artículo 19.2 
de la Ley 9/2007, de 22 de octubre. 

Estará formada por los siguientes miembros: 

a) La persona titular de la Dirección General competente en materia de asistencia jurídica gratuita, 
que la presidirá. 

b) Dos representantes de distinto sexo con rango de director o directora general, de la Consejería 
competente en materia de justicia, nombrados por su titular. 

c) Dos representantes de distinto sexo del Consejo Andaluz de Colegios de Procuradores de los 
Tribunales designados por el propio Consejo. 

2. Desempeñará la Secretaría un funcionario o funcionaria perteneciente al grupo A, subgrupo A1 o 
A2, de la Consejería competente en materia de justicia, que será designado por la Dirección General 
competente en materia de asistencia jurídica gratuita y que actuará con voz pero sin voto. 

3. Las designaciones de las personas integrantes de la Comisión Mixta entre la Administración de la 
Junta de Andalucía y el Consejo Andaluz de Colegios de Procuradores serán por tiempo indefinido 
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mientras no se designen otras por quien corresponda, salvo las personas integrantes por razón del 
cargo específico que ostentan, que lo serán por el tiempo de duración del mandato o designación. 

4. Las personas integrantes de la Comisión Mixta que no formen parte de la Administración de la 
Junta de Andalucía tienen derecho a la percepción de las dietas, los gastos de desplazamiento y las 
asistencias que correspondan por la asistencia efectiva a las reuniones que celebre dicho órgano 
colegiado, por los importes establecidos en la normativa sobre indemnizaciones por razón del servicio 
de la Junta de Andalucía. 

Artículo 13. Funcionamiento de las Comisiones Mixtas 

Las Comisiones Mixtas entre la Administración de la Junta de Andalucía y los Consejos Andaluces de 
Abogados y de Procuradores de los Tribunales se reunirán siempre que la Secretaría de cada una de 
ellas las convoque por orden de la Presidencia y como mínimo una vez al año. Su funcionamiento se 
ajustará a las disposiciones que establece el Capítulo II del Título IV de la Ley 9/2007, de 22 de 
octubre, para los órganos colegiados. 

 

CAPÍTULO IV Procedimiento para el Reconocimiento del Derecho a 
la Asistencia Jurídica Gratuita 

Artículo 14. Iniciación 

1. El procedimiento para reconocer el derecho a la asistencia jurídica gratuita se iniciará mediante 
solicitud de la persona interesada. El modelo de solicitud normalizado y la documentación se 
establecerán mediante Orden de la Consejería competente en materia de justicia. 

2. Los modelos normalizados de solicitud se facilitarán en las dependencias judiciales, en los 
Servicios de Orientación Jurídica de los Colegios de Abogados y en la sede de las Comisiones de 
Asistencia Jurídica Gratuita. Así mismo la Consejería competente en materia de justicia pondrá a 
disposición de las personas interesadas los medios necesarios para la formalización de la solicitud por 
medios telemáticos. 

3. En el impreso de solicitud constará la posibilidad de que la persona interesada otorgue su 
conformidad para la obtención, por medios telemáticos, de los datos requeridos. 
 

Artículo 15. Excepción a la aportación de documentos 

1. En el orden jurisdiccional penal, cuando el imputado o imputada se encuentre presumiblemente 
dentro del ámbito subjetivo de aplicación del artículo 2 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, no será 
necesaria la documentación a que se refiere el artículo anterior, sin perjuicio de la obligación de la 
persona interesada de firmar la solicitud correspondiente, en la que expresamente debe constar la 
autorización a la Administración para consultar los datos económicos y fiscales de la persona 
solicitante. El abogado o abogada designados provisionalmente, previo requerimiento judicial, podrá 
iniciar el correspondiente procedimiento para el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica 
gratuita, debiendo hacer constar expresamente esta circunstancia en el modelo que a tal efecto 
presente. 
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2. Lo dispuesto en el apartado anterior será de aplicación en los supuestos de asistencia letrada a la 
persona detenida o presa y en los procedimientos administrativos o judiciales sobre denegación de 
entrada, devolución, retorno o expulsión del territorio español de las personas extranjeras que se 
hallen en España, así como en los procedimientos de asilo. 
 

Artículo 16. Presentación de la solicitud 

1. De conformidad con lo establecido en el artículo 12 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, las 
solicitudes de asistencia jurídica gratuita se presentarán en soporte papel o por medios telemáticos 
debidamente cumplimentadas y con la documentación correspondiente ante el Servicio de 
Orientación Jurídica del Colegio de Abogados del lugar en que se halle el Juzgado o Tribunal que haya 
de conocer del proceso principal, o ante el Juzgado del domicilio de la persona solicitante si el 
proceso no se hubiera iniciado. En este último caso el órgano judicial dará traslado inmediato de las 
solicitudes al Colegio de Abogados territorialmente competente. 

2. La solicitud será presentada directamente ante la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita cuando 
el interesado o interesada fundamente su pretensión en las circunstancias excepcionales previstas en 
el artículo 5 de la Ley 1/1996, de 10 de enero. 

3. En el procedimiento especial para el enjuiciamiento rápido de delitos, y en todos aquellos que 
tengan causa directa o indirecta en la violencia de género, el Letrado o Letrada recabará de la 
persona a la que defiende la cumplimentación de la solicitud y dará traslado de ésta, en el plazo de 
cuarenta y ocho horas, al Servicio de Orientación Jurídica del Colegio de Abogados competente para 
su tramitación. No será precisa la acreditación previa de la carencia de recursos económicos por 
parte de la persona asistida debiendo, no obstante, aportar la documentación necesaria ante el 
Colegio de Abogados en los cinco días siguientes a la fecha de presentación de la solicitud. Este 
mismo trámite será de aplicación a los supuestos de expulsión, devolución o retorno de personas 
extranjeras. 

La falta de presentación de la citada solicitud producirá los efectos previstos en el artículo 17.1. 

4. Los Colegios de Abogados darán prioridad a la tramitación de solicitudes de asistencia jurídica 
gratuita cuando las efectúen víctimas de violencia de género o víctimas del terrorismo y a las 
urgencias motivadas. 
 

Artículo 17. Subsanación y mejora de la solicitud 

1. Si la solicitud no reuniera los requisitos exigidos, los Colegios de Abogados requerirán a la persona 
interesada para que en el plazo de diez días subsane la falta o acompañe los documentos 
preceptivos, indicándole que si así no lo hiciera se archivará su solicitud y se comunicará a la 
Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita correspondiente la falta de subsanación y archivo del 
expediente en el plazo de cinco días a contar desde el día siguiente al de finalización del plazo de 
subsanación. 

2. Los Colegios de Abogados podrán recabar del solicitante la modificación o mejora voluntarias de 
los términos de la solicitud. 
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Artículo 18. Designación provisional 

1. Si de la solicitud y documentación justificativa el Colegio de Abogados considera acreditado que la 
persona interesada cumple los requisitos legalmente establecidos para obtener el derecho a la 
asistencia jurídica gratuita, procederá a la designación provisional de abogado o abogada si su 
intervención fuera preceptiva o expresamente requerida por el órgano judicial correspondiente 
mediante auto motivado, en el plazo máximo de quince días contados a partir de la recepción de la 
solicitud por el citado Colegio o de la subsanación de los defectos, en su caso. Esta designación será 
comunicada de inmediato al Colegio de Procuradores de los Tribunales para que dentro de los cinco 
días siguientes se designe procurador o procuradora, si fuera preceptivo o, cuando no siéndolo, sea 
expresamente requerido por el órgano judicial mediante auto motivado. En todo caso, se producirá la 
designación de procurador o procuradora para los procedimientos judiciales cuando el interesado se 
encuentre privado de libertad en virtud de un procedimiento administrativo o judicial. El Colegio de 
Procuradores de los Tribunales comunicará de forma inmediata la designación efectuada al Colegio 
de Abogados y al procurador o procuradora designada. 

2. Si dentro del plazo de quince días al que se refiere el apartado anterior el Colegio de Abogados no 
realiza la designación provisional o la actuación prevista en el artículo siguiente, la persona solicitante 
podrá reiterar su solicitud ante la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita, que requerirá el expediente 
al Colegio de Abogados en el plazo de cinco días y dictará resolución siguiendo el procedimiento 
establecido para el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita. 

3. Realizada la designación provisional, el Colegio de Abogados, en el plazo máximo de cinco días, 
trasladará a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita correspondiente el expediente completo para 
su resolución. Asimismo comunicará, en el mismo plazo, el nombramiento provisional a la persona 
interesada, al letrado o letrada y al procurador o procuradora del turno de oficio que haya sido 
designado y al órgano judicial que esté conociendo del proceso, si éste ya hubiese comenzado.  

4. Las notificaciones de las designaciones provisionales realizadas a la persona interesada deberán 
contener la información relativa a la obligación de abonar los honorarios y derechos económicos 
ocasionados por los servicios efectivamente prestados por los o las profesionales designados con 
carácter provisional en el caso de no obtener el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica 
gratuita. 

5. De conformidad con el artículo 21 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, si conforme a la legislación 
procesal el órgano judicial que esté conociendo del proceso estimara que por las circunstancias o la 
urgencia del caso fuera preciso asegurar de forma inmediata los derechos de defensa y 
representación de las partes, y alguna de ellas manifestara carecer de recursos económicos, dictará 
una resolución motivada requiriendo de los Colegios Profesionales el nombramiento provisional de 
Abogado y de Procurador, cuando las designaciones no hubieran sido realizadas con anterioridad. 
Dicha resolución se comunicará por el medio más rápido posible a los Colegios de Abogados y de 
Procuradores, tramitándose a continuación la solicitud según lo previsto en el presente Reglamento. 

La designación provisional de los profesionales se comunicará al órgano judicial para que por éste se 
notifique a la parte su nombramiento, así como la obligación de cumplimentar y presentar en el plazo 
de tres días la solicitud de reconocimiento del derecho de asistencia jurídica gratuita, tramitándose la 
misma según lo previsto en este Reglamento. 
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Artículo 19. Denegación de la designación provisional 

Si el Colegio de Abogados estima que la persona solicitante no reúne los requisitos legales para el 
reconocimiento del derecho, o que la pretensión procesal respecto de la que se solicita el 
reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita es manifiestamente insostenible o carente 
de fundamento, le notificará en un plazo máximo de cinco días que no ha efectuado el nombramiento 
provisional de Abogado o Abogada y, dentro de ese mismo plazo, comunicará su decisión y dará 
traslado del expediente a la correspondiente Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita para que ésta 
dicte resolución definitiva. 
 

Artículo 20. Instrucción del Procedimiento 

1. Recibido el expediente, la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita dispondrá de un plazo de treinta 
días para efectuar las comprobaciones, recabar la información que estime necesaria para verificar la 
exactitud y realidad de los datos declarados en la solicitud y dictar y notificar la resolución en los 
términos previstos en el artículo 17 de la Ley 1/1996, de 10 de enero. 

2. La Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita podrá recabar de la Administración correspondiente la 
confirmación de los datos que consten en la documentación presentada con la solicitud, siempre que 
sea necesario para dictar resolución, especialmente los de naturaleza tributaria. 

3. Asimismo, dentro del plazo establecido en el apartado 1 de este artículo, la Comisión podrá oír a 
quienes sean parte en el procedimiento iniciado o que se pretende iniciar, cuando se estime que 
pueden aportar datos para conocer la situación económica real de la persona solicitante. 

4. A los efectos del apartado 1 la Consejería competente en materia de justicia utilizará los medios 
informáticos y telemáticos disponibles que faciliten la instrucción de procedimiento. 
 

Artículo 21. Resolución 

1. De conformidad con lo establecido en el artículo 17 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, en el plazo 
máximo de treinta días, la Comisión dictará y notificará la resolución. La notificación se realizará en el 
plazo común de tres días a la persona solicitante, al Colegio de Abogados y, en su caso, al Colegio de 
Procuradores, así como a quienes sean parte en el proceso iniciado o que se pretende iniciar y se 
comunicará al Juzgado o Tribunal que esté conociendo del proceso, o al Juez o Jueza titular del 
Decanato de la localidad si aquél no se hubiera iniciado. 

En los procedimientos especiales para el enjuiciamiento rápido de delitos, recibido el expediente en la 
Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita, ésta dará preferencia absoluta a la tramitación de estas 
solicitudes procurando que la resolución se dicte con anterioridad a la fecha de celebración del juicio 
oral. En ningún caso el plazo para resolver y notificar excederá de quince días desde la recepción del 
expediente por la Comisión. Esta preferencia se hará extensiva a los procedimientos judiciales que 
tengan causa directa o indirecta en la violencia de género y a los supuestos de ejecución de 
expulsiones, devoluciones y retornos de personas extranjeras. 

2. Si la resolución fuese estimatoria determinará, conforme a lo establecido en el artículo 17 de la Ley 
1/1996, de 10 de enero, cuáles de las prestaciones que integran el derecho son de aplicación a la 
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persona solicitante. Así mismo, a efectos de lo dispuesto en el artículo 6.10 de la citada Ley, cuando 
la persona a quien se reconozca el derecho acredite ingresos por debajo del Indicador Público de 
Renta de Efectos Múltiples (IPREM), se hará mención expresa de esta circunstancia en la resolución. 

3. De conformidad con lo previsto en el artículo 17 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, la resolución 
estimatoria del reconocimiento del derecho supondrá la confirmación de las designaciones 
provisionales efectuadas, en su caso, por los correspondientes Colegios profesionales. Si las 
designaciones no se hubieran producido, la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita requerirá 
inmediatamente de los Colegios el nombramiento de los profesionales que defiendan y, en su caso, 
representen al titular del derecho. 

4. Si la resolución es desestimatoria, quedarán sin efecto las designaciones provisionales efectuadas 
y por tanto el solicitante deberá designar abogado y procurador de libre elección, y abonar los 
honorarios y derechos económicos correspondientes a las actuaciones practicadas por los o las 
profesionales designados de oficio con carácter provisional, no pudiendo el abogado o abogada 
reclamar al procurador o procuradora el pago de sus honorarios. 
 

Artículo 22. Falta de resolución expresa 

De acuerdo con lo previsto en el artículo 17 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, la falta de resolución 
expresa de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita tendrá los siguientes efectos en cada caso: 

a) Transcurrido el plazo de treinta días a que hace referencia el artículo 21.1 de este Reglamento sin 
que la Comisión haya resuelto y notificado la resolución, quedarán ratificadas las decisiones 
previamente adoptadas por los Colegios de Abogados y, en su caso, de Procuradores, sin perjuicio de 
la obligación de dicho órgano de dictar resolución expresa, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 42 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 

b) Si los Colegios de Abogados no hubieran adoptado decisión alguna, la falta de notificación de la 
respectiva Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita en el plazo previsto en el artículo 21.1 de este 
Reglamento dará lugar a que la resolución se considere estimada, procediendo el Juzgado o Tribunal 
que conozca del proceso o el Juez o Jueza titular del Decanato competente si la solicitud se presentó 
antes de la iniciación de aquél, a instancia de la persona interesada, a declarar el derecho en su 
integridad y a requerir de los Colegios Profesionales la designación de Abogado o Abogada y, en su 
caso, Procurador o Procuradora. 
 

Artículo 23. Renuncia a la designación 

1. Conforme a lo establecido en el artículo 28 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, quienes tengan 
reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita podrán renunciar expresamente a la designación 
de abogado o abogada y procurador o procuradora de oficio, nombrando a profesionales de su 
confianza, debiendo constar expresamente este extremo en la solicitud; la renuncia afectará 
simultáneamente a ambos profesionales. 

2. La renuncia posterior a la designación que, asimismo, deberá afectar simultáneamente al abogado 
o abogada y procurador o procuradora designados de oficio, tendrá que ser comunicada 
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expresamente por la persona interesada a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita y a los 
correspondientes Colegios de Abogados y de Procuradores de los Tribunales. 

3. La renuncia a que se refieren los apartados precedentes no implicará la pérdida de las demás 
prestaciones reconocidas en la concesión del derecho de asistencia jurídica gratuita. 

4. A los efectos previstos en los apartados anteriores, los Colegios de Abogados y Procuradores 
adoptarán las medidas necesarias para asegurar la efectiva y mutua comunicación de las renuncias 
que se produzcan. 
 

Artículo 24. Revisión de oficio 

1. Cuando se den alguna de las circunstancias previstas en el párrafo primero del artículo 19 de la 
Ley 1/1996, de 10 de enero, la Comisión, previo dictamen favorable del Consejo Consultivo de 
Andalucía, declarará la nulidad de la resolución que reconoció el derecho a la asistencia jurídica 
gratuita en los términos establecidos por el artículo 102 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 

2. La declaración de nulidad de la resolución que reconozca el derecho a la asistencia jurídica 
gratuita llevará consigo la obligación de pago, por parte de la persona beneficiaria, de todos los 
honorarios de abogado o abogada y procurador o procuradora devengados desde el reconocimiento 
del citado derecho, así como la cantidad equivalente al costo de las demás prestaciones obtenidas en 
razón de dicha concesión. 

La Administración de la Junta de Andalucía podrá exigir dicho reembolso mediante el procedimiento 
administrativo de apremio. 

3. A los efectos previstos en el apartado anterior, los o las profesionales actuantes deberán reintegrar 
las cantidades que por la designación de oficio hubieran percibido. 
 

Artículo 25. Impugnación de la resolución 

Las resoluciones de la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita que reconozcan o denieguen el 
derecho a la asistencia jurídica gratuita podrán ser impugnadas por las personas titulares de un 
derecho o interés legítimo, en los términos establecidos en el artículo 20 de la Ley 1/1996, de 10 de 
enero. 

 

CAPÍTULO V Singularidades del procedimiento en materia de 
Violencia de Género 

Artículo 26. Singularidades del proceso 

1. Si la víctima de violencia de género desea solicitar el derecho al reconocimiento de asistencia 
jurídica gratuita, cumplimentará la solicitud y la presentará en el Servicio de orientación jurídica del 
Colegio de Abogados territorialmente competente en el plazo máximo de 48 horas a contar desde el 
momento en que hubiese recibido la primera atención, o bien en el registro correspondiente del 
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juzgado de su domicilio dentro de ese mismo plazo máximo de 48 horas. En este último caso el 
juzgado remitirá la solicitud de forma inmediata al Colegio de Abogados territorialmente competente. 

2. En los procesos que tengan causa directa o indirecta en la violencia de género una misma 
dirección letrada asumirá la defensa de la víctima en todos los procesos o procedimientos derivados 
del mismo acto de violencia. 

3. En el supuesto de que se hayan adoptado medidas especiales de protección que le impidan a la 
persona víctima de violencia de género presentar personalmente la solicitud, podrá efectuarse a 
través del Servicio de Atención a las Víctimas en Andalucía de su ámbito territorial respectivo, así 
como por el Instituto Andaluz de la Mujer. 
 

Artículo 27. Acceso a la libre elección de abogado o abogada 

Podrán acceder a la libre elección de abogado o abogada las víctimas de violencia de género que 
cumplan los requisitos para obtener el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita y lo 
hayan solicitado, en los términos que establezca mediante Orden la Consejería competente en 
materia de justicia, de acuerdo con los siguientes requisitos mínimos: 

a) El abogado o abogada se deberá elegir de entre los incluidos en la correspondiente lista de 
profesionales adscritos al Turno especializado de violencia de género a que se refiere el artículo 34. 

b) La elección sólo se podrá realizar una única vez para todos los procesos o procedimiento derivados 
del mismo acto de violencia. 

c) Deberá constar aceptación expresa del letrado o letrada elegido. 
 

Artículo 28. Procedimiento para el desarrollo del acceso a la libre elección 

1. La libre elección se hará constar en el modelo de solicitud que se presente para el reconocimiento 
del derecho a la asistencia jurídica gratuita, indicando el abogado o abogada elegido. 

2. La designación provisional a que se refiere el artículo 18 recaerá sobre el letrado o letrada elegido 
siempre que se cumplan los requisitos establecidos en el artículo anterior. 
 

Artículo 29. Acceso a la segunda opinión 

Las víctimas de violencia de género tendrán acceso a la segunda opinión, solicitándolo una vez 
realizada la designación de abogado o abogada de oficio, y manifestando su disconformidad con la 
estrategia procesal planteada por aquel o aquella y siempre antes de la efectiva actuación procesal 
planteada. 

A los efectos del presente decreto se entenderá por segunda opinión el dictamen relativo a la 
estrategia procesal emitido por la Comisión técnica de la segunda opinión constituida por el Colegio 
de Abogados correspondiente, que será paritaria desde el punto de vista de género 
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Artículo 30. Procedimiento para el desarrollo del acceso a la segunda 
opinión 

1. El procedimiento para el acceso a la segunda opinión se iniciará a solicitud de la persona 
interesada ante el Servicio de Orientación Jurídica del Colegio de Abogados donde se presentó la 
solicitud para el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita, quien deberá 
comunicarlo en el plazo de cinco días a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita correspondiente. 

2. La solicitud sólo se podrá realizar una única vez para todos los procesos o procedimientos 
derivados del mismo acto de violencia. 

3. La solicitud se someterá a valoración de la Comisión técnica de la segunda opinión del Colegio de 
Abogados correspondiente. 

El Colegio de Abogados comunicará el dictamen a la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita y a la 
persona interesada. 

4. Si el dictamen fuera favorable al nombramiento de un segundo abogado se procederá a su 
designación, de entre los adscritos al turno especializado en violencia de género. En caso contrario se 
mantendrá la designación del abogado o abogada de oficio que se hubiera producido. 

5. Mediante Orden de la Consejería competente en materia de justicia se regulará el procedimiento 
para el acceso a la segunda opinión. 

 

CAPÍTULO VI Organización De Los Servicios De Asistencia Letrada, 
Defensa Y Representación Gratuitas 

Artículo 31. Objetivos programáticos y de calidad 

La Consejería competente en materia de justicia aprobará mediante Orden los objetivos programáticos 
y de calidad del sistema de prestación del derecho de asistencia jurídica gratuita, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 22 de la Ley 1/1996, de 10 enero. 
 

Artículo 32. Organización colegial de los servicios 

1. Los Consejos andaluces de Colegios de Abogados y Procuradores de los Tribunales velarán por el 
correcto funcionamiento de los servicios de asistencia jurídica gratuita organizados y gestionados por 
los Colegios Profesionales, en los términos expuestos en el presente Reglamento. 

2. Los Colegios de Abogados y de Procuradores organizarán los servicios de asistencia letrada y de 
defensa y representación gratuitas de acuerdo con los objetivos señalados en el artículo anterior y con 
las normas sobre el acceso a los referidos servicios, que sean aprobadas por la Consejería 
competente en materia de justicia. 

3. La organización de los servicios de asistencia jurídica gratuita se efectuará atendiendo a la mejor 
defensa de la ciudadanía, a criterios de eficiencia y funcionalidad y de distribución objetiva y equitativa 
de los distintos turnos y medios, con los límites de asignación de asuntos por profesional que se 
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establezcan en la Orden de la Consejería competente en materia de justicia, que se apruebe para la 
determinación de los baremos aplicables a los servicios de asistencia jurídica gratuita. 

Cuando el censo de profesionales lo permita, se tendrá en cuenta también el criterio de 
especialización por órdenes jurisdiccionales. 
 

Artículo 33. Formación y especialización 

La Consejería competente en materia de justicia determinará mediante Orden los criterios de 
formación y especialización complementarios a los generales establecidos por el Ministerio de 
Justicia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley 1/1996, de 10 de enero y el 
artículo 33 del Real Decreto 996/2003, de 25 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de 
Asistencia Jurídica Gratuita. 
 

Artículo 34. Turnos especializados 

Los turnos especializados en asistencia jurídica gratuita serán: 

a) Violencia de género 
b) Menores 
c) Extranjería. 
d) Otros que pudieran establecerse. 
 

Artículo 35. Servicio de Orientación Jurídica 

1. Cada Colegio de Abogados contará con un Servicio de Orientación Jurídica que asumirá, además 
de las funciones que le asigne la Junta de Gobierno, el asesoramiento previo a la solicitud de 
reconocimiento del derecho a asistencia jurídica gratuita, la información sobre el cumplimiento de los 
requisitos necesarios para el reconocimiento del citado derecho y en el auxilio en la formalización de 
las solicitudes, tanto de forma escrita como telemática, así como su necesaria colaboración en las 
propuestas de designación y en las actuaciones derivadas de la gestión colegial. 

No obstante lo anterior, cada Colegio de Abogados podrá organizar y gestionar un servicio de 
orientación jurídica más amplio, que asumirá las funciones que le asigne la Junta de Gobierno. 

2. Los Colegios de Abogados adoptarán las medidas precisas para facilitar el acceso de la ciudadanía 
a los Servicios de Orientación Jurídica, difundiendo adecuadamente la localización de sus 
dependencias y funciones. 

3. El asesoramiento prestado tendrá en todo caso, carácter gratuito para los solicitantes del derecho 
a la asistencia jurídica gratuita. 
 

Artículo 36. Turno de guardia 

1. A efectos del presente Reglamento, se entenderá por asistencia letrada la prestada por 
profesionales conforme a lo previsto en el artículo 520.2.c) de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 
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2. Los Colegios de Abogados garantizarán el servicio de asistencia a la persona imputada, detenida o 
presa, velando por su correcto funcionamiento, debiendo dar cuenta a la Consejería competente en la 
materia del régimen de prestación de los mismos así como de los cambios que en ellos se produzcan. 

3. Los Colegios de Abogados deberán constituir el turno de guardia permanente de presencia física o 
localizable de los letrados y las letradas durante las 24 horas del día para la prestación del servicio de 
asistencia letrada a la persona imputada, detenida o presa, así como para los turnos específicos que 
requieran dicha asistencia. 

4. Mediante Orden de la Consejería competente en materia de justicia se determinará en el último 
trimestre de cada año el número de guardias que corresponde a cada Colegio de Abogados para el 
ejercicio siguiente, teniendo en cuenta los siguientes criterios: 

a) El número total de asistencias en turno de guardia del año anterior. 

b) El promedio de tres intervenciones diarias por abogado o abogada, computándose como tales las 
prestadas tanto en los centros de detención o asistencia, como en los órganos judiciales. 

c) El número y extensión de los partidos judiciales del ámbito territorial de cada Colegio. 

d) El número de centros de detención. 

e) Volumen de litigiosidad. 

f) Existencia de turnos especiales. 

g) Festividades o periodos estivales y jornadas y horarios de los juzgados. 

h) Cualquier otra circunstancia que se fije en la Orden.  

5. Teniendo en cuenta el número estimado de guardias, la Consejería competente en materia de 
justicia tramitará el pago a los Colegios de Abogados, a través del Consejo Andaluz de Colegios de 
Abogados, por el importe que a aquellos corresponda, calculado según el baremo que se apruebe 
anualmente mediante Orden de conformidad con lo establecido en el artículo 46. 

6. Los profesionales designados para la asistencia en los centros de detención serán los mismos que 
asistan a la persona detenida en las dependencias judiciales, siempre que éstas se encuentren en el 
mismo municipio. 
 

Artículo 37. Turno de oficio 

Los Colegios profesionales establecerán sistemas de organización y distribución objetiva y equitativa 
de los turnos para la designación de los profesionales de oficio, que serán comunicados a la 
Consejería en materia de justicia. Los sistemas de distribución serán públicos para todos los 
colegiados que presten los servicios o estén adscritos a los turnos respectivos, y podrán ser 
consultados por la persona que solicite la asistencia jurídica gratuita. Además, serán expuestos en los 
tablones de anuncios y los medios telemáticos de los Colegios, actualizándose mensualmente. 
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Artículo 38. Intervención de dos o más profesionales en un único 
procedimiento 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 18 de este Reglamento, el Colegio correspondiente realizará 
cuantas actuaciones estime oportunas y necesarias para redistribuir, entre los profesionales que 
hayan intervenido, el importe de la compensación. 
 

Artículo 39. Insostenibilidad de la pretensión 

1. Cuando el Abogado o Abogada designada para un proceso considere insostenible la pretensión que 
haya motivado la solicitud de asistencia jurídica gratuita, deberá comunicarlo a la Comisión de 
Asistencia Jurídica Gratuita dentro de los quince días siguientes a su designación, mediante la 
presentación de un informe debidamente motivado en el que exponga los argumentos jurídicos en los 
que fundamenta su decisión, tramitándose a continuación conforme a lo previsto en los artículos 32 a 
35 de la Ley 1/1996, de 10 de enero. 

Este mismo procedimiento se seguirá cuando se trate de interponer recursos contra resoluciones que 
hayan puesto fin al proceso en la instancia correspondiente, si el Abogado o Abogada de la persona 
recurrente considerase inviable la pretensión, conforme a lo dispuesto en el artículo 35 de la Ley 
1/1996, de 10 de enero. 

2. A efectos de la organización de los turnos, el Abogado o Abogada que emita el informe de 
insostenibilidad mantendrá el mismo orden de prelación que le correspondía antes de su designación, 
cuando se den las circunstancias dispuestas en el artículo 34 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, 
relativo al nombramiento de un segundo abogado. 

 

Artículo 40. Obligaciones profesionales 

1. Los profesionales designados de oficio desempeñarán sus funciones de forma real y efectiva hasta 
la finalización del procedimiento en la instancia judicial de que se trate, y, en su caso, la ejecución de 
las sentencias si las actuaciones procesales en esta última fase se produjeran dentro de los dos años 
siguientes a la resolución judicial dictada en la instancia, salvo las excepciones que se establezcan 
reglamentariamente, y sin perjuicio del efecto de las causas de renuncia o excusa que estén previstas 
en la ley. Transcurrido el plazo anterior, las designaciones realizadas se entenderán sin efecto, 
procediendo la designación de nuevo o nueva profesional solamente si se reconoce de nuevo a la 
persona interesada el derecho a la asistencia jurídica gratuita. 

2. Para la prestación del servicio de asistencia letrada a la persona detenida o presa no será 
necesario que ésta acredite previamente carecer de recursos económicos, pero el Abogado o Abogada 
que le asista deberá informarle sobre su derecho a solicitar la asistencia jurídica gratuita, así como de 
su obligación de abonar los honorarios devengados por los servicios efectivamente prestados si no 
insta el reconocimiento de la asistencia jurídica gratuita o no se le concede o, concediéndosele, 
procede luego el reintegro económico conforme a lo previsto en el artículo 36 de la Ley de Asistencia 
Jurídica Gratuita. 
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Artículo 41. Obligaciones colegiales 

Son obligaciones de los Colegios de Abogados y de los Colegios de Procuradores: 

a) Velar del correcto funcionamiento de los turnos de asistencia letrada y de oficio, así como del 
Servicio de Orientación Jurídica y del cumplimiento de sus funciones con criterios de eficacia y 
celeridad. 

b) Actuar de forma coordinada para las designaciones de Abogado y, en su caso, de Procurador 
según lo previsto en el presente Reglamento. 

c) Distribuir las cantidades que reciban a través del Consejo Andaluz de Abogados o de Procuradores, 
según los casos y que se devenguen por los profesionales en la prestación de la asistencia jurídica 
gratuita. 

d) Facilitar a las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita las relaciones en soporte informático de 
los colegiados ejercientes adscritos a los servicios de justicia gratuita, con indicación de su domicilio 
profesional y, en su caso, su adscripción a los turnos especializados, con respeto a la legislación 
sobre protección de datos de carácter personal. 

e) Adoptar las medidas necesarias para que los profesionales del servicio de orientación jurídica 
faciliten los modelos normalizados de solicitud a las personas interesadas, auxiliándoles en su 
correcta cumplimentación. 

f) Adecuarse a los sistemas informáticos que, a fin de agilizar la tramitación de los procedimientos 
para el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita, establezca mediante Orden la 
Consejería competente en materia de justicia. A estos efectos, se tendrán en cuenta los convenios 
suscritos con el Consejo General de la Abogacía Española y los Consejos Andaluces de Colegios de 
Abogados y de Procuradores de los Tribunales para el uso conjunto de nuevas tecnologías. 

g) Verificar que los profesionales que presten los servicios de asistencia jurídica gratuita cumplan los 
requisitos de formación establecidos en las normas sobre asistencia jurídica gratuita y exigir su 
observancia. 

h) Las demás previstas en este Reglamento. 
 

Artículo 42. Coordinación entre los Colegios de Abogados y de 
Procuradores 

Los Colegios de Abogados y Procuradores de un mismo ámbito territorial actuarán de manera 
coordinada para efectuar las designaciones de Abogado o Abogada y de Procurador y Procuradora 
que procedan en cada caso y adoptarán las medidas necesarias para asegurar la efectiva y mutua 
comunicación de las renuncias de los o las profesionales a la percepción de honorarios y derechos y 
de las personas interesadas a las designaciones de oficio. 
 



 

148 

Artículo 43. Responsabilidad patrimonial de los colegios de Abogados y 
Procuradores de los Tribunales 

1. Conforme establece el artículo 26 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, en lo que afecta al 
funcionamiento de los servicios de asistencia jurídica gratuita, los Colegios de Abogados y 
Procuradores estarán sujetos a los principios de responsabilidad patrimonial establecidos para las 
Administraciones Públicas por la Ley 30/1992 de 26 de noviembre. 

2. La anulación o modificación de las decisiones adoptadas por los Colegios Profesionales respecto 
de las designaciones provisionales de los y las profesionales que sean acordadas por la Comisión de 
Asistencia Jurídica Gratuita en el momento de dictar resolución o por los órganos judiciales que 
resuelvan las impugnaciones previstas en el artículo 20 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita, no 
suponen en sí mismo título de imputación de responsabilidad patrimonial de los Colegios 
Profesionales. 

3. La tramitación de las reclamaciones de indemnización por los daños producidos por el 
funcionamiento de los servicios colegiales de asistencia jurídica gratuita se ajustará, en lo que sea de 
aplicación, a lo establecido en el Reglamento de los procedimientos de las Administraciones Públicas 
en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado por Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, 
con las siguientes especialidades: 

a) El procedimiento de reclamación de indemnización se iniciará mediante solicitud de persona 
interesada, que se dirigirá y presentará ante el Colegio profesional correspondiente. 

b) La resolución final, acordando o desestimando la indemnización reclamada será adoptada por la 
Junta de Gobierno del Colegio respectivo, previo dictamen del Consejo Consultivo de Andalucía, 
cuando fuere preceptivo en función de la cuantía conforme a la normativa reguladora de dicho 
Consejo. Contra dicha resolución cabrá recurso ante el Consejo Andaluz del Colegio de Abogados o de 
Procuradores, según los casos, en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente al de su 
notificación. 
 

Artículo 44. Quejas y reclamaciones 

1. De conformidad con el artículo 41 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, las quejas o reclamaciones 
formuladas como consecuencia de las actuaciones de los profesionales encargados de los servicios 
colegiales de asistencia jurídica gratuita deberán ser presentadas ante la Comisión de Asistencia 
Jurídica Gratuita, quien dará traslado de las mismas a los Colegios correspondientes, sin perjuicio de 
cualquier otra acción que pudiera ejercitar la persona solicitante. 

2. Los Colegios comunicarán a las Comisiones las resoluciones y medidas adoptadas como 
consecuencia de los expedientes disciplinarios que, en su caso, fueran incoados. Dichas resoluciones 
podrán recurrirse por las Comisiones mediante la interposición del correspondiente recurso ante los 
Consejos Andaluces de Colegios de Abogados o de Procuradores, según los casos. 
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CAPÍTULO VII   Compensación económica por los servicios  
          de asistencia jurídica gratuita 

Artículo 45. Objeto de la compensación económica 

Serán objeto de compensación económica: 

a) Las actuaciones profesionales realizadas en el turno de guardia para prestación del servicio de 
asistencia letrada a la persona imputada, detenida o presa, así como, para los casos específicos en 
los que expresamente se regule, la asistencia letrada al beneficiario o beneficiaria de la justicia 
gratuita. 

b) Las actividades que se realicen por los profesionales correspondientes para la defensa y 
representación gratuitas en el turno de oficio. 

c) Los gastos de funcionamiento de los servicios de orientación jurídica y de asistencia jurídica 
gratuita de los Colegios de Abogados y Procuradores de los Tribunales de Andalucía y de los Consejos 
de Abogados o de Procuradores. 
 

Artículo 46. Compensación económica por turno de guardia 

La Consejería competente en materia de justicia determinará mediante Orden los baremos aplicables 
a la compensación económica por servicio de guardia de 24 horas, estableciendo un módulo para la 
guardia con prestación efectiva de la actuación y otro diferente para la guardia en la que no se 
hubiese efectuado ninguna intervención, compensándose en este último caso el haber permanecido 
en disponibilidad. 
 

Artículo 47. Liquidación y forma de pago de la compensación económica 
por turno de guardia 

1. En el primer trimestre de cada año natural se tramitará el pago al Consejo Andaluz de Colegios de 
Abogados, de acuerdo con el calendario de pagos que se apruebe por la Dirección General 
competente en materia de tesorería previa propuesta de la Consejería competente en materia de 
justicia, el setenta y cinco por ciento de la cantidad total estimada para sufragar las actuaciones 
profesionales del turno de guardia que hayan de realizarse en el ejercicio económico, y que se 
determinará de conformidad con lo prevenido en el artículo 36 del presente Reglamento. 

Una vez percibidos dichos fondos el Consejo Andaluz de Colegios de Abogados deberá distribuirlos 
entre los Colegios de Abogados en función de las cantidades que les correspondan a cada uno de 
ellos de conformidad con lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento. 

2. Antes de la finalización del último trimestre de cada año natural, la Consejería competente en 
materia de justicia tramitará el pago de la cantidad restante o, en su caso, se procederá al reintegro 
de las cantidades anticipadas que procedan. 

3. Los abogados y abogadas acreditarán ante sus respectivos Colegios, o directamente en el sistema 
informático de gestión de justicia gratuita, y en el plazo máximo de un mes las actuaciones que hayan 
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realizado durante el turno de guardia, según modelo que se establecerá en la Orden por la que se 
establecen los baremos, a la que se refiere el artículo 46. 

4. Por trimestres vencidos los Colegios de Abogados a través del Consejo Andaluz de Colegios de 
Abogados remitirán ante la Consejería competente en materia de justicia la certificación de las 
asistencias efectivamente realizadas por sus profesionales. 

5. Para tramitación del abono a que hace referencia el apartado 2 del presente artículo, deberán 
haberse acreditado, mediante la certificación de las actuaciones efectivamente realizadas, al menos 
los dos primeros trimestres de cada año natural. 

6. Las cantidades abonadas para atender las finalidades referidas en el presente artículo deberán 
ingresarse en cuentas separadas por el Consejo Andaluz de Colegios de Abogados y por los Colegios, 
bajo la denominación «Servicio de Asistencia Jurídica Gratuita». 

7. Los intereses que, en su caso, devenguen dichas cuentas, serán aplicados a los gastos de 
funcionamiento de los servicios de asistencia jurídica gratuita y orientación jurídica. 
 

Artículo 48. Justificación de los servicios prestados en turno de guardia 

Los Colegios de Abogados, a través del Consejo Andaluz de Colegios de Abogados, aportarán para la 
certificación a que se refiere el apartado 4 del artículo anterior la relación detallada de los turnos de 
guardia, especificándose el número de colegiado de los letrados adscritos a los mismos, las guardias 
prestadas durante ese período e importes percibidos por cada profesional por la prestación del 
servicio conforme a los baremos a que se refiere el artículo 46. 
 

Artículo 49. Compensación económica por turno de oficio 

1. La Consejería competente en materia de justicia procederá a la compensación económica de las 
actuaciones correspondientes a la defensa y representación gratuitas llevadas a cabo por los 
profesionales adscritos al turno de oficio. 

Las actuaciones a que se refiere el párrafo anterior serán compensadas económicamente siempre 
que tengan por destinatarios a quienes obtengan el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica 
gratuita. 

2. El importe de la compensación que corresponde a los profesionales designados de oficio por las 
actuaciones realizadas se determinará conforme a las bases económicas y módulos que se aprueben 
mediante Orden de la Consejería competente en materia de justicia. 

Los profesionales designados de oficio devengarán la compensación económica correspondiente a su 
actuación en los términos y porcentajes que se establezcan en la Orden contemplada en el párrafo 
anterior, una vez se haya realizado el cumplimiento de los trámites que para cada procedimiento se 
establezcan en aquella. 
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Artículo 50. Liquidación de la compensación económica por turno de oficio 

1. Los profesionales procederán a la liquidación de las cantidades que se les deben abonar, conforme 
a lo previsto en el artículo anterior, en el plazo máximo de tres meses a partir de la finalización del 
correspondiente trámite o procedimiento. 

2. La liquidación se presentará bien a través del sistema informático común que se establezca por 
Orden de la Consejería competente en materia de justicia, o bien en otro soporte ante el Colegio 
profesional correspondiente, siendo en este último caso responsabilidad de dicho Colegio Profesional 
el traslado de los datos necesarios al referido sistema. 
 

Artículo 51. Verificación de los servicios prestados en el turno de oficio 

1. Se establecerán los medios telemáticos a través de los cuales la Consejería competente en materia 
de justicia podrá verificar la efectiva realización de las actuaciones que dan derecho a las 
compensaciones correspondientes. 

2. A los efectos de su verificación, los profesionales harán constar en su liquidación la identificación 
del proceso para el que fueron designados, de conformidad con la numeración asignada por los 
sistemas informáticos que determine la Consejería competente en materia de justicia mediante 
Orden, especificando en su caso los pronunciamientos en costas que se hayan producido y las 
posibles indemnizaciones o beneficios obtenidos por la persona que tenga reconocido el derecho a la 
asistencia jurídica gratuita. 

3. Los Colegios de Abogados, a través del Consejo Andaluz de Colegios de Abogados, aportarán para 
la certificación de los servicios por turno de oficio la relación detallada de dichos turnos, 
especificándose el número de colegiado de los letrados que hayan intervenido, las actuaciones 
prestadas durante los mismos e importes percibidos por cada profesional. 

4 Las actuaciones derivadas de los informes de insostenibilidad a que se refiere el artículo 39 y 
aquéllas que se realicen en sede administrativa habrán de ser verificadas mediante certificación por 
los Colegios correspondientes. 
 

Artículo 52. Abono de la compensación económica por turno de oficio 

Dentro del mes natural siguiente al de la finalización de cada trimestre, los Consejos andaluces de 
Colegios de Abogados o de Procuradores, según los casos remitirán, a la Consejería competente en 
materia de justicia las certificaciones emitidas por los Colegios correspondientes comprensivas de las 
actuaciones profesionales verificadas de conformidad con lo establecido en el artículo anterior, 
procediéndose a la tramitación del pago, que se efectuará de conformidad con el calendario de pagos. 
 

Artículo 53. Compensación económica por gastos de funcionamiento 

1. De conformidad con lo prevenido en el artículo 38 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, serán objeto 
de compensación económica a los Consejos y Colegios de Abogados y Procuradores de Andalucía, el 
coste que genere el funcionamiento operativo de los servicios de asistencia jurídica gratuita, los de 
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asesoramiento y orientación previos al proceso y de calificación provisional de las pretensiones 
solicitadas que efectúen aquellos. 

2. La Consejería competente en materia de justicia tramitará el pago a los Consejos andaluces de 
Colegios de Abogados y Procuradores para atender los gastos de funcionamiento por la cantidad 
correspondiente al 10 por 100 del coste económico generado por las actuaciones profesionales 
efectuadas en el año natural anterior. 
 

Artículo 54. Libramiento, forma de pago y justificación de la 
compensación económica por gastos de funcionamiento 

1. En el primer trimestre de cada ejercicio económico se abonará a los Consejos Andaluces de 
Colegios de Abogados y Procuradores de los Tribunales de Andalucía el setenta y cinco por ciento de 
la cantidad indicada en el artículo anterior, debiéndose abonar el veinticinco por ciento restante en el 
último trimestre de cada ejercicio de acuerdo con el calendario de pagos o, en su caso, el reintegro de 
las cantidades que procedan. 

Una vez percibidos dichos fondos, los Consejos Andaluces de Colegios de Abogados y de 
Procuradores de los Tribunales distribuirán entre los respectivos Colegios las cantidades que les 
correspondan proporcionalmente a los importes a que asciendan las actuaciones acreditadas por sus 
colegiados así como por los gastos de funcionamiento. 

2. Independientemente del importe establecido en el articulo 53, los intereses que, en su caso, 
devenguen estas cantidades se aplicarán a los gastos derivados del funcionamiento de los servicios de 
asistencia jurídica gratuita y de la prestación de los servicios de orientación jurídica de los Consejos y 
Colegios de Abogados o de Procuradores, según los casos. 

3. Los Consejos y los Colegios de Abogados y Procuradores certificarán las cantidades percibidas 
para sufragar los gastos de funcionamiento de los servicios de asistencia jurídica gratuita y para la 
prestación de los servicios de orientación jurídica con expresión de su íntegra aplicación a esa 
finalidad. 

 

CAPÍTULO VIII Asistencia Pericial Gratuita 

Artículo 55. Contenido de la prestación 

La Consejería competente en materia de justicia tramitará el pago de los honorarios devengados por 
los y las profesionales a las que se refiere el segundo párrafo del artículo 6.6 de la Ley 1/1996, de 10 
de enero, excepto en los siguientes casos: 

a) Cuando en la sentencia que ponga fin al proceso haya pronunciamiento sobre costas a favor de la 
persona titular del derecho a la asistencia jurídica gratuita. 

b) Cuando, venciendo en el pleito la persona titular del derecho a la asistencia jurídica gratuita y no 
existiendo en la sentencia pronunciamiento expreso sobre costas, los beneficios obtenidos por aquélla 
en el procedimiento superen en tres veces la cuantía de las costas causadas en su defensa. 
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Artículo 56. Peritos pertenecientes a la Administración autonómica 

1. Cuando la asistencia pericial gratuita a que se refiere el artículo 6.6 de la Ley de la Ley de 
Asistencia Jurídica Gratuita deba ejercerse por funcionarios o funcionarias, organismos o servicios 
técnicos dependientes de la Administración autonómica andaluza, corresponderá a las Delegaciones 
de la Consejería competente en la materia de justicia previo requerimiento del órgano jurisdiccional 
que esté conociendo del proceso en que se haya admitido la prueba pericial propuesta por la parte 
beneficiaria de la asistencia jurídica gratuita, facilitar la persona u organismo que reúna los 
conocimientos que la pericia precise. 

2. Dichas Delegaciones darán traslado del requerimiento al que se refiere el apartado anterior a la 
Delegación Provincial de la Consejería competente por razón de la materia a que se refiera la pericia 
requerida, para que designe la persona u organismo que deba realizarla de entre los funcionarios o 
funcionarias, organismos o servicios técnicos dependientes de ella. 
 

Artículo 57. Peritos privados 

1. Para que proceda, conforme al segundo párrafo del artículo 6.6 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, 
la asistencia pericial gratuita prestada por profesionales técnicos privados, se requerirá: 

a) Inexistencia de profesionales técnicos en la materia de que se trate dependientes de los órganos 
jurisdiccionales o de las Administraciones públicas o, aun existiendo estos últimos, no cuenten con 
disponibilidad efectiva en el momento del requerimiento del órgano jurisdiccional, o cuando la 
Administración sea parte interesada en el procedimiento. 

b) Resolución motivada de la persona titular del órgano judicial competente por la que se estime 
pertinente la concreta actuación pericial. 

2. Mediante Orden de la Consejería competente en materia de justicia se determinará la cuantía 
económica y forma de pago de la retribución a profesionales técnicos privados por la realización de 
pruebas periciales en procesos respecto de los que se haya solicitado y obtenido el reconocimiento 
del derecho a la asistencia jurídica gratuita, así como los criterios para su abono. 
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 DECRETO 1/2009, de 7 de enero, por el que se 
regula la elaboración y contenido del informe anual 

sobre el conjunto de actuaciones llevadas a cabo  
en materia de violencia de género 

 

El Estatuto de Autonomía para Andalucía dispone en su artículo 16 que las mujeres tienen derecho a 
una protección integral contra la violencia de género, que incluirá medidas preventivas, medidas 
asistenciales y ayudas públicas. 

La Ley 13/2007, de 26 de noviembre, de Medidas de Prevención y Protección Integral contra la 
Violencia de Género responde al desarrollo específico de las estrategias contra la violencia de género, 
y constituye el reconocimiento de los derechos de las mujeres en orden a su protección y atención 
con el objetivo de conseguir la plena recuperación de las víctimas y facilitarle su salida del ciclo de la 
violencia. 

El artículo 4.a) de la Ley 13/2007, de 26 de noviembre, establece que la actuación de los poderes 
públicos de Andalucía tendente a la erradicación de la violencia de género deberá inspirarse, entre 
otros fines y principios, en desarrollar y aplicar políticas y acciones con un enfoque multidisciplinar, a 
través de acciones institucionales coordinadas y transversales, de forma que cada poder público 
implicado defina acciones específicas desde su ámbito de intervención de acuerdo con modelos de 
intervención globales. 

Asimismo, el artículo 7 de la citada Ley establece que la Consejería competente en materia de 
igualdad desarrollará los instrumentos específicos necesarios para observar y evaluar la efectividad de 
las medidas destinadas a la prevención y erradicación de la violencia de género. 

Por otro lado, la disposición adicional primera de la Ley 13/2007, de 26 de noviembre, establece que 
la Consejería competente en materia de igualdad elaborará un informe anual, en los términos que 
reglamentariamente se determine, sobre el conjunto de actuaciones llevadas a cabo por las 
Consejerías implicadas en materia relacionadas con la violencia de género, el cual se presentará en el 
Parlamento Andaluz. 

En su virtud, en el ejercicio de las atribuciones conferidas por la disposición final primera de la Ley 
13/2007, de 26 de noviembre, y los artículos 21.3, 27.9 y 44.1 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, 
del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, a propuesta de la Consejera para la Igualdad 
y Bienestar Social, de acuerdo con el Consejo Consultivo de Andalucía, y previa deliberación del 
Consejo de Gobierno en su reunión del día 7 de enero de 2009, 
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DISPONGO 

Artículo 1. Objeto 

Mediante el presente Decreto se regula el contenido y el procedimiento de elaboración del informe 
anual sobre el conjunto de actuaciones llevadas a cabo por las Consejerías de la Junta de Andalucía 
implicadas en materia de violencia de género. 

Artículo 2. Competencia para la elaboración del informe 

1. La elaboración del Informe se llevará a cabo por la Consejería competente en materia de igualdad 
que lo elevará al Consejo de Gobierno para su aprobación. 

2. Para la elaboración del informe, la Consejería competente en materia de igualdad desarrollará las 
siguientes funciones: 

a) La recopilación de la información relativa a las actuaciones llevadas a cabo por las Consejerías en 
materia relacionada con la violencia de género, en lo que se refiere a la investigación, sensibilización, 
prevención, atención, asistencia y recuperación de las víctimas. 

b) La elevación del Informe al Consejo de Gobierno para su aprobación. 

c) La presentación del Informe a la Comisión institucional de coordinación y seguimiento de acciones 
para la erradicación de la violencia de género, prevista en el artículo 58 de la Ley 13/2007, de 26 de 
noviembre, para su toma en conocimiento. 
 

Artículo 3. Contenido del informe 

El informe tendrá el siguiente contenido: 

a) Las actuaciones de la Administración de la Junta de Andalucía relacionadas con la aplicación de la 
Ley 13/2007, de 26 de noviembre, de Medidas de Prevención y Protección Integral contra la 
Violencia de Género. 

b) Las actuaciones contempladas en el Plan Integral de Sensibilización y Prevención contra la 
violencia de género previsto en el artículo 8 de la Ley 13/2007, de 26 de noviembre. 

c) El resultado del seguimiento y evaluación de las actuaciones y medidas puestas en marcha por los 
órganos y entidades competentes en violencia de género de la Administración de la Junta de 
Andalucía. 

d) Cualquier otra información sobre las medidas adoptadas por los órganos y entidades competentes 
en violencia de género de la Administración de la Junta de Andalucía, para la prevención y 
erradicación de la violencia de género. 

Las actuaciones y medidas mencionadas corresponderán al año al que se refiere el informe. 
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Artículo 4. Procedimiento de elaboración y aprobación 

1. Las Consejerías, previa solicitud, remitirán al centro directivo competente, durante los meses de 
enero a abril de cada año, la información relativa a las actuaciones y medidas a las que se refiere el 
artículo 3. 

2. Una vez elaborado el informe se remitirá al Consejo de Gobierno para su aprobación y remisión al 
Parlamento Andaluz. 
 

Disposición final primera. Desarrollo 

Se faculta a la Consejera para la Igualdad y Bienestar Social para dictar las disposiciones que sean 
necesarias para el desarrollo del presente Decreto. 
 

Disposición final segunda. Entrada en vigor 

El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la 
Junta de Andalucía. 
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 DECRETO 72/2009, de 31 de marzo, por el que se 
regula la Comisión institucional de Andalucía de 
coordinación y seguimiento de acciones para la 

erradicación de la Violencia de Género 
 

La Comunidad Autónoma de Andalucía asume en su Estatuto de Autonomía un fuerte compromiso en 
la erradicación de la violencia de género y en la protección integral a las mujeres, al establecer, en su 
artículo 16, el derecho a una protección integral contra la violencia de género, que incluirá medidas 
preventivas, medidas asistenciales y ayudas públicas. 

El artículo 73.2 del Estatuto de Autonomía dispone que corresponde a la Comunidad Autónoma la 
competencia compartida en materia de lucha contra la violencia de género, la planificación de 
actuaciones y la capacidad de evaluación y propuesta ante la Administración Central. 

El Gobierno de Andalucía, consciente de que la violencia de género constituye un obstáculo para el 
pleno desarrollo de las mujeres y de la construcción de una sociedad igualitaria, ha ido aprobando 
sucesivos planes para la erradicación de la violencia hacia las mujeres, de acuerdo con las directrices 
de los organismos internacionales y estatales, que contemplan la eliminación de la violencia de 
género desde el enfoque multidisciplinar y coordinado de los distintos ámbitos de actuación. 

De esta forma, la coordinación de las instituciones responsables de la atención a las mujeres y de la 
prevención de la violencia de género ha sido uno de los ejes primordiales en la acción del Gobierno 
Andaluz en el desarrollo de los Planes de Acción contra la Violencia hacia las Mujeres. Por ello, el 26 
de noviembre de 1998, las instituciones con competencia en materia de lucha contra la violencia de 
género en Andalucía, adoptaron el «Procedimiento de Coordinación para la Atención a las Mujeres 
Víctimas de Malos Tratos y Agresiones Sexuales » y fue suscrito por las Consejerías de la Presidencia, 
de Gobernación y Justicia, de Salud y de Asuntos Sociales de la Junta de Andalucía, la Delegación del 
Gobierno en Andalucía, el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía y la Federación Andaluza de 
Municipios y Provincias. 

El artículo 32.1 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral 
contra la Violencia de Género, establece que «los poderes públicos elaborarán planes de colaboración 
que garanticen la ordenación de sus actuaciones en la prevención, asistencia y persecución de los 
actos de violencia de género, que deberán implicar a las Administraciones Sanitarias, la 
Administración de Justicia, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y a los Servicios Sociales y 
Organismos de Igualdad». 

En el marco de la citada Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, surge el «Acuerdo por el que se 
aprueba el Procedimiento de Coordinación Institucional para la Prevención de la Violencia de Género y 
Atención a las Víctimas en Andalucía », suscrito el 24 de noviembre de 2005 y que contiene los 
compromisos adquiridos por las Consejerías de Gobernación, Justicia y Administración Pública, de 
Salud y para la Igualdad y Bienestar Social de la Junta de Andalucía, la Delegación del Gobierno en 
Andalucía, el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, la Fiscalía Delegada contra la violencia de 
género y la Federación Andaluza de Municipios y Provincias, para combatir la violencia de género en 
Andalucía. 
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La Ley 13/2007, de 26 de noviembre, de Medidas de Prevención y Protección Integral contra la 
Violencia de Género, responde a la necesidad de establecer las medidas e instrumentos para la 
sensibilización, así como las estrategias contra la violencia de género, mediante actuaciones de 
prevención y de protección integral a las mujeres que se encuentren en esta situación, incluidas las 
acciones de detección, atención y recuperación. 

El artículo 58 de la Ley 13/2007, de 26 de noviembre, crea la Comisión institucional de Andalucía de 
coordinación y seguimiento de acciones para la erradicación de la violencia de género, con el objeto 
de coordinar, impulsar y evaluar las acciones y medidas que se desarrollen en Andalucía contra la 
violencia de género, y en la que participan miembros de todas las Consejerías que compongan el 
Consejo de Gobierno, representantes de las entidades locales y de las asociaciones de mujeres. 
Entendiendo que el avance en la lucha contra la violencia de género requiere de la implicación de 
toda la sociedad, en este Decreto se prevé la incorporación de otras entidades que desempeñen 
labores de sensibilización, prevención, atención, asistencia y recuperación de las víctimas de violencia 
de género. 

El presente Decreto viene a dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 58.3 de la Ley 13/2007, 
de 26 de noviembre, que establece que el funcionamiento de la mencionada Comisión se desarrollará 
reglamentariamente. 

Por su parte, y en la misma línea, el Decreto 122/2008, de 29 de abril, por el que se establece la 
estructura orgánica de la Consejería para la Igualdad y el Bienestar Social, crea la Dirección General 
de Violencia de Género. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 11 del citado Decreto, 
corresponden a la Dirección General de Violencia de Género con carácter general, las funciones 
atribuidas en el artículo 30 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de 
Andalucía, así como las que se deriven de la Ley 13/2007, de 26 de noviembre, y de manera 
especial la coordinación de todas las actuaciones en materia de violencia de género competencia de 
la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

 

En su virtud, a propuesta de la Consejera para la Igualdad y Bienestar Social, en ejercicio de la 
competencia prevista en los artículos 27.9 y 44.1 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, y de la Disposición final primera de la Ley 13/2007, de 26 
de noviembre, de Medidas de Prevención y Protección Integral contra la Violencia de Género, oído el 
Consejo Consultivo de Andalucía, y previa deliberación del Consejo de Gobierno en su reunión del día 
31 de marzo de 2009, 

 

DISPONGO 

Artículo 1. Objeto 

El presente Decreto tiene por objeto regular las funciones, composición, organización y 
funcionamiento de la Comisión institucional de Andalucía de coordinación y seguimiento de acciones 
para la erradicación de la violencia de género. 
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Artículo 2. Naturaleza y adscripción 

1. La Comisión institucional es el órgano colegiado de participación tanto administrativa como social, 
cuyo objeto será coordinar, impulsar y evaluar las acciones y medidas que se desarrollen en 
Andalucía contra la violencia de género. 

2. La Comisión institucional se adscribe a la Consejería competente en materia de igualdad. 
 

Artículo 3. Funciones de la Comisión institucional 

Para el cumplimiento de sus fines la Comisión institucional tendrá las siguientes funciones: 

a) Promover la colaboración y cooperación de las Administraciones Públicas y entidades implicadas. 

b) Tener conocimiento de las acciones y medidas que se lleven a cabo en el marco del Plan Integral 
de Sensibilización y Prevención contra la Violencia de Género regulado en el artículo 8 de la Ley 
13/2007, de 26 de noviembre, de medidas de prevención y protección integral contra la violencia de 
género. 

c) Tener conocimiento del Informe Anual sobre actuaciones llevadas a cabo por las Consejerías 
implicadas en materia de violencia de género, según lo dispuesto en la Disposición Adicional primera 
de la Ley 13/2007, de 26 de noviembre. 

d) Fomentar el desarrollo de acciones de información, análisis, elaboración y difusión de información 
contra la violencia de género. 

e) Presentar iniciativas y formular recomendaciones para erradicar la violencia de género en relación 
con los planes o programas de actuación de las Administraciones Públicas y entidades implicadas. 

f) Analizar el seguimiento de las actuaciones de los poderes públicos destinadas a la erradicación de 
la violencia de género. 

g) Realizar cuantas actuaciones le sean encomendadas para el mejor cumplimiento de sus fines. 
 

Artículo 4. Composición 

1. La Comisión institucional estará compuesta por miembros de todas las Consejerías que 
compongan el Consejo de Gobierno, representantes de las entidades locales, de las asociaciones de 
mujeres más representativas en Andalucía, así como de otras asociaciones que desempeñen labores 
de sensibilización, prevención, atención, asistencia y recuperación de las víctimas de violencia de 
género en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

2. La Comisión institucional estará integrada por la Presidencia, la Vicepresidencia, las Vocalías y la 
Secretaría. 

3. En la composición de la Comisión institucional se respetará la representación equilibrada de 
hombres y mujeres de acuerdo con lo previsto en el artículo 11 de la Ley 12/2007, de 26 de 
noviembre, para la promoción de la igualdad de género en Andalucía, el artículo 135 de la Ley 
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Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de Reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía y el artículo 
16 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. 

 

Artículo 5. Presidencia, Vicepresidencia y Secretaría 

1. Ejercerá la Presidencia de la Comisión institucional, la persona titular de la Consejería con 
competencias en materia de igualdad.  

2. Ejercerá la Vicepresidencia de la Comisión institucional, la persona titular de la Dirección General 
de Violencia de Género, que sustituirá a la Presidencia en los casos de vacante, ausencia o 
enfermedad. 

3. La Secretaría de la Comisión institucional se ejercerá por una persona que tenga la condición de 
funcionario adscrita a la Consejería con competencias en materia de igualdad, que habrá de 
desempeñar una Jefatura de Servicio, nombrado por la persona titular de la Presidencia de la 
Comisión institucional y que actuará con voz pero sin voto. 
 

Artículo 6. Vocalías 

1. Desempeñarán las Vocalías de la Comisión institucional las siguientes personas: 

a) Una en representación de cada una de las Consejerías que componen el Consejo de Gobierno de la 
Junta de Andalucía, designada por la persona titular de la misma, con rango, al menos, de Dirección 
General. 

b) Dos en representación de la Federación Andaluza de Municipios y Provincias. 

c) Tres en representación de las asociaciones de mujeres con mayor implantación en Andalucía y 
experiencia en las labores de sensibilización, prevención, atención, asistencia y recuperación de las 
víctimas de violencia de género. 

d) Una en representación de otras asociaciones con experiencia en el desempeño de las labores 
relacionadas en la letra c) de este apartado. 

2. Las personas que ocupen las Vocalías serán nombradas por el plazo de cuatro años prorrogables, 
por la Presidencia de la Comisión institucional, a propuesta de la respectiva Consejería o entidad que 
representen. 

3. El Reglamento interno de funcionamiento de la Comisión institucional establecerá el régimen de 
sustituciones y suplencias de las personas que desempeñen la Vicepresidencia y las Vocalías por 
vacante, ausencia o enfermedad. 
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Artículo 7. Funcionamiento 

1. La Comisión institucional funcionará en pleno. 

2. El pleno de la Comisión institucional lo componen la Presidencia, la Vicepresidencia, la Secretaría y 
las Vocalías. 

3. El Pleno de la Comisión institucional se reunirá: 

a) En sesión ordinaria, al menos una vez al año. 

b) En sesión extraordinaria, cuando lo solicite al menos un tercio de sus integrantes. 

4. Las sesiones de la Comisión institucional serán convocadas por la Presidencia con, al menos, diez 
días de antelación, salvo por razones de urgencia, en cuyo caso el plazo podrá reducirse a cinco días. 
 

Artículo 8. Asistencia de personas expertas 

Podrán asistir a las sesiones de la Comisión institucional, con voz pero sin voto, aquellas personas 
expertas que invite la Presidencia al objeto de prestar asesoramiento a la Comisión. 
 

Artículo 9. Régimen jurídico 

La Comisión Institucional se regirá por lo dispuesto en este Decreto y en su Reglamento interno de 
funcionamiento, así como por lo dispuesto en el Capítulo II del Título IV de la Ley 9/2007, de 22 de 
octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía y en el Capítulo II del Título II de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común. 
 

Artículo 10. Indemnizaciones 

Las personas que integran la Comisión institucional ajenas a la Administración de la Junta de 
Andalucía y sus agencias administrativas percibirán las dietas e indemnizaciones que, por razón de su 
asistencia a las sesiones les correspondan conforme a la Disposición Adicional Sexta del Decreto 
54/1989, de 21 de marzo, sobre indemnizaciones por razón del servicio de la Junta de Andalucía. 

Estas indemnizaciones podrán abonarse a personas ajenas a la Junta de Andalucía y sus agencias 
administrativas que, no formando parte de la Comisión institucional, sean invitadas ocasionalmente a 
asistir a sus reuniones. 
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Disposición adicional única. Constitución de la Comisión 

La Comisión institucional de Andalucía se constituirá en el plazo máximo de dos meses contados a 
partir del día siguiente al de la publicación de este Decreto. 
 

Disposición final primera. Reglamento interno de funcionamiento 

En el plazo de cuatro meses a partir de la constitución de la Comisión institucional, ésta aprobará su 
propio Reglamento interno de funcionamiento, en los términos regulados en el artículo 91.2 de la Ley 
9/2007, de 22 de octubre. 
 

Disposición final segunda. Habilitación normativa 

Se faculta a la Consejera para la Igualdad y el Bienestar Social para llevar a cabo cuantas actuaciones 
sean necesarias en desarrollo de lo establecido en este Decreto. 
 

Disposición final tercera. Entrada en vigor 

El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la 
Junta de Andalucía. 
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 DECRETO 298/2010, de 25 de mayo, por el que  
se crea el Observatorio Andaluz de la Violencia  

de Género y se regula su composición  
y funcionamiento 

 

La violencia de género supone una manifestación de la desigualdad en la que viven las mujeres en 
todo el mundo y representa una clara conculcación de los derechos humanos, un serio obstáculo para 
el desarrollo humano y una manifestación de las relaciones históricas desiguales entre hombres y 
mujeres. 

El Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, consciente de que la violencia de género es un 
obstáculo para el pleno desarrollo de las mujeres y de la sociedad, ha impulsado importantes políticas 
públicas para su erradicación y ha promovido la igualdad, de acuerdo con lo establecido en el artículo 
16 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, en el que se reconoce el derecho de las mujeres a una 
protección integral contra la violencia de género, que incluirá medidas preventivas, medidas 
asistenciales y ayudas públicas.  

Por su parte, el artículo 73.2 del texto estatutario dispone que corresponde a la Comunidad Autónoma 
la competencia compartida en materia de lucha contra la violencia de género, la planificación de 
actuaciones y la capacidad de evaluación y propuesta ante la Administración central. Igualmente, 
establece que la Comunidad Autónoma podrá establecer medidas e instrumentos para la 
sensibilización sobre la violencia de género y para su detección y prevención, así como regular 
servicios y destinar recursos propios para conseguir una protección integral de las mujeres que han 
sufrido o sufren este tipo de violencia. 

La Ley 13/2007, de 26 de noviembre, de Medidas de Prevención y Protección Integral contra la 
Violencia de Género, responde al desarrollo específico de las estrategias contra la violencia de género 
marcadas en el Estatuto de Autonomía, e incorpora en su articulado la experiencia acumulada en 
nuestra Comunidad Autónoma en el desarrollo de planes de acción para avanzar en la erradicación de 
esta lacra social. 

Esta Ley integral, transversal y multidisciplinar incorpora el objetivo de la erradicación de la violencia 
como un eje que recorre todas las políticas públicas andaluzas, atendiendo no solo a las 
consecuencias sino de forma especial a las causas que la provocan. 

La violencia de género es un fenómeno extremadamente complejo, que requiere para su erradicación 
una importante labor investigadora que permita conocer la dimensión real de los diferentes aspectos 
sociales del fenómeno al que nos enfrentamos. Con este objetivo se hace preciso seguir fomentando 
desde el sector público una labor de reconocimiento permanente que se centre en las causas que 
originan el fenómeno de la violencia de género, así como en sus consecuencias, los factores de riesgo 
y su prevalencia social, para poder afrontarlas adecuadamente y preparar estrategias de prevención.  

Con este propósito, la Ley 13/2007, de 26 de noviembre, regula las actuaciones dirigidas a la 
investigación, sensibilización y prevención de la violencia de género en Andalucía, fomentando en su 
articulado aquellos estudios y líneas de investigación necesarias que permitan avanzar en el 
conocimiento de las causas, características y consecuencias de la violencia de género. 
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De esta forma, en el artículo 7 de la Ley 13/2007, de 26 de noviembre, se determina que la 
Consejería competente en materia de igualdad desarrollará los instrumentos específicos necesarios 
para observar y evaluar la efectividad de las medidas destinadas a la prevención y erradicación de la 
violencia de género. 

La realidad cambiante y compleja de la violencia contra las mujeres hace necesario crear un órgano 
que permita la observación sistemática del entorno, que haga más accesible los recursos públicos 
existentes en violencia de género y que proponga mejoras de actuación en la labor de los poderes 
públicos. 

Por ello, y en base al citado artículo 7 de la Ley 13/2007 de 26 de noviembre, se crea el Observatorio 
Andaluz de la Violencia de Género, como órgano colegiado de ámbito autonómico encargado de 
analizar la magnitud del fenómeno de la violencia de género, y su evolución, la evaluación del 
impacto, mediante indicadores homogéneos y los resultados de las políticas públicas que se 
desarrollen para actuar de forma eficaz ante este tipo de violencia. Igualmente será un órgano que 
avance hacia una mayor coordinación multisectorial, y más efectividad en la prevención integral, 
sirviendo para obtener un asesoramiento permanente en el diseño de estrategias de intervención, 
formación, participación y difusión contra la violencia de género.  
 

En su virtud, de conformidad con lo previsto en la disposición final primera de la Ley 13/2007, de 26 
de noviembre, a propuesta de la Consejera para la Igualdad y Bienestar Social, en ejercicio de la 
competencia prevista en el artículo 27.9 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, de acuerdo con el Consejo Consultivo de Andalucía, y previa 
deliberación del Consejo de Gobierno en su reunión del día 25 de mayo de 2010, 

 

DISPONGO 

Capítulo I Disposiciones generales 

Artículo 1. Objeto 

El presente Decreto tiene por objeto crear el Observatorio Andaluz de la Violencia de Género y regular 
sus funciones, composición, organización y funcionamiento. 
 

Artículo 2 . Naturaleza y adscripción 

1. El Observatorio Andaluz de la Violencia de Género es un órgano colegiado, de composición 
interdepartamental, con participación administrativa y social, y con funciones asesoras y de 
investigación en materia de violencia de género en Andalucía.  

2. El Observatorio Andaluz de la Violencia de Género estará adscrito a la Consejería con competencia 
en materias de igualdad a través del órgano directivo competente en materia de violencia de género. 
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Artículo 3. Funciones del Observatorio Andaluz de la Violencia de Género 

Para el cumplimiento de sus fines, el Observatorio Andaluz de la Violencia de Género tendrá atribuidas 
las siguientes funciones, que le son propias:  

a) Actuar como órgano de recogida, análisis y difusión de información relativa a la violencia de género, 
procedente de las Administraciones Públicas andaluzas y otras entidades públicas y privadas, con 
competencias en materia de violencia de género. 

b) Establecer mecanismos de observación y análisis de la evolución de la violencia de género, 
mediante la creación de un sistema de indicadores homogéneos para su evaluación, con el mayor 
grado de segregación posible, que incluya sistemáticamente la variable sexo, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 10 de la Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para la promoción de la igualdad 
de género en Andalucía.  

c) Formular recomendaciones y propuestas tendentes a mejorar los sistemas de información 
relacionados con la violencia de género, así como procedimientos integrados para la gestión de la 
violencia de género, con el objeto de mejorar la oferta de recursos para la prevención y eliminación de 
este fenómeno.  

d) Elaborar informes, estudios de investigación específicos y estadísticas sobre la violencia de género, 
con el fin de conseguir un diagnóstico lo más preciso posible sobre el fenómeno de la violencia de 
género, así como examinar las buenas practicas para contribuir a su erradicación. Los informes, 
estudios y propuestas considerarán de forma especial la situación de las mujeres con mayor riesgo de 
sufrir violencia de género que tengan otras problemáticas añadidas, tales como enfermedad mental, 
prostitución, mujeres inmigrantes, discapacidad, mayores sin recursos y mujeres con problemas de 
adicción. En cualquier caso, los datos contenidos en dichos informes, estudios y propuestas se 
consignarán con el mayor grado de desagregación posible, incluyendo la variable sexo. 

e) Asesorar en materia de violencia de género a la Administración de la Junta de Andalucía y demás 
instituciones implicadas en esta materia en el ámbito de Andalucía, así como constituir un foro de 
intercambio y comunicación sobre violencia de género, entre organismos públicos y la sociedad 
andaluza en general. 

f) Proponer la adopción de medidas tendentes a prevenir y erradicar la violencia de género y a mejorar 
la situación de las mujeres víctimas de la misma a la Comisión Institucional de Andalucía de 
coordinación y seguimiento de acciones para la erradicación de la violencia de género.  

g) Participar y mantener relaciones de cooperación y colaboración con otras instituciones, organismos 
y órganos autonómicos, nacionales e internacionales similares, fomentando y promoviendo 
encuentros entre profesionales y personas expertas en violencia de género. 

h) Colaborar en las campañas de sensibilización social llevadas a cabo por la Administración de la 
Junta de Andalucía en materia de violencia de género. 

i) Redactar anualmente una memoria sobre las actividades realizadas por el Observatorio, en la que 
se incluirán las recomendaciones que considere oportunas sobre las actuaciones a desarrollar en el 
futuro. 

j) Realizar cuantas actuaciones le sean encomendadas para el mejor cumplimiento de sus objetivos.  
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Artículo 4. Estructura 

El Observatorio Andaluz de la Violencia de Género funcionará en Pleno y en Comisión Permanente. 
 

Artículo 5. Grupos de Trabajo  

1. El Pleno del Observatorio Andaluz de la Violencia de Género podrá acordar la creación de grupos 
de trabajo, con carácter permanente o para cuestiones puntuales, previa aprobación de la mayoría de 
votos emitidos. 

2. El acuerdo de creación de cada grupo de trabajo deberá especificar su composición, las funciones 
que se le atribuyan y, en su caso, el plazo para su consecución. A estos grupos de trabajo podrán 
incorporarse, con voz, pero sin voto, personas expertas en razón de sus funciones, dedicación o 
conocimientos, en función de los temas que en ellos se traten.  

3. Las conclusiones a la que lleguen los grupos deberán ser elevadas a la Comisión Permanente para 
su aprobación. 
 

Artículo 6. Medios materiales 

La Consejería con competencias en materia de igualdad dotará al Observatorio Andaluz de la Violencia 
de Género de los medios materiales y personales necesarios para facilitar el efectivo funcionamiento y 
la eficacia en la gestión. 
 

Capítulo II Del Pleno 

Artículo 7. Composición 

1. El Pleno del Observatorio Andaluz de la Violencia de Género estará integrado por una Presidencia, 
una Vicepresidencia, las Vocalías y una Secretaría y se respetará la representación equilibrada de 
mujeres y hombres de acuerdo con lo previsto en el artículo 19.2 de la Ley 9/2007, de 22 de 
noviembre, de la Administración de la Junta de Andalucía. 

2. A las sesiones del Pleno podrán asistir, con voz pero sin voto, personas expertas que, en razón de 
sus funciones, dedicación o conocimientos, sean convocadas por la Presidencia.  
 

Artículo 8. Presidencia, Vicepresidencia y Secretaría 

1. Ejercerá la Presidencia del Observatorio Andaluz de Violencia de Género la persona titular de la 
Consejería con competencia en igualdad. 

2. Ejercerá la Vicepresidencia del Observatorio Andaluz de Violencia de Género, la persona titular del 
órgano directivo con competencias en violencia de género, que sustituirá a la Presidencia en caso de 
vacante, ausencia o enfermedad. 

3. La secretaría del Observatorio Andaluz de la Violencia de Género se ejercerá por una persona que 
tenga la condición de funcionaria adscrita a la Consejería con competencias en materia de igualdad, 
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con nivel orgánico de jefatura de servicio, nombrada por la persona titular de la Presidencia del 
Observatorio, y que actuará con voz pero sin voto.  

En los casos de vacante, ausencia, enfermedad u otras causas justificadas, la persona que ejerza la 
secretaría podrá ser sustituida por otra con la misma cualificación y requisitos de su titular, 
nombrada, asimismo, por la persona titular de la Presidencia del Observatorio, por el tiempo que se 
produzca la situación que da origen a la sustitución. 
 

Artículo 9. Vocalías 

1. Ostentarán las Vocalías del Observatorio personas en representación de órganos directivos de la 
Administración de la Junta de Andalucía y otras entidades públicas y privadas, con experiencia en el 
desempeño de alguna de las labores de sensibilización, prevención, atención, asistencia y 
recuperación de las víctimas de violencia de género. 

2. Desempeñarán las vocalías: 

a) Una persona en representación de cada una de las siguientes Consejerías o y entidades 
instrumentales de la Administración de la Junta de Andalucía con rango de, al menos, Director o 
Directora General: 

- Consejería competente en materia de economía. 
- Consejería competente en materia de gobernación y justicia. 
- Consejería competente en materia de educación. 
- Consejería competente en materia de hacienda y administración pública. 
- Consejería competente en materia de empleo. 
- Consejería competente en materia de salud. 
- Instituto Andaluz de la Mujer. 
- Instituto Andaluz de la Juventud. 
- Instituto de Estadística de Andalucía. 
- Centro de Estudios Andaluces 
- Consejo Audiovisual de Andalucía. 

b) Dos personas en representación de las Entidades Locales designadas por la asociación de 
municipios y provincias de ámbito andaluz más representativa. 

c) Una persona en representación de cada una de las siguientes entidades: 

- Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.  
- Fiscalía Superior de Andalucía. 
- Delegación del Gobierno de España en Andalucía. 
- Consejo Andaluz de Colegios de Abogados. 
- Colegios de psicólogos y psicólogas de Andalucía oriental y Andalucía occidental, pudiendo   
establecer régimen de rotación entre ellos para la designación de la persona que los represente.  

- Colegios de trabajadores sociales de Andalucía. 
- Consejo Andaluz de Colegios de Médicos. 
- Consejo Andaluz de Enfermería. 
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d) Diez personas representantes de los agentes sociales y económicos, organizaciones y asociaciones 
cívicas, que se distribuirán de la siguiente forma: 

- Tres personas representantes de las asociaciones andaluzas de mujeres con mayor implantación  
en Andalucía y amplia experiencia en las labores de sensibilización, prevención, atención, asistencia 
y recuperación de las víctimas de violencia de género. 

- Dos personas representantes de las organizaciones sindicales más representativas de Andalucía.  
- Una persona representante de la organización empresarial más representativa de Andalucía. 
- Una persona representante de organizaciones de personas con discapacidad en Andalucía.  
- Una persona representante de las organizaciones que trabajan en el ámbito de la inmigración  
en Andalucía. 

e) Dos personas expertas en materia de violencia de género designadas por la Presidencia del 
Observatorio Andaluz de la Violencia de Género. 

3. Las personas que ocupan las vocalías serán nombradas por el plazo de cuatro años prorrogables, 
por la Presidencia del Observatorio Andaluz de la Violencia de Género, a propuesta de la Consejería o 
entidad que representen.  

4. El Reglamento interno de funcionamiento establecerá el régimen de sustituciones, suplencias y 
cese de las personas que desempeñen la Vicepresidencia y las Vocalías por vacante, ausencia o 
enfermedad. 
 

Artículo 10. Funciones 

Para el cumplimiento de sus fines, el Pleno del Observatorio Andaluz de la Violencia de Género tendrá 
atribuidas las funciones previstas en el artículo 3 del presente Decreto para el Observatorio. 
 

Artículo 11. Funcionamiento  

1. El Pleno se reunirá en sesión ordinaria, una vez al año y, en sesión extraordinaria, a iniciativa de la 
Presidencia o cuando lo solicite, al menos, la mitad de sus miembros. 

2. Las sesiones serán convocadas por la Presidencia, al menos, con 30 días de antelación, salvo por 
razones de urgencia, en cuyo caso el plazo podrá reducirse a diez días. Las sesiones se regirán por lo 
dispuesto en el Reglamento interno de funcionamiento del Observatorio y, en su defecto, por lo 
dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y en la Ley 9/2007, de 22 de noviembre, de la 
Administración de la Junta de Andalucía 
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Capítulo III De la Comisión permanente 

Artículo 12. Composición 

1. La Comisión permanente es el órgano ejecutivo del Observatorio y estará constituido por una 
presidencia, hasta quince vocalías y una secretaría, y en su composición se respetará la 
representación equilibrada de hombres y mujeres. 

2. La presidencia de la Comisión permanente corresponderá a la persona titular del órgano directivo 
con competencias en violencia de género, que ejerce la vicepresidencia en el pleno del Observatorio. 

3. En todo caso, formarán parte de la Comisión permanente las siguientes vocalías, elegidas de entre 
las que formen parte del Pleno: 

a) Una persona que represente a la Consejería con competencias en materia de justicia, con 
especialización en violencia de género. 

Podrán asistir, previa convocatoria, a las reuniones de la Comisión Permanente, las personas que 
representen al resto de Consejerías, cuando en el orden del día figuren asuntos de su competencia.  

b) Una persona en representación de la Delegación del Gobierno de España en Andalucía. 

c) Una persona en representación del Instituto Andaluz de la Mujer. 

d) Una persona en representación de los Ayuntamientos.  

e) Una persona en representación del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía. 

f) Una persona en representación de la Fiscalía Superior de Andalucía. 

g) Una persona en representación de las organizaciones empresariales.  

h) Una persona en representación de las organizaciones sindicales que formen parte del pleno, 
pudiendo establecerse un sistema de rotación entre las mismas. 

i) Dos personas en representación de las asociaciones andaluzas de mujeres con mayor implantación 
en Andalucía y amplia experiencia en las labores de sensibilización, prevención, atención, asistencia y 
recuperación de las víctimas de violencia de género que formen parte del pleno, pudiendo 
establecerse un sistema de rotación entre las mismas. 

j) Una persona en representación del resto de asociaciones que formen parte del pleno, pudiendo 
establecerse un sistema de rotación entre las mismas. 

4. Las personas que ocupen las vocalías en la Comisión Permanente deberán ser designadas por el 
organismo al que representen. 

5. La secretaría con voz pero sin voto corresponderá a la persona titular de la secretaría del Pleno del 
Observatorio. 
 



 

170 

Artículo 13. Funciones 

A la Comisión Permanente le corresponderá las siguientes funciones: 

a) El seguimiento ordinario de las funciones encomendadas al Observatorio de la Violencia de Género. 

b) Velar por el cumplimiento de los acuerdos adoptados por el Pleno. 

c) Coordinar los grupos de trabajo.  

d) Elevar informes y propuestas al Pleno. 

e) Cuantos cometidos le sean delegados o asignados por el Pleno, a excepción de la función recogida 
en el artículo 3.i). 
 

Artículo 14. Funcionamiento 

La Comisión permanente celebrará, al menos, tres sesiones ordinarias al año y podrá reunirse en 
sesión extraordinaria a iniciativa de la presidencia o cuando lo solicite, al menos, la mitad de sus 
miembros. 
 

Capítulo IV Régimen jurídico e indemnizaciones 

Artículo 15. Régimen jurídico 

El Observatorio Andaluz de la Violencia de Género se regirá por lo dispuesto en este Decreto y en su 
Reglamento interno de funcionamiento así como por lo dispuesto para los órganos colegiados en la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y en la Ley 9/2007, de 22 de octubre. 
 

Artículo 16. Indemnizaciones 

1. La condición de miembro del Observatorio Andaluz de la Violencia de Género no dará derecho a 
percibir retribución económica alguna por parte de la Administración de la Junta de Andalucía, salvo 
lo dispuesto en los apartados siguientes. 

2. Las personas que integran el Observatorio Andaluz de Violencia de Género ajenas a la 
Administración de la Junta de Andalucía y a los organismos autónomos o agencias administrativas 
percibirán las dietas e indemnizaciones que, por razón de su asistencia a las sesiones, les 
correspondan conforme a la Disposición Adicional Sexta del Decreto 54/1989, de 21 de marzo, sobre 
indemnizaciones por razón del servicio de la Junta de Andalucía.  

3. Estas indemnizaciones podrán asimismo abonarse a las personas ajenas a la Administración de la 
Junta de Andalucía y sus organismos autónomos o agencias administrativas que, no formando parte 
del Observatorio, sean invitadas ocasionalmente a asistir a sus reuniones.  
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Disposición adicional única. Constitución del Observatorio 

El Observatorio Andaluz de la Violencia de Género se constituirá en el plazo máximo de dos meses 
contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto.  
 

Disposición derogatoria única 

Quedarán derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo previsto en el 
presente Decreto. 
 

Disposición final primera. Reglamento interno de funcionamiento 

En el plazo de cuatro meses a partir de la constitución del Observatorio Andaluz de la violencia de 
género, este en Pleno aprobará su propio Reglamento interno de funcionamiento, en los términos 
regulados en el artículo 91.2 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre. 

Disposición final segunda. Desarrollo y ejecución 

Se faculta a la Consejera para la Igualdad y Bienestar Social para llevar a cabo cuantas disposiciones 
sean necesarias en desarrollo y ejecución de lo establecido en este Decreto. 
 

Disposición final tercera. Entrada en vigor 

El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la 
Junta de Andalucía. 



 

172 

 ORDEN de 18 de julio de 2003, por la que  
se regulan los requisitos materiales y funcionales 
específicos de los Centros de Atención y Acogida  

a mujeres víctimas de malos tratos 
 

La Comunidad Autónoma de Andalucía tiene competencia exclusiva en materia de asistencia y 
servicios sociales, conforme establece el art. 13.22 de la Ley Orgánica 6/1981, de 30 de octubre, por 
la que se aprueba el Estatuto de Autonomía para Andalucía, en relación con el art. 148.1.20 de la 
Constitución Española. 

Asimismo, conforme al art. 12.2 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, «La Comunidad 
Autónoma propiciará la efectiva igualdad del hombre y de la mujer andaluces, promoviendo la plena 
incorporación de ésta en la vida social y superando cualquier discriminación laboral, cultural, 
económica y política». Para el cumplimiento de dicha finalidad, la Ley 10/1988, de 29 de diciembre, 
de Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para 1989, crea el Instituto Andaluz de la 
Mujer como Organismo autónomo de carácter administrativo, cuyo Reglamento se aprueba por 
Decreto 10/1989, de 10 de enero. Desde ese momento se ha desplegado una incesante labor en 
cumplimiento de las finalidades descritas y, especialmente, a favor de las mujeres que se hallaban en 
una situación social y personal muy difícil, víctimas, en muchos casos, de la violencia de género. En 
este sentido se ha desarrollado una importante red de atención y acogida para estas mujeres en toda 
la geografía andaluza. 

Con fecha 17 de febrero de 1998, se aprobó por Acuerdo del Consejo de Gobierno el Plan de 
Actuación del Gobierno Andaluz para avanzar en la erradicación de la violencia contra las mujeres con 
el que se ha logrado desarrollar un conjunto de medidas orientadas, por una parte, a fomentar el 
cambio de actitud de la población en lo relativo a la violencia de género, y, por otra, a potenciar y 
consolidar los servicios y programas de atención a las mujeres víctimas de los malos tratos y a sus 
hijas e hijos. Finalizado su plazo de vigencia se han impulsado nuevas medidas de actuación con la 
aprobación, el 6 de noviembre de 2001, del Plan de Acción del Gobierno Andaluz contra la violencia 
hacia las mujeres (2001-2004). 

Entre estas medidas destaca la consolidación de la Red de Servicios de Atención y Acogida a mujeres 
que han sufrido malos tratos y sus hijos e hijas. A la luz del art. 12 de la Ley 2/1988, de 4 de abril, 
de Servicios Sociales de Andalucía, los Centros de Acogida se constituyen en instrumento útil para la 
asistencia directa y temporal a personas que se encuentran con problemas graves de convivencia. 
Asimismo, el art. 13 de esa misma norma legal dispone que todos los centros de servicios sociales 
deberán ajustarse a las condiciones que reglamentariamente se establezcan, así como a un 
funcionamiento que permita la participación de las usuarias. 

En el desarrollo de la citada Ley, el Decreto 87/1996, de 20 de febrero, regula la autorización, 
registro, acreditación e inspección de los Servicios Sociales de Andalucía. Asimismo, en el desarrollo y 
ejecución del mismo, la Orden 28 de julio de 2000, conjunta de las Consejerías de la Presidencia y de 
Asuntos Sociales ha venido a derogar la Orden de 29 de febrero de 1996, regulando los requisitos 
materiales y funcionales de los Servicios y Centros de Servicios Sociales de Andalucía y aprobando el 
modelo de solicitud de autorizaciones administrativas. Dicha Orden conjunta establece los requisitos 
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materiales y funcionales generales de obligado cumplimiento para todos los Servicios y Centros de 
Servicios Sociales, que también deben cumplir aquéllos que se hallan en el ámbito de competencias 
del Instituto Andaluz de la Mujer, Organismo Autónomo adscrito a la Consejería de la Presidencia. 

Es por ello, que con la presente disposición se pretende regular los requisitos materiales y funcionales 
específicos exigibles a los Centros de Atención y Acogida a mujeres víctimas de malos tratos y 
establecer un marco operativo y eficaz que permita a la Administración Autonómica, a través del 
Instituto Andaluz de la Mujer, garantizar a las mujeres víctimas de violencia doméstica y a sus 
hijos/as, una adecuada atención por medio de la tipología de centros que la Orden regula. 

En su virtud, a propuesta de la Dirección del Instituto Andaluz de la Mujer, en uso de las facultades 
atribuidas por la legislación vigente y de conformidad con las competencias que le confiere la Ley 
6/1983, de 21 de julio, del Gobierno de la Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

 

DISPONGO 

Artículo 1. Objeto 

1. La presente Orden tiene por objeto determinar los requisitos materiales y funcionales específicos 
que habrán de cumplir todos los Centros de Atención y Acogida a mujeres víctimas de malos tratos 
que desarrollan sus actividades en relación con materias de la competencia del Instituto Andaluz de la 
Mujer. 

2. Dichos requisitos específicos son los establecidos en el Anexo I de la presente Orden. 
 

Artículo 2. Ámbito de aplicación 

Los requisitos específicos establecidos en el Anexo I de la presente Orden serán obligatorios para 
todos los Centros de Atención y Acogida a mujeres víctimas de malos tratos cualquiera que sea su 
titularidad, tanto públicos como privados, que se encuentren ubicados en el territorio de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, tanto sí son de nueva construcción como si se hallan en 
funcionamiento a la entrada en vigor de la presente Orden. 
 

Artículo 3. Conceptos y tipología 

Los Centros de Atención y Acogida a mujeres víctimas de malos tratos son establecimientos 
residenciales, de acogimiento temporal, destinados a prestar a las mujeres víctimas de malos tratos y 
a sus hijas e hijos la atención necesaria durante la estancia en los mismos. 

Dichos Centros deberían estar separados de cualquier otro servicio administrativo o asistencial y, 
ubicados en zonas residenciales normalizadas y bien comunicadas con los servicios y equipamientos 
que las usuarias puedan precisar. Estos centros podrán adoptar la siguientes modalidades: 

A) Casas de Emergencia, son centros que prestan protección a las mujeres que sufren malos tratos y 
a los menores que les acompañen, garantizándoles una acogida inmediata. 
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B) Casas de Acogida, son centros residenciales configurados por unidades independientes y espacios 
de uso común para favorecer la convivencia, que ofrecen acogida a las mujeres y menores que les 
acompañen, garantizando una atención integral, programándose aquellas intervenciones sociales, 
psicológicas y jurídicas necesarias para que las mujeres sean capaces de superar la violencia 
padecida. 

C) Pisos Tutelados, son viviendas independientes para uso familiar, ubicadas en edificios y zonas 
normalizadas, destinadas a ofrecer una vivienda, con carácter temporal, a las mujeres víctimas de 
malos tratos y a los menores que las acompañen, cuando puedan vivir de forma independiente. 
 

Artículo 4. Solicitudes 

Las solicitudes de las correspondientes autorizaciones administrativas se formularán conforme al 
modelo que figura como Anexo II a la Orden de 28 de julio de 2000, conjunta de las Consejerías de la 
Presidencia y Asuntos Sociales, por la que se regulan los requisitos materiales y funcionales de los 
Servicios y Centros de Servicios Sociales de Andalucía y se aprueba el modelo de solicitud de 
autorización administrativa. 
 

Artículo 5. Requisitos de la autorización administrativa 

Para la autorización administrativa cuyo régimen se establece en el Título II del Decreto 87/1996, de 
20 de febrero, por el que se regula la autorización, registro, acreditación e inspección de los Servicios 
Sociales de Andalucía, los Centros de Atención y Acogida a mujeres víctimas de malos tratos deben 
reunir, además de los requisitos materiales y funcionales generales establecidos en la Orden de 28 de 
julio de 2000, aquellas condiciones materiales y funcionales específicas, adecuadas a las actividades 
que en los mismos se desarrollan, que vienen recogidas en el Anexo I de esta Orden. 
 

Artículo 6. Inscripción en el Registro de Centros 

Los Centros de Atención y Acogida a mujeres víctimas de malos tratos serán objeto de inscripción en 
el Registro de Entidades, Servicios y Centros de Servicios Sociales, dependiente de la Consejería de 
Asuntos Sociales, de acuerdo con lo dispuesto en el Título III del Decreto 87/1996, de 20 de febrero, 
por el que se regula la autorización, registro, acreditación e inspección de los Servicios Sociales de 
Andalucía, y en la Orden de 29 de febrero de 1996, por la que se regula el Registro de Entidades, 
Servicios y Centros de Servicios Sociales. 
 

Disposición Transitoria Única. Adecuación de los Centros 

Los Centros de Atención y Acogida a mujeres víctimas de malos tratos que se hallen en 
funcionamiento a la entrada en vigor de esta Orden, estén o no debidamente autorizados e inscritos, 
de conformidad con lo establecido en el Decreto 87/1996, de 20 de febrero, deberán adecuarse a los 
requisitos materiales y funcionales generales establecidos reglamentariamente, así como a los 
específicos contemplados en la presente Orden y, solicitar la correspondiente autorización en el plazo 
máximo de seis meses a partir de la entrada en vigor de esta Orden. En cualquier caso, si existieran 
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deficiencias que afectaran a la seguridad de las usuarias o vulnerasen sus derechos, la subsanación 
de las mismas deberá realizarse de forma inmediata. 

Los Centros que transcurrido el plazo que se señala en el párrafo precedente no hubieren cumplido 
las exigencias derivadas del mismo, serán considerados clandestinos, por lo que podrán ser objetos 
de las sanciones establecidas en la legislación vigente. 
 

Disposición Derogatoria Unica. Derogación de disposiciones 

Queda derogada cualquier disposición de igual o inferior rango en cuanto contradiga o se oponga a lo 
establecido en la presente Orden. 
 

Disposición Final Primera. Habilitación para el Desarrollo y Ejecución 

Se faculta a la Ilma. Sra. Directora del Instituto Andaluz de la Mujer para dictar las disposiciones 
necesarias de desarrollo y ejecución de lo dispuesto en la presente Orden. 
 

Disposición Final Segunda. Entrada en vigor 

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la 
Junta de Andalucía. 

 

 

ANEXO I 
Requisitos materiales y funcionales específicos de los 

Centros de Atención a Mujeres Victimas de Malos Tratos 
 

Requisitos materiales específicos 

- Casas de emergencia 
Naturaleza: Son Centros de alojamiento y convivencia que de manera temporal prestan una atención 
integral y protección a la víctima e hijos/as que la acompañen. 

Ubicación: Deberán estar ubicados en lugares urbanos que permitan el fácil acceso a los servicios 
necesarios para la usuaria en esta fase de intervención. 

Zonas: 

Zona de la administración: Destinada al ejercicio de actividades de recepción, dirección, 
administración y gestión. 

Zona de atención especializada: Destinada a la atención de las mujeres y sus hijos e hijas, por parte 
de los profesionales del servicio. 



 

176 

Zonas de Servicios Generales: Comprenden los espacios destinados a la prestación de servicios 
comunes al centro, tales como cocina, lavandería, mantenimiento y alimentación. 

Zona residencial: comprende los espacios destinados al alojamiento, higiene personal, manutención y 
relación de convivencia, y está compuesta por: 

- Dormitorios: Todos deberán tener luz y ventilación natural y no podrán ser paso obligado a otras 
dependencias. La capacidad máxima será de cuatro personas por dormitorio con un tamaño de un 
mínimo de 6 m2 para dormitorios individuales y de un mínimo de 11 m2 para dobles. 

Cada mujer y menor acompañante dispondrá de una cama no inferior a 80 cms. 

Cada habitación dispondrá de un mobiliario mínimo compuesto por mesilla, armario, silla, punto de 
enchufe, sistema de iluminación que permita la lectura así como algún elemento auxiliar para posar 
objetos personales. 

- Aseos: Contarán con un aseo mínimo por cada seis plazas y estará equipado al menos con un 
lavabo, un inodoro y una ducha, o en su defecto bañera, así como los complementos imprescindibles. 
Deberán estar alicatados hasta la altura de 2 metros como mínimo en la zona de aguas. 

- Sala de estar: Las salas de estar dispondrán de una superficie mínima de 2 m2 por usuaria y una 
superficie total mínima de 12 m2. La superficie resultante se podrá destinar a sala de juegos, de 
lectura, de estudio, de televisión o cualquier otra actividad lúdico-educativa. 

- Comedor: Será común o existirán varios comedores garantizando el espacio suficiente para ofrecer 
unas condiciones adecuadas al uso del mismo. 

Protección y Seguridad: El inmueble deberá estar convenientemente protegido de manera que ofrezca 
condiciones de seguridad. 

- Casas de acogida 
Naturaleza: Son unidades independientes de alojamiento y convivencia familiar ubicadas en un mismo 
edificio, permitiendo realizar una atención integral con la suficiente autonomía para la familia. 

Ubicación: Estarán ubicadas en zonas normalizadas y de fácil accesibilidad a los recursos que las 
mujeres y sus hijos e hijas necesiten para su adaptación al nuevo entorno. 

Zonas: 

Zona de gestión: Es el espacio dedicado al ejercicio de actividades de gestión, administración y 
mantenimiento del servicio. 

Zona de atención especializada: Los espacios estarán en función de la naturaleza de la intervención, 
de este modo, las casas de acogida contarán con despachos individuales que permitirán una 
intervención individual y una sala de reuniones para trabajar en grupo desde los distintos ámbitos de 
actuación. 

Zona lúdico-educativa: Son espacios reservados a mujeres y menores para realizar actividades lúdico-
educativas compuestos por sala de reuniones y/o biblioteca, y sala de juegos. 
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Zona de vivienda: Cada unidad familiar contará con una vivienda compuesta por: 

A) Dormitorios dobles o individuales, con un tamaño mínimo de 12 m2 para los primeros y 6 m2 para 
los segundos. Tendrá luz y ventilación natural. Contarán con un mobiliario mínimo compuesto por 
mesilla de noche, camas no inferiores a 80 cm por 180 cm, armario, silla, punto de enchufe e 
iluminación suficiente para permitir la lectura. 

B) Cocina equipada con todos los accesorios necesarios para su uso. 

C) Aseo, tendrá como mínimo un lavabo, un inodoro y una ducha o bañera en su sustitución, así 
como los complementos básicos para su adecuado uso. 

D) Salón comedor, equipado con el mobiliario y ajuar necesario para su adecuado uso. 

Equipamiento: Todas las viviendas estarán dotadas del ajuar doméstico necesario para facilitar la 
comodidad y funcionalidad de su uso. 

Protección y seguridad: El inmueble deberá estar convenientemente protegido, de manera que ofrezca 
condiciones de protección y seguridad a las usuarias. Contará como mínimo con un sistema de 
cámaras de vigilancia. 

- Pisos tutelados 
Naturaleza: Son viviendas independientes, cedidas de manera temporal, a mujeres y sus hijos e hijas 
que previamente han pasado por casa de acogida y disponen de medios suficientes para vivir de 
forma autónoma. 

Ubicación: Estarán ubicadas en zonas urbanas normalizadas que tengan fácil acceso a los servicios 
que necesiten la mujer y sus hijos e hijas. 

Equipamiento: Estarán equipados con el mobiliario propio de una vivienda, con los mínimos descritos 
en los anteriores servicios de acogimiento y contarán con el ajuar doméstico, menaje y lencería 
necesario para su uso. 

Uso del Servicio: Será de uso exclusivo de la familia con la que se contrate la cesión del mismo. 

Requisitos funcionales específicos 

- Centros de emergencia 
Naturaleza y objetivo. 

Son centros de acogida inmediata y de corta estancia cuyo objetivo es prestar protección a las 
mujeres víctimas de malos tratos y a los hijos e hijas que ingresen en el mismo garantizándoles una 
acogida de emergencia mientras se valora su caso. 

Proyecto de centro. 

Estos centros contarán con un proyecto de centro donde se recojan los objetivos, metodología, 
recursos humanos, procedimientos de intervención y coordinación, el reglamento de régimen interno, 
el sistema de evaluación y seguimientos y presupuesto detallado. 

Recursos humanos. 
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Las Casas de Emergencia deberán contar con personal para la atención a las mujeres durante las 24 
horas del día, todos los días del año. 

Coordinación. 

Las Casas de Emergencia estarán obligadas a informar, a requerimiento de la administración, acerca 
de la dinámica y evolución del trabajo que en ellas se desarrolla. 

La coordinación de la Casa de Emergencia con los dispositivos en prevención contra malos tratos se 
hará con el Centro de la Mujer. 

Ingresos y bajas. 

El ingreso podrá producirse en horario ininterrumpido y deberá quedar plasmado en una ficha de 
ingreso donde se recojan los datos de identificación de la mujer y los hijos y las hijas que le 
acompañen. Asimismo, en el momento del ingreso, se dejará constancia en dicha ficha de la firma de 
la mujer y de la Directora o responsable del centro. 

Leídas las normas de funcionamiento del centro y los derechos y deberes a los que se obligan ambas 
partes, recogidos en el Reglamento de Régimen Interno de la Casa de emergencia, se requerirá por 
escrito la constancia de su aceptación. 

La baja se efectuará por voluntad de la mujer, por el traslado a otros centros o por grave 
incumplimiento del Reglamento de Régimen Interno, previa audiencia de la interesada. En cualquier 
caso, se llevará a cabo su registro a través de una ficha de salida, donde se indicará junto a los datos 
de identificación, la causa de la salida, y se dejará constancia de la firma de la mujer y de la 
responsable de la Casa de Emergencia en el momento de la salida. 

Información a los familiares. 

Se le consultará a la mujer sí desea realizar alguna llamada telefónica a algún familiar o persona de 
su confianza y se procederá a la misma sí así lo deseara, advirtiéndole de la imposibilidad por motivos 
de peligrosidad, para ella, las personas que le acompañan y el resto de las personas acogidas, de 
ofrecer cualquier información que contribuya a su localización. 

- Casa de Acogida 
Naturaleza y objetivo. 

Las Casas de Acogida son centros que ofrecen acogida temporal y atención social, jurídica y 
psicológica, garantizando una atención integral a las mujeres víctimas de malos tratos y a los hijos e 
hijas que ingresan en las mismas. Su objetivo es ofrecerles protección y seguridad, así como la 
posibilidad de recuperar un estado emocional equilibrado para ayudarle a la toma de decisiones. 

Proyecto de centro. 

Las Casas de Acogida contarán con un proyecto de centro, aprobado por el Instituto Andaluz de la 
Mujer, donde se recojan los objetivos, contenidos y fases del programa, metodología y modelo de 
intervención técnica, Recursos Humanos, Reglamento de Régimen Interno, Programa de actividades y 
temporalización, tiempos previstos para el desarrollo del proyecto, seguimientos, presupuesto 
detallado y sistemas de evaluación. 
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Ingresos y bajas. 

El ingreso en las Casas de Acogida podrá producirse durante las 24 horas del día todos los días del 
año. Se registrarán los ingresos a través de una ficha donde quede constancia escrita de los datos de 
identificación de la mujer y los hijos e hijas que la acompañan así como de la firma de ésta y la 
responsable del centro en el momento de su ingreso. 

Asimismo, se pondrá en conocimiento de la mujer, el Reglamento de Régimen Interno, que recogerá 
las normas del centro y de los derechos y deberes a los que se obliga durante su estancia en Casa de 
Acogida, quedando constancia por escrito, a través del contrato regular de estancia, de la aceptación 
del mismo. 

La baja en Casa de Acogida podrá producirse por voluntad de la mujer, por el cumplimiento de los 
objetivos, por el traslado a otro centro de acogida, o por grave incumplimiento del Reglamento o de 
los compromisos adquiridos, previa audiencia de la interesada. 

Independientemente de la causa de la baja, se llevará un registro de las bajas, donde se indicará los 
datos de identificación de la mujer y sus hijos e hijas, la causa de la salida, y los datos de contacto 
para su seguimiento, cuando proceda. Asimismo, se dejara constancia de la firma de la mujer y de la 
Directora de la Casa de Acogida. 

Recursos humanos. 

La Casa de Acogida contará con un personal mínimo de: 

- 1 Directora. 

- 1 Trabajador/a social. 

- 1 Psicóloga/o. 

- 1 Abogada/o. 

- 6 Auxiliares sociales. 

Coordinación. 

La Casa de Acogida estará obligada a informar, a requerimiento del Instituto Andaluz de la Mujer, 
acerca de la dinámica y desarrollo del trabajo que en dichos centros se desarrolla. 

Horario. 

Las Casas de Acogida contarán con personal adecuado las 24 horas del día todos los días del año. 

Atención ofrecida. 

Se ofrecerá un acogimiento temporal garantizando la atención integral a todas las mujeres y menores 
en el conjunto de sus necesidades sociales, jurídicas y psicológicas. Dicha atención necesitará de una 
metodología individual y grupal que permita diseñar proyectos grupales socioeducativos y preventivos, 
así como planes individuales de actuación adaptados a las características de cada familia. 
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Expediente personal. 

Se abrirá un expediente personal por cada mujer donde constará como mínimo: 

- Ficha personal. 

- Informes técnicos que reflejen su situación personal, la evolución y el pronóstico socio-familiar, 
educativo, médico, laboral, psicológico y jurídico. 

- Plan individual de actuación, documento técnico de planificación y evaluación de las intervenciones 
llevadas a cabo. 

- Otros documentos de interés. 

Dicho expediente se guardará con la debida confidencialidad por parte del personal del Centro, 
limitándose el uso de los datos en él contenidos a aplicaciones estrictamente profesionales. 

Plazo de estancia. 

Para evitar los efectos secundarios de la institucionalización, se proponen estancias cortas de 3 
meses, con el fin de normalizar la situación de la mujer y los menores en contextos no institucionales 
y dependientes. Fomentando la autonomía de la mujer y sus habilidades de respuesta. En todo caso, 
el tiempo de estancia se enmarcará dentro de la intervención del Equipo Técnico y conforme al plan 
individual de actuación. 

- Piso tutelado 
Naturaleza y objetivos. 

Los pisos tutelados son un servicio de vivienda cedida temporalmente a aquellas mujeres que tras su 
paso por la Casa de Acogida, se valora por parte del equipo técnico la pertinencia del uso de este 
servicio como paso previo a su vida independiente. El objetivo es facilitar las condiciones que 
permiten la adaptación de la familia a un nuevo marco de convivencia basado en la autonomía. 

Proyecto de centro. 

Se dispondrá de un programa donde se recojan: Los objetivos, descripción del servicio, metodología, 
recursos humanos adscritos, Reglamento Interno, tiempo de desarrollo, presupuesto detallado y 
sistema de evaluación. 

Coordinación. 

La entidad titular estará obligada a informar, a requerimiento de la administración acerca de la 
dinámica y evolución del trabajo que en ellos se desarrolla. 

Recursos humanos. 

La entidad titular deberá disponer de una trabajadora social que realice el seguimiento, y atienda a las 
necesidades de las mujeres que residan en los pisos tutelados y su integración en las actividades de 
la comunidad. 
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Ingresos y bajas. 

El ingreso en pisos tutelados se efectuará previo informe técnico, estudiadas las circunstancias de 
cada caso y la disponibilidad de plazas existentes. 

Las mujeres que accedan a los mismos recibirán cumplida información sobre las condiciones de 
disfrute de la vivienda, debiendo suscribir un documento contractual, de acuerdo con las 
estipulaciones contempladas en el proyecto de piso tutelado. 

La baja se producirá por voluntad de la mujer, por cumplimiento de objetivos o incumplimiento del 
contrato, previa audiencia de la interesada. 

Registro. 

Se llevará un registro de las altas y bajas donde se indicarán los datos de identificación de la mujer y 
sus hijos e hijas, las razones del alta y de la baja, y se hará constar la firma de la mujer beneficiaria 
del mismo. 

Obligaciones contractuales. 

Constará por escrito el consentimiento de la mujer, aceptando las condiciones del contrato de cesión 
del piso tutelado, así como de las obligaciones que se derivan de tal cesión y el cumplimiento del 
Reglamento de Régimen Interno del servicio, firmando por parte de la usuaria, en la fecha de ingreso, 
el contrato de la cesión. 

Salida. 

Finalizada la estancia en la vivienda tutelada, si fuese posible se establecerán los cauces de 
seguimiento del caso, que será de al menos un año desde su salida, como mecanismo de apoyo a 
medio y largo plazo. 
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 ORDEN de 7 de julio de 2005, por la que se regula 
el procedimiento de concesión de ayudas 

económicas por el Instituto Andaluz de la Mujer 
para mujeres víctimas de violencia de género 

 

El Instituto Andaluz de la Mujer tiene entre sus objetivos el desarrollo de actuaciones para la atención 
integral a mujeres sin medios económicos, así como el fomento de medidas para prevenir la violencia 
contra las mujeres y desarrollar programas de atención a las afectadas, habiendo puesto en marcha, 
mediante la Orden de 30 de julio de 1998 (modificada por la Orden de 18 de junio de 2003), una 
línea de ayudas económicas para mujeres víctimas de violencia que tiene a su vez como finalidad 
facilitarles recursos económicos para que puedan establecerse de forma autónoma. 

La entrada en vigor de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, así como la 
Ley 3/2004, de 28 de diciembre, de medidas Tributarias, Administrativas y Financieras, requiere que 
se proceda a una nueva regulación de la concesión de ayudas económicas a mujeres víctimas de 
violencia para su adecuación a las disposiciones contenidas en las citadas Leyes y a las necesidades 
que se han puesto de manifiesto durante la vigencia de la Orden de 30 de julio de 1998. 

Aunque, con la nueva regulación, el procedimiento ordinario de concesión de subvenciones es el 
régimen de concurrencia competitiva, en la materia de regulación de esta Orden no es posible 
establecer una comparación entre las solicitudes presentadas, por lo que se adopta el régimen de 
concurrencia no competitiva. 

En su virtud, y en uso de las facultades conferidas en el artículo 47 de la Ley 6/1983, de 21 de julio, 
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía, a propuesta del Instituto 
Andaluz de la Mujer, 

 

DISPONGO 

Artículo 1. Objeto, finalidad y régimen jurídico 

1. La presente Orden tiene como objeto establecer y regular dos tipos de ayudas económicas 
dirigidas a mujeres víctimas de violencia de género acogidas en el Servicio de Atención y Acogida del 
Instituto Andaluz de la Mujer: 

a) Las destinadas a contribuir a la recuperación psicosocial de las mismas y facilitar su autonomía, y 

b) Las destinadas a satisfacer necesidades de emergencia para transporte, alojamiento, manutención 
u otros gastos generales. 

2. Las subvenciones reguladas en la presente Orden se regirán por lo dispuesto en la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de Subvenciones, de acuerdo con lo establecido en su disposición final 
primera, en las normas especiales en materia de subvenciones contenidas en el artículo 20 de la Ley 
2/2004, de 28 de diciembre, de Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 
2005, en el Capítulo I del Título III de la Ley 3/2004, de 28 de diciembre de medidas Tributarias, 
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Administrativas y Financieras, en el Título VIII de la Ley General de la Hacienda Pública de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía y sus normas de desarrollo, en lo que no se opongan a los 
preceptos básicos de la norma estatal citada, y en las bases que se establecen a continuación. 
 

Artículo 2. Requisitos para obtener la condición de beneficiaria 

1. Tendrán la consideración de beneficiarias de estas subvenciones las mujeres que se encuentren en 
la situación que legitima su concesión. 

2. Atendiendo a la naturaleza de las subvenciones reguladas por la presente Orden, al amparo de lo 
establecido en los artículos 13.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, 
y 29 de la Ley 3/2004, de 28 de diciembre de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras, las 
solicitantes quedan exceptuadas de las prohibiciones enumeradas en dichos preceptos para obtener 
la condición de beneficiarias. 

TITULO I Ayudas económicas 

Artículo 3. Financiación 

La financiación de estas ayudas se efectuará con cargo al Capítulo IV de los créditos presupuestarios 
del Instituto Andaluz de la Mujer. El importe a conceder queda condicionado a las disponibilidades 
presupuestarias del ejercicio económico correspondiente. 
 

Artículo 4. Destinatarias 

Podrán ser destinatarias de estas ayudas económicas aquellas mujeres que estén acogidas al Servicio 
de Atención y Acogida a víctimas de violencia de género del Instituto Andaluz de la Mujer, y carezcan 
de ingresos económicos o éstos sean inferiores al salario mínimo interprofesional, para lo que es 
preciso la valoración del equipo técnico que constatará el proceso, implicación y seguimiento de la 
mujer víctima de violencia. 
 

Artículo 5. Documentación 

La solicitud de ayuda se realizará mediante instancia dirigida a la Ilma. Sra. Directora del Instituto 
Andaluz de la Mujer, según el modelo previsto en el Anexo I de la presente Orden, suscrita por la 
solicitante y que deberá estar acompañada por la documentación siguiente: 

a) Copia compulsada del DNI/NIF de la solicitante. En caso de solicitantes extranjeras deberán 
aportar, en el caso de residentes en España, copia compulsada de la Tarjeta de Identidad de 
extranjera o de la Tarjeta de Residencia; en el caso de no residentes, copia compulsada del Pasaporte 
y declaración responsable de no ser residentes en España. 

b) Acreditación de la cuenta que tenga abierta la solicitante con expresión de códigos de entidad 
bancaria y sucursal, número de la misma y dígito de control. En Anexo 2 se incluye modelo 
orientativo. 
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Artículo 6. Presentación de solicitudes 

1. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, las 
solicitudes se presentarán, preferentemente en los Registros de los Centros Provinciales de la Mujer 
dependientes del Instituto Andaluz de la Mujer. 

2. El plazo de presentación de solicitudes estará abierto permanentemente mientras dure la vigencia 
de la presente Orden. 
 

Artículo 7. Procedimiento de concesión 

1. El procedimiento de concesión se sustanciará de acuerdo con las normas generales de los 
procedimientos administrativos iniciados a solicitud de persona interesada, teniendo en cuenta las 
siguientes reglas: 

a) El procedimiento se entenderá iniciado desde la fecha en que la correspondiente solicitud haya 
tenido entrada en el Registro del órgano competente para su tramitación, contándose desde dicha 
fecha el plazo máximo establecido para resolver y notificar la resolución expresa de la solicitud. 

b) De conformidad con lo dispuesto en el artículo 31.1 de la Ley 3/2004, citada, la subvención 
solicitada se concederá sin comparación con otras solicitudes, siempre que se cumplan los requisitos 
determinados en las bases reguladoras de la concesión y que exista consignación presupuestaria para 
ello. 

c) La resolución se motivará con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho y deberá 
contener los extremos exigidos en el artículo 13 del Reglamento por el que se regulan los 
procedimientos para la concesión de subvenciones y ayudas públicas por la Administración de la 
Junta de Andalucía y sus Organismos Autónomos, aprobado por el Decreto 254/2001, de 20 de 
noviembre. 

d) Las notificaciones que deban realizarse a las interesadas se practicarán de forma individual de 
acuerdo con las normas generales de aplicación. 

2. Las solicitudes, acompañadas de la documentación preceptiva, serán examinadas por la Dirección 
Provincial del Instituto Andaluz de la Mujer correspondiente, que emitirá propuesta de resolución. 

3. Los expedientes de gastos deberán ser sometidos a fiscalización previa. 

4. A la vista de la documentación presentada y de la propuesta de resolución formulada, la Directora 
del Instituto Andaluz de la Mujer dictará la correspondiente resolución en el plazo de seis meses, 
contando a partir de la entrada en el Registro del Centro Provincial competente para su tramitación, 
siendo desestimatorio el sentido del silencio administrativo, en su caso. La notificación de la 
resolución se efectuará de acuerdo con las normas generales del procedimiento administrativo 
recogidas en el artículo 58 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común. 

Contra dicha Resolución que agota la vía administrativa, podrá interponerse recurso contencioso-
administrativo en la forma y plazo previstos por la Ley de la Jurisdicción Contencioso- Administrativa, 
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o potestativamente, recurso de reposición, conforme a lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre. 
 

Artículo 8. Cuantía de las ayudas 

1. Las ayudas económicas a que se refiere este Título tendrán como cuantía máxima seis veces el 
importe mensual del salario mínimo interprofesional vigente, pudiendo ser modificada esta cantidad 
por Resolución de la Directora del Instituto Andaluz de la Mujer. 

2. Estas ayudas tendrán la consideración de rentas a efectos de la Ley del IRPF, aplicándose en su 
caso, la retención que corresponda en aplicación de los artículos 45 y 46 del Reglamento del IRPF. 
 

Artículo 9. Importe y concurrencia de subvenciones 

El importe de la subvención en ningún caso podrá ser de tal cuantía que, aisladamente o en 
concurrencia con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos, supere el coste de la situación 
subvencionada. 
 

Artículo 10. Régimen de compatibilidad 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, la percepción de las subvenciones a que se refiere 
la presente Orden, será compatible con la percepción de otras subvenciones, ayudas, ingresos o 
recursos para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera Administraciones o entes públicos o 
privados, nacionales, de la Unión Europea o de organismos internacionales. 
 

Artículo 11. Pago 

La ayuda se concederá por una sola vez. Su abono se realizará en un solo pago, una vez acreditados 
por la beneficiaria los requisitos exigidos en el artículo 4 de esta Orden. 

Artículo 12. Justificación 

El importe de la ayuda se entenderá justificado una vez acreditados por la beneficiaria los requisitos 
exigidos para su concesión, dado que, teniendo en cuenta la naturaleza de las ayudas, la justificación 
viene determinada en virtud de lo que establece el artículo 105 de la Ley General de Hacienda de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, por encontrarse la beneficiaria en una situación que legitima su 
concesión. 
 

Artículo 13. Reintegro 

1. Las personas beneficiarias de estas subvenciones deber án reintegrar la totalidad o parte de las 
cantidades percibidas, más los correspondientes intereses de demora desde el momento del pago de 
la subvención hasta la fecha en que se acuerde la procedencia del reintegro, en los siguientes casos: 

a) Obtención de la subvención falseando las condiciones requeridas para ello u ocultando aquellas 
que lo hubieran impedido. 
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b) Resistencia, excusa, obstrucción o negativa a las actuaciones de control establecidas en el artículo 
85 bis de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

2. Serán de aplicación en esta materia las reglas establecidas en el artículo 33 de la Ley 3/2004, de 
28 de diciembre, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 
 

Artículo 14. Régimen sancionador 

Las infracciones administrativas cometidas en relación con las subvenciones reguladas en la presente 
Orden, se sancionarán conforme a lo dispuesto en el Título IV de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones. 

TITULO II Ayudas de emergencia 

Artículo 15. Destinatarias 

Podrán ser destinatarias de estas ayudas económicas de emergencia aquellas mujeres que, 
careciendo de recursos económicos, hayan sido víctimas de violencia física o psíquica en la relación 
de pareja y que, a juicio del personal técnico, que las atienden, necesiten ayuda económica de 
urgencia, complementaria a la intervención profesional. 
 

Artículo 16. Tipos de ayudas 

1. Se concederán las siguientes: 

a) Ayudas para gastos generales: Esta ayuda económica está destinada para sufragar pequeños 
gastos personales a mujeres que carezcan de recursos económicos y que estén siendo atendidas en 
la red de Centros del Instituto Andaluz de la Mujer. La cuantía de esta ayuda no podrá superar los 25 
euros semanales, pudiéndose variar anualmente esta cantidad por Resolución de la Directora del 
Instituto Andaluz de la Mujer. 

b) Ayudas para gastos de transporte: Esta modalidad abarcar á los gastos necesarios para trasladar a 
la mujer y sus hijos o hijas por cualquier medio de locomoción al Centro de la Mujer, Casa de Acogida 
o localidad que se designe para resolver la necesidad planteada. 

c) Ayudas para gastos de alojamiento y manutención: Esta modalidad comprenderá los gastos que 
origine el alojamiento, en establecimiento público o privado, así como la manutención de la mujer y 
sus hijos o hijas que estén siendo atendidos por el Centro de la Mujer. En el concepto de 
manutención se incluyen los gastos de adquisición de productos farmacéuticos y cualquier otro 
necesario para la atención personal de la mujer y sus hijos e hijas. 

2. Estas ayudas se podrán conceder mediante entregas en metálico a la mujer o a través de servicios 
y compra de productos en establecimientos comerciales. 
 

Artículo 17.Financiación 

La financiación de estas ayudas se efectuará con cargo al Capítulo II de los créditos presupuestarios 
del Instituto Andaluz de la Mujer; los denominados gastos generales, de alojamiento y manutención se 
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imputarán al concepto 226.09, y los de transporte al 223.09, de acuerdo con la vigente clasificación 
económica del gasto. El importe de las ayudas a conceder queda condicionado a las disponibilidades 
presupuestarias del ejercicio económico correspondiente. 

 

Artículo 18. Gestión de las ayudas 

Las ayudas previstas en este Título II serán aprobadas por la Directora del Instituto Andaluz de la 
Mujer o por las Coordinadoras de los Centros de la Mujer, por delegación de aquélla, con base al 
informe social emitido al efecto. 
 

Artículo 19. Pago 

El pago de estas ayudas se efectuará conforme al procedimiento previsto en la Orden de 22 de enero 
de 1992 sobre gestión y control de las operaciones de anticipo de caja fija. 
 

Artículo 20. Justificación 

Las ayudas reguladas en este Título II se justificarán de la siguiente manera: 

a) Dinero para pequeños gastos generales, mediante recibí firmado por la interesada. 

b) Los gastos de transporte, mediante el correspondiente billete o factura del transportista o empresa 
intermediaria. Caso de no ser posible recabar billete o factura, se aportará recibí firmado por la 
interesada en el que se hará constar el importe y la descripción del trayecto. 

c) Las del alojamiento, manutención y en cualquier otro gasto necesario para la atención personal de 
la mujer y sus hijos o hijas, a través de la correspondiente factura emitida por el establecimiento 
comercial. 
 

Disposición derogatoria. A la entrada en vigor de la presente Orden queda derogada la Orden 
de 30 de julio de 1998-sobre ayudas para mujeres víctimas de violencia. 
 

Disposición final primera. Habilitación 

Se faculta a la Directora del Instituto Andaluz de la Mujer para adoptar las medidas necesarias en 
desarrollo y ejecución de esta Orden. 
 

Disposición final segunda. Entrada en vigor 

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la 
Junta de Andalucía. 
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 ORDEN de 5 de octubre de 2005, conjunta de  
las Consejerías de Empleo y para la Igualdad y 

Bienestar Social, por la que se regula el 
procedimiento de concesión de prestaciones 

económicas por el Instituto Andaluz de la Mujer 
para mujeres víctimas de violencia acogidas a 

Programas de Formación Profesional Ocupacional 
 

El Instituto Andaluz de la Mujer tiene como finalidad, de acuerdo con lo establecido en su Ley 
fundacional (Ley 10/1988, de 29 de diciembre, BOJA número 106, de 30 de diciembre), promover 
las condiciones para que sea real y efectiva la igualdad del hombre y la mujer, fomentando la 
participación de ésta en la vida social, superando cualquier discriminación laboral, cultural, 
económica o política en cumplimiento de los principios reconocidos en la Constitución Española y el 
Estatuto de Autonomía para Andalucía. 

La violencia contra las mujeres se produce mayoritariamente en el ámbito familiar o doméstico, 
generalmente en el contexto del propio domicilio, por parte de un agresor que tiene o ha tenido un 
vínculo afectivo con la mujer maltratada. 

Para que esta situación de violencia cese será necesario que confluyan múltiples factores, ya que 
estamos hablando de una lacra social multicausal, pero indudablemente, la dependencia económica 
respecto del agresor es una de las razones que dificultan a las mujeres dar el primer paso para 
romper la situación de violencia. 

La autonomía económica y laboral sólo se puede conseguir a través de la obtención de un empleo, 
pero la situación de partida de estas mujeres limita sus oportunidades, hasta reducirlas a la economía 
sumergida en tareas de servicio doméstico o similares. 

A efectos de posibilitar dicha autonomía, la Consejería de Empleo viene aprobando en los últimos 
años acciones de Formación Profesional Ocupacional dirigidas a mujeres víctimas de violencia de 
género, teniendo prioridad las que proceden de Casas de Acogida, contando con el apoyo y la 
colaboración del Instituto Andaluz de la Mujer para el diseño, la selección, la coordinación, el 
seguimiento y la evaluación y con entidades colaboradoras para su gestión y desarrollo. 

Estas acciones tienen como objetivo primordial la consecución de la inserción laboral de las mujeres 
participantes. 

La evaluación global del programa ha sido muy positiva, tanto en relación con los índices de inserción 
laboral logrados, como con la consecución de un alto grado de autonomía, conseguido a través de 
una mejora de la cualificación profesional y de la adquisición de una serie de recursos personales que 
constituyen una garantía para afrontar un proyecto de vida a corto y largo plazo con más y mejores 
posibilidades de éxito. 

Una de las medidas complementarias imprescindibles para el éxito del programa, es la concesión de 
una ayuda económica para que las mujeres puedan disponer del tiempo necesario para participar en 
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todo el proceso. La regulación de estas ayudas se llevó a cabo a través de la Orden conjunta de las 
Consejerías de Presidencia y Empleo y Desarrollo Tecnológico de 30 de abril de 2001 (BOJA núm. 
57, 19.5.2001). 

La entrada en vigor de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, así como la 
Ley 3/2004, de 28 de diciembre, de medidas Tributarias, Administrativas y Financieras, requiere que 
se proceda a una nueva regulación de la concesión de estas ayudas económicas para su adecuación 
a las disposiciones contenidas en las citadas leyes y a las necesidades que se han puesto de 
manifiesto durante la vigencia de la Orden citada. Aunque, con la nueva regulación de subvenciones, 
el procedimiento ordinario de concesión de las mismas es el régimen de concurrencia competitiva, sin 
embargo, el artículo 31.1, párrafo segundo, de la Ley 3/2004, de 28 de diciembre, de Medidas 
Tributarias, Administrativas y Financieras, prevé que puedan concederse subvenciones en atención a 
la mera concurrencia de una determinada situación en el perceptor, sin que sea necesario establecer, 
en tales casos, la comparación de las solicitudes ni la prelación entre las mismas. 

En su virtud, y en uso de las facultades conferidas en el artículo 44.4 de la Ley 6/1983, de 21 de 
julio, del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía, a propuesta del 
Instituto Andaluz de la Mujer, 
 

DISPONGO 

Artículo 1. Objeto, finalidad y régimen jurídico 

1. La presente Orden tiene como objeto regular ayudas económicas dirigidas a mujeres víctimas de 
violencia de género participantes en acciones de Formación Profesional Ocupacional aprobadas por la 
Consejería de Empleo. 

2. Las ayudas económicas en concepto de becas por asistencia tienen por finalidad permitir la 
participación de las mujeres víctimas de violencia en el programa de formación para el empleo. 

3. Las subvenciones reguladas en la presente Orden se regirán por lo dispuesto en la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de Subvenciones, de acuerdo con lo establecido en su disposición final 
primera, en las normas especiales en materia de subvenciones contenidas en el artículo 20 de la Ley 
2/2004, de 28 de diciembre, de Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 
2005, en el Capítulo I del Título III de la Ley 3/2004, de 28 de diciembre, de Medidas Tributarias, 
Administrativas y Financieras, en el Título VIII de la Ley 5/1983, de 19 de julio, General de la 
Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía y sus normas de desarrollo, y en el 
Reglamento por el que se regulan los procedimientos para la concesión de subvenciones y ayudas 
públicas por la Administración de la Junta de Andalucía y sus Organismos Autónomos, aprobado por 
el Decreto 254/2001, de 20 de noviembre, en lo que no se opongan a los preceptos básicos de la 
norma estatal citada, y en las bases que se establecen a continuación. 
 

Artículo 2. Financiación 

La financiación de estas ayudas se efectuará con cargo al Capítulo VII de los créditos presupuestarios 
del Instituto Andaluz de la Mujer. El importe a conceder queda condicionado a las disponibilidades 
presupuestarias del ejercicio económico correspondiente. 
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Artículo 3. Requisitos para obtener la condición de beneficiaria 

1. Podrán ser destinatarias de estas prestaciones económicas aquellas mujeres víctimas de violencia 
de género que hayan sido seleccionadas por el Instituto Andaluz de la Mujer y la Consejería de 
Empleo para participar en el programa Cualifica de Formación Profesional Ocupacional (FPO) y 
carezcan de ingresos económicos o éstos sean inferiores al salario mínimo interprofesional con el 
objeto de permitir su asistencia y aprovechamiento a todas las acciones que constituyen el itinerario 
de FPO. 

2. Atendiendo a la naturaleza de las subvenciones reguladas por la presente Orden, al amparo de lo 
establecido en los artículos 13.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, 
y 29 de la Ley 3/2004, de 28 de diciembre, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras, las 
solicitantes quedan exceptuadas de las prohibiciones enumeradas en dichos preceptos para obtener 
la condición de beneficiarias. 
 

Artículo 4. Solicitudes, documentación y plazo 

1. La solicitud de ayuda se realizará mediante instancia dirigida a la Ilma. Sra. Directora del Instituto 
Andaluz de la Mujer, según el modelo previsto en el Anexo 1 de la presente Orden, suscrita por la 
solicitante y que deberá estar acompañada por la documentación siguiente: 

a) Copia compulsada del DNI/NIF de la solicitante. En caso de solicitantes extranjeras deberán 
aportar, en el caso de residentes en España, copia compulsada de la Tarjeta de Identidad de 
extranjera o de la Tarjeta de Residencia; en el caso de no residentes, copia compulsada del Pasaporte 
y declaración responsable de no ser residentes en España. 

b) Declaración responsable de ingresos. Se incluye en Anexo 1. 

c) Acreditación de la cuenta que tenga abierta la solicitante con expresión de códigos de entidad 
bancaria y sucursal, número de la misma y dígito de control. En Anexo 2 se incluye modelo 
orientativo. 

2. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, las 
solicitudes se presentarán, preferentemente en los Registros de los Centros Provinciales de la Mujer 
dependientes del Instituto Andaluz de la Mujer. 

3. El plazo de presentación de solicitudes será el que se fije en las respectivas resoluciones de 
convocatoria. No serán admitidas a trámite las solicitudes que se presenten fuera del plazo 
establecido en la convocatoria, resolviéndose la inadmisión de las mismas, que deberá ser notificada 
a las interesadas en los términos previstos en el artículo 59 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
 

Artículo 5. Subsanación de las solicitudes 

Si a la solicitud no se acompañase la documentación exigida o la presentada adoleciera de algún 
defecto, el Instituto Andaluz de la Mujer requerirá a la interesada para que, en el plazo de diez días 
hábiles, subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos, con indicación de que, si así no lo 
hiciera, se le tendrá por desistida de su petición, previa resolución que deberá ser dictada en los 
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términos previstos en el artículo 42.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
 

Artículo 6. Tramitación y resolución 

1. El procedimiento de concesión se sustanciará de acuerdo con las normas generales de los 
procedimientos administrativos iniciados de oficio, teniendo en cuenta las siguientes reglas: 

a) El plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento será de seis meses, 
contados a partir del día siguiente al de finalización del plazo de presentación de solicitudes, siendo 
desestimatorio el sentido del silencio administrativo, en su caso. 

b) De conformidad con lo dispuesto en el artículo 31.1 de la Ley 3/2004, citada, la subvención 
solicitada se concederá en atención a la mera concurrencia de una determinada situación en la 
preceptora, sin que sea necesario establecer, en tales casos, la comparación con otras solicitudes ni 
la prelación entre las mismas, siempre que se cumplan los requisitos determinados en las bases 
reguladoras de la concesión y que exista consignación presupuestaria para ello. 

c) La resolución se motivará con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho y deberá 
contener los extremos exigidos en el artículo 13 del Reglamento por el que se regulan los 
procedimientos para la concesión de subvenciones y ayudas públicas por la Administración de la 
Junta de Andalucía y sus Organismos Autónomos, aprobado por el Decreto 254/2001, de 20 de 
noviembre. 

d) Las notificaciones que deban realizarse a las interesadas se practicarán de forma individual de 
acuerdo con las normas generales de aplicación. 

2. Las solicitudes, acompañadas de la documentación preceptiva, serán examinadas por la Dirección 
Provincial del Instituto Andaluz de la Mujer correspondiente, que emitirá propuesta de resolución. En 
las Direcciones Provinciales se emitirá el certificado acreditativo de la participación de la solicitante en 
el programa de formación para el empleo, que formará parte del expediente. 

3. Los expedientes de gastos deberán ser sometidos a fiscalización previa. 

4. A la vista de la documentación presentada y de la propuesta de resolución formulada, la Directora 
del Instituto Andaluz de la Mujer dictará la correspondiente Resolución. Contra dicha Resolución que 
agota la vía administrativa, podrá interponerse recurso contencioso-administrativo en la forma y plazo 
previstos por la Ley de la Jurisdicción Contencioso- Administrativa, o potestativamente, recurso de 
reposición, conforme a lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
 

Artículo 7. Cuantía de las ayudas 

1. La duración de las prestaciones económicas será siempre temporal y estará vinculada al desarrollo 
del curso de formación. 

2. Las prestaciones económicas tendrán como cuantía por día lectivo de asistencia al programa la 
cantidad señalada en la Resolución anual de convocatoria de la Directora del Instituto Andaluz de la 
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Mujer. Se considerará como día lectivo de asistencia aquellos días en los que la beneficiaria no asista 
por baja médica, ya sea por enfermedad o maternidad. 

3. Estas ayudas quedarán sujetas a las retenciones que correspondan conforme a la normativa 
reguladora del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. 
 

Artículo 8. Importe y concurrencia de subvenciones. 

El importe de la subvención en ningún caso podrá ser de tal cuantía que, aisladamente o en 
concurrencia con otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos, supere el coste de la situación 
subvencionada. 
 

Artículo 9. Régimen de compatibilidad. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, la percepción de las subvenciones a que se refiere 
la presente Orden, será compatible con la percepción de otras subvenciones, ayudas, ingresos o 
recursos para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera Administraciones o entes públicos o 
privados, nacionales, de la Unión Europea o de organismos internacionales. 

Artículo 10. Obligaciones de las beneficiarias. 

1. Son obligaciones de las beneficiarias de las prestaciones económicas: 

a) Llevar a cabo la actividad que fundamenta la concesión de la prestación en la forma y plazos 
establecidos. 

b) Someterse a las actuaciones de comprobación a efectuar por la entidad concedente y a las de 
control financiero que corresponden a la Intervención General de la Junta de Andalucía en relación 
con las prestaciones económicas concedidas, y a las previstas en la legislación del Tribunal de 
Cuentas y de la Cámara de Cuentas de Andalucía. 

c) Comunicar la obtención de subvenciones o ayudas para la misma finalidad procedentes de 
cualesquiera de las Administraciones o Entes públicos o privados, nacionales o internacionales. 

d) Comunicar toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta para la concesión de la prestación, 
así como todos aquellos cambios de domicilio a efectos de notificaciones que se produzcan durante el 
período en el que la ayuda es susceptible de control. 

e) Justificar el empleo de la prestación con los requisitos establecidos en esta Orden. 

f) Facilitar cuanta información le sea requerida por el Tribunal de Cuentas, la Cámara de Cuentas de 
Andalucía y la Intervención General de la Junta de Andalucía. 

g) Reintegrar el importe de la subvención percibida en los supuestos contemplados en el artículo 14 
de la presente Orden. 

2. En el supuesto de que, por condiciones específicas de la Resolución de concesión o por su cuantía, 
la beneficiaria estime que no es posible llevar a cabo la actividad que se subvenciona, podrá renunciar 
a la misma. 
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Artículo 11. Devengo, pago y justificación. 

1. La ayuda concedida se devengará mensualmente en función de los días lectivos de asistencia al 
curso. La cantidad mensual a abonar vendrá determinada por el número de días de asistencia 
multiplicado por el importe por día lectivo fijado en la Resolución anual de convocatoria de las ayudas. 

Igualmente se devengará la ayuda desde el momento de incorporación al curso aun cuando la 
presentación de solicitud de la misma se haya efectuado con posterioridad. En este caso, el tiempo 
máximo de retroactividad de la ayuda será de 15 días. 

2. Los pagos mensuales se efectuarán por el sistema de Anticipo de Caja Fija, conforme al 
procedimiento previsto en la Orden de 22 de enero de 1992. A efectos de acreditar el importe 
mensual a abonar a cada beneficiaria, las Coordinadoras de los Centros Provinciales de la Mujer 
emitirán certificación relacionando las mujeres asistentes cada mes, así como días de asistencia, 
cantidades diarias y total a percibir. 
 

Artículo 12. Justificación. 

El importe de la ayuda se entenderá justificado por la propia asistencia de la beneficiaria al curso de 
formación, dado que, teniendo en cuenta la naturaleza de las ayudas, la justificación viene 
determinada en virtud de lo que establece el artículo 105 de la Ley General de Hacienda Pública de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, por encontrarse la beneficiaria en una situación que legitima su 
concesión. 
 

Artículo 13. Modificación de la resolución de concesión. 

Toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta para la concesión de las ayudas, así como la 
obtención concurrente de otras ayudas otorgadas por otras Administraciones Públicas nacionales o 
internacionales, dará lugar a la modificación de la resolución de concesión. 

La solicitud de modificación deberá estar suficientemente justificada, presentándose de forma 
inmediata a la aparición de las circunstancias que lo motiven y con antelación a la finalización del 
plazo de ejecución inicialmente concedido. 

El acto por el que se acuerde la modificación de la resolución de concesión de la subvención o ayuda 
pública será adoptado por el órgano concedente de la misma, previa instrucción del correspondiente 
expediente en el que junto a la propuesta razonada del órgano instructor se acompañarán los 
informes pertinentes y, según el caso, la solicitud o las alegaciones del beneficiario. 
 

Artículo 14. Reintegro. 

1. Las personas beneficiarias de estas subvenciones deberán reintegrar la totalidad o parte de las 
cantidades percibidas más los correspondientes intereses de demora desde el momento del pago de 
la subvención hasta la fecha en que se acuerde la procedencia del reintegro, en los siguientes casos: 

a) Obtención de la subvención falseando las condiciones requeridas para ello u ocultando aquellas 
que lo hubieran impedido. 
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b) Incumplimiento total o parcial del objetivo, de la actividad o la no adopción del comportamiento que 
fundamentan la concesión de la prestación. 

c) Incumplimiento de la obligación de justificación o la justificación insuficiente. 

d) Resistencia, excusa, obstrucción o negativa a las actuaciones de control establecidas en el artículo 
85 bis de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

e) Incumplimiento de las obligaciones impuestas por la Administración a las beneficiarias, así como 
de los compromisos por éstas asumidos, con motivo de la concesión de la subvención, siempre que 
afecten o se refieran al modo en que se han de conseguir los objetivos, realizar la actividad, ejecutar 
el proyecto o adoptar el comportamiento que fundamenta la concesión de la prestación. 

f) Incumplimiento de las obligaciones impuestas por la Administración a las beneficiarias, así como de 
los compromisos por éstas asumidos, con motivo de la concesión de la subvención, distintos de los 
anteriores, cuando de ello se derive la imposibilidad de verificar el empleo dado a los fondos 
percibidos, el cumplimiento del objetivo, la realidad y regularidad de las actividades subvencionadas, o 
la concurrencia de subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para la misma finalidad, procedentes 
de cualesquiera Administraciones o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea o de 
organismos internacionales. 

2. Serán de aplicación en esta materia las reglas establecidas en el artículo 33 de la Ley 3/2004, de 
28 de diciembre, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 

3. Cuando el cumplimiento por la beneficiaria se aproxime de modo significativo al cumplimiento total 
y se acredite por ésta una actuación inequívocamente tendente a la satisfacción de sus compromisos, 
la cantidad a reintegrar vendrá determinada por la aplicación del principio de proporcionalidad, de 
acuerdo con lo dispuesto en el párrafo n) del artículo 17 de la Ley General de Subvenciones. 
 

Artículo 15. Régimen sancionador. 

Las infracciones administrativas cometidas en relación con las subvenciones reguladas en la presente 
Orden se sancionarán conforme a lo dispuesto en el Título IV de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones. 
 

Disposición Derogatoria  

A la entrada en vigor de la presente Orden queda derogada la Orden conjunta de las Consejerías de 
Presidencia y Empleo y Desarrollo Tecnológico de 30 de abril de 2001 (BOJA núm. 57, 19.5.2001). 
 

Disposición Final Primera. Habilitación 

Se faculta a la Directora del Instituto Andaluz de la Mujer para adoptar las medidas necesarias en 
desarrollo y ejecución de esta Orden. 
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Disposición Final Segunda. Convocatorias anuales 

La Directora del Instituto Andaluz de la Mujer efectuará las convocatorias anuales de las subvenciones 
reguladas en la presente Orden. 
 

Disposición Final Segunda. Entrada en vigor 

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la 
Junta de Andalucía. 
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 ORDEN de 5 de septiembre de 2006, por la que se 
regula el procedimiento de concesión de ayudas 
económicas por el Instituto Andaluz de la Mujer 

para mujeres víctimas de violencia de género que 
acrediten insuficiencia de recursos y especiales 

dificultades para obtener un empleo 
 

El Instituto Andaluz de la Mujer tiene entre sus objetivos el desarrollo de actuaciones para la atención 
integral a mujeres  víctimas de violencia de género y, de una forma particular, a las que carecen de 
medios económicos, así como el fomento de medidas para prevenir la violencia contra las mujeres y 
desarrollar programas de atención a las afectadas, habiendo puesto en marcha, mediante la Orden de 
7 de julio de 2005, una línea de ayudas económicas para mujeres  víctimas de violencia que tiene a 
su vez como finalidad facilitarles recursos económicos para que puedan establecerse de forma 
autónoma. 

La Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia 
de Género, establece en su artículo 27 el derecho a percibir una ayuda económica a las mujeres 
víctimas de violencia de género que se sitúen en un nivel de rentas y respecto de las que se presuma 
que, debido a circunstancias personales y sociales, tendrán especiales dificultades para obtener un 
empleo. 

Dichas ayudas han sido reguladas por el Gobierno Central a través del Real Decreto 1452/2005, de 2 
de diciembre, por el que se regula la ayuda económica establecida en el artículo 27 de la Ley 
Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de 
Género. 

Esta disposición trata de asegurar la correcta aplicación del citado precepto de la Ley Orgánica y 
garantizar el principio de seguridad jurídica y la igualdad en el acceso al derecho reconocido, dejando 
a salvo las competencias exclusivas de las Comunidades Autónomas para establecer el procedimiento 
de concesión de las ayudas. 

La presente Orden regula el procedimiento para el reconocimiento del derecho a la ayuda económica 
en la Comunidad Autónoma de Andalucía y determina los .órganos administrativos que intervienen en 
su tramitación y concesión. Con esta regulación se trata de hacer efectivo el derecho subjetivo de la 
mujer a la ayuda económica articulando un procedimiento que pretende garantizar en todas sus fases 
la máxima celeridad y simplicidad de trámites. 

En su virtud, a propuesta del Instituto Andaluz de la Mujer, y en uso de las facultades que me confiere 
la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, 
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DISPONGO 

Artículo 1. Objeto, finalidad y régimen jurídico  

1. La presente Orden tiene como objeto regular el procedimiento para el reconocimiento del derecho 
a la ayuda económica prevista en el artículo 27 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de 
Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, dirigida a mujeres víctimas de violencia 
de género para las que quede acreditada insuficiencia de recursos y unas especiales dificultades para 
obtener un empleo, así como para la concesión de la misma. 

2. Las ayudas económicas a las que se refiere la presente Orden se regirán por lo dispuesto en el 
artículo 27 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, y en el Real Decreto 1452/2005, de 2 
de diciembre, que la desarrolla. 
 

Artículo 2. Requisitos para obtener la condición de beneficiaria  

Tendrá la consideración de beneficiaria a los efectos de la presente Orden, la mujer víctima de 
violencia de género que cumpla, a la fecha de solicitud de la ayuda, los siguientes requisitos: 

a) Encontrarse domiciliada en un municipio de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

b) Acreditar la situación de violencia de género de la forma legalmente establecida. 

c) Carecer de rentas que, en cómputo mensual, superen el 75% del salario mínimo interprofesional 
vigente, excluida la parte proporcional de dos pagas extraordinarias. 

d) Tener especiales dificultades para obtener un empleo, que se acreditará a través de un informe del 
Servicio Andaluz de Empleo. 

Artículo 3. Acreditación de la situación de violencia de género  

1. Las situaciones de violencia de género se acreditarán con la orden de protección a favor de la 
mujer. Excepcionalmente, será título de acreditación de la situación de violencia de género el informe 
del Ministerio Fiscal que indique la existencia de indicios de que la denunciante es víctima de este tipo 
de violencia en tanto se dicta la orden de protección. 

2. Igualmente podrá acreditarse la condición de víctima de violencia de género mediante la sentencia, 
definitiva, o definitiva y firme, siempre que sea condenatoria por hechos constitutivos de violencia de 
género y en la misma se acuerden medidas de protección a favor de la mujer. 

3. Sólo podrá ser concedida una ayuda por beneficiaria, con independencia de la obtención por parte 
de ésta de una nueva orden de protección o sentencia condenatoria. 
 

Artículo 4. Determinación de las rentas  

A efectos de determinar el requisito de carencia de rentas, se seguirán las reglas establecidas en el 
artículo 4 del Real Decreto 1452/2005, de 2 de diciembre. 
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Artículo 5. Informe del Servicio Andaluz de Empleo  

1. El Servicio Andaluz de Empleo elaborará el informe de empleabilidad al que se refiere el artículo 
2.d) de la presente Orden a través de la Dirección Provincial que corresponda al lugar actual de 
residencia de la solicitante. 

2. El informe se emitirá para el momento en que se tramite la concesión de la ayuda y deberá hacer 
constar que la solicitante, debido a su edad, falta de preparación general o especializada y 
circunstancias sociales, no va a mejorar de forma sustancial su empleabilidad por su participación en 
los programas de empleo específicos para su inserción profesional. 

A tal efecto, se atenderá a los criterios establecidos en el artículo 5 del Real Decreto 1452/2005, de 2 
de diciembre, en la valoración de los factores indicados en el párrafo anterior. 
 

Artículo 6. Financiación  

La financiación de estas ayudas se efectuará con cargo al Capítulo IV de los créditos presupuestarios 
del Instituto Andaluz de la Mujer. 
 

Artículo 7. Documentación  

1. La solicitud de ayuda se realizará mediante instancia dirigida a la Ilma. Sra. Directora del Instituto 
Andaluz de la Mujer, según el modelo previsto en el Anexo I de la presente Orden, suscrita por la 
solicitante, y deberá estar acompañada por la documentación siguiente: 

a) Copia compulsada del Documento Nacional de Identidad y Número de Identificación Fiscal de la 
solicitante. En el caso de solicitantes extranjeras éstas deberán aportar copia compulsada del 
documento acreditativo de su situación legal en España. 

b) Certificado de empadronamiento. 

c) Copia compulsada de la orden de protección a su favor o, en su caso, de la sentencia, definitiva, o 
definitiva y firme, condenatoria por hechos constitutivos de violencia de género y en la que se 
acuerden medidas de protección a favor de la mujer. 

Excepcionalmente, copia del informe del Ministerio Fiscal que indique la existencia de indicios de que 
es víctima de violencia de género en tanto se dicta la orden de protección. 

d) Copia completa de su última declaración del Impuesto de la Renta de las Personas Físicas o, en 
caso de no realizarla, declaración responsable de los ingresos obtenidos en el mencionado ejercicio, 
esta última conforme al modelo que figura como Anexo I. 

e) Copia completa de su última declaración del Impuesto sobre el Patrimonio o, en caso de no 
realizarla, declaración responsable de su patrimonio, con indicación del valor del mismo, a excepción 
de la vivienda habitualmente ocupada por la solicitante y de los bienes cuyas rentas hayan sido 
declaradas en el apartado anterior, conforme al modelo que figura como Anexo I. 
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f) Acreditación de la cuenta corriente o libreta de ahorro de titularidad de la solicitante. En el Anexo II 
se incluye modelo orientativo. 

g) En su caso, copia compulsada de la certificación acreditativa del grado de minusvalía reconocido. 

2. Los requisitos y/o datos que resulten exigibles en virtud de la presente Orden, podrán ser 
constatados mediante consulta en los archivos y registros administrativos en que obren los datos 
correspondientes a la persona solicitante. Su cumplimiento quedará acreditado mediante la 
incorporación al expediente de la oportuna diligencia, relativa a la comprobación de la constancia de 
dichos datos. 

3. No se requerirá la presentación de aquellos documentos que, resultando necesarios a los efectos 
de la acreditación de datos o requisitos exigidos por la presente Orden, ya obren en poder del Instituto 
Andaluz de la Mujer, debiendo dejarse constancia en el expediente mediante la oportuna diligencia. 

4. La presentación de la solicitud conllevará la autorización al .órgano gestor para recabar las 
certificaciones e informes a emitir, en su caso, por la Agencia Estatal de Administración Tributaria, por 
la Tesorería General de la Seguridad Social, por la Consejería de Economía y Hacienda de la Junta de 
Andalucía y por el Servicio Andaluz de Empleo que requieran la presente Orden. 
 

Artículo 8. Acreditación de las responsabilidades familiares  

1. En los supuestos en que existan responsabilidades familiares conforme a lo dispuesto en el artículo 
7 del Real Decreto 1452/2005, de 2 de diciembre, habrá de acompañarse a la solicitud la 
documentación siguiente: 

a) Copia compulsada del Libro de Familia u otro documento que acredite la relación de la solicitante 
con los familiares a su cargo o menores acogidos. 

b) Certificado de empadronamiento de los miembros de la unidad familiar, o copia compulsada del 
documento extendido a nombre de la  víctima en el que figure reconocida a favor de los familiares la 
condición de beneficiarios de asistencia sanitaria de la Seguridad Social o, excepcionalmente, 
cualquier otro documento que acredite la convivencia de la unidad familiar. 

c) Copia completa de la última declaración del Impuesto de la Renta de las Personas Físicas de los 
miembros de la unidad familiar o, en caso de no realizarla, declaración responsable de los ingresos 
obtenidos en el mencionado ejercicio. 

d) En su caso, copia compulsada de la certificación acreditativa del grado de minusvalía reconocido a 
los familiares a cargo o menores acogidos. 

2. Cuando la convivencia de la solicitante con los familiares a su cargo se interrumpa por motivos 
derivados de la situación de violencia de género, podrá acreditarse esta circunstancia mediante un 
informe social del Centro de la Mujer, a efectos de lo dispuesto en el párrafo tercero del artículo 7 del 
citado Real Decreto. 

3. La acreditación de la obligación de alimentos de la solicitante cuando no exista convivencia con el 
familiar a cargo que perciba esos alimentos se realizará mediante copia compulsada del convenio o 
resolución judicial en la que se establezca. 
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Artículo 9. Presentación de solicitudes  

1. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, las 
solicitudes se presentarán preferentemente en el registro del Centro de la Mujer de la Dirección 
Provincial del Instituto Andaluz de la Mujer en la provincia que corresponda al domicilio de la 
solicitante. 

2. La ayuda podrá solicitarse durante la vigencia de la orden de protección, informe del Ministerio 
Fiscal o, en su caso, de las medidas establecidas en la sentencia condenatoria para la protección de 
la mujer. 

3. Si a la solicitud no se acompañase la documentación exigida o la presentada adoleciera de algún 
defecto, desde el Centro de la Mujer competente para la tramitación del procedimiento de concesión 
de la ayuda se requerirá a la interesada para que, en el plazo de diez días hábiles, subsane la falta o 
acompañe los documentos preceptivos, con indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por 
desistida de su petición, previa resolución que deberá ser dictada en los términos previstos en el 
artículo 42.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
 

Artículo 10. Procedimiento de concesión  

El procedimiento de concesión se sustanciará de acuerdo con las normas generales de los 
procedimientos administrativos iniciados a solicitud de persona interesada, teniendo en cuenta las 
siguientes reglas: 

a) El procedimiento se entenderá iniciado desde la fecha en que la correspondiente solicitud haya 
tenido entrada en el registro del órgano competente para su tramitación, contándose desde dicha 
fecha el plazo máximo establecido para resolver y notificar la resolución expresa de la solicitud. 

b) La ayuda económica solicitada se concederá sin comparación con otras solicitudes, siempre que se 
cumplan los requisitos exigidos para su concesión. La resolución que ponga fin al procedimiento se 
motivará con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho. 

c) El plazo para resolver y notificar será de tres meses, contando a partir de la entrada de la solicitud 
en el registro del Centro de la Mujer competente para su tramitación, siendo desestimatorio el sentido 
del silencio administrativo, en su caso. 

 

Artículo 11. Instrucción y resolución  

1. Las solicitudes, acompañadas de la documentación preceptiva, serán examinadas en el Centro de 
la Mujer de la provincia donde se encuentre el domicilio de la solicitante, desde el que se solicitará a 
la Dirección Provincial del Servicio Andaluz de Empleo que corresponda el informe de empleabilidad al 
que se refiere el artículo 2.d) de la presente Orden, que será preceptivo y deberá ser evacuado en el 
plazo de 10 días. 
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2. Cuando de la documentación obrante en el expediente se pueda deducir que la solicitante, una vez 
iniciada la situación de violencia de género, había residido en otra Comunidad o Ciudad Autónoma, el 
Centro de la Mujer que instruye el procedimiento solicitará informe al órgano competente para la 
tramitación de la misma ayuda económica en esa entidad territorial al objeto de comprobar si la mujer 
ha solicitado o se le ha concedido la ayuda en una ocasión anterior. 

3. Desde el Centro de la Mujer, una vez recibido el informe de empleabilidad y, en su caso, el que se 
recabe respecto a su residencia anterior, se elevará propuesta de resolución a la Dirección del 
Instituto Andaluz de la Mujer en la que se acreditará, en su caso, la insuficiencia de recursos y las 
especiales dificultades para obtener un empleo de la solicitante. 

En el supuesto de que el informe de empleabilidad y/o el relativo a su residencia anterior sean 
desfavorables para la interesada, inmediatamente antes de redactar la propuesta de resolución se le 
pondrá de manifiesto el procedimiento para que, en el plazo de 10 días, pueda alegar y presentar los 
documentos y justificaciones que estime pertinentes. 

4. A la vista de la documentación obrante en el expediente y de la propuesta de resolución formulada, 
la Directora del Instituto Andaluz de la Mujer dictará la correspondiente resolución que, en caso de ser 
estimatoria, reconocerá el derecho de la mujer a la ayuda económica y acordará su concesión. 

Contra dicha resolución, que agota la vía administrativa, podrá interponerse recurso contencioso-
administrativo en la forma y plazo previstos por la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, o 
potestativamente, recurso de reposición, conforme a lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre. 

5. Las notificaciones que deban realizarse a las interesadas se practicarán de forma individual de 
acuerdo con las normas generales del procedimiento administrativo recogidas en los artículos 58 y 59 
de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común. 
 

Artículo 12. Cuantía de las ayudas  

Las ayudas económicas a que se refiere la presente Orden tendrán como cuantía las establecidas en 
el artículo 6 del Real Decreto 1452/2005, de 2 de diciembre, para cada uno de los supuestos 
contemplados en el mismo. 

Artículo 13. Incompatibilidad  

La percepción de la ayuda económica a que se refiere la presente Orden será incompatible con la 
percepción de otras subvenciones, ayudas e ingresos para la misma finalidad, procedentes de 
cualesquiera Administraciones o Entes públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea o de 
organismos internacionales, a excepción de las establecidas en la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, 
de Ayudas y Asistencia a las víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual. 

Si la solicitante percibiera las ayudas establecidas en la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, éstas 
deberán computarse como ingresos con el fin de determinar si la mujer cumple el requisito de 
carencia de rentas al que se refiere el artículo 4 de la presente Orden. 
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Artículo 14. Pago  

La ayuda se concederá por una sola vez. Su abono se realizará en un solo pago, una vez acreditados 
por la beneficiaria los requisitos exigidos en el artículo 2 de esta Orden. 
 

Artículo 15. Reintegro  

Las personas beneficiarias de estas ayudas económicas deberán reintegrar la totalidad de las 
cantidades percibidas más los correspondientes intereses de demora, desde el momento del pago de 
las mismas hasta la fecha en que se acuerde la procedencia del reintegro, en los siguientes casos: 

a) Obtención de la ayuda sin reunir los requisitos exigidos para su concesión, o falseando u ocultando 
los hechos o datos que hubieran impedido su concesión. 

b) La declaración judicial o administrativa de nulidad o anulación de la resolución de la concesión. 
 

Disposición Final Primera. Habilitación  

Se faculta a la Directora del Instituto Andaluz de la Mujer para adoptar las medidas necesarias en 
desarrollo y ejecución de esta Orden. 
 

Disposición Final Segunda. Entrada en vigor  

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la 
Junta de Andalucía. 
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 ORDEN de 10 de abril de 2007, por la que  
se disponen determinadas medidas para  

la adecuada ejecución del régimen de visitas  
y comunicación de los hijos con sus progenitores 

establecido en las Órdenes de Protección 
 

La regulación de la Orden de Protección introducida en la Ley de Enjuiciamiento Criminal por la Ley 
27/2003, de 31 de julio, reguladora de la Orden de protección de las víctimas de la violencia 
doméstica, ha supuesto la articulación de un importante avance en la lucha contra la violencia de 
género al unificar en una misma solicitud y procedimiento todos los instrumentos de protección de las 
víctimas previstos en el ordenamiento jurídico, sean de índole penal, civil, o de protección y asistencia 
social. 

Uno de los principios inspiradores de la reforma y que constituye un objetivo principal es proteger la 
integridad de la víctima y de su familia frente al agresor, muy especialmente cuando existen hijos 
menores. 

La ejecución de estas medidas contenidas en la orden de protección cuando afectaban al régimen de 
custodia, visitas, comunicación y estancia con los hijos, se han contemplado hasta el año 2006 como 
actuaciones propias del Programa Punto de Encuentro Familiar de la Dirección General de Infancia y 
Familias de la Consejería para la Igualdad y Bienestar Social, en cumplimiento de lo dispuesto, entre 
otras normas, en la Ley 1/1998, de 20 de abril, de los Derechos y la Atención al Menor, y en el 
Decreto 362/2003, de 22 de diciembre, por el que se aprueba el Plan Integral de Atención a la 
Infancia de Andalucía, 2003-2007. De hecho, la ejecución de estas medidas han estado siendo 
subvencionadas por la Consejería de Igualdad y Bienestar Social hasta la Orden de 3.3.2006 por la 
que se establecen las bases reguladoras y se convocan subvenciones para el funcionamiento de 
programas específicos de atención al menor y familias en dificultad, en donde quedan expresamente 
excluidas. 

Tal y como se dispone en el Preámbulo de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas 
de Protección Integral contra la Violencia de Género, las situaciones de violencia sobre la mujer 
afectan también a los menores que se encuentran dentro de su entorno familiar, víctimas directas o 
indirectas de esta violencia. La Ley contempla también su protección no sólo para la tutela de los 
derechos de los menores, sino para garantizar de forma efectiva las medidas de protección adoptadas 
respecto de la mujer. 

En virtud del artículo 1.2, letra k), del Decreto 200/2004, de 11 de mayo, por el que se establece la 
estructura orgánica de la Consejería de Justicia y Administración Pública, en su redacción dada por el 
Decreto 217/2006, de 12 de diciembre, corresponde a este Departamento en el ámbito de medidas 
de carácter judicial prestar atención y asistencia a las víctimas, en los términos previstos en la Ley 
35/1995, de 11 de diciembre, de Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la 
Libertad Sexual, y la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral 
contra la Violencia de Género, cuyo articulo 62 recoge expresamente la orden de protección como 
medida judicial de protección y de seguridad de las víctimas. 
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A tenor de lo establecido en el artículo 8 bis del citado Decreto 200/2004, corresponde al titular de la 
Dirección General de Asistencia Jurídica a las Víctimas de Violencia el diseño, elaboración y 
seguimiento de los planes de acción contra las diversas formas de violencia en general, que se 
realicen por la Consejería de Justicia y Administración Pública con la finalidad de planificar eficiente y 
eficazmente cuantas medidas, programas y actuaciones se pongan en marcha en estos ámbitos  

En su virtud, en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 46.4 de Ley 6/2006, de 24 de 
octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, 

 

DISPONGO 

Artículo 1. Competencias 

Le corresponde a la Dirección General de Asistencia Jurídica a las Víctimas de Violencia el diseño, 
elaboración y seguimiento de los programas impulsados desde esta Consejeria para facilitar la 
correcta y adecuada ejecución de medidas judiciales civiles contenidas en las órdenes de protección 
en los casos de violencia de género, en cuanto afecten a los regímenes de custodia, visita, 
comunicación y estancia de los hijos con sus progenitores. 
 

Artículo 2. Ejecución de medidas 

La ejecución de las medidas previstas en el artículo 1 se realizarán en algunos supuestos en los 
locales en que se venían prestando, sin que ello pueda suponer interferencia alguna con los 
regímenes de visitas no regulados en la presente Orden. 
 

Disposición adicional única. Habilitación para dictar Instrucciones 

Se faculta al titular de la Dirección General de Asistencia Jurídica a las Víctimas de Violencia para 
dictar las instrucciones y adoptar las medidas necesarias para la ejecución de lo dispuesto en la 
presente Orden. 
 

Disposición final única. Entrada en vigor 

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la 
Junta de Andalucía. 
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 ORDEN de 6 de julio de 2009, por la que se aprueba 
el reglamento de régimen interno de los centros que 
componen el servicio integral de atención y acogida 

a mujeres víctimas de violencia de género y 
menores a su cargo que las acompañen en la 

Comunidad Autónoma de Andalucía 
 

La Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía, 
establece en el apartado 2 de su artículo 73 que corresponde a la Comunidad Autónoma de 
Andalucía la competencia compartida en materia de lucha contra la violencia de género, la 
planificación de actuaciones y la capacidad de evaluación y propuesta ante la Administración central. 
La Comunidad Autónoma podrá establecer medidas e instrumentos para la sensibilización sobre la 
violencia de género y para su detección y prevención, así como regular servicios y destinar recursos 
propios para conseguir una protección integral de las mujeres que han sufrido o sufren este tipo de 
violencia. 

Por su parte, el Decreto 122/2008, de 29 de abril, por el que se establece la estructura orgánica de 
la Consejería para la Igualdad y Bienestar Social, establece que le corresponden las competencias de 
desarrollo, coordinación, promoción de iniciativas e impulso de las actuaciones que se realicen en 
materia de violencia de género, sin perjuicio de las competencias atribuidas a otras Consejerías por la 
Ley 13/2007, de 26 de noviembre, de medidas de prevención y protección integral contra la violencia 
de género. 

Igualmente, en su artículo 11 dispone que a la Dirección General de Violencia de Género le 
corresponden, con carácter general, las funciones atribuidas en el artículo 30 de la Ley 9/2007, de 
22 de octubre, así como las que se deriven de la Ley 13/2007, de 26 de noviembre, de medidas de 
prevención y protección integral contra la violencia de género, y de manera especial, entre otras, la 
gestión de los recursos sociales específicos de atención a las mujeres víctimas de violencia de género 
en Andalucía. 

La Ley 13/2007, de 26 de noviembre, de Medidas de Prevención y Protección Integral contra la 
Violencia de Género, regula en el Capítulo VI de su Título II, entre otras cuestiones, las medidas para 
la atención integral y acogida a las mujeres víctimas de violencia de género, consistentes en el 
desarrollo de un modelo de atención integral dirigido a garantizar la protección, la atención integral 
multidisciplinar, y la búsqueda de autonomía de las mujeres víctimas de violencia de género. 

De esta forma, en su artículo 44.4 se establece que la Consejería competente de la Junta de 
Andalucía determinará reglamentariamente los requisitos que deben reunir los centros de atención 
integral y acogida. 

La Orden de la Consejería de Presidencia de 18 de julio de 2003, por la que se regulan los requisitos 
materiales y funcionales específicos de los Centros de Atención y Acogida a mujeres víctimas de 
malos tratos, establece entre los requisitos materiales y funcionales la existencia de un reglamento de 
régimen interno. 
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En aplicación de lo anterior, mediante la presente Orden se aprueba el modelo de Reglamento de 
Régimen Interno, aplicable a los centros que componen el Servicio Integral de Atención y Acogida a 
mujeres víctimas de violencia de género y menores a su cargo que las acompañen en la Comunidad 
Autónoma de Andalucía. 

En su virtud, a propuesta de la Dirección General de Violencia de Género, en uso de las facultades 
que me confiere la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, 

 

DISPONGO 

Artículo único. Objeto y ámbito de aplicación 

1. La presente Orden tiene por objeto aprobar el Reglamento de Régimen Interno de los centros que 
componen el Servicio Integral de Atención y Acogida a las mujeres víctimas de violencia de género y 
menores a su cargo que las acompañen. 

2. El Reglamento de Régimen Interno a que se refiere el apartado anterior se establece en el Anexo 
de la presente Orden. 
 

Disposición final primera. Desarrollo y ejecución 

Se faculta a la persona titular de la Dirección General de Violencia de Género de la Consejería para 
dictar las instrucciones y medidas de ejecución de la presente Orden. 
 

Disposición final segunda. Entrada en vigor 

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la 
Junta de Andalucía. 
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ANEXO I 
Reglamento de Régimen Interno de los Centros  

que componen el Servicio Integral de Atención y 
Acogida a Mujeres Víctimas de Violencia de Género y 

Menores a su Cargo que las acompañen en la 
Comunidad Autónoma de Andalucía 

 

TÍTULO I Disposiciones Generales 

Artículo 1. Finalidad  

La finalidad del presente Reglamento de Régimen Interno es recoger con claridad y precisión el 
conjunto de normas que regulan el funcionamiento de los centros de atención y acogida a las mujeres 
víctimas de violencia de género y menores a su cargo que las acompañen, para su obligado 
conocimiento y aplicación. 

Artículo 2. Régimen Jurídico  

El presente Reglamento de Régimen Interno se dicta al amparo de la Ley 13/2007, de 26 de 
noviembre, de medidas de prevención y protección integral contra la violencia de género, el Decreto 
87/1996, de 20 de febrero, por el que se regula la autorización, registro, acreditación e inspección de 
los Servicios Sociales de Andalucía y la Orden de 18 de julio de 2003, por la que se regulan los 
requisitos materiales y funcionales específicos de los Centros de Atención y Acogida a mujeres 
víctimas de malos tratos. 

Artículo 3. Sistemas de gestión de la Calidad  

Los Centros que componen el Servicio Integral de Atención y Acogida a mujeres víctimas de violencia 
de género y menores a su cargo que las acompañen en la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
adaptarán su gestión a los sistemas de calidad que se adopten a iniciativa del centro directivo 
competente en materia de violencia de género o por la empresa adjudicataria del servicio, con el visto 
bueno del centro directivo competente en materia de violencia de género, y en todo caso, de acuerdo 
con la normativa correspondiente. 

 

TÍTULO II Derechos y Deberes de las personas usuarias 

Artículo 4. Derechos de las personas usuarias  

Las personas usuarias de los centros del servicio integral de atención y acogida disfrutarán de los 
siguientes derechos: a) Recibir un trato respetuoso y un servicio que garantice la dignidad de las 
personas destinatarias del mismo. 

b) Recibir una asistencia individualizada y grupal adecuada a sus necesidades, reflejada en el Plan 
Individual de Actuación. 
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c) Obtener una atención integral no discriminatoria. 

d) Proteger su intimidad y sus datos de carácter personal, así como la confidencialidad de las 
actuaciones con la usuaria y los menores a su cargo que las acompañen. 

e) Recibir información adecuada y comprensible, previamente a la realización de cualquier actuación, 
a fin de que las personas usuarias manifiesten su consentimiento con suficiente conocimiento y 
libertad. Los menores serán consultados en los casos previstos por la Ley. La opinión de un niño o 
niña mayor de 12 años será tenida en cuenta en todo caso, dando cumplimiento a lo dispuesto en la 
Carta Europea de los Derechos del Niño y de la Niña. 

f) Recibir información sobre los servicios y prestaciones a las que pueden acceder como victimas de 
violencia de género. 

g) Cubrir adecuadamente las necesidades básicas de alimentación, alojamiento, higiene y gastos 
farmacéuticos prescritos por su médico de cabecera. 

h) Disfrutar de un medio ambiente adecuado, como instrumento básico para su recuperación y de 
una existencia saludable. 

i) Participar en la vida comunitaria del centro y proponer mejoras relacionadas con la organización de 
los recursos. 

j) Presentar reclamaciones y sugerencias a los servicios que se le prestan, las instalaciones o los 
profesionales que le atienden. 

k) Salir voluntariamente de los centros de acogida, siempre que, previamente, por parte del equipo 
técnico se le informe de la valoración de la salida y de sus posibles riesgos. 
 

Artículo 5. Deberes de las personas usuarias  

Las personas usuarias de los centros del servicio integral de atención y acogida asumirán los 
siguientes deberes: 

a) Firmar el documento de ingreso que le compromete a cumplir las normas y horarios establecidos 
en el Reglamento de régimen interno que contribuirá a mejorar la convivencia entre todas las 
personas usuarias dentro de las instalaciones. 

b) Responsabilizarse del cuidado de su salud y aseo personal y el de los menores a su cargo que las 
acompañen, así como de sus bienes personales. 

c) Facilitar información veraz que garantice una adecuada atención integral que permita resolver su 
situación socio-económica, legal y psicológica. 

d) Hacer un buen uso de los diferentes recursos y prestaciones a su disposición que permitan el 
acceso a los mismos del resto de las ciudadanas víctimas de violencia de género en condiciones de 
igualdad. 

e) Respetar la dignidad del resto de las mujeres y menores acogidos así como al personal que presta 
sus servicios. 
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f) Responsabilizarse de mantener limpio y ordenado su espacio personal y las zonas de uso común, 
así como del buen uso de las instalaciones, mobiliario, enseres y objetos comunes, cuidándolos y 
colaborando en su mantenimiento, para garantizar su conservación. 

g) Responsabilizarse de mantener en el anonimato la dirección y teléfonos de los recursos e 
instalaciones. 

h) Cumplir y respetar las medidas de protección y seguridad para los centros de emergencias, casas 
de acogida y pisos tutelados que garanticen la protección de las mujeres y menores acogidos. 

i) Firmar el documento de renuncia, en caso de negarse a recibir atención social, legal o psicológica, 
expresando claramente que ha estado debidamente informada y que rechaza la atención y 
actuaciones. 

j) Cumplir las medidas adoptadas por la Dirección del recurso en caso de conflictos o desacuerdos 
entre las personas acogidas. 

k) Colaborar con el personal técnico en el cumplimiento del Plan Individual de Actuación. 

 

TÍTULO III Obligaciones de la entidad titular de los centros 

Artículo 6. Obligaciones de la entidad titular  

La entidad titular de los centros del servicio integral de atención y acogida asumirá las siguientes 
obligaciones: 

a) Desarrollar programas de intervención según los protocolos de actuación establecidos para el 
Servicio Integral de Atención y Acogida a Mujeres Víctimas de Violencia de Género. 

Éstos estarán dirigidos y supervisados por las profesionales de los Centros. 

b) Favorecer las buenas relaciones entre las mujeres usuarias y los menores a su cargo que las 
acompañen, así como con el personal del centro. 

c) Ofrecer un régimen de alimentación sana, equilibrada y variada. 

d) Mantener limpias todas las dependencias del centro. 

e) Contratar una póliza de seguros multirriesgo y de responsabilidad civil, y mantenerlas en vigor. 

f) Facilitar el acceso a los recursos de los centros a las mujeres usuarias y los menores a su cargo 
que las acompañen. 

 

TÍTULO IV Régimen de ingresos y bajas de las personas usuarias 

Artículo 7. Requisitos para el ingreso  

Las mujeres que pretendan acceder a los centros que componen el Servicio Integral de Atención y 
Acogida a mujeres víctimas de violencia de género y menores a su cargo deberán cumplir los 
siguientes requisitos: 



Normativa básica 
 

217 

a) Manifestar de forma fehaciente su consentimiento para el ingreso, el cual quedará reflejado en el 
documento contractual de ingreso. 

b) Haber padecido una situación de violencia de género. 
 

Artículo 8. Documentación  

En el ingreso de las mujeres a los centros que componen el Servicio Integral de Atención y Acogida a 
mujeres víctimas de violencia de género y menores a su cargo que las acompañen, deberán aportar la 
siguiente documentación: 

a) Copia del Documento Nacional de Identidad, Número de Identificación de Extranjero o Pasaporte 
en vigor. Si la mujer no tuviera en su poder ninguno de estos documentos se la acogerá en centros de 
emergencia y se procederá a tramitar la documentación necesaria para acreditar su identidad. 

b) Copia del documento contractual de ingreso debidamente firmado por la persona usuaria. 

c) Copia de la denuncia de la situación de violencia padecida en caso de ingreso en las casas de 
acogida. No será necesario tal documento, aunque se promoverá que se interponga la denuncia 
citada, en el caso del ingreso en los centros de emergencia. 
 

Artículo 9. Período de adaptación  

1. En el momento de ingreso de la mujer y los/las menores a su cargo que las acompañen en el 
centro de atención integral y acogida correspondiente, se establecerá, un período de adaptación y 
observación que será de quince días para Casa de Acogida y Piso Tutelado y de siete días en Centro 
de emergencias. Este período podrá ser ampliado por el doble de su duración como máximo, a fin de 
comprobar por el Equipo Técnico del centro, que reúne las condiciones adecuadas para permanecer 
en dicho centro. 

2. Si la mujer usuaria no supera este período de adaptación, el Equipo Técnico del centro de atención 
integral y acogida propondrá bien el traslado de la mujer a otro recurso o institución que responda de 
forma más adecuada a las necesidades de la usuaria o bien la salida definitiva del mismo, debiendo 
motivarse y comunicarse dicho traslado al centro directivo competente en materia de violencia de 
género y a la entidad derivante. 

Artículo 10. Conformación del expediente individual  

1. Se conformará un expediente individual de cada mujer y a los menores a su cargo que las 
acompañen que contendrá como mínimo, además de los documentos recogidos en el artículo 8, los 
siguientes: 

a) Datos de identificación de la mujer usuaria. 

b) Datos de los familiares, fecha y motivo de ingreso. 

c) Historia social, psicológica y legal. 

d) Plan Individual de Actuación establecido para cada uno de los miembros de la familia. 
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e) Informe sobre la evolución, valoración y proceso de salida de la persona usuaria en el centro y, 
anotación, en su caso, de las sanciones disciplinarias acordadas, así como su cancelación cuando se 
produzca. 

2. Asimismo, en el expediente individual se contendrá una copia del documento contractual de 
ingreso, así como la Ficha de Ingreso, la Ficha de Salida, el Consentimiento Expreso de uso de datos, 
copia de la Carta de Derechos y Deberes, copia del Reglamento de Régimen Interno y cualquier otro 
documento que se genere en la práctica cotidiana. 

3. El Plan Individual de Actuación es un documento técnico de planificación y evaluación de las 
intervenciones llevadas a cabo con las personas usuarias, que establecerá los compromisos que se 
acuerden entre las mismas y el equipo, y que dejará constancia de su evolución, así como, de las 
gestiones e intervenciones que el equipo realice para prestar el apoyo y la ayuda necesaria con el 
objetivo de alcanzar los acuerdos establecidos. 
 

Artículo 11. Reserva de plaza  

Las mujeres usuarias tendrán derecho a la reserva de plaza en los siguientes casos: 

a) Ausencia obligada por ingreso en centro hospitalario. 

b) Ausencia voluntaria justificada, siempre que no exceda de 15 días naturales al año y se notifique 
previamente a la dirección del centro con una antelación de al menos cuarenta y ocho horas, quien 
decidirá la oportunidad o no de la ausencia, en aras a garantizar la seguridad de la mujer y los/las 
menores a su cargo que las acompañen. 
 

Artículo 12. Motivos de baja  

Serán motivos de baja de las mujeres usuarias del centro los siguientes: 

a) La voluntad expresa de la residente, formalizada por escrito y comunicada a la dirección del centro. 

b) Expulsión definitiva del centro residencial, previa tramitación y resolución firme recaída en 
expediente disciplinario. 

c) La modificación de las condiciones sociales, físicas y/o psíquicas que justificaron su ingreso, a 
propuesta del Equipo Técnico del centro y previo informe técnico. 

d) El traslado a otro centro, a instancia de la parte interesada o a propuesta del Equipo Técnico, y 
previo informe técnico, o por traslado como consecuencia de resolución firme en expediente 
disciplinario tramitado al efecto. 
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TÍTULO V Normas de Funcionamiento 

CAPÍTULO I Alojamiento 

Artículo 13. Los alojamientos  

1. A las personas usuarias se les asignará un alojamiento adecuado en los centros de emergencias y 
casas de acogida, en función de sus necesidades y de acuerdo con el protocolo que tenga establecido 
cada centro y de la valoración del equipo técnico del mismo. 

2. El cambio de habitación o apartamento se llevará a cabo por necesidades de las mujeres o del 
servicio. Estas se valorarán por el equipo técnico del centro que determinará la pertinencia de dicho 
cambio. En cualquier caso, el cambio por motivos asistenciales será notificado con un preaviso de 
tres días, salvo motivos de urgencia. 

3. En caso de conflicto entre las mujeres usuarias y los/las menores a su cargo que las acompañen 
residentes en un mismo apartamento, se procederá, previa decisión del equipo de profesionales del 
centro, al cambio de apartamento. 

4. Las personas usuarias podrán disponer de elementos decorativos en la habitación (fotos, pósters, 
etc.) siempre teniendo en cuenta las limitaciones establecidas de manera justificada por la dirección 
del centro y garantizando el buen uso de las instalaciones y el posible deterioro de estas. 

5. Se preservarán las condiciones de seguridad, siguiendo el Protocolo de Seguridad establecido y los 
Planes de Evacuación y Emergencia de cada uno de los Centros. 

6. Se facilitará la labor del personal durante la limpieza de las zonas comunes, evitándose hacer 
durante este tiempo uso de las mismas, salvo motivo justificado. 

7. No se tendrán alimentos en las habitaciones que por su naturaleza se puedan descomponer, 
produzcan malos olores y deterioren el mobiliario, que por su número o volumen supongan un 
impedimento para las tareas de limpieza y adecentamiento de las mismas; ni productos inflamables, 
ni tóxicos tales como lejía, amoniaco, alcohol, etc., que puedan originar un accidente. La dirección del 
centro tomará las medidas necesarias para comprobar que esta norma se cumple y que puede incluir 
la revisión de armarios y habitaciones. Esta actuación se realizará en todo caso en presencia de la 
persona usuaria y de dos testigos. 

8. Queda prohibido fumar en los apartamentos y habitaciones. En todo caso, deberá observarse lo 
establecido en la Ley 28/2005, de 26 de diciembre, de medidas sanitarias frente al tabaquismo y 
reguladora de la venta, el suministro, el consumo y la publicidad de los productos del tabaco. 

9. No estará permitido la tenencia y uso de objetos peligrosos que puedan originar un accidente. 
Dichos objetos deberán ser depositados en la dirección del centro, con acuse de recibo del mismo. 
 

Artículo 14. Objetos de valor y dinero  

1. La persona usuaria está obligada al inventario de los enseres entregados en el momento del 
ingreso, así como de aquellos que se le van otorgando a lo largo de su estancia en el centro. Dicho 
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inventario será comprobado a su salida, con el objetivo de verificar el adecuado mantenimiento y 
conservación de enseres y espacios. 

2. El Centro no se hará responsable de la pérdida de objetos de valor en el Centro. 

3. Cualquier objeto perdido que se encuentre por persona distinta a su propietaria, deberá ser 
entregado inmediatamente a la dirección del centro, a fin de ser restituido a su legítima propietaria. 
 

Artículo 15. La alimentación en los Centros  

1. En los centros de atención integral y acogida se contará bien con un servicio de catering que 
proporcionará la alimentación correspondiente al almuerzo de lunes a viernes, o bien con la 
colaboración voluntaria de las mujeres acogidas para la preparación de los almuerzos cuando el 
servicio de catering no estuviese disponible. En cualquier caso las cenas, desayunos y meriendas 
serán preparados por las mujeres acogidas, con los ingredientes que se faciliten desde el centro. 

2. En cualquier caso, siempre se tendrá en cuenta lo siguiente: 

a) Los horarios establecidos conforme el artículo 25 de este Reglamento deberán ser cumplidos por 
las personas usuarias de los centros. 

b) A las personas usuarias del centro se les garantizarán cuatro comidas diarias: Desayuno, almuerzo, 
merienda y cena. 

c) La carta mensual de los menús de las comidas, tanto del catering como los elaborados en los 
centros, será supervisada por una persona licenciada en Medicina, ajena al Centro, a fin de garantizar 
el aporte dietético y calórico adecuado. La fotocopia de dicha carta, visada por aquélla, se expondrá 
en el tablón de anuncios del centro y estará a disposición de las mujeres acogidas. 

d) A las personas usuarias que lo precisen, por prescripción médica o por motivos culturales – 
religiosos, se les ofrecerá menú de régimen adecuado a sus necesidades. 

 

CAPÍTULO II Medidas higiénico sanitarias y atención social, legal 
y psicológica 

Artículo 16. Mantenimiento e higiene del centro  

1. Se prestará especial atención a la conservación y reparación del mobiliario, instalaciones y 
maquinaria del centro, a fin de evitar su deterioro. 

2. Se realizará limpieza general y permanente del edificio y dependencias del centro, especialmente 
las de uso más intenso, así como su desinfección. 

3. La desinsectación y desratización será como mínimo cada año, así como cuantas veces lo exijan 
las circunstancias, y se realizará por empresa debidamente acreditada. 

4. Se limpiará la vajilla y cubertería después de su uso, así como demás instrumentos de uso común. 
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5. Los elementos de aseo de uso común (servilletas, toallas de manos de lavamanos colectivos, etc.), 
serán de material desechable. 
 

Artículo 17. Atención sanitaria  

1. Se garantizará que todas las personas usuarias tengan acceso a la atención médica y los cuidados 
sociosanitarios que precisen, que serán dispensados a través de la red pública de atención sanitaria 
de Andalucía. 

2. Cuando así se precise, la persona usuaria será trasladada al centro hospitalario que corresponda. 
En su traslado podrá ser acompañada por algún familiar y en su defecto por personal del centro. Así 
mismo, en el Centro se organizará el cuidado de los/las menores a su cargo que las acompañen y 
que permanezcan en éste. 

3. Si la persona usuaria quedara ingresada en un centro hospitalario, se comunicará inmediatamente 
a las personas de contacto especificadas en la Ficha de Ingreso, previo consentimiento expreso de la 
mujer y en todo caso, comunicación a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

4. La dirección del centro podrá adoptar decisiones de carácter urgente por motivos de salud, dando 
cuenta con la mayor brevedad a las personas de contacto facilitadas por las mujeres a su ingreso, 
siendo obligado su cumplimiento en tanto concurran las causas que las hicieron aconsejables. 

5. Existirá un botiquín debidamente dotado, tutelado por una persona responsable del centro. 

6. Se administrarán únicamente los medicamentos prescritos por los/as profesionales 
correspondientes, no pudiendo las personas usuarias alterar la prescripción en cuanto a la 
medicación o la alimentación. 
 

Artículo 18. Atención social  

1. Las personas usuarias recibirán información, asesoramiento, y ayuda para gestionar el acceso a 
los recursos sociales, así como apoyo para la adaptación al centro y a la convivencia en el mismo. 

2. Por las personas usuarias se podrán requerir los servicios de la persona diplomada en trabajo 
social del centro, siguiendo las pautas y el procedimiento que fije la dirección del centro. 

3. Se facilitará a las personas usuarias la información y la participación en las actividades lúdico-
culturales que se programen realizar tanto dentro del centro como fuera del mismo, y se fomentará su 
colaboración en las tareas de programación y desarrollo. 
 

Artículo 19. Atención jurídica  

1. Las personas usuarias recibirán información, asesoramiento, ayuda para gestiones jurídicas, así 
como apoyo para el seguimiento de su situación legal durante la estancia en el centro. 

2. Por las personas usuarias se podrán requerir los servicios de la persona licenciada en derecho del 
centro, siguiendo las normas y procedimiento que fije la dirección del centro. 
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3. Se facilitará a las personas usuarias información y participación en talleres grupales de carácter 
jurídico, fomentándose su colaboración en las tareas de programación y desarrollo. 
 

Artículo 20. Atención psicológica  

1. Las personas usuarias recibirán información, asesoramiento, ayuda en aspectos psicológicos, así 
como apoyo para posibilitar una recuperación psicológica durante su estancia en el centro. 

2. Por las personas usuarias se podrán requerir los servicios de la persona licenciada en psicología 
del centro, siguiendo las normas y procedimiento que fije la dirección del centro. 

3. Se facilitará a las personas usuarias información y participación en talleres grupales de carácter 
psicológico, fomentándose su colaboración en las tareas de programación y desarrollo. 

 

CAPÍTULO III Régimen de visitas, salidas y comunicación  
con el exterior 

Artículo 21. Salidas del centro  

1. Las personas usuarias no podrán salir del Centro de Emergencia hasta que su situación de 
peligrosidad no haya sido valorada por la trabajadora social con el visto bueno de la dirección del 
centro. En la Casa de Acogida y Piso Tutelado podrán salir, solas o acompañadas, siempre que no 
exista peligro para su integridad física y así haya sido valorado por la dirección del Centro. El centro 
no se hará responsable de los daños y perjuicios por accidente o percance sufridos fuera del centro 
por la persona usuaria cuando tenga restringida la salida por razones justificadas. 

2. Las personas usuarias que salgan del centro deberán notificarlo a la dirección. Quedará constancia 
de la salida por escrito cuando ésta sea fuera del horario establecido, por causa justificada. 
 

Artículo 22. Ausencias  

Las personas usuarias podrán ausentarse temporalmente del centro, informando previamente a la 
dirección de la ausencia prevista y de los datos necesarios para contactar con ellas. En todo caso, la 
dirección debe autorizar por escrito la ausencia, que también se solicitará por escrito. En los Centros 
de emergencias, debido a la situación de peligro en que se encuentran las mujeres acogidas, las 
mujeres no podrán ausentarse del Centro. 
 

Artículo 23. Visitas  

Las personas usuarias no podrán recibir visitas en los centros de atención integral y acogida debido a 
las necesarias medidas de seguridad para garantizar el anonimato de los centros y la seguridad de las 
mujeres acogidas. No obstante, podrán acordar un punto de encuentro con sus familiares, en un 
lugar no cercano al centro y previa comunicación y autorización de la dirección. 
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Artículo 24. Comunicaciones con el exterior  

Las personas usuarias tendrán acceso a la línea de teléfono del centro, en el horario establecido por 
la dirección del centro, salvo casos de fuerza mayor justificada, que se ubicará en el despacho de las 
personas profesionales y que permitirá la intimidad en las comunicaciones. En los supuestos de 
mujeres inmigrantes, a su ingreso en el Centro se les entregará una tarjeta telefónica con la que 
podrán contactar con sus familiares en el extranjero. 
 

Artículo 25. Horarios del centro  

1. El centro prestará servicio los trescientos sesenta y cinco días del año. 

2. La dirección del centro acordará los horarios de apertura y cierre del propio Centro, así como los 
horarios de comidas y los de salidas, diferenciando entre períodos de Invierno y Verano. 

3. Se exigirá puntualidad en los horarios acordados, con el fin de garantizar un mejor funcionamiento 
del centro. 

 

CAPÍTULO IV Relaciones con el personal, sugerencias  
y reclamaciones 

Artículo 26. Las relaciones con el personal  

1. El personal del centro dispone de lugares reservados para su uso exclusivo, que no serán utilizados 
por las personas usuarias del centro. 

2. Las personas usuarias del centro colaborarán con el personal del centro, a fin de conseguir el 
mejor funcionamiento de los servicios prestados y facilitar la mayor calidad en la atención. 
 

Artículo 27. Quejas y Reclamaciones  

Todos los centros residenciales de atención integral y acogida cuentan con un Libro de Quejas y 
Reclamaciones regulado por el Decreto 72/2008, de 4 de marzo, por el que se regulan las Hojas de 
Quejas y Reclamaciones de las personas consumidoras y usuarias en Andalucía y las actuaciones 
administrativas relacionadas con ellas, que estará a disposición de las personas usuarias. 

 

TÍTULO VI Sistema de Participación de las Personas Usuarias 

Artículo 28. Órgano de participación del centro  

1. El órgano de participación del centro de atención integral y acogida es la Asamblea general. 

2. Se fomentará la participación de las mujeres usuarias en la Asamblea. 
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Artículo 29. Composición y reuniones de la Asamblea con las usuarias  

1. La Asamblea con las usuarias mujeres se constituye por las personas residentes, por quien ostente 
la dirección del centro o persona que le sustituya en representación de la empresa adjudicataria de la 
gestión del servicio, así como por una persona representante del Equipo Técnico del centro. Todos 
tendrán voz y voto en la Asamblea. 

2. La Asamblea se reunirá en sesión ordinaria, en los Centros de Emergencia al menos una vez al 
mes y en la Casa de Acogida y Piso Tutelado de forma trimestral, y en sesiones extraordinarias 
cuantas veces sean necesarias a requerimiento de la dirección del centro o a petición del 25 por 
ciento de las personas usuarias. 
 

Artículo 30. Convocatoria de la Asamblea con las usuarias  

1. La convocatoria de cada Asamblea se realizará por la dirección del centro, con una antelación 
mínima de cuarenta y ocho horas. Se hará pública en el tablón de anuncios del centro y deberá 
concretar el lugar, la fecha, la hora y el orden del día. 

2. La Asamblea quedará formalmente constituida con la asistencia de al menos el 10% de las 
personas usuarias en la primera convocatoria, y en segunda quedará constituida media hora después, 
cualquiera que sea el número de asistentes. 
 

Artículo 31. Adopción de acuerdos y actas  

1. Los acuerdos de la Asamblea se tomarán por mayoría simple. Los acuerdos no pueden ir en contra 
de lo establecido en el presente Reglamento ni en su normativa de desarrollo. 

2. En caso de empate, el voto de calidad de la persona que ostente la dirección del centro o persona 
en quien delegue, será dirimente. 

3. De cada sesión se levantará acta en la que figurará el número de asistentes, el orden del día y los 
acuerdos tomados. 

Una copia de dicha acta se publicará en el tablón de anuncios del centro. 
 

Artículo 32. Competencias de la Asamblea con las usuarias  

Serán competencias de la Asamblea con las usuarias, las siguientes: 

a) Conocer de las posibles modificaciones del Reglamento de Régimen Interior. 

b) Abordar los problemas de convivencia que se produzcan en el centro y llegar a los acuerdos 
necesarios para solucionarlos. 

c) Cualquiera otra que en lo sucesivo pudiera atribuírsele. 
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TÍTULO VII De la Dirección del Centro, del Equipo Técnico y  
de las Auxiliares Sociales 

Artículo 33. De la dirección del centro  

Sin perjuicio de las facultades directivas y de organización atribuidas por la normativa vigente a la 
dirección del centro, la persona que ostente dicho cargo ejercerá, en particular, las siguientes 
funciones: 

a) Representar al centro ante las instituciones de la localidad de ubicación del centro. 

b) Desempeñar, en su caso, la Jefatura del personal adscrito al centro. 

c) Organizar, dirigir, supervisar el trabajo del personal, de modo que el funcionamiento del centro sea 
acorde con lo establecido por la normativa general y el presente Reglamento de Régimen Interno. 

d) Velar por el cumplimiento de los horarios establecidos en el presente Reglamento de Régimen 
Interior. 

e) Impulsar, organizar y coordinar las tareas, en orden a la consecución de los fines del centro. 

f) Responsabilizarse, siguiendo las instrucciones de la empresa adjudicataria de la gestión del servicio, 
de la gestión del presupuesto del centro. 

g) Elevar a la entidad titular las sugerencias, quejas y peticiones que a tal fin le sean trasladadas. 

h) Asistir a las reuniones de la Asamblea tanto con mujeres como con niños y niñas. Esta función 
podrá ser ejercida por delegación, en los supuestos en que se considere necesario y previa 
comunicación al Equipo de Coordinación de de la empresa adjudicataria de la gestión del servicio. 

i) Fomentar la cooperación entre el personal del centro y las personas usuarias. 

j) Canalizar cuanta información y documentación se reciba en el centro, que pueda ser de utilidad 
tanto a las personas usuarias como al personal del centro. 

k) Cualesquiera otras que fueren encomendadas por de la empresa adjudicataria de la gestión del 
servicio. 

l) Coordinar el trabajo con el centro directivo competente en materia de violencia de género. 
 

Artículo 34. El Equipo Técnico  

1. En cada provincia existirá un Equipo Técnico que prestará atención a las personas usuarias en los 
tres niveles de atención (centro de emergencias, casa de acogida y piso tutelado) y que se encargará, 
entre otras cosas, de valorar que las personas usuarias reúnen las condiciones adecuadas para su 
permanencia en los centros, pudiendo proponer su traslado, de forma motivada, a otro centro 
residencial más adecuado a sus necesidades. 

Este equipo se encargará de apoyar en el proceso de recuperación de la situación de violencia vivida 
por la mujer y los/las menores a su cargo que las acompañen. 
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2. En todo caso, el Equipo Técnico cumplirá con las funciones y objetivos del Servicio Integral de 
Atención y Acogida a las mujeres víctimas de violencia de género y los/las menores a su cargo que 
las acompañen y que estará compuesto por la Directora del Centro, una Psicóloga, una Abogada y 
dos Trabajadoras Sociales. 
 

Artículo 35. Las Auxiliares Sociales  

1. En cada nivel de atención, existirá un equipo de auxiliares sociales que prestará atención a las 
personas usuarias en los tres ámbitos (centro de emergencias, casa de acogida y piso tutelado) que 
se encargará, entre otras cosas, de garantizar el funcionamiento cotidiano del Centro, sobre todo en lo 
relativo a la cobertura de necesidades básicas: alimentación, vestido, alojamiento. En los Pisos 
tutelados ejercerán funciones por delegación del Equipo Técnico, previa autorización de la Dirección, y 
se refieren a labores de mantenimiento y conservación de los Pisos. 

2. En todo caso, el Equipo de Auxiliares Sociales cumplirá con las funciones y objetivos del Servicio 
Integral de Atención y Acogida a las mujeres víctimas de violencia de género y los/las menores a su 
cargo que las acompañen. 

 

TÍTULO VIII Régimen Disciplinario 

CAPÍTULO I Faltas 

Artículo 36. Definición y clasificación  

1. Se considera falta disciplinaria por parte de las personas usuarias del centro cualquier 
incumplimiento de los deberes establecidos en el artículo 5 del presente Reglamento de Régimen 
Interior que determine una conducta de las previstas en los artículos 37 y siguientes. 

2. Las faltas disciplinarias se clasifican en leves, graves y muy graves. 
 

Artículo 37. Faltas leves  

Constituyen faltas leves las siguientes: 

a) La inobservancia de las reglas recogidas en el Reglamento de Régimen Interno del centro que 
genere una alteración en las normas de convivencia, de respeto mutuo y participación del centro. 

b) Utilizar con negligencia las instalaciones y medios del centro y perturbar las actividades del mismo. 
 

Artículo 38. Faltas graves  

Constituyen faltas graves las siguientes: 

a) La comisión de tres faltas leves en el término de 6 meses en Casa de Acogida y Pisos tutelados y 
de dos semanas en los Centros de Emergencia. 
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b) La sustracción de bienes o cualquier clase de objetos de propiedad del centro, de su personal o de 
cualquier persona usuaria. 

c) Causar daños en las instalaciones y medios del centro (incluidos los derivados de la falta de 
limpieza y mantenimiento debido). 

d) Impedir o dificultar la realización de las actividades del centro, así como no acudir a los 
seguimientos de las profesionales del Equipo Técnico o incumplir los acuerdos a los que se ha llegado 
con ellas y recogidos en el Plan Individual de Actuación. 

e) Rechazar recursos solicitados que previamente hayan sido consensuados como objetivos a 
conseguir en el Plan Individual de Actuación. 

f) Alterar de forma habitual las reglas de convivencia creando situaciones de malestar en el centro. 

g) Promover o participar en altercados, riñas o peleas de cualquier tipo. 

h) No prestar la adecuada atención a los/las menores a su cargo que las acompañen, incluyendo las 
revisiones sanitarias, el seguimiento escolar, la atención alimentaria o higiénica. 

i) La no observancia de los requisitos establecidos en el artículo 22, referido a las ausencias del 
centro, cuando ésta tenga una duración inferior a veinticuatro horas. 
 

Artículo 39. Faltas muy graves  

Constituyen faltas muy graves las siguientes: 

a) La comisión de tres faltas graves en el término de 6 meses en Casa de Acogida y Pisos tutelados, y 
de dos semanas en los Centros de Emergencia. 

b) Promover o participar en altercados, riñas o peleas de cualquier tipo, cuando se produzcan daños a 
terceros. 

c) Ejercer violencia contra otras personas usuarias, personal del centro o cualquier persona que se 
encuentre en el mismo. 

d) Falsear u ocultar declaraciones o aportar datos inexactos y relevantes en relación con la condición 
de persona usuaria del centro. 

e) La no observancia de los requisitos establecidos en el artículo 22 referido a las ausencias del 
centro, cuando ésta tenga una duración superior a veinticuatro horas. 

f) El consumo de sustancias tóxicas (alcohol y otras drogas). 

g) La comunicación de la ubicación del Centro a personas ajenas al mismo. 

h) Citarse con otras personas y/o familiares en las inmediaciones del Centro, sin la autorización de la 
Dirección. 
 



 

228 

Artículo 40. Prescripción de las faltas  

1. Para las casas de acogida y pisos tutelados las faltas leves prescribirán a las dos semanas, las 
graves al mes y las muy graves a los dos meses. Para los centros de emergencias, los plazos de 
prescripción son de tres días para las leves, una semana para las graves y dos semanas para las muy 
graves. 

2. El plazo de prescripción comenzará a contar desde el día en que la infracción hubiera sido 
cometida. 

3. El plazo de prescripción se interrumpirá por la notificación a la persona usuaria de la incoación de 
expediente disciplinario. 

 

CAPÍTULO II Medidas cautelares 

Artículo 41. Medidas cautelares  

1. Iniciado el procedimiento, el órgano administrativo competente para resolverlo, podrá adoptar, de 
oficio o a instancia de parte, las medidas provisionales que estime oportunas para asegurar la eficacia 
de la resolución que pudiera recaer, si existiesen elementos de juicio suficientes para ello. 

2. Las medidas cautelares deberán ajustarse a la intensidad, proporcionalidad y necesidades de los 
objetivos que se pretenda garantizar en cada supuesto concreto. 

 

CAPÍTULO III De las sanciones 

Artículo 42. Sanciones  

1. Sin perjuicio de las demás responsabilidades a que hubiere lugar, las sanciones que se podrán 
imponer a las personas usuarias que incurran en alguna de las infracciones mencionadas, serán las 
siguientes: 

a) Por infracciones leves. 

- Amonestación escrita. La Directora recogerá, con la presencia de dos testigos, miembros del Equipo 
Técnico, los acuerdos a los que se ha llegado con la persona usuaria para modificar la conducta 
sancionada. 

b) Por infracciones graves. 

- Traslado forzoso a otro centro de atención de atención y acogida a mujeres víctimas de violencia de 
género. 

c) Por infracciones muy graves. 

- Pérdida definitiva e inmediata de la condición de persona usuaria del centro (con la comunicación 
previa a las autoridades competentes), con inhabilitación para pertenecer a cualquier otro centro con 
plazas de la red de atención específica. 
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2. La acumulación de dos faltas leves por una misma persona en un el periodo de quince días se 
convertirá ambas faltas en una falta grave. 

3. Las personas sancionadas por faltas graves o muy graves no podrán participar en las Asambleas 
con las usuarias mientras no queda cancelada en su expediente individual. 
 

Artículo 43. Prescripción de las sanciones  

1. Las sanciones reguladas en el presente Reglamento de Régimen Interior prescribirán: 

a) A los dos meses, las impuestas por faltas leves. 

b) A los seis meses, las impuestas por faltas graves. 

c) Al año, las impuestas por faltas muy graves. 

2. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente a aquél en 
que adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción. 

 

CAPÍTULO IV Del procedimiento 

Artículo 44. Procedimiento  

1. Los expedientes disciplinarios serán iniciados o por la dirección del centro, por propia iniciativa, a 
petición razonada del Equipo Técnico del centro, por orden de un superior jerárquico o por denuncia; 
o bien por el centro directivo competente en materia de violencia de género. 

2. Denunciado un hecho que pudiera ser constitutivo de alguna de las infracciones tipificadas en el 
presente Reglamento de Régimen Interno del centro, la Dirección del mismo podrá llevar a cabo una 
primera comprobación a fin de conocer las circunstancias del caso concreto y la conveniencia o no de 
iniciar expediente disciplinario al respecto, así como al objeto de calificar la procedencia de remisión 
de la denuncia a efectos de informe al Equipo Técnico. 

3. Los expedientes disciplinarios por faltas leves, en los que será preceptivo en todo caso el trámite 
de audiencia a la persona expedientada, serán resueltos por la persona titular de la Dirección del 
Centro. 

4. Si los hechos denunciados pudieran constituir una falta grave o muy grave, por la dirección del 
centro se dará traslado de todos los antecedentes, en forma de Informe Social, tanto al centro 
directivo competente en materia de violencia de género como al Equipo de Coordinación de la 
empresa adjudicataria de la gestión del servicio. Una vez examinada la documentación aportada, se 
acordará, por parte del Equipo de Coordinación de la empresa adjudicataria de la gestión del servicio, 
con el visto bueno del centro directivo competente en materia de violencia de género, el inicio del 
expediente disciplinario. 

Del acuerdo del inicio del expediente disciplinario se dará traslado a la persona expedientada, 
especificando las conductas imputadas, a fin de que en el plazo de tres días formule las alegaciones y 
proponga las pruebas que estime oportunas. 
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Transcurrido dicho plazo, se podrá acordar la práctica de la prueba que se estime necesaria, 
requiriendo asimismo los informes que se precisen, trámites que se realizarán en el plazo de siete 
días. 

5. Corresponde al Equipo de Coordinación de la empresa adjudicataria de la gestión del servicio, con 
la autorización del centro directivo competente en materia de violencia de género la competencia para 
imponer las sanciones por faltas graves y muy graves, previstas en los apartados 2 y 3 del artículo 42, 
y a la Dirección del Centro le corresponderá hacerlas efectivas. 

6. El régimen de reclamaciones y/o recursos contra las sanciones impuestas, en virtud del 
procedimiento que se establece en este artículo, se ajustará a lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. 

 

ANEXO II 
Contrato de ingreso en Centro de Atención Integral y 
Acogida de titularidad de la Junta de Andalucía para 

Mujeres Víctimas de Violencia de Género y los/las 
menores a su cargo que las acompañen 

 

En ......................................, a ........................ de ...................................................... 20.................. 

De una parte, doña ............................................................................................................................, 

con DNI núm. ........................................., en nombre y representación de la empresa adjudicataria 
de la gestión del servicio, como titular de la dirección del Centro integral de Atención y Acogida para 
Mujeres Víctimas de Violencia de Género en el nivel de atención de ............................................... 
sito en .................................................................. 

Y de otra, doña .................................................................................................................................., 

con DNI, NIE o Pasaporte núm. ......................................., con domicilio en ................................, 
calle .................................................................... 

Con plena capacidad de obrar y de obligarse en este acto, mediante el presente contrato se 
establecen las condiciones y estipulaciones siguientes: 

Primera. El presente contrato tiene como objeto el ingreso en Centro de atención integral y acogida 
para mujeres víctimas de violencia de género, como centro de alojamiento y de convivencia temporal, 
donde se presta una atención integral. 
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Segunda. La persona usuaria de la plaza se incorpora al centro residencial citado, prestándole dicho 
centro los siguientes servicios: 

- Alojamiento. 

- Manutención, que comprenderá desayuno, almuerzo, merienda y cena. 

- Productos para el aseo e higiene personal. 

- Atención social, jurídica y psicológica. 

- Programación anual de actividades. 

- En general, cualquier servicio prestado por el personal, que sea necesario para cumplir los requisitos 
funcionales de acreditación del centro. 

Tercera. Compromiso de las partes. 

Las partes firmantes adquieren los siguientes compromisos: 

a) La persona usuaria se compromete a: 

- Cumplir las normas recogidas en el Reglamento de Régimen Interno, que se le entrega y se le da a 
conocer, previamente a la firma del presente contrato. 

- Aceptar un período de prueba de 15 días en Casa de Acogida y Piso Tutelado y en Centro de 
Emergencia de siete días que podrá ser ampliado por el doble de su duración como máximo, a fin de 
comprobar por el Equipo Técnico del centro, que reúne las condiciones adecuadas para permanecer 
en dicho centro. 

b) La empresa se compromete a: 

- Cumplir y hacer cumplir al personal a su servicio las estipulaciones contenidas en el Reglamento de 
Régimen Interno. 

- No cobrar a las personas usuarias cantidad suplementaria alguna por liquidación de estancias o por 
cualquier otra prestación que deba ser atendida en virtud del presente contrato. 

- Entregar a la persona usuaria una copia del Reglamento de Régimen Interno y de la Carta de 
Derechos y Deberes de las personas usuarias del Servicio Integral de Atención y Acogida. 

Cuarta. Las personas usuarias tendrán derecho a la reserva de plaza en los siguientes casos: 

a) Ausencia obligada por ingreso en centro hospitalario. 

b) Salidas fuera de la provincia para cumplir prescripciones legales (comparecencia, juicio, valoración 
forenses…) 

c) Situaciones excepcionales, tales como la muerte u hospitalización grave de un familiar y cualquier 
otra siempre que se notifique previamente a la dirección del centro, quien decidirá la oportunidad o no 
de la ausencia, en aras a garantizar la seguridad de la mujer y sus hijos/as. 

Las personas usuarias no podrán salir del Centro de Emergencia hasta que su situación de 
peligrosidad no haya sido valorada por la trabajadora social; en Casa de Acogida y Piso Tutelado 
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podrán salir, solas o acompañadas, siempre que sus condiciones físicas lo permitan y de acuerdo con 
establecido en el Reglamento de Régimen Interno. El centro no se hará responsable de los daños y 
perjuicios por accidente o percance sufridos fuera del centro por la persona usuaria cuando tenga 
restringida la salida por razones justificadas. 

Quinta. Las personas usuarias no podrán recibir visitas en los centros residenciales debido a las 
necesarias medidas de seguridad para garantizar el anonimato de los centros y la seguridad de las 
mujeres acogidas. No obstante, podrán acordar un punto de encuentro con sus familiares, en un 
lugar no cercano al centro y previa comunicación y autorización de la dirección. 

Las personas usuarias tendrán acceso a la línea de teléfono del centro, en el horario establecido por 
la dirección del centro, salvo casos de fuerza mayor justificada, que se ubicará en el despacho de las 
profesionales y que permitirá la intimidad en las comunicaciones. En los supuestos de mujeres 
inmigrantes, a su ingreso en el Centro se les entregará una tarjeta telefónica con la que podrán 
contactar con sus familiares en el extranjero. 

Sexta. El Centro no se hará responsable de la pérdida de objetos de valor en el Centro. La persona 
usuaria está obligada al inventario de los enseres entregados en el momento del ingreso, así como de 
aquellos que se le van otorgando a lo largo de su estancia en el centro. Dicho inventario será 
comprobado a su salida, con el objetivo de verificar el adecuado mantenimiento y conservación de 
enseres y espacios. 

Séptima. El presente contrato quedará extinguido por las siguientes causas: 

- Cumplimiento de los objetivos establecidos en el Plan Individual de Actuación acordado con la 
persona usuaria. 

 - Expulsión definitiva del centro residencial, previa tramitación y resolución firme recaída en 
expediente disciplinario. 

- Por voluntad unilateral de la persona usuaria. 

- Por traslado o permuta. 

Octava. En el supuesto de que la persona firme el contrato mediante estampación de huella dactilar, 
ésta deberá ser diligenciada mediante la firma de dos testigos trabajadoras del centro. 

Novena. Las partes se someten expresamente al fuero de los Juzgados y Tribunales del lugar donde 
tenga su domicilio legal la empresa, con renuncia de cualquier otro que pudiera corresponderle. 

Y para que así conste firman la presente en el lugar y fecha arriba indicado. 

 

La persona usuaria    Directora del Centro 

Fdo     Fdo. 
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 ORDEN de 24 de febrero de 2010, por la que  
se aprueba la Carta de Servicios del Servicio Integral 

de Atención y Acogida a mujeres víctimas  
de violencia de género y menores a su cargo  

en la Comunidad Autónoma de Andalucía 
 

Visto el proyecto de la Carta de Servicios elaborada por la Dirección General de Violencia de Género, y 
de acuerdo con el informe favorable de la Dirección General Dirección General de Modernización e 
Innovación de los Servicios Públicos, enuso de la competencia que le confiere el artículo 7.1 del 
Decreto 317/2003, de 18 de noviembre, por el que se regulan las Cartas de Servicios, el sistema de 
evaluación de la calidad de los servicios y se establecen los Premios a la Calidad de los servicios 
públicos, modificado por el Decreto 177/2005, de 19 de julio, 

DISPONGO 

1. Aprobar la Carta de Servicios del Servicio Integral de Atención y Acogida a mujeres víctimas de 
violencia de género y menores a su cargo en la Comunidad Autónoma de Andalucía, que se incorpora 
como Anexo a la presente Orden. 

2. Ordenar la publicación de la presente Orden y de la Carta de Servicios del Servicio Integral de 
Atención y Acogida a mujeres víctimas de violencia de género y menores a su cargo en la Comunidad 
Autónoma de Andalucía. 

3. La presente Carta de Servicios tendrá efectos a partir del día siguiente al de su publicación en el 
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. 

 

ANEXO 
Carta de Servicios del Servicio Integral de Atención  

y Acogida a Mujeres Víctimas de Violencia de Género  
y Menores a su Cargo en la Comunidad Autónoma  

de Andalucía 
 

1. Aspectos generales 
Las Cartas de Servicio son documentos que ponen en valor el principio de Buena Administración 
establecido en el Estatuto de Andalucía y en la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración 
de la Junta de Andalucía. 

El Servicio Integral de Atención y Acogida a mujeres víctimas de violencia de género y menores a su 
cargo que les acompañen en la Comunidad Autónoma de Andalucía (en adelante el Servicio Integral 
de Atención y Acogida) se gestiona por la Dirección General de Violencia de Género adscrita a la 
Consejería para la Igualdad y Bienestar Social, tal y como establece el Decreto por el que se establece 
la estructura orgánica de la Consejería para la Igualdad y Bienestar Social. 
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El Servicio Integral de Atención y Acogida ofrece una atención integral y de calidad a aquellas mujeres 
víctimas de violencia de género, que se ven en la necesidad de salir de sus hogares, prestándoles 
acogimiento temporal en establecimientos residenciales así como la atención necesaria durante su 
estancia en los mismos por parte de un equipo multidisciplinar formado por trabajadoras sociales, 
psicólogas, abogadas y auxiliares sociales. El Servicio se sustenta en tres niveles de atención, 
compuesto por la siguiente tipología de recursos, presentes en cada una de las provincias andaluzas: 

Centros de Emergencia: Son centros que prestan protección a las mujeres víctimas de violencia de 
género y menores que les acompañen, garantizándoles una acogida inmediata y una atención de 
emergencia las 24 horas del día, durante 365 días al año. 

Casas de Acogida: Son centros residenciales que ofrecen acogida a las mujeres y menores que les 
acompañen, garantizando una atención integral, programándose aquellas intervenciones sociales, 
psicológicas y jurídicas necesarias para que las mujeres sean capaces de superar la violencia 
padecida. 

Pisos tutelados: Son viviendas independientes para uso familiar, ubicadas en edificios y zonas 
normalizadas, destinadas a ofrecer una vivienda, con carácter temporal, a las mujeres víctimas de 
violencia de género y a los menores que las acompañen, cuando puedan vivir de forma 
independiente. 

El Servicio Integral de Atención y Acogida tiene como misión la atención inmediata de mujeres 
víctimas de violencia de género, así como el restablecimiento de sus derechos vulnerados por los 
actos de violencia contra su integridad física y emocional y la promoción de su autonomía. 

Estas actuaciones se desarrollan bajo determinados valores, entre los que destacan: 

a) Calidad y calidez en la atención y el trato a las mujeres. 
b) Capacidad de actuación y atención inmediata. 
c) Especialización de la prestación de servicios. 
d) Coordinación multidisciplinar en los diferentes planos de actuación. 
e) Coherencia en la atención. 
f) Respeto, escucha activa y refuerzo positivo ante las decisiones tomadas por parte de la mujer 
acogida. 
g) Aplicación de una comunicación empática. 
h) Realismo en los mensajes y la información ofrecida. 
i) Adecuación del lenguaje al nivel sociocultural de la mujer. 

A través de estos valores el Servicio Integral de Atención y Acogida aspira a ser un referente de 
calidad, eficacia y eficiencia en la atención a las mujeres victimas de violencia de género y en su 
recuperación integral, tanto para las propias mujeres y los menores a su cargo que les acompañen 
como para el resto de grupos de interés que colaboran en la lucha por la erradicación de la violencia 
de género: Instituciones, fuerzas y cuerpos de seguridad, órganos judiciales, etc. 

La presente Carta de Servicios informa sobre los compromisos adquiridos en la prestación del Servicio 
Integral de Atención y Acogida con respecto a las mujeres víctimas de violencia de género y a las 
personas dependientes de las mismas. 
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La Dirección General de Violencia de Género es el órgano responsable de la elaboración, gestión, 
seguimiento y divulgación de la presente Carta de Servicios, así como de proponer su actualización o 
suspensión al órgano competente. 
 
2. Servicios prestados, compromisos e indicadores 
Los servicios y los compromisos adquiridos para cada uno de ellos son: 

En Centros de emergencia 

Servicio prestado 1. Acogida y protección inmediata a mujeres víctimas de violencia de género, las 
24 horas y durante los 365 días del año en un entorno que les garantice seguridad y bienestar. 

Compromisos de calidad: 
1. Atender en los centros de emergencia todos los casos de mujeres víctimas de violencia de género 
derivados desde los centros provinciales del Instituto Andaluz de la Mujer o del teléfono 900 200 999, 
en un plazo inferior a 24 horas 

2. Garantizar la disponibilidad de plazas en los centros de emergencia para atender la demanda que 
pueda existir. 

Servicio prestado 2. Atención de emergencia. 

Compromisos de calidad: 
3. Garantizar la atención social en el Centro de Emergencias en un plazo máximo de tres días desde 
su ingreso. 

4. Garantizar la atención psicológica a todas las mujeres atendidas en centros de emergencia que lo 
soliciten, o lo requieran a juicio del equipo técnico, en menos de 3 días. 

Servicio prestado 3. Valoración individual de los casos para realizar el diagnóstico-pronóstico. 

Compromisos de calidad: 
5. Elaborar un diagnóstico y valoración técnica de todas de las mujeres que ingresen en los centros 
de emergencia en un plazo de cinco días, siempre que la trabajadora social haya mantenido, al 
menos, una entrevista con ella. 

Servicio prestado 4. Salida o derivación de las mujeres que ingresan en los centros de emergencia 
hacia el destino más apropiado a cada caso, bien sea un recurso propio o externo al Servicio integral, 
o bien un domicilio normalizado. 

Compromisos de calidad: 
6. Derivar a las mujeres que ingresan en centros de emergencia hacía casas de acogida en un plazo 
de quince días, una vez que el equipo técnico haya valorado que se cumplen los requisitos necesarios 
para el traslado. 

7. Derivar a mujeres con problemáticas añadidas a la violencia de género a los recursos más 
apropiados para su caso en el menor plazo posible. 
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En casas de acogida y pisos tutelados 

Servicio prestado 5. Establecimiento de un Plan Individual de Actuación en el que se recojan los 
objetivos personalizados a conseguir por la mujer durante su estancia en casas de acogida y pisos 
tutelados. 

Compromisos de calidad: 
8. Celebrar una reunión inicial entre una trabajadora social y la mujer, con el fin de identificar los 
objetivos sociales a conseguir durante la estancia de la mujer en la casa de acogida, en un plazo 
máximo de tres días desde su ingreso en el recurso. 

9. Celebrar una reunión inicial entre una abogada y la mujer, con el fin de identificar los objetivos 
jurídicos a conseguir durante la estancia de la mujer en la casa de acogida, en un plazo máximo de 
tres días desde su ingreso en el recurso. 

10. Celebrar una reunión inicial entre una psicóloga y la mujer, con el fin de identificar los objetivos 
psicológicos a conseguir durante la estancia de la mujer en la casa de acogida, en un plazo máximo 
de tres días desde su ingreso en el recurso. 

11. Iniciar un Plan Individual de Actuación para todas las mujeres antes de cinco días desde su 
ingreso en la casa de acogida. 

12. Revisar, en un plazo de tres días desde la entrada de una mujer en un piso tutelado, el Plan 
Individual de Actuación estableciendo objetivos adaptados a su nueva situación. 

Servicio prestado 6. Atención social: facilitar a todas las personas usuarias información, 
asesoramiento, y ayuda para gestionar el acceso a los recursos sociales, así como el apoyo para la 
adaptación a los centros y a la convivencia en los mismos. 

Compromisos de calidad: 
13. Escolarización inmediata de los menores en edad escolar que ingresen junto a la mujer en casas 
de acogida. 

14. Realizar las actuaciones necesarias para que la mujer alcance los objetivos sociales fijados en el 
Plan Individual de Actuación. 

15. Realizar un asesoramiento y seguimiento continuo de los casos en el ámbito de lo social 
mediante reuniones entre la trabajadora social y la mujer. 

Servicio prestado 7. Atención legal: ofrecer a todas las personas usuarias información, 
asesoramiento, ayuda para gestiones jurídicas, así como apoyo para el seguimiento de su situación 
legal durante la estancia en casas de acogida o pisos tutelados. 

Compromisos de calidad: 
16. Realizar las actuaciones necesarias para que la mujer alcance los objetivos jurídicos fijados en el 
Plan Individual de Actuación. 

17. Realizar un asesoramiento y seguimiento continuo de los casos en el ámbito jurídico, mediante 
reuniones entre la abogada y la mujer. 
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Servicio prestado 8. Atención psicológica: proporcionar atención psicológica a las mujeres víctimas 
de violencia de género y menores a su cargo que las acompañen, bien a petición de las personas 
interesadas o bien cuando el equipo del centro valore como necesario la intervención psicológica, así 
como apoyo para posibilitar una recuperación psicológica durante su estancia en la casa de acogida o 
piso tutelado. 

Compromisos de calidad: 
18. Realizar las actuaciones necesarias para que la mujer alcance los objetivos psicológicos fijados 
en el Plan Individual de Actuación. 

19. Realizar un asesoramiento y seguimiento continuo de los casos en el ámbito psicológico, 
mediante reuniones entre la psicóloga y la mujer. 

Servicio prestado 9. Programación y realización de actividades lúdico-culturales dirigidas a todas 
las personas usuarias de casas de acogida y pisos tutelados, organizadas tanto dentro del centro 
como fuera del mismo, fomentando su colaboración en las tareas de programación y desarrollo. 

Compromisos de calidad: 
20. Ofertar con carácter trimestral, tanto a las mujeres como a los/as menores, actividades lúdico-
culturales, que contribuyan a la normalización de su situación y que éstas sean valoradas 
positivamente por las mujeres. 

21. Conseguir que los/as menores en edad adecuada, cuatro años o más, se integren en las 
actividades propuestas. 

Servicio prestado 10. Gestión de la salida de la mujer de las casas de acogida o los pisos tutelados 
bien a su domicilio anterior, bien a una nueva vivienda, o bien a otro recurso social. 

Compromisos de calidad: 
22. Informar a la mujer de su salida del Servicio Integral con una antelación mínima de 30 días. 

23. Elaborar un informe de salida/derivación en todos los casos y remisión del mismo a los Centros 
Provinciales de la Mujer y/o al recurso de destino de la mujer y los menores, de forma que se facilite 
el seguimiento posterior de los casos por parte de estos recursos. 

Servicio prestado 11. Apoyo y seguimiento del proceso personal de cada una de las mujeres y los 
menores a su cargo tras la salida de la casa de acogida o del piso tutelado. 

Compromisos de calidad: 
24. Elaborar un plan de seguimiento de la evolución de la mujer tras su salida del Servicio Integral 
desde casas de acogida o pisos tutelados. 

25. Mantener un contacto periódico con la mujer a la salida de la casa de acogida o del piso tutelado. 
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En todos los recursos del Servicio Integral 

Servicio prestado 12. Seguridad y protección de las personas usuarias durante su estancia en los 
recursos del Servicio Integral. 

Compromisos de calidad: 
26. Solicitar acompañamiento policial a las mujeres para la realización de trámites fuera del Servicio 
Integral en los que haya riesgo de ser localizadas por el agresor. 

27. Derivación de la mujer a un centro de otra provincia, en menos de 48 horas, en el caso de que 
se produzca la localización por el agresor, cuando esta circunstancia genere una situación de 
peligrosidad para la integridad de la mujer. 

Servicio prestado 13. Alojamiento en los centros de emergencias, casas de acogida y pisos 
tutelados. 

Compromisos de calidad: 
28. Proporcionar un alojamiento satisfactorio para las mujeres en función de las necesidades de las 
mismas y los menores a su cargo. 

Servicio prestado 14. Atención de las necesidades básicas de la vida diaria: alimentación, higiene, 
aseo, tratamientos médicos. 

Compromisos de calidad: 
29. Poner a disposición de las mujeres productos de hogar y alimentación que satisfagan sus 
necesidades durante su estancia en el Servicio Integral. 

30. Supervisar los tratamientos médicos de las mujeres, prescritos por un facultativo, controlando el 
suministro de medicamentos y el gasto farmacéutico de forma satisfactoria para las mujeres. 

La información sobre los indicadores, sus valores y evolución, a través de los que se mide el 
cumplimiento de los compromisos anteriores, se incluirán en el Informe de Seguimiento Anual de la 
Carta de Servicios. 
 

3. Normativa reguladora 
Cabe destacar como normativa que regula los servicios que se prestan, la siguiente: 

Normativa Estatal 

Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de 
Género (BOE núm. 313, de 29 de diciembre). 

Normativa Autonómica 

a) Ley 13/2007, de 26 de noviembre, de medidas de prevención y protección integral contra la 
violencia de género (BOJA núm. 247, de 18 de diciembre). 

b) Decreto 72/2009, de 31 de marzo, por el que se regula la Comisión institucional de Andalucía de 
coordinación y seguimiento de acciones para la erradicación de la violencia de género (BOJA núm. 
74, de 20 de abril). 
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c) Orden de 18 de julio de 2003, de la Consejería de la Presidencia, por la que se regulan los 
requisitos materiales y funcionales específicos de los Centros de Atención y Acogida a mujeres 
víctimas de malos tratos (BOJA núm. 146, de 31 de julio). 

d) Acuerdo de 24 de noviembre de 2005, por el que se aprueba el procedimiento de coordinación 
institucional para la prevención de la violencia de género y atención a las víctimas de Andalucía. 

e) Orden de 6 de julio de 2009, por la que se aprueba el Reglamento de Régimen Interno de los 
centros que componen el Servicio Integral de Atención y Acogida a mujeres víctimas de violencia de 
género y menores a su cargo que las acompañen en la Comunidad Autónoma de Andalucía (BOJA 
núm.140, de 21 de julio) 

Se puede consultar la relación más completa y actualizada de dicha normativa en la dirección web: 
http://www.cibs.junta-andalucia.es/igualdadybienestarsocial/opencms/system/modules/ 
com.opencms.presentacionCIBS/paginas/listado.jsp?listar=true&tipoContenido=/Legislacion/ 
&sector=/Sector/Violencia_Genero/. 
 

4. Derechos y obligaciones de las personas usuarias 
Los derechos y obligaciones de las personas usuarias del Servicio Integral de Atención y Acogida son, 
sin perjuicio de lo establecido en la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta 
de Andalucía, y la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los 
Servicios Públicos así como en el resto de la normativa vigente aplicable, y en todo caso, de acuerdo 
con lo dispuesto en la Orden 6 de julio de 2009, por la que se aprueba el Reglamento de Régimen 
Interno de los centros que componen el Servicio Integral de Atención y Acogida a mujeres víctimas de 
violencia de género y menores a su cargo que las acompañen en la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, los siguientes: 

Derechos: 

- Presentar sugerencias, quejas y reclamaciones sobre el servicio prestado y el incumplimiento de los 
compromisos establecidos en la carta de servicios. 

Y de manera específica: 

a) Recibir un trato respetuoso y un servicio que garantice la dignidad de las personas destinatarias del 
mismo. 

b) Recibir una asistencia individualizada y grupal adecuada a sus necesidades, reflejada en el Plan 
Individual de Actuación. 

c) Obtener una atención integral no discriminatoria. 

d) Proteger su intimidad y sus datos de carácter personal, así como la confidencialidad de las 
actuaciones con la usuaria y los menores a su cargo que las acompañen. 

e) Recibir información adecuada y comprensible, previamente a la realización de cualquier actuación, 
a fin de que las personas usuarias manifiesten su consentimiento con suficiente conocimiento y 
libertad. Los menores serán consultados en los casos previstos por la Ley. La opinión de un niño o 
niña mayor de 12 años será tenida en cuenta en todo caso, dando cumplimiento a lo dispuesto en la 
Carta Europea de los Derechos del Niño y de la Niña. 
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f) Recibir información sobre los servicios y prestaciones a las que pueden acceder como victimas de 
violencia de género. 

g) Cubrir adecuadamente las necesidades básicas de alimentación, alojamiento, higiene y gastos 
farmacéuticos prescritos por su médico de cabecera. 

h) Disfrutar de un medio ambiente adecuado, como instrumento básico para su recuperación y de 
una existencia saludable. 

i) Participar en la vida comunitaria del centro y proponer mejoras relacionadas con la organización de 
los recursos. 

j) Presentar reclamaciones y sugerencias a los servicios que se le prestan, las instalaciones o los 
profesionales que le atienden. 

k) Salir voluntariamente de los centros de acogida, siempre que, previamente, por parte del equipo 
técnico, se le informe de la valoración de la salida y de sus posibles riesgos. 

Obligaciones: 

- Respetar los espacios libres de humo. 

- Observar una conducta inspirada en el mutuo respeto, la tolerancia y colaboración con el personal 
que presta los servicios. 

Y de manera específica: 

a) Firmar el documento de ingreso que le compromete a cumplir las normas y horarios establecidos 
en el Reglamento de régimen interno que contribuirá a mejorar la convivencia entre todas las 
personas usuarias dentro de las instalaciones. 

b) Responsabilizarse del cuidado de su salud y aseo personal y el de los menores a su cargo que las 
acompañen, así como de sus bienes personales. 

c) Facilitar información veraz que garantice una adecuada atención integral que permita resolver su 
situación socioeconómica, legal y psicológica. 

d) Hacer un buen uso de los diferentes recursos y prestaciones a su disposición que permitan el 
acceso a los mismos del resto de las ciudadanas víctimas de violencia de género en condiciones de 
igualdad. 

e) Respetar la dignidad del resto de las mujeres y menores acogidos así como al personal que presta 
sus servicios. 

f) Responsabilizarse de mantener limpio y ordenado su espacio personal y las zonas de uso común, 
así como del buen uso de las instalaciones, mobiliario, enseres y objetos comunes, cuidándolos y 
colaborando en su mantenimiento, para garantizar su conservación. 

g) Responsabilizarse de mantener en el anonimato la dirección y teléfonos de los recursos e 
instalaciones. 
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h) Cumplir y respetar las medidas de protección y seguridad para los centros de emergencias, casas 
de acogida y pisos tutelados que garanticen la protección de las mujeres y menores acogidos. 

i) Firmar el documento de renuncia, en caso de negarse a recibir atención social, legal o psicológica, 
expresando claramente que ha estado debidamente informada y que rechaza la atención y 
actuaciones. 

j) Cumplir las medidas adoptadas por la Dirección del recurso en caso de conflictos o desacuerdos 
entre las personas acogidas. 

k) Colaborar con el personal técnico en el cumplimiento del Plan Individual de Actuación. 

 

5. Niveles de participación ciudadana y difusión de la Carta de Servicios 

A) Información: 

La información relacionada con la Carta de Servicios se puede consultar en: 
www.cibs.junta-andalucia.es/igualdadybienestarsocial/export/Violencia_Genero/HTML/index.html 

a) Dirección General de Violencia de Género. 

b) Centros Provinciales del Instituto Andaluz de la Mujer. 

c) En el Servicio de Atención a las Víctimas de Andalucía de cada provincia andaluza. 

Plataforma de Relación con la Ciudadanía Andaluza (CLARA). 
www.juntadeandalucia.es/justiciayadministracionpublica/clara/index.html 

El Observatorio para la Mejora de los Servicios Públicos de la Consejería de Justicia y Administración 
Pública. 
www.juntadeandalucia.es/justiciayadministracionpublica/omsp/ 

B) Comunicación: 

Además de las vías de información establecidas, esta Carta de Servicios se facilita a través de: 

a) Cursos, jornadas, congresos y conferencias que sobre violencia de género se organicen desde la 
Dirección General de Violencia de Género. 

b) Folletos divulgativos de la Carta de Servicios. 

C) Participación: Para colaborar en la mejora de la prestación de los servicios y en la revisión de la 
presente Carta de Servicios, están previstas las siguientes formas de participación: 

1. Mediante la expresión de opiniones de las personas usuarias en las encuestas y cuestionarios de 
satisfacción que se les entreguen los centros de atención y acogida. 

2. Mediante la formulación de sugerencias y opiniones a través de los buzones de sugerencia 
localizados en cada uno de los centros de emergencia y casas de acogida, o bien en las asambleas 
que se realizan entre el personal de los Centros y las personas usuarias. 
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3. Mediante participación de las personas usuarias en la asamblea general, órgano de participación 
de los centros de atención integral y acogida. 

4. Mediante las Hojas de Quejas y Reclamaciones, definidas en el Decreto 72/2008, de 4 de marzo, 
por el que se regulan las hojas de quejas y reclamaciones de las personas consumidoras y usuarias 
en Andalucía y las actuaciones administrativas relacionadas con ellas. 

 

6. Sugerencias, quejas y reclamaciones 
Las sugerencias, quejas y reclamaciones sobre el servicio prestado y sobre el incumplimiento de los 
compromisos establecidos en esta Carta de Servicios se pueden presentar a través de: 

6.1. Hoja de Quejas y Reclamaciones: 

Las sugerencias, quejas y reclamaciones sobre el servicio prestado y sobre el incumplimiento de los 
compromisos establecidos en esta Carta de Servicios se pueden presentar a través de: 

El Libro de Sugerencias y Reclamaciones de la Junta de Andalucía, disponible en papel en Servicio 
Integral de Atención y Acogida a las mujeres víctimas de violencia de género y menores a su cargo 
que las acompañen en la Comunidad Autónoma de Andalucía, en todos los Registros de documentos 
de la Junta de Andalucía y en Internet en  
www.juntadeandalucia.es/justiciayadministracionpublica/lsr/index.jsp. 

A través de Internet es posible cumplimentar un formulario que, si el usuario o usuaria dispone de 
certificado digital podrá presentarse directamente a través de este canal, o si no dispusiera del 
mismo, deberá imprimirse en papel y presentarse, debidamente firmado, en Servicio Integral de 
Atención y Acogida a las mujeres víctimas de violencia de género y menores a su cargo que las 
acompañen en la Comunidad Autónoma de Andalucía, cualquier Registro de la Junta de Andalucía o a 
través de cualquier otro medio contemplado en la Ley 30/1992. Servicio Integral de Atención y 
Acogida a las mujeres víctimas de violencia de género y menores a su cargo que las acompañen en la 
Comunidad Autónoma de Andalucía se compromete a ofrecer una respuesta antes de 15 días (o 
plazo menor, según corresponda) desde la recepción de la sugerencia, queja o reclamación. 

Esta Carta de Servicios está sujeta a las actuaciones de la Inspección General de Servicios de la Junta 
de Andalucía, que adicionalmente lleva el control de las sugerencias, quejas o reclamaciones en 
relación con la misma y con la prestación de los servicios a los que se refiere y que sean presentadas 
a través del Libro de Sugerencias y Reclamaciones de la Junta de Andalucía antes mencionado. 

Las reclamaciones por incumplimiento de los compromisos asumidos en ningún caso darán lugar a 
responsabilidad patrimonial por parte de la Administración. 

 

7. Elementos que apoyan la gestión de los servicios 
La prestación de los servicios en las condiciones descritas en esta carta se apoya en: 

a) Utilización de un enfoque de gestión por procesos. 

b) Sistema de información integrado para la comunicación, información y seguimiento de las 
actuaciones desarrolladas en torno al Servicio Integral de Atención y Acogida. 
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c) Aprobación, publicación, difusión y seguimiento de la Carta de Servicios. 

d) Elaboración y puesta en marcha de protocolos avanzados de atención a las víctimas, protocolos 
especiales de intervención rápida y derivada para aquellas mujeres en situación de riesgo o con 
especiales dificultades (discapacidad, drogodependencia, alcoholismo, prostitución, inmigrantes, etc.). 

 

8. Accesibilidad a los servicios 
A los recursos del Servicio Integral de Atención y Acogida sólo se accede a través de: 

- Los Centros Provinciales del Instituto Andaluz de la Mujer, una vez valorado el caso por parte del 
equipo técnico de dicho centro. Las direcciones, teléfonos y faxes de los Centros Provinciales del 
Instituto Andaluz de la Mujer pueden consultarse en el directorio de la página web: 
 http://www.juntadeandalucia.es/institutodelamujer/ 

- Fuera del horario de atención de los Centros Provinciales de la Mujer (desde las 15 horas hasta las 8 
horas del día siguiente, de lunes a viernes y los fines de semana y festivos) la valoración se realiza por 
el personal que atiende el teléfono 900 200 999 disponible las 24 horas del día durante todos los 
días del año. 

- La Dirección General de Violencia de Género en el caso de las derivaciones de acogimiento de 
mujeres víctimas de violencia de género procedentes de otras Comunidades Autónomas. 

Direcciones postales, telefónicas y telemáticas. 

Dirección General de Violencia de Género: 

www.cibs.junta-andalucia.es/igualdadybienestarsocial/export/Violencia_Genero/HTML/index.html 
dgviolenciadegenero.cibs@juntadeandalucia.es 
Teléfono: 955 693 598 
Fax: 955 048 206. 

Esta Carta de Servicios está sujeta a lo establecido en el Decreto 317/2003, de 18 de noviembre, por 
el que se regulan las Cartas de Servicio, el sistema de evaluación de la calidad de los servicios y se 
establecen los Premios a la Calidad de los servicios públicos y entrará en vigor a partir del día 
siguiente de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía (BOJA). 
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1

Porcentaje de solicitudes de ingreso realiza-
das por los centros provinciales de la mujer 
o por la línea 900 que ingresan en los cen-
tros de emergencia.

(Número ingresos en C. de Emergencia) / (Número 
de solicitudes de ingreso realizadas por los centros 
provinciales de la mujer o por teléfono 900 200 999) 
* 100

100% Mensual

Tiempo medio de ingreso desde la solicitud 
hasta el ingreso efectivo.

Plazo medio de ingreso de todos los casos del pe-
ríodo.

24 horas Mensual

2
Nivel de ocupación medio mensual de los 
centros de emergencia.

(Suma del número de plazas ocupadas en los cen-
tros de emergencia durante un mes) / (Suma de las 
plazas totales de los centros de emergencia) * 100

80% Mensual

3

Plazo medio desde el ingreso de la mujer 
en un centro de emergencia hasta la reali-
zación de la entrevista inicial por parte de la 
trabajadora social.

(Suma del número de días que transcurre desde el 
ingreso hasta la realización de la 1ª entrevista con 
la trabajadora social de todos los casos)/(Número de 
casos)

3 días Mensual

4

Plazo medio desde la aprobación de la soli-
citud de la mujer o de la trabajadora social 
del centro de emergencias hasta la inter-
vención de una psicóloga.

(Suma del número de días que transcurre desde la 
aprobación de la solicitud hasta la realización de la 
1ª entrevista con la psicóloga)/Número de casos.

3 días Trimestral

5

Porcentaje de mujeres, con las que se haya 
mantenido al menos una entrevista por 
parte de la trabajadora social del centro de 
emergencias, que disponen de un diagnós-
tico y valoración técnica.

Número diagnóstico y valoración técnica de casos 
realizados)/ (Total de mujeres acogidas en centros 
de emergencia con entrevista de la T.S.) * 100.

100% Mensual

Plazo medio de elaboración del diagnóstico 
y valoración técnica de las mujeres que in-
gresan en los centros de emergencia.

(Suma del número de días que transcurre desde el 
ingreso hasta la elaboración del diagnóstico y valo-
ración técnica, de todos los casos)/(Número de diag-
nósticos realizados).

5 días Mensual

Plazo medio de estancia de una mujer en 
centros de emergencia desde su ingreso 
hasta su derivación hacia una casa de aco-
gida.

(Suma del número de días que transcurre desde el 
ingreso hasta la derivación hacia una casa de aco-
gida, de todos los casos)/(Número de casos).

15 días Trimestral

7

Plazo medio de realización de la solicitud 
de plaza en recursos externos al Servicio 
Integral desde el ingreso de las mujeres en 
el centro de emergencias.

(Suma del número de días que transcurre desde el 
ingreso hasta la solicitud de plaza en un recurso 
externo al Servicio Integral, de todos los casos)/
(Número de casos para los que se solicita plaza).

15 días Trimestral

8

Plazo medio de inicio del servicio de aseso-
ramiento social proporcionado por la traba-
jadora social en la casa de acogida.

(Suma del número de días que transcurre desde el 
ingreso  en casa de acogida hasta la prestación del 
servicio de asistencia social, de todos los casos)/
(Número de casos).

3 días Trimestral

9

Plazo medio de inicio del servicio de ase-
soramiento legal proporcionado por la abo-
gada en la casa de acogida.

(Suma del número de días que transcurre desde el 
ingreso  en casa de acogida hasta la prestación del 
servicio de asesoramiento legal, de todos los casos)/
(Número de casos).

3 días Trimestral

10

Plazo medio de inicio del servicio de aseso-
ramiento psicológico proporcionado por la 
psicóloga en la casa de acogida.

(Suma del número de días que transcurre desde el 
ingreso  en casa de acogida hasta la prestación del 
servicio de atención psicológica, de todos los casos)/
(Número de casos).

3 días Trimestral
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11
Plazo medio en el que se establecen los ob-
jetivos del PIA tras el ingreso de la mujer en 
casas de acogida.

(suma del número de días que transcurren desde el 
ingreso de la mujer en la casa de acogida hasta la 
cumplimentación del PIA)/(Núm. de casos)

5 días Trimestral

12
Plazo medio en el que se establecen los 
nuevos objetivos del PIA tras el ingreso de 
la mujer en pisos tutelados.

(suma del número de días que transcurren desde el 
ingreso de la mujer en la casa de acogida hasta la 
actualización de objetivos del PIA)/(Núm. de casos)

5 días Semestral

13

Plazo medio de solicitud de plaza escolar 
para los niños/as acogidos en casas de 
acogida.

(Suma del número de días que transcurre desde el 
ingreso de los menores en casa de acogida hasta 
que se solicita plaza escolar, de todos los menores 
acogidos)/(Número de menores).

3 días Trimestral

14
Grado de cumplimiento de los objetivos so-
ciales del PIA a la salida de la mujer de la 
casa de acogida o del piso tutelado.

Promedio del grado de cumplimiento de objetivos 
sociales del PIA a la salida de la mujer del Servicio 
Integral desde casas de acogida o pisos tutelados.

70% Trimestral

15

Número medio de reuniones de segui-
miento entre la mujer y la trabajadora social 
en casas de acogida.

Promedio del número de reuniones de seguimiento 
de la trabajadora social con cada mujer.

3 Mensual

Número medio de reuniones de segui-
miento entre la mujer y la trabajadora social 
en pisos tutelados.

Promedio del número de reuniones de seguimiento 
de la trabajadora social con cada mujer en pisos tu-
telados

2 Mensual

16
Grado de cumplimiento de los objetivos ju-
rídicos del PIA a la salida de la mujer de la 
casa de acogida o del piso tutelado.

Promedio del grado de cumplimiento de objetivos 
jurídicos del PIA a la salida de la mujer del servicio 
integral desde casas de acogida o pisos tutelados.

70% Trimestral

17

Número medio de reuniones de seguimiento 
entre la mujer y la asesora jurídica en casas 
de acogida.

Promedio del número de reuniones de seguimiento 
de la asesora jurídica con cada mujer.

3 Mensual

Número medio de reuniones de seguimiento 
entre la mujer y la asesora jurídica en pisos 
tutelados.

Promedio del número de reuniones de seguimiento 
de la asesora jurídica con cada mujer en pisos tu-
telados

1 Mensual

18
Grado de cumplimiento de los objetivos psi-
cológicos del PIA a la salida de la mujer de 
la casa de acogida o del piso tutelado.

Promedio del grado de cumplimiento de objetivos psi-
cológicos del PIA a la salida de la mujer del servicio 
integral desde casas de acogida o pisos tutelados.

70% Trimestral

19

Número medio de reuniones de seguimiento 
entre la mujer y la psicóloga en casas de 
acogida.

Promedio del número de reuniones de seguimiento 
de la psicóloga con cada mujer.

3 Mensual

Número medio de reuniones de seguimiento 
entre la mujer y la psicóloga en pisos tutela-
dos.

Promedio del número de reuniones de seguimiento 
de la psicóloga con cada mujer en pisos tutelados

1 Mensual

20

Número de actividades lúdico-culturales 
ofrecidas trimestralmente por las casas de 
acogida.

Suma del número de actividades ofrecidas en el tri-
mestre.

3 Trimestral

Grado de satisfacción de las mujeres en re-
lación a las actividades lúdico-culturales or-
ganizadas, dirigidas tanto a las propias mu-
jeres como a los/las menores a su cargo.

Valor medio de la pregunta relacionada con la satisfac-
ción con las actividades ofrecidas por la casa.

7 Anual

21

Porcentaje de menores que participan en 
actividades lúdico-culturales propuestas, 
en edad adecuada para cada actividad, en 
relación al total de menores.

(Número de menores que participan en actividades 
lúdico-culturales)/(Total de menores de cuatro o más 
años)*100.

80% Trimestral

22

Plazo medio de preaviso de la salida de los 
recursos del servicio.

(Suma del número de días de preaviso correspon-
dientes a cada una de las mujeres que salen de casa 
de acogida o piso tutelado)/(Total de mujeres que 
salen de los recursos del servicio).

30 días Trimestral

23

Porcentaje de mujeres para las que se ela-
bora un informe de salida/derivación en el 
momento de la salida de casa de acogida o 
pisos tutelados en relación al total de casos 
atendidos en esos recursos.

(Número de informes realizados)/(Total de mujeres 
que salen o son derivadas a otros recursos)* 100.

100% Trimestral

Porcentaje de informes de salida/derivación 
que son remitidos a los Centros Provincia-
les de la Mujer o al recurso de destino de 
la mujer y los menores, en relación al total 
de casos.

(Número de informes remitidos a los Centros Pro-
vinciales de la Mujer o al recurso de destino)/(Total 
de mujeres que salen o son derivadas a otros recur-
sos)*100.

100% Trimestral
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24

Porcentaje de mujeres a las cuales se les 
realiza un Plan de Seguimiento tras la sa-
lida de los recursos del servicio, en relación 
al total de mujeres.

(Número de mujeres con Plan de Seguimiento tras la 
salida de los recursos del servicio)/(Total de mujeres 
que salen de casa de acogida o piso tutelados y son 
derivadas a otros recursos)*100.

100% Trimestral

25
Número de contactos realizados con la mu-
jer a la salida de casas de acogida o pisos 
tutelados.

(Suma del número de contactos realizados)/(núm. 
de mujeres que hayan salido de casa o piso en el 
año anterior).

2 Anual

26

Porcentaje trámites, considerados como pe-
ligrosos para la integridad y seguridad de la 
mujer, en los que se ha solicitado el acom-
pañamiento policial.

(Número de tramites realizados con solicitud de 
acompañamiento policial)/(Número de tramites rea-
lizados considerados como peligrosos)*100. 100% Trimestral

27

Plazo medio de traslado a otra provincia 
por motivo de localización, cuando ésta su-
ponga una situación de peligrosidad para la 
mujer.

(Suma del número de días que transcurre desde que 
la mujer es localizada por el agresor hasta que se 
produce el traslado a otra provincia)/(Total de muje-
res localizadas y trasladadas a otras provincias).

48 horas Trimestral

Plazo medio de traslado a otra comunidad 
autónoma por motivo de localización.

Suma del número de días que transcurre desde que 
la mujer es localizada por el agresor hasta que se 
produce el traslado a otra comunidad autónoma, 
de todas las mujeres que son localizadas)/(Total de 
mujeres localizadas y trasladadas a otra comunidad 
autónoma).

7 días Trimestral

28

Grado medio de satisfacción de las mujeres 
con la comodidad del alojamiento valorado 
mediante encuestas.

Valor medio de la pregunta relacionada con la satis-
facción con el alojamiento en los diferentes recursos 
del servicio.

7 
(en una 
e s c a l a 
de 0 a 

10)

Anual

29
Grado de satisfacción de las mujeres, con 
los productos de hogar y alimentación en-
tregados en el Servicio Integral

Valor medio de la pregunta relacionada con la satis-
facción con los productos y alimentos en las casas 
de acogida.

7 (en una 
escala de 
0 a 10)

Anual

30
Porcentaje de mujeres que realizan una 
queja o reclamación sobre el suministro de 
medicamentos.

(Numero de quejas o reclamaciones de este tipo)/
(total de mujeres acogidas en el período)*100. 10% Trimestral

Nota: todos los indicadores recogerán el valor medio de todas las provincias andaluzas.
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